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A 

Abogada. — Véase: Prescripción. 
Absolución de posiciones. — ¥ éitsei Posiciones. 
Acarreadcr. — Véase: Conocimiento. 

Acción de compra. — Corresponde su conocimiento al Juez del domici- 
lio del demandado, aunque la cosa comprada sea inmueble y 
se halle situada en otra jurisdicción. Tágina i 50. 

Acción de daños, — Véase: Justicia Federal. 

Acción de despojo. — Es y debe considerarse como tal, la que se fun- 
da en el hecho de haber el demandado apoderádose de un 
establecimiento de campo ysus haciendas, por autoridad pro- 
pia, usando y abusando de Ja fuerza pública, y que se dirije á 
pedir la restitución de la cosa tomada violetamente y la in- 
demnización de daños j perjuicios. Página 253. 

Acción de despojo. - No es posible admitirla, sin Ja prueba de la pose* 
sien anterior. Pagina 358. 
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Acciones personales. En ellas, la jurisdicción competente es la del Juez 
del lugar donde tiene su domicilio el demandado y fué con- 
traída la obligación. Página 2¿2. 

Acciones posesorias. — Se prescriben pur el trascurso de un año. Pá- 
gina 58. 

AcepUhi«n. — Véase: Consentimiento^ Venta condicional. 

Aduana nacional. — Víase: Bienes embargables. 

Agentes de vapor. — Están habi litados para representar al capitán cu 
el juicio sobre entrega de mercaderías. Página 334. 

Altana. — Véase: Justicia Federal. 

Alumnos. — Véase: Corrección corporal. 

Ampliación de término. Véase: Término de prueba. 

Apoderado. — Al que niega haber ejercido el poder, solo puede obli- 
gársele I rendir cuenta de los negocios que se pruebe babor 
administrado; y mientras no se rinda esa cuenta, es improce- 
dente la acción por saldo de cuentas. Página 363. 

Arbitros. — Convenida la jurisdicción arbitral para todas las cuestio- 
nes relativas á una sociedad, pertenece á los arbitros resol- 
ver sobre la fecha en que uno de los socios debe restituir á 
los otros los anticipos que según convenio le han hecho pa- 
ra el aporte social que le correspondía. Página 301. 

Arraigo. — No procede la lianza de arraigo, sino en el caso del arti- 
culo 74 de la lev de Procedimientos. Página 274. 

Asesor especial, — íío es inconstitucional el nombramiento de asesor 
especial hecho por el Tribunal Superior de una Provincia, 
en la persona del Ministro de Gobierno de la misma. Pá- 
gina 149. 

Atenida de Mayo. — Véase: Ley inconstitucional. 
Averias, — Véase: Conocimiento. 
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B 

Itienvs de menores. —Véase : IVví.'íí itufa, 

Uktm wfargmm. - No lu son, el sitio y casa del Juzgado Federal, 
Correo j Aduana nacional. Página no. 



CriHífrio. - La determinación del cambín que en las obligaciones á mo- 
neda especial, (a ley de lf. de Octubre do 1885 fija para el 
día del vencimiento, scenlieode cuando el üiadel venciniien- 
loes también e) del pago. Kii caso de verificarse este con 
|mstmorúUÍ, el randiio debe dvlenuiiiarscsegun símico en 
el día del pago. Página 311 

£"/"'«"•- Véa^e: Agente* ,f<> mpm Cotmyaatarin. 
Curta ( te porte, — Véa*e ¡ Conocimiento. 

Carias de dudadaafo, - Acuerdo disponiendo la remisión al ¡finiste 
rio do Juncia ,, r bs jueces federales y .le los k-rrilonos na- 
cionales, dt- una relación íinmsiuil de ellas. Pagina o. 

Certificado. — Véase: Ejecución. 

Cesión de derechos. — Véase : Justicia Federal, 

Comisión, — Véase : Samarte. 

CiM¡teteucia.— \ém : /tóc¿j Frterat. 

Compra. — Véase: -irr compra. 

Compulsa de libras. - Consentida la diligenda probaloria de compul- 
sa de lihrus y el unto que la ordena, d- be disponte su cuín, 
p limi en tu. I'ájíiira Há. 

Coiicurjo. — Véase : Jnstkia Federal. 
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Conducción de mercaderías. — Véase : Mercaderías. 
Cwjuecet. — Acuerdo nombrando lus de la Suprema Corle para el año 
1889. Página 12. 

Conocimiento. — Forma entre el espedídor y el acarreador un con- 
trato» cuya ejecución cada uno de ellos tiene acción propia 
para demandar eu juicio. Página 30. 

nacimiento, — La cláusula en el, de un responder del contenido, ni 
de rotura, derrames y averías, aunque sea ñor Taita de estiva, 
no exime al capitán de las responsabilidades por las averías 
causadas por dolo ó culpa grave. Página 40, 

Consentimiento. —Bebé man i Estarse en los contrato?, por oferta y 
aceptación, y estas pueden hacerse por medio de agentes y 
por correspondencia, entre personas ausentes. Página 430. 

Consentimiento.— La rinunstítiicia de no conocer él vendedor el 
nombre del comprador, liarla el momento de su aceptación, 
no importa que la olería sea liccha a persona indeterminada. 
Página 130. 

Consignatario. — Se entiende qué el del buque représenle al capitán, 
y su intervención en el reconocí míenlo pericial de la avería y 
su importe, le perjudica. Página iO. 

Contrabando, — No pueden desembarcarse mercaderías á titulo de 
equipaje, y *n introducción en baúles, sin manifestación pre- 
via, constituye el detilo de contrabando. Página 309. 

Contrato. — En el de invernada pi*r el cual el invernador se obliga á 
pagar un tan lo por cada animal perdido, no puedo aquel es- 
casarse de loda responsabilidad pagando ese precio por los 
animales que resulte liaber vendido, ó hallarse estraviados en 
tos establecí míenlos inmediatos. Pur aquellos, debe el precio 
de venta, y por estos el de plaza que no sea inferiora! con- 
venido, debiendo á la vez suprimir de la cuenta de pastaje, el 
relativo á estos últimos. Página 13. 

Corrección corporal — Esláescluida de los reglamentos que rigen los 
eslaüleciinienlos nacionales de educación; y las lesiones que 
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con molivo de eüa so iniíercn á los alumnos, son pasibles de 
pena. Página 291 . 

Correo. — Véase ; Bienes embargares. 

Costas. — Debe pagar las del juicio, ei demandan le que no ha tenido 
razón p»ra litigar. Página 101 

Coalas, — Debe pagar las del juicio, el demandado que desiste de au 
oposición y reconoce el derecho del demandante. Pági- 
na 114. 

Culpa grave.— Véase : Conocimiento. 



Dación ni pago. — Véase : Tenería. 

Daño. — No negada la existencia é importe de aquel cuya indemni- 
aarimi se deina rula, dele liarse por reconocido. Página 49. 

Danos ,j petfnkios. — La negaina de entrega ¿in justa causa, porparle 
de los agentes del buque, de las mercancías conducidas, loa 
baca responsable* de los daños y perjuicios á lavor del car- 
gador; y no es jti«fa c-ausa, la exigencia de un sobre-flcle por 
los gastos de cuarentena ordinaria, F'ágina 318, 

Daños y per juicios. — Véase : Jwstida Federal 

Declaratoria de pobreza. — Véase : Pobreza. 

Decretos de incomersion, — Véase: Obfi naciones. 

Delitos. — Véase : Justicia Federal. 

Delitos ¡mr la prensa. — Véase : Justicia Federal 

Demandado. — Véase : Costas. 

Demandante. — Véase: Costas. 

Desalojo. — Véase: Justicia Federal 

Descarga de mercaderías. — Véase: Mercaderías. 
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Detembarco de mercaderías . — Véase : Contrabando . 

Dnpacho de mercaderías. — Véase : Manifestación. 

Despego*— No proliadus los hechos tyxie l» con > (iluten, debe absolverse 
al demandado, l'ágiua '253. 

Desvao. — Véase : Acción dt despoja. 

Dia del pago. — Véase: Cambio. 

Documentos priendas, — Véase : Termino de prueba. 

Doto. — Véase : Conocimiento. 



E 



Eclesiástico. — Véase : Justicia Federal 

Ejecución. — El certificado espedido por mi Escribano uslraugero ú la 
parle adora, no es Lílulu hábil para fundar una ejecución. 
Página ¿19. 

Embartjo. — Véase; Bienes embargares. 

Embargo prevé níico.— No procede, cuando no se hace mériio de cir- 
cunstancia alguna t|uc lo autorice. Página ú'3. 

Embargo preventivo. — La reivindicación por nulidad de venia, no 
autoriza el embargo preventivo «le la Cusa demandada. 
Página 322. 

Equipouc. — Véa^e : Contrabando. 

Excarcelación. — Véase: Fianza* de excarcelación. 

Escarcelacion prt visoria. — Procede, cuando el hecho acusado no 
resulla suflcíeiilnikiilr caracterizado para la aplicación de 
pena curpuftil. Página 17. 

ríoiííj. — Véase: Sentencié* 

ibano eslrangero. — Véase: Ejecución- 1 

'ibicntvs de Secretaria. — Acuerdo mimbrándolos parala de la Su- 
prema Corte. Página 14. 
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ksjmtidar. -. Con c! conocimiento endosado en blanco por el destina- 
tario, puede ejercer la acción para la entregarle la cosa 
elida, en el lugar Je su Jes t ido. Página 3a. 

pedidor. — Yéa*e; Cottocimiento. 

- n **** 'W.c ser el que tenia Ja cosa «ales 

de decretarse las obras que la han Uecl.o necesaria v de los 
perjuicio* y grafánu-m... ,,„, sor. su consecuencia, eslimados 
ampliamente. Página 2 r >. 

f^ro,»iaciou. - Es Intima en esta clase de juicios, la intervención 
del Procurador fUctl Página 70, 

" La wn&ñpa por la vía férrea de una calle que no es 
Je propiedad del redamante, y en la que no tiene servidumbre 
jle tránsito legalmmte constituida, no leda Jurecho para 
exigir ¡udiMnjuznrioiH-s. Página 77. 

EsfropiMim - Un día, la indcmriixanon se fija según resulla de las 
constancia* de autos y de los informes periciales, Pájrinas 

mfropM$n¡ - El demandado por espropiacion, no puede obligar al 
netnrá nrupliar la demanda a mayor ostensión de terreno que 
este no reconoce ser Je propiedad de aquel. Página 408. 

Embaimientos nacionales de educación. - UW : Con crian corm- 
rul. 1 



V 



Falsa manifestación. - Víase : Manifestación. 
Fianza de arraigo. - Véase : Arraigo. 

Fianzas de etcaredaemn. - Acuerdo disponiendo la manera cómo 
deben anotarse en los Juzgada de Sección v de los Territo- 
rios nacionales. Página 14. 

Mñta embargada. — Véase : Tercería, 



470 



FALLOS DE LA SUPREMA COaTE 



Fiscales ad koc. — Acuerdo nombrándolos para el año 1889. Pá- 
gina 8, 

Fiscales ad hoc. — Acuerdo nombrándolos para la sección de Entre 
Ríos durante el año 1889. Página 13. 

Fuga.— Véase: rroresado. 

Homicidio voluntarte, — U pena d ■ ocho am>> de presidio impuesta 

al delito de homicidio voluntario, es justa. Página 030, 
Honorarios de ahogado.— Véase: Prescripción* 



1 

Inconversion* — Véase : Oht ilaciones. 

lujurias. — Las tli* hecbo, iufrridas al Secretario deUuzgado Federal, 
con ocasión y por razón de sus funciones, constituyen un 
delito justiciable por los Tribunales Federales. Página 280. 

Interdicto. — No puede ser declarada sin más trámite la rebeldía del 
ador que en el juicio de interdicto na comparece el dia 
señalado, pero que presenta escrito pidiendo su posterga- 
ción. Página 420. 

intereses. — Véase: Vagaré. 

Invernada. — Véase : Contrato* 



J 

Jueces suplentes. —Acuerdo nombrándolos para el ano 1889. Páginas. 
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Jueces suplentes. — Acuerdo nombrándolos para la sercion de Entre 
Rios durante el año de 1880. Página 13. 

Juez tte Feria. — Acuerdo nombrándolo parala de! año 1888-89. PA- 
(riña ti. 

Juicio de testamentaria. — Debe conocer en él. el Juez del (VI limo 
domicilio del fallecido, fitina 57. 

Juicio pericial. — Véase: Peritos. 

Jm wlircfon arbitral. — Véase: Artntrm. 

Justiria federal* — K< de su compeleucia Ja demanda que se funda e 
un acto a Iminisiraiivo del gobierno nacional, y en las dispo- 
siciones de la ley nacional de forro carriles de 18 de Sctiem 
hrede 187¿. Página 73. 

Justicia federal. — La demanda por rubro de pesos iniciada contra e 
olbarea de una sucesión, después de concluido el juicio les- 
ísimo ulano por la partición de bienes, no está < omprendid 
en tu limitación del inciso 1", artículo !á de la ley de 14 de 
de Setiembre de I80:t, sobre competencia de Jos Tribuna Vs 
Federales. Página 01, 

Justicia federal. — Están sujetos á la jurisdicción de ella los delitos 
previstos y penados por los ¡ir líen los 5", 14 y 10 de la lej 
nacional penal, aunque hayan sido cometidos por un eclesiás- 
tico en ejercicio de sus Junciones de tal. Página 141, 

Justicia federal. — Es incompetente para entender eu las demandas 
en que el ador y uno de los demandados son estrangeros. 
Página ¿17. 

Justicia fe teral. — K* incompetente para conocer y resolver e« los de- 
litos eomelñjus por medio déla prensa. Página 228. 

Justina federal. — El haber -sido vendido un terreno por los «Indi:: 
y Juez de un con curso, no es razón para declarar que la rei- 
vindicación del mismo, promovida entre dos vecinos de dis- 
tintas provinci a, no sea de competencia de la justicia fede- 
ral. Página 305. 

Justicia fe lera?, — La venia h *c)ia de un campo en litigio, no importa 
sinó la cesión de los dereclius del vendedor á la cusa diipu- 
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tada, y en (atraso, para quo la cuestión corresponda a la ju- 
risdicción federal, es necesario que concurra la distinta ve- 
cindad 6 nacionalidad e-lrangera. lanto del césionarij como 
de] cedente. Pagino ;l3íi. 

Jmticitt federal — YA couoc i miento de una causa promovida por un 
Tecino de La l'lala» contra vecino* de la Capital, corresponde 
á Ja justicia federal. Página 311. 

Justicia federal. — Ei desalojo ordenado por sentencia de ks Tribuna- 
les provinciales competentes, no puede dar lugar a la acción 
de daños y perjuicios, ni a su conocimiento por la justicia fe- 
deral, en ratón de la distinta nacionalidfld de las parles. Pa- 
gina 405, 

Justicia federal. — Véase : Injurias. 

Juzgado federal. — Véase : tiieuts emhar gables. 




L 

J*jt incouetiíucionai — La ley del Congreso, de 31 de Octubre de 
1881, autorizando desde la plaza do Mayo lias la la calle Entre 
íliost h apertura tte una avenida de treinta metros de ancho 
en tas manzanas cótnpfifiididas entre las calles liivadaviay 
Victoria, es inconstitucional en J.i parte en que autoriza la ex- 
propiación de las lincas y terrenos afectado*: por la apertura 
do dicha avenida, excediendo del ancho destinado á la misma. 
Página IÜ*. 

¡tros. — Véase : Comt>utett tic libros. 



M 



Mario. — Véase : Apoderado. 
Manifestado». — La distinta á la verdadera, hecha á la Aduana para el 
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despacho de mercaderías, constituye una infracción pretil 
y penada por lus artículos 930» 1025 y 10*6, de las Ordenan* 

zas de Aduana. Pagina 54. 

Menor. — Véase: Venta unta. 

Meread*'rias t — Según ct uso y por los privilegios que afectan a las 
mercancías porteadas, el precio de su descarga y condúcelo 
se debe directamente por los dueños de ellas. Página 416. 

Moneda nacional oro, — Véase : Obligaciones. 

Mulla, — De la impuesta por infracción de la ley de sellos, cada inl 
resadn debe pagarla parle que le corresponde. Pagina 112 



X 

Nombramiento ummsUturimint. — Véase: Asesor especial 
Nulidad de mnlit. — Véase : Emtmrgn preventivo. 



O 



Obligaciones. — las anteriores á la fecha de los decretos de jnconvi 

sien, contraídas en pesos moneda nacional oro, pueden ser 
chan celadas en billetes de cursu legal por su valor cscrílo. 
Página 30, 

Obligaciones á monedaespecial. — Véase; Cambio. 
Oferta. — Véase ¡ Consentimiento. 



Pagare. — El quu espresa haber sido abonados los intereses hasta 
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una fecha dada, no can*» obligación de pagar in teteros desde 
osa focha hasta el (lia ele la demanda. Página 310. 

Bago. — Véase : Cambín, 

Papel Sellado. — Véase : Multa. 

tos. — Cuando llamado» á informar sobro el valur de una mer- 
cancía, no se espiden en forma y divergen en sus opiniones, 
el Juagado puede prescindir de ellos, y fundarse en otros 
ciernen los proba torios para íijar dicho valor. Pagina 98, 

Pena, — Véase: Corrección corporal. 

Perjuicios. — Véase ; Hspropineha, 

r;.i. — No procede su dectoloria, no justificándose ella y la im- 
posibilidad de obtener recursos. Página 298. 

— El conferido para re prest- n lar al man dan le como adminis- 
trador ile sus bienes y en lodos los juicios durante su ausen- 
cia, basta para representarlo siendo demandado durante ella. 
Pagina 120. 

Posesión. — Véase : Acciones posesorias. 

Posiciones. — Deben ser absuellas en la forma prescrita por la ley, y no 
por medio de un escrito. Página ¿71 . 

Prensa. — Véase : Justicia Federal. 

Prescripción. — Justificado el dominio por parle del actor, corres- 
ponde al demandado probar la esrepcion de prescripción que 
opone a la acción de la demanda. Página 375. 

'ipcion. — VA término de quince años no es bástanle para pres- 
cribir contra el dueño que ha estado présenle solo un ano, 
nueve meses y quince días. Página 370. 

Prescripción. — La ley de 22 de Octubre de 1858, de la Provincia de 
Santa Fé f estableciendo la prescripción de las propiedades 
privadas enagenadás por el Gobierno y no reclamadas dentro 
de ocho meses, se refiere a las enage nadas en subasta pública. 
Página 37G, 

ripcion. — La obligación de pagar los honorarios de abogado, se 
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prescribe por dos años, á con lar desde la fecha en que co 
flujo el pleito por sentencia o ceso el Abogado en su minis- 
terio. Página 411. 

Prescripción. — Véase: Acciones posesorias. 

PromadQ. — Su inga deja en suspenso la tramitación <Je la causa 
Página 83. 

Prorogacion tácito. — La de la jurwliccioi] local prevista por el arlí- 
lmiIu 12 Je la ley sobre competencia de los Tribunales Na- 
cionales, se determina solamente por la contestación de la 
ítem amia, y no por otros arlos verificados ante ella. Página 

Prueba. — Véase ¡ Término de prueba; Término estra ordinaria. 

R 

Rebeldía. — Véase ; Interdicto. 
Reconocimiento. — Véase: Término de prueba. 
Reconocimiento jfririaL — Véase : Couwt miento. 
Reivindicación. — Véase : Embnrua preventiva ; Justicia federal 
Rendido» de. mentas. — Véase : Apoderado. 
Responsabilidades. ~ Véase: Conocimiento. 

S 

Sarmiento.— Acuerdo suspendiendo la sesión de la Suprema Corte en 
homenage á la memoria del (í enera! ílon Domingo F. Sar 
miento. Página 7. 

Sellos. — Véase : Mnlta. 
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Sentencia. — Revocada ta que absolvió al demandado por una de fas 
varias excepciones opuestas debo seguir el juicio, y devol- 
verte la cansa al Juéi di- primera Instancia para que conozca 
v resuelva el mérito de fas de rnas encepe iones. Página 30. 
Sociedad. — Véase : Arbitros. 

Sumario. — En los procesos criminales et Juez de la rausa, si bien 
puede someter á un Juez de Provincia la verificación tic una 
ó más diligencias determinadas, no puede someterle por vía 
de exhorlu, la instrucción del sumario. Página <J4. 




T 



— La dación cu pago de una Hura, hecha por el deudor des- 
pués de hahor sidu embargada por el acreedor, y no escritu- 
rada adorna*, ni inscrita en el Registro «le Propiedad, no dá 
derecho para oponerse a U ejecución de dicha tinca. Pági- 
na 2 ti. . 

Término de prueba. — L'na vez vencido, no son admisibles ala prue- 
ba de reconocimiento, documentos privados' que no emanen 
de la contra parle. Página 25Í, 

Termino de prueba. — El término de un dia por cada sietet leguas, es- 
tablecido por el artículo Oí de la ley de Procedimientos, 
puede pedirse dentro del término probatorio concedido. Pá- 
gina 40Í. 

Término extraordinario. — El de prueba no debe concederse cuando 

no es necesario al objeto para «¡uc se pide. Página 127. 
Testamentaria. — Véase : Juicio de testamentaría, 

ra. — La declaración de uno solo, no hace fé. en juicio. Página 
212. 

Tribunales Federales. — Véase : Justicia Federal. 
Tutela. — Véase : Venta ñuta. 
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V 

Yeula, — Véase: Justicia Federal 

lenta iornticiottai, — Yindidoun articulo h»¡o la condición de quena 
siendo aceptado el preño pedido por H vendedor, sería de- 
vuelto, su recibo y no devolución por parte del comprador, 
írnjiiirl.i la ¡(leplacinn de dirlio precio, [Vigilia -iál . 

VénUi nula. — Lo es, la de un bien iinniu-ble t!e un menor autoriza- 
do por un Juez que 110 es e! de la tutela. I'íigina i 18. 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA GORTE 



Acuerdo disponiendo la remisión at Ministerio de Justicia, por 
tos Jueces Federales y de los territorios nacionales, de una 
relación mensual de las cartas de ciudadanía. 



i, á veintitrés de Agosto de mil ochocientos 
ochenta y ocho, reunidos en su Sala de Acuerdos el señor 
Presidente y Ministros de la Suprema Corle, Doctores D. Ben- 
jamín Victorica, D. Uladislao Frías, D. Federico Ibargúren, 
D. Calisto S. de la Torre y D. Salustiano J. Zavalfa, con asis- 
tencia del Señor Procurador General, l>octor D. Eduardo Costa, 
para tomar en consideración la nota del Poder Ejecutivo de 
la Nación, de fecha doce de Julio del corriente año, solicitando 
el detalle de las cartas de ciudadanía concedidas por los Jue- 
ces de Sección, el Señor Procurador General espuso lo si- 
guiente : « La resistencia de los Jueces de Sección de Bue- 
nos Aires, Tucuman y Salta, á dar la nómina de los Españoles 
nacionalizados, que el Ministro de Justicia les había pedido 
mismo Ministerio, es á mi juicio inmotivada; 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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los inconvenientes que obstaran á que se diera tal . _ 
que el Señor Ministro se refiere, no podían ser otros que ¡os 



r, á falta de 




referentes al drden interno del Juzgado, es á 
escribientes, perturbación en las funciones del 
los trabajos de la Secretaria, ele, etc.; en vez de esto, los 
señores jueces han entrado en un órden de consideraciones 
ajenas completamente á sus funciones, sobre puntos que el 
Ministerio no había sometido ni podía someter á su criterio ; 
si hay ó no conveniencia en dar á los Ministros estrangeros 
nota de los individuos de sus respectivas nacionalidades que 
hubiesen tornado ó en adelante tomaran carta de ciudadanía, 
es, en efecto, cuestión esencialmente política y, como tal, 
del resorte esclusivo del poder encargado de mantener las 
relaciones de la República, con las naciones estrangeras; 
por otra parte, el hecho de tomar carta de ciudadanía un 
estrangero, es un hecho público.y de hecho se publica ; y lejos 



de ofrecer los inconvenienl 



los señores jueces 



lian señalado con tanta detención, hay conveniencia positiva 
en que llegue á conocimentode todos : de los nacionales, para 
que sepan que á ellos se incorporan, con los derechos y obli- 
gaciones consiguientes ; de les Ministros do la Nación á que 
pertenecía i, para que no lo ignoren, y dejen de contarlos en 
el númerj le aquellos que hasta entónces consideraban bajo 
su protecchn ; no veo por todo esto inconveniente alguno en 
que tos Jueces de Sección pasen ai Ministerio de Justicia la 
nómina que les ha pedido, en la misma forma que pasan la 
estadística de las causas que ante ellos tramitan; y pienso 
que está en las atribuciones reglamentarias de esta Corle or- 
denarlo así. i Oido el Señor Procurador .General t y en virtud 



de 



¡o por el artículo once de la ley de diez y seis 
de Octubre de mil ochocientos sesenta y dos, la Suprema 
Corle acordó : que se pasara por Secretaría una circulará los 
Jueces Federales y Á los letrados de los Territorios Naciona- 
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tes» comunicándoles que debían remitir al Ministerio de Jus- 
ticia un detalle de las cartas de ciudadanía concedida* du- 
rante el año mil ochocientos ochenta y siete; y una relación 
mensual de lasque en adelante concedieran, debiendo devol- 
verse al Poder Ejecutivo, con el oficio correspondiente, el es- 
pediente remitido por él con la nota antes mencionada. Con 
lo que concluyó el acto, firmando los Seiíores de ta Suprema 
Corte y el Señor Procurador General. 



BENJAMIN VICTORICA. — U LADISLAO 
FHIAS. — FEDEIUCO JBAHGÚMEN. — 
C. S, ÜE LA TORRE. — SALUST1ASO J. 
ZAVALÍA. — EDUARDO COSTA, — 

JtíseE. Domínguez, Secretario. 



Acuerdo suspendiendo ia sesión, en homenaje á la memoria 
del General D. Domingo F. Sarmiento 



En Buenos Aires, á quince de Setiembre de mil ochocientos 
óchenla y ocho, reunidos en su Sala de Acuerdos el señor 
Presidente y Ministros de la Corte Suprema, Doctores D. Ben- 
jamín Victorica, D. Uladislao Frías, D. Federico Ibargúren, 
D. Caliste S. de la Torre y D. Salusliano J. Zavalía, dijeron : 
que impuesto el Tribunal de la triste noticia del fallecimiento 
del «-Presidente de la República, General D. Domingo Faus- 
tino Sarmiento, debían acordar y acordaron» como un home- 
naje á la memoria de tan ilustre hombre de Estado, suspen- 
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der la sesión de este día y asistir en corporación á su entierro 
i fun j erares - ton lo que concluyó el acto.firmando los señores 
Presidente y Ministros, poranle mi. 



BERJA1IIS VlCTOlilCA. - ULADJSLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGÚRE*. — 
C S. DE LA TOHRS. — SALUSTIAKO 

J. z a valí a. — José E. Domínguez, 
Secretario. 




suplentes y 



En Buenos Aires, á primero de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y ocho, reunidos en su Safa de Acuerdos, el señor 
Presidente y Ministros de la Suprema Corle de Justicia Nacio- 
nal, Doctores D. Benjamín Victorica, D. üladislao Frias, 
D. Federico Inarguren, D. Caliste S. de la Torre y D. Salus- 
tiano J. Zavatía, con el objeto de formar la lista de Abogados, 
con arreglo i la ley de veinticuatro de Setiembre de mil och¿ 
cientos setenta y ocho, que deben suplir en el ano de mil ocho- 
cientos ochenta y nueve á los Jueces Federales de Sección le- 
galmente impedidos ó recusados y ejercer las funciones de 
Fiscales ad hoc, acordaron la formación de Jas siguientes 
listas : 

Poro la Capital : Doctores D. Cárlos Saavedra 
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D. José M. Rosa, D. Angel Citares, D. Julián Balbin, D. 
Joaquín M. Cuiten, I). Leandro A lem, D. Enrique S. Quin- 
tana, D. Antonio Bermejo, D. Lucio V. López, D. Francisco 
Ayerza. 

Para la Sección de llttcnos Aires ; Docto tes D. José M. Za- 
pioía.D. Alberto Diana, D. Federico Espechc, D. Santiago G. 
OFarrell, D. Benjamín Castellanos, D. Antonio L. Gil, D. Re- 
migio Lescano, D. Julián Barraquero, D. José Fonrouge, D. E, 



Para la Sección de Santa Fv : Doctores D. Eugenio Pérez, D. 
Manuel Escálame, O. P. ¡Vola seo Arias, D. Joaquín Lojarza, 
D. Gabriel Carrasco, D. Pedro A. Sánchez, D. Calixto Lassaga, 
D. Melquíades Salvá, h Josc García González, D. Pedro A. 
Echagüe, 

Para la Sección de Entre Itios : Doctores D. Miguel J. Mala- 
rio, D. Manuel Beretervide, h. Leónidas Ecliagüe, D. José M. 
Solá, D. Gregorio F. de la Fuente, D. José M. tamaleras, 

D. José L. Churruarin, D. Manuel R. Marón, D, Valentín Mer- 
nes, D. Ramón Arigos. 

Para la Sección de Corrientes : Doctores I). JoséM. Guasta- 
vino, D. Juan E. Torrent, D. José B. Homero, D. Juan Valen- 
zuela, Ü.Pedro R. Fernandez, D. Pedro T. Sánchez, D. Fermín 

E. Alsina, !>. Ricardo Osuna, D. Augusto Billinghurst, 
D. Adolfo Comte. 

Para la Sección de Córdoba : Doctores D. Agustín Patino, 
D. Salusliano Torres, D. Juan M. Garro, D. Teodomiro Paez, 
D. Nicolás M. Derrotaran, D. José M. Rmz, D. Nicolás Peña- 
loza, D. Tomás Garzón, D. José J. rfel Prado, D. Rafael García 
Montano* 

Para la Sección de Santiago del Estero ; Doctores D. Martin 
A. Herrera, D. Napoleón Taboada, D. Manuel Argañaraz, 
D. Dámaso Giménez Bul Irán, D. José M. Gorosilo. 

Para la Sección de Tucuman : Doctores D. Próspero García, 
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D. Angel C. Padilla, D. Patricio Zavalía, D. Servando Viana, 
D. Emilio Terán, D. Napoleón M. Vera, D. Francisco Marina 
Alfaro, D. Angel Percira, D. Octavio Lobo, D. Juan M. 
Terán. 

Para ta Sección de Salta : Doctores D. José M. SolA, D. Da- 
vid Zambrano, D. Angel M. Ovejero, D. Tomas Frías, D. Me- 
dardo Zapana, D. José Miguel Salva, D. Daniel Goitia, D. Abel 
B. Ortiz, D. Felipe J. Matos, D. Juan J. Frías. 

Para la Sección de Jujutj : Doctores D. Pablo Carrillo, 
D. Mariano de T. Pinto, D. Segundo Linares, D. Delfín G. de 
Bustamante, D. Benjamín Villafañe, D. Cosme Artas. 

Para ta Sección de Vatamurca : Doctores D. Guillermo Cor- 
rea, D. Fidel Castro, D. Segundo J. Acuña, D. Santiago Santa 
Coloma, D. Dermidio Ocampo. 

Para ta Sección de ta Moja : Doctores D, Guillermo San 
Román, D. Félix Luna, D. Nicolás González, D. Florentino de 
Ja Colina D. Marcial Catalán, D. Segundo A. Colina. 

Para ta Sección de San Juan : Doctores D, Juan Crisóstomo 
Albarracin t D. Pedro A. Garro, D. Luis M. Sarmiento, D. Ra- 
món Castañeda, D. Segundo J. Navarro, D. Be lisa rio Albar- 
racin. 

Para la Sección de Mendosa : Doctores D. Isaac Godov, 
D. Pedro J. Anzorena, D. Germán Puebla, D. Adolfo Calle! 
D. Julio P. Acuña, D. Matías E. Godoy, D. Tomas Ruiz Suarez,' 
D. Gregorio Vargas, D. Ricardo T. Ruiz, D. José % Len- 
cinas. 

Para la Sección de San Luis : Doctores D. Marcelino Ojeda, 
D. Ulises R. Lucero, D. Jacinto S. Pérez, D. Juan A. Barbeito, 
D. Cristóbal Pereira, D. Mamerto Gutiérrez, D. Viclor C. Gui- 
ñazu, D. Juan C. Ojcda, D. Jacinto Vidcla, D. Buenaventura 
Sarmiento. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regis- 
trase en el libro de acuerdos, se publicase y se comunicase al 



Poder Ejecutivo y á los señores Jueces de Sección 
mente. 

BENJAMIN VICTOR [CA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBAHGIREN. — 
C S. DE LA TORRE. — SALUSTIAJO J. 
ZA VALÍA. — JOSé E. 

Secretario. 



Acuerdo nombrando Juez de Feria 



En Buenos Aires, á seis de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y ocho, reunidos en su Sala de Acuerdos el señor 
Presidente y Ministros de la Suprema Corte de Justicia Nacio- 
nal, Doctores D. Benjamín Viclorica, D. Uladislao Frías, 
D. Federico Ibargúren, D. Ca listo S. de la Torre y D, Salus- 
tiano J. Za valía, con el objeto de nombrar el Juez de Feria, 
con arreglo al articulo cuarto del Reglamento para el orden 
interno de la Suprema Corte, acordaron nombrar al Doctor 
D. Federico Ibarguren y que actuase como Secretario el Doc- 
tor D. Antonio Tarnassi ; ordenando se registrase en el Libro 
correspondiente y que se publique. 

BENJAMIN riCTOMCA. — ULADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGCrEN. — 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTIAM) 

j. za valía. — José E. Domínguez , 
Secretario. 
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Acuerdo nombrando Conjueces para el año 4889 

• 

En Buenos Aires, A ocho de Enero de mil ochocientos 
óchenla y nueve, reunidos en su Sala de Acuerdos los seño- 
res Ministros de la Suprema Corle de Justicia Nacional, Doc- 
tores 0. Uladislao Frías, D. Federico Ibargúren y D. Salustiano 
J* Zaval(a t con el objeto de nombrar Conjueces para el cor- 
riente año, en cumplimiento del articulo veintitrés de la ley 
de Procedimientos, acordaron nombrar á los Señores Doctores 
D. Vicente F, López, D. Luis Saenz Peña, D. Manuel M. Esca- 
lada, D. Victor Martínez, D. Cárlos Tejedor, D. Ezequiel Pe- 
reira, D, Bernardo de írigoyen, D, Manuel Quintana, D. Cefe- 
rino Araujo, D. Manuel Obarrio, D. Antonio Malaver, D. Juan 
José Montes de Oca, D, Honorio Martel, D. Isaac P. Areco, D, 
Juan J. Romero, D. SalvadorM. del Carril, D. Enrique Martínez, 
D. Juan S. Fernandez, D. Leopoldo Basavilbaso, O. Bonifacio 
Lastra, D. José M. Zuviría, Ü. José M. Gutiérrez» D. Juan Ma- 
nuel Terrero, D. Lisandro Segovia y D. Rafael Ruiz de los 
Llanos. Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se 
publicase y se registrase en el Libro correspondiente. 

ULADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
OtíREH. — SALUSTIANO J. ZAVALÍA. 

— José E. Domínguez, Secretario. 



En Buenos Aires, á doce de Enero de mil ochocientos ochenta 
y nueve, reunidos en su Sala de Acuerdos, el señor Presi- 
dente y Ministros de la Suprema Corte de Justicia Nacional, 
Doctores D. Benjamín Yictorica, D. Uladislao Frías, D. Fede- 
rico Ibargúren y D. Salustiano J. Za valla, dijeron : que ha- 
biendo comunicado e) Juez de la Sección de Entre Ríos, que 
los Doctores Gregorio F. de Ja Puente, Manuel Beretervide y 
Miguel H. Morón, incluidos en la lista formada por acuerdo de 
fecha primero de Diciembre próximo pasado, para Jueces y 
y Fiscales ad hoe en la mencionada Sección de Entre Rios f no 
pudieron figurar en ella por haber fallecido el primero y de- 
sempeñar funciones judiciales los otros dos, acordaban 
reemplazarlos, quedando la lista en la forma siguiente: Mi- 
guel J. Malarin, Leónidas Echagüe, José M. Sola, José M. Co- 
ma leras, José L.Chorruarin, Valentín Meraes, Ramón Arigos, 
Miguel M. Ruiz, Ramón Febre y Carlos M. de Elía, Con lo que 
concluyó el acto, ordenando se comunicase á quien corres- 
ponda, íirmando el señor Presidente y Ministros, por ante 
mi. 

BENJAMIN VICTORICA. — ULADISLAO 
FHIAS. — FKDEHtCO I HAHGL'RLN . — 
SALUSTIANO J. ZA VACÍA. — José E. 

Domínguez, Secretario. 
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Acuerdo nombrando Escribientes de Secretaria 

En Buenos Aires, á quince de Enero de mil ochocientos 
ochenta y nueve, reunidos en acuerdo extraordinario el se- 
ñor Presidente y Ministros de la Suprema Corte, Doctores 
D. Benjamín Victorica, D» Uladislao Frias, D. Federico Ibar- 
gúren y D. Salustiano J. Za valía, con el objeto de nombrar 
tres escribientes de Secretaría y un ordenanza, el primero en 
reemplazo de D. Cornetín Coyar, ascendido á Oficial Auxiliar, 
y los otros por haber sido creados en ta Ley de Presupuesto 
para el corriente año, nombraron para escribientes á D. Cár- 
los Sonta g, D. Emerio Tenreyro y D. Camilo Moulins; y para 



BENJAMIN VlCTOfitCA. — ULADISLAO 
PSI AS. — HDIHICO 1BARGÚRKN. — 
SALUSTIANO J, ZA VALÍA, — José E. 

Domínguez, Secretario. 



En Buenos Aires, á catorce de Marzo de mil ochocientos 
ochenta y nueve, reunidos en acuerdo eslraordinario los se- 
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ñores Presidente y Ministros de la Suprema Corle, Doctores 
D. Benjamín Viclorica, D. Ulariislaa Frías, D. Federico Ibar- 
gúren, D. Calisto S. de la Torre y D. Salustiano J. Zavalia, 
dijeron : que estando dispuesto por el articulo trescientos 
ochenta y dos del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
que las fianzas de excarcelación deberán anotarse en ios Juz- 
gados Seccionales y de los Territorios Nacionales, por los Se- 
cretarios de los Jueces y en la forma que lo determine la 
Suprema Corte, oído ej Señor Procurador General, acorda- 
ban : que la mencionada anotación se haga por los Secreta- 
rios de los Juzgados en un registro especial que deberán llevar 
con sujeción á lo dispuesto por las leyes generales, y en lo 
ad.pl.fale, por el artículo noveno del Reglamento dictado 
para los Juzgados Seccionales, inserto en la página doce, 
tomo primero, de los Fallos del Tribunal. Con lo que concluyó 
el acto, disponiéndose además que se comunicase e! presente 
acuerdo á los Jueces de Sección y de los Territorios Naciona- 
les, y que se publicara. 



UENJAMIN VICTGRICA. — [¿LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGÚREN. — 
C. S. HE LA TOIIRE. — SALUSTIANO 

J. za valía. — José E. Domínguez, 
Secretario. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTÍCIA NACIONAL 
CON LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AÑO 1888 

{Continuación) 



CAUSA XI 

Contra 0. Arturo Richard, el D 1 th Vteior Molina y D. Manuel 
F. Hamos, por falsedad en los registros electorales ; sobre 
eseareelacion provisoria. 

Sumarte. — Procede la eseareelacion provisoria, cuando el 
hecho acosado no resulta saGcientemente caracterizado para ta 
aplicación de peca corporal . 



Cato, — D. Arturo Richard y el D' D. Juan José Soneyra, 
como defensor del D'D. Víctor Molina y D. Manuel % Karaos, 
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pidieron la eseareelacion de los acusados, bajo fiama, aducien- 
do el D r Soneyra, como fundamento, que la acusación versaba so- 
bre infracciones de la ley electoral, que eran castigadas con sim- 
ples multas de 20 á 500 pesos. D. Arturo Richard ofreció 
como fiador alD f D. Juan Agustín García; y el D r Soneyra, por 
sus defendidos, aD. José Fernandez para el D r D. Víctor Molina, 
y al D r D. Pedro Carrasco, para D. Manuel F. Ramos. 

Conferida vista al Procurador Fiscal, este funcionario se 
espidió diciendo: Que los procedimientos eran seguidos por 
acusación de D. Alberto Huergo; y que siendo este un represen- 
tante legal de la acción pública, la intervención del Ministerio 
Fiscal era innecesaria y debía seguirse el juicio con solo la del 
acusador. 

El Juez mandó que volvieran los autos al Procurador Fiscal 
para que se espidiera en la vista conferida, por no ser admisibles 
las razones que había aducido para negarse i intervenir, pues 
en toda causa criminal es indispensable su personería aún en el 
caso de haber acusador particular t por ser el único que repre- 
senta el interés público, objeto principal del juicio criminal ; 
y porque, de otra manera, si se pusieran de acuerdo el acusador 
y el acusado, quedaría burlada la vindicta pública. 

Pasado el espediente al Procurador Fiscal, en cumplimiento 
de esta resolución, se negó a recibirlo por no considerarse parte 
en él. 

Buenos Aires, Febrero 23 de 1886. 

Se acepta la fianza y los fiadores propuestos, y previas las cor- 
respondientes escrituras que autorizará el escribano público D. 
Raimundo Munita, en las que respectivamente se compromete- 
rán los fiadores á presentar á sus fiados siendo á ello requeridos, 



ao pena de incurrir en la multa de doa mil pesos moneda nacio- 
nal; líbrese oficio al Gefe de Policía para que ordene sean 
en libertad los procesados D'D. Victor Molina y D. Ma- 
F. Ramos. 

En la misma fecha se dictó un auto ¡goal ordenando ta es- 
carcelacion de D. Arturo Richard. 




Ügarriza, 



VISTA DEL SESOK PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 31 de 188G. 

El delito que originó este proceso, no es el didito ordinario de 
falsedad, definido y castigado pnr el título X de la ley que de- 
signa los crímenes cuyo juzgamiento corresponde á la justicia 
mm%i sinú un delito electoral, regido por la ley de ¡a mate* 



Kn la acepción general de la palabra, todo hecho que se scparaú 
oculta la verdad, es una falsedad. loes, el suplantar en los regis- 
tros un nombre por otro, poner nombres supuestos, ocultar los 
registros, y todos los otros medios con que ciertos partidos con- 
vierten en una farsa innoble é indigna la más augusta función 
de la democracia. 

Desgraciadamente, estamos muy lejos, y nosotros más que 
ningún pueblo del mundo entero, de la aspiración del eminente 
tribuno y pensador John Uright, que deseaba llegara el dia en 
que el reo de una falsificación en un registro electoral fuera 
condenado la opinión pública y castigado por la ley, como 
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el falsificador de una letra de cambio. Mientras tanto, decía 
aquel grande y honrado patriota, el gobierno de la República 
no será una realidad. ¡Cuan lájos estamos nosotros de este bello 
ideal 1 

Convengo en que, para poner un limite, si es posible, al des- 
borde inaudito de la inmoralidad a que sobre este particular 
hemos descendido, la ley rigente es deficiente. La penalidad, 
fuera de toda duda, debiera ser más severa y más determinada- 
mente especificados los delitos. Con el pequeño sacrificio de qui- 
nientos pesos, pueden cambiar el resultado de una elección cier- 
tos funcionarios, que vacilarían probablemente ante el temor de 
llegarse a encontrar entre los presidarios. 

Mientras tanto no se reforme la ley, empero, no es posible 
prescindir de sus disposiciones. 

Ella define y castiga los diversos artificios con que puede ser 
defraudado el voto popular, y un artículo especial establece el 
máximum de la pena con que debe ser penado todo hecho ten- 
dente al mismo fin que hubiese escapado á su clasitícacion. 

No es posible, pues, aplicar á estos delitos, que tienen su pe- 
nalidad especial, leyes calculadas para hechos de una naturaleza 
enteramente distinta. 

Falla, por consiguiente, la base en que el recurrente apoya toda 
su argumentación al oponerse á la excarcelación bajo fianza, y 
me inclino, en consecuencia, á pedir á V. E. la confirmación de 
la sentencia apelada. 



DE JUSTICIA KACIOIUL 



21 



Falto de 1» lipnM Cmrt* 

Buenoi Aires, Febrero 9 de 1888. 

Vistos : No resultando de autos un hecho suficientemente ca- 
racterizado, quede* lugar á la aplicación de una pena corporal ; 
7 de conformidad á la jurisprudencia de esta Corte en casos aná- 
logos, y á lo pedí lo por el señor Procurador General en su vista 
de foja veinte y tres, so confirman los autos apelados de foja 
cinco vuelta, del espediente agregado, y foja siete, del corriente; 
y devuélvanse. 

ÜESUMLN VICTO MCA. — L LADISLAO 

frías (en disidencia), — Fe- 
derico IBARGUREN . — C. S. DE LA 
TORRE — SALUSTIAHO J. ZA VALIA. 



DISIDENCIA 

Vistos y considerando : Que este juicio versa, según resulta 
del escrito do acusación de foja quince de los autos principales, 
sobre el delito de falsedad que se imputa á los procesados haber 
cometido en el ejercicio de las funciones que la ley electoral 
les confiere, y se pide se les aplique e! castigo que la ley penal 
nacional señala ; 

Que la falsedad de que se trata, es una infracción de la ley de 
elecciones, que no tiene pena especial designada por ella, y está 
prevista por las leyes generales ; 

Que por lo tanto, el caso en cuestión debe juzgarse con arre- 
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glo á estas y no á la loy de elecciones, segiín el articulo 
y nueve de la misma ; 

Que el mencionado delito puedo ser perseguido por acción 
popular, conforme ú la ley quinta, título sítiino, Partida sé- 
tima, y se castiga con una grave pena corporal por el artículo 
sesenta y cuatro de la citada ley penal de la nación, sin que en 
tal caso pueda darse iiador por el acusado, para obtener su libertad, 
con arreglo á la ley diez y seis, titulo primero de la misma Par- 
tida; 

Y que subsisten, en el actual estado do la cansa, los mismos 
motivos que dieron lugar al unto de foja veinte y seis vuelta, por 
el cual se ordené la prisión de los acusados; esto es, existe la 
justificación legal bastante para dicha prisión, según el artículo 
quince del capítulo tercero, sección cuarta del ligamento Pro- 
visorio de mil ocho cientos diez y siete. 

Por estos fundamentos, se revocan Jos autos apelados de foja 
cinco vuelta, del expediente ngregado. y fujusieí^de estas actua- 
ciones, y se declara no ser admisible la fianza dada por los acu- 
sadosy aceptada por el Juzgado de Sección, devolviéndosele estos 
autos para que proceda coa arreglo a derecho. 
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CAUSA A II 



li. Enrique Fay contra ÍK José M. Videla, por cumplimiento de 
un contrato; sobre embargo preventivo. 



Sumario. — No procede el embargo preventivo, cuando no se 
Lace mérito de circunstancia alguna que lo autorice. 



Caso. — D. Enrique Fay demandó á D. José M, Yidela por 
cumplimiento de u;i contrato sobre semilla de lino, por el cual 
había adelantado i la extinguida razón social Videla y Graves la 
suma de 47.000 pesos moneda nacional, y pidió se le condenara 
á cumplir el contrato, ó á devolverle los 17.000 pesos, 

En otrosí, pidió embargo preventivo, solicitando que el corredor 
D. Adolfo Pless espidiera copia del contrato autorizado por él. 

MI* del Juei Federal 

Rosario, Enero 13 de 1885. 

Háse por acreditado, sin perjuicio, que el caso corresponde á la 
jurisdicción nacional; y por interpuesta la demanda, traslado de 
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ella. El corredor Adolfo Pless Candle presente la copia que se 
solicita en el otrosí primero, no haciéndose lugar á lo demás 
que en el mismo se solicita, ni alo pedido en el segundo otrosí, 



Escalera. 



Italia tft 



Buenos Aires, Febrero 16 de 1888. 

Vistos : No haciéndose mérito de circunstancia alguna que 
justifique la petición de embargo preventivo deducida, se con- 
firma el auto apelado de foja cuatro vuelta? y devuélvanse prévia 
reposición de sellos. 
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CAUSA XIII 



El Dr. D. Adolfo Saldias contra la Municipalidad de la 



Sumario. — El valor de la expropiación debe ser el que te- 
nía la cosa antes de decretarse las obras que ta han hecho nece- 



estimados ámpliamente. 



Caso. — El Intendente Municipal había convenido con el Dr. 
D. Adolfo Saldias en comprarle la casa calle Victoria N° 473 á 
475, coa arreglo a la ley de 31 de Octubre de 1884 y ordenanza 
reglamentaría de 18 de Setiembre de 1885, en la suma de 85.000 
pesos moneda nacional; y el Dr. Saldias demandó, en 27 de Oc- 
tubre de 1886, i la Municipalidad para que se cumpliera el con- 
venio. 

La Municipalidad opuso que había habido error de hecho en 
la apreciación de la ostensión del terreno. 

Por sentencia de 20 de Mayo de 1887, que fué aceptada por ol 
Dr. Saldias, no se hizo lugar á su demanda, y se ordenó un com- 
parendo para proceder á la avaluación. 

En 30 de Judio tuvo lugar el comparendo. 





saria, y de los perjuicios y gra- 




que son su consecuencia, 
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El Procurador Municipal ofreció por el terreno la suma do 
28.059 pesos 3 centavos moneda nacional, á razón de 45 pesos el 
metro cuadrado, y por las construcciones 3996 pesos. 

El procurador del Dr. Saldías rechazó la oferta, diciendo que 
en esa localidad el terreno vale HO pesos la vara, y que el Dr. 
Saldías tenía oferta por su casa de cien mil pesos. 

Fueron nombrados peritos por parte de la Municipalidad D. 
Juan Cagnoni y por parte del Dr. Saldías, D. Juan Rodríguez. 

El perito Rodríguez informó que la finca mide 10 metros 62 
centímetros de frente al Kud por 59 metros 98 centímetros de 
fondo al Norte, ó sea una superficie de 636 metros 887 milíme- 
tros, igual á 840 vara 335 milímetros, que avaluaba en i 10 
pesos la vara. 

El valor del terreno resulta así de. # 93.426 85 

que, unido el del edilicio, estimado en 7.000 00 

dá una suma de 100.426 85 

Acompañó á la pericia las cartas de algunos rematadores : 
Constenla, que cree que e< terreno vale 120 pesos la vara ; 
Bollini y Muro, que de 80 á 85 pesos ; 
Hoyo, 70 pesos j 
W. Ponce, 80 pesos. 

El perito Cagnoni informó que la superficie del 
terreno consta de 61 1 metros 52 centímetros cua- 
drados, que avaluaba á razón de 70 pesos metro, 

ósea 4 42.806 40 

El edificio lo avaluó en 3 . 996 00 

Total 46 * 802 40 
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Fallo «el Jun Federal 

Buenos Aires, Octubre 31 Je 1887. 

Vistos nuevamente estos ¡Hito* seguidos entre el Dr. D. Adolfo 
Saldías y la Municipalidad de ]a Capital, sobre expropiación de 
la casa calle de la Victoria números cuatrocientos setenta y tres 
y cuatrocientos setenta y cinco, de propiedad del primero, 
para fijar la indemnización que la Municipalidad debe pagar al 
propietario: 

Y considerando: I o Que la superficie del terreno a expropiarse 
consta de seiscientos once metros con cincuenta y dos centíme- 
tros cuadrados, según el informe del perito Cagnoni, y de seis- 
cientos treinta y seis metros con ochocientos ochenta y siet e mis, 
límetros, según el perito Rodríguez, correspondj^*^(rtrénte 
sobre la calle de la Victoria ilj^ jjirtrrT i~T i 1 1 j j u . centí- 
metros, de modo que su estension de fondo es próximamente 
seis veesrtnayor, circunstancia muy esencial que debe tenerse 
en cuenta para fijar el precio unitario por metro cuadrado. 

2 o Que la ubicación de esta propiedad en uno de los parajes 
más centrales de la Capital, casi al frente de un teatro y próxi- 
ma al gran Mercado Modelo, le asigna en el orden de los valores 
una importancia relativa por su adaptación inmediata á diver- 
sos Tamos de esplotacion industrial ó comercial. 

3 o Que los informes espedidos por personas competentes que 
hacen profesión de la compra y venta de propiedades en esta 
Capital, cuya autenticidad do se ha puesto en duda, demuestran 
que el valor de la propiedad en las inmediaciones de la que se 
trata de expropiar han variado entre ciento veinte y ochenta 
pesos moneda nacional la vara cuadrada, según los precios obte- 
nidos en las ventas públicas, que es el mejor elemento pare de- 
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terminal el valor corriente con relación á la oferta y demanda de 
terrenos. 

4 a Que según los artículos 15 7 16 de la ley nacional de ex- 
propiación, el valor de los bienes debe regularse por el que hu- 
biesen tenido antes de ejecutarse las obras que han hecho nece- 
saria la expropiación, y la indemnización deberá comprender 
todos los gravámenes y perjuicios que sean consecuencia forzosa 
de la expropiación , no debieuuo sin embargo tomarse en consi- 
deración las ventajas 6 ganancias hipotéticas. 

Daffry de la Monnoye establece, en su libro sobre teoría y 
práctica de la expropiación por cansa de utilidad pública (tomo 
2, N°3i), como un principio incontestable en derecho, que el ex- 
propiado no puede pretender a título do indemnización sino el 
valor actual de la propiedad que le es tomada y que no debe te- 
nerse absolutamente en cuenta para la determinación el valor 
que puede suponérsete resulte, en un porvenir más ó menos 
próximo, de la ejecución de trabajos anunciados, siendo esta la 
teoría adoptada en la ley nacional de expropiación y la juris- 
prudencia de los tribunales. 

5° Que según los títulos de propiedad presentados por el Dr. 
Saldfas, la superficie del terreno consta de seiscientos y nueve 
metros cuadrados y cuarenta y cuatro centímetros, estando con- 
testes ambos peritos que han informado al Juzgado, que las cons- 
trucciones existentes en él son de muy poca importancia; lo 
qne además ha tenido ocasión el Juzgado de apreciar, en la ins- 
pección ocular efectuada. 

<J° Que á esa superficie le asigna el perito Gagnoni, nombrado 
por la Municipalidad, el precio de setenta pesos por metro cua- 
drado, sin mencionar empero Los fundamentos determinantes de 
esa estimación, mientras que el perito Rodrigues, propuesto por 
el Dr. Baldías, lo fija aproximadamente al doble de ese valor, 
ainoiando razones que contradicen en parte la escasa renta qne 
segan el mismo produce la finca. 
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7* Que no es posible desconocer, por una parte, que el mérito 
intrínseco de una propiedad depende en parte de su mayor os- 
tensión lineal de frente sobre la v£i pública, debiendo por con- 
siguiente aumentar ó disminuir proporción al mente el precio uni- 
tario por metro según la relación de esa estén sion con la del 
fondo, la que en el caso sub jitdice ea de diez á sesenta, y por 
otra, que la privación forzosa de la propiedad debe ser indem- 

Por estos fundamentos, fallo fijando como única indemniza- 
ción que la Municipalidad de la Capital debe pagar al Dr. D. 
Adolfo SuLdfas, por la expropiación de la casa calle de la Victoria 
números cuatrocientos setenta y tres y cuatro cientos setenta y 
cinco, la cantidad de cincuenta y ocho mil pesos moneda nació- 
nal legal ; y declarando á cargo de dicha corporación las costas 
causadas, en virtud de lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 
Nacional de 13 de Setiembre de 1866. 

Virgilio M, Tedin. 



tullo de la Suprem Carta 

Buenos Aires. Febrero 18 de 1888. 

Vistos : Por sus fundamentos, se conOrma la sentencia de foja 
cien. Repuestos los sellos, devuélvase. 
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CAI* A \IV 



Ü. Aniceto Menchaca, contra el agente de las MentagerUu flu- 
viales de la Capital, 1). Pedro itisso; sobre entrega de un bulto 
de dinero. 



Sumario.-^ El conocimiento ú carta do porte forma entre el 
espedidor y el acarreador un contrato, cuya ejecución cada uno 
de ellos tiene acción propia para demandar en juicio. 

3 o El espedidor, con el eonocimicto endosado en blanco por el 
destinatario, puede ejercer la acción pura la entrega de la cosa 
espedida, en el Jugar de su destino. 

3* Revocada la sentencia que absolvió al demandado por una 
de tas vanas cscepciones opuestas, debe seguir el juicio y de- 
▼olverse la causa alJucz de i* Instancia para que conozca y re- 
suelva en mérito de las demás escepciones. 



Cilio. — Lo esplicael 
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Bueno» Aires, Mayo 1 de 1884. 

Vistos mu v, úñente estos autos promovidos por D. Manuel 
Naveira, en representación do D. Aniceto Menchaca, contra D. 
Pedro Risso , por cobro de pesos. 

Resulta: 1° Que el actor ba precisado esta Tez su demanda 
estableciendo que entregó en Concordia, con fecha once de Julio 
de mil ochocientos ochenta, á bordudel tapor Júpiter, del cual es 
capitán D. L, Julia, para ser transportado á Buenos Aires y en- 
tregado á la feliz llegada del vapor, á los Sres. Barreiro, Arijen 
y C*, de este comercio, un paquete cerrado, lacrado y sellado con- 
teniendo mil cuatrocientos cincuenta y dos pesos fuertes oro con 
veinte y seis centavos, cuya obligación no cumplió la agencia del 
mencionado vapor en esta ciudad, ¡i cargo del demandado, 

2" Que contestando este el traslado conferido, alegó en su de- 
fensa, que la demanda no es procedente contra él, pues no ha 
celebrado con Mencbaca ningún contratoque autorice su exigen- 
cia; que tampoco es el representan te de la «Compañía de Men- 
sagerías fluviales » t sinó un agente como cualquiera de los 
que la empresa tiene constituidas en otros puertos do es- 
cala; que con quien celebró Mencbaca el contrato do fleta- 
mentó para la conducción de un bulto en el vapor Júpiter, 
de Concordia ¿Buenos Aires, para ser entregado aquí á la pre- 
sentación del conocimiento respectivo, fuú con el agente que exis- 
te en aquella ciudad, de donde se desprende que en caso de tener a l- 
guua acción sería contra este y no contra líisso; que en Buenos Ai- 
res, á donde venía destinado el bulto, solo sus consignatarios ha- 
bían podido formular re clamos con ira Itisso.p nos desde el momento 
que se lirmó el conocimiento, espresándose que debía sur entre- 
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gado á ta presentación i Barreiro, Arijoa y C\ eran estos y no 
Nenchaca los dueños déla mercancía, y si estos no han hecho re- 
clamo alguno es porque saben que ese bulto lea fué entregado 
el día 12 de Julio de 1880, en la misma forma en que habían re- 
tirado otros de idénticas condiciones y contenido ; que para evi- 
tarse molestias y pérdida de tiempo, invocaba ademas la pres- 
cripción que ponía término a toda exigencia y todo pleito de 
quien quiera qne provenga, fundándose en lo dispuesto en el in- 
ciso 3% artículo 1006 del Código de Comercio, según el cual se 
prescribe por nn año la acción sobre entrega del cargamento, á 
contar desde el día en que se acaba el viaje. 

3* Que el Juzgado recibió la causa á prueba á efecto de justi- 
ficar cualquier acto interruptiro de la prescripción, habiéndose 
producido únicamente las constancias del espediente agre- 
gado. 

Y considerando : 1° Que hay perfecta conformidad entra las 
partea en cuanto al hecho fundamental que motiva la reclama- 
ción del demandante, esto es, la entrega en la agencia, de Concor- 
dia, del vapor Júpiter, perteneciente á la empresa denominada 
< Mensajerías fluviales », de un bulto cerrado, lacrado y sellado, 
conteniendo, nna sumado dinero, indifidualizado de tal suerte 
que no era posible confundirlo con la entrega de cualquier otro 
bulto de las mismas condiciones, de tas muchas remesas hechas 
i la misma consignación en la fecha 1 1 de Julio de 1880, de modo 
que la cuestión queda reducida á las defensas alegadas por 
el demandado. 

3* Que las dos primeras constituyen las escepciones de falta 
de personería en el demandante para dirijir su acción contra 
Risso, 6 lo qne es lo mismo, falta de acción fundada en la ausen- 
cia de relaciones contractuales generadoras de obligaciones én- 
trelas partes demandante y demandada ; y falta de personali- 
dad en el demandado para contestar la acción, por no ser sinó un 
mero agente de la empresa en esta ciudad. 
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3° Que planteada la cuestión bajo este panto de vista, so so- 
lución se simplifica, pues es fuera de duda que ninguna acción 
directa tiene Menchaca para exigir de Rissola entrega del bulto 
en cuestión, pues to que entre ambos no lia mediado contrato al- 
guno susceptible de producir laa relaciones de derecho que se 
ejercitan j tampoco se alega ninguna otra causa creadora de 
obligaciones, 

4° Que si bien se puede considerar i los agentes como Risso, 
representantes del capitán, á quien el artículo 1076 del Código 
de Comercio hace responsable por la entrega de la carga, y qui- 
zás también de la empresa dueña ó armadora del buque con- 
ductor, en el interés desairar los inconvenientes que resultarían 
para el comercio marítimo, dada la rapidez en las operaciones en 
la navegación á vapor de los ríos, sí los capitanes hubiesen de 
quedar á atender personalmente los reclamos y contestaciones, 
dicha representación no puede estender se más allá do los actos 
ü operaciones en que cada agencia ha intervenido directamen- 
te, según lo exige el buen órden de toda administración re- 
gular. 

5 o Que de acuerdo con este principio, Menchaca ha podido for- 
mular su demanda contra el agente á quien entregó el bulto, 
pues en la hipótesis anterior, este representaría al capitán para 
cualquiera contestación que su rj ¡era con motivo del flétame nt o 
celebrado entredicha agencia y Menchaca, peronoáRisso, ósea la 
agencia en Buenos Aires, porque esta solo podría ser accionada 
por el tenedor del conocimiento, puesto que su misión es entre- 
gar á este, á nombre del capitán, la carga traída. 

6* Que el conocimiento, no solamente es el instrumento des- 
tinado á probar la entrega déla carga á bordo, sí nú también un 
título representativo de la mercancía, y así como cuando está á 
Ja órden, el endoso debidamente hecho transfiere todos los dere- 
chos del endosante sobre el cargamento (art, ÍWi del Cód. do 
Com.), euiiudo se estiende á favor de persona determinada ím- 
t. ... 
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plica esto que es i esa persona á quien debe entregarse la merca - 
derfa, y de consiguiente, es ella quien debe ejercitar todas tas 
acciones resoltantes del transporte, de donde se deduce, haciendo 
aplicación del principio al caso actual, que son los Sres. Barrei- 
ro, Arijon 7 O, consignatarios de la carga stgan lo espresa el 
demandante, quienes tendrían acción para demandar al Agente 
en Buenos Aires, sin que modifique esta conclusión el hecho de 
que Ib remesa hecha fuese destinada al pago de créditos de esta 
casa, pues las relaciones comerciales particulares del cargador 
y consignatario, no tiene nada que Ter con los derechos y obli- 
gaciones que Ies imponen el conocimiento con relación á la em- 
presa transportadora, quien así como no está obligada á conocer 
el contenido de los bultos qne se le confian, tampoco lo está á co- 
nocer las relaciones privadas de los comerciantes entre sí. Esto 
es tan evidente que si, por ejemplo, en lugar de dinero hubiese 
Tenido plomo en el cajón remitido, siempre hubieran sido sos 
consignatarios los Sres, Barreiro, Arijon y C', los únicos con 
derecho á reclamarlo, sin que por ello estuviesen obligados á 
aceptar como legitimo pago de su crédito ese contenido. 

7° Que además, el mismo demandante reconoce que es la em- 
presa de las Mensagerfas fluviales quien debe responder á su re- 
clamación, y al demandar áBisso ha entendido formular suges- 
tión contra dicha empresa ; pe» Bisso ha manifestado que no 
es apoderado general de ella, de manera que no tiene perso- 
nalidad para representarla en los juicios que se le promuevan, 
y sobre dicha manifestación ninguna observación ha hecho el 
demandante, ni intentado producir prueba alguna para demos- 
trar lo contrario. 

8* Que lo espuesto escusa al Juzgado de tomar en considera- 
ción la escepcion de prescripción alegada* puesto que esta solo 
puede ser opuesta por quien tiene derecho para contestar la de- 
manda en su fondo. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo á D. Pedro Risso 
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de la demanda de foja 6, debiendo pagarse las costas en el ór- 
den causadas. Notiffquese original. 

Virgilio M. Tedin* 
VMm d* la tap^MM Vwtm 

Bueooi Aires. Febrero 23 de 1888, 

Vistos y considerando : Primero : Que está reconocido en 
autos el hecho de haber cargado el demandante, por la agencia 
de Tas * Mensajerías noriales », establecida en Concordia, el pa- 
quete cerrado y lacrado, materia de li demanda. 

Segundo ; Que Jo esta igualmente el recibo de dicho pa- 
quete por la agencia que dicha empresa mantiene en esta ciudad . 

Tercero : Que en estos términos y habiendo el Jver de Sección 
limitfdose á resolver ana sola de las esoepciones deducidas por el 
demandado, ó sea la relativa á la improcedencia d 9 la acción de- 
ducida del punto de vista de la parte de relaciones contractuales 
entre aquel y el demandante absteniéndose de pronunciarse sobre 
las dos restantes, relativas al recibo del paquete cuestionado por 
los consignatarios Barreíro, Arijon y C\ y á la prescripción de 
la acción entablada, toda la cuestión pendiente ante esta Corte 
consiste en saber si el demandante carece ó no de acción para 
demandar personalmente á la agencia de esta ciudad por la 
entrega de dicho paquete, en caso de no haber aquella cum- 
plido con entregarlo ásns consignatarios. 

Cuarto: Que sobre esta cuestión es de observar, desde luego, 
con los artículos ciento sesenta y seis y mil ciento noventa y 
cuatro y siguientes del Código de Comercio, que el conocimien- 
to ó carta de porte, lo mismo en el trasporte por tierra que por 
agua, forma entre el espedidor y el acarreador un contrato cu- 
ya ejecución cada uno de los interesados tiene acción propia 
para demandar en juicio. 
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Quinto : Que de lai afirmaciones del demandante, contradichas 
por el demandado, resolta además que el verdadero propietario 
del bulto en cuestión es aquel solamente 7 no otro, 

Setio : Qae fundando» por otra parte, so acción el demandante 
en el conocimiento duplicado corriente & foja cinco, con las fir- 
mas en blanco de los consignatarios citados, Barreiro, Arijon j 
O, sn personería es menos dndosa aún, pues la entrega j firma 
en blanco de dícbo documento importa la devolución de los de- 
rechos transferidos, 6 cuando menos, la autorización por escrito. 

Sétimo: Que es evidente, en relación á la personalidad del de- 
mandado, que la acción por la entrega del bulto citado ha podido 
7 puede ser entablada en el lugar de su destino, 6 sea en eita 
ciudad, j contra la agencia en ella establecida, por quien quiera 
que tenga derecho i ¿i, pues asi lo impone la naturales» del con- 
trato de transporte, en el cual el lugar de la ejecncion no es pro- 
piamente otro que squel en el que debo ser entregada la cosa y 
donde pueden constatarse las faltas j ¿~"rfsg de la mercader» 
y la culpar responsabilidad del acarreador. 

Por estos fundamentos, se reroca la sentencia apelada de foja 
cuarenta j tres, declarándose que el demandante ha podido de- 
ducir 7 ha deducido bien sos acciones en esta ciudad contra el 
agente de las «Hensagerías Fluviales», que recibió el bulto re- 
clamado; 7 en sn consecuencia, devuélvanse los autos al Juez de 
Sección para qne abriendo á prueba la escepcion relativa al re- 
cibo de dicho bulto por Barreiro, Arijon 7 C* proceda en opor- 
tunidad i resolver, respecto á ella 7 á la prescripción, no fallada 
tampoco, lo que corresponda por derecho. Notifíqnese con el 
original 7 repóngase el papel. 

BEKÍAMIS VfCTORICA. — 1] LADISLAO 
FRIAS. - FEDERICO 1BARGÚREH. — 
C. S. DI LA TORRE. — SALÜSTIA- 

ro i. u valia (en disidencia). 
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Vistos y considerando : i 9 Que si bien la demanda ha podido 
din j irse contra el demandado, un que pueda argüirse falta de 
acción por do haber contratado con él, pues la acción deriva de 
un contrato que debe cumplirse en esta ciudad, celebrado con 
la empresa de c Mensajerías Fluviales», de que el demandado 
es agente, y en este carácter y no personalmente Be dirijo contra 
¿lia demanda; se ha alegado también por este, que el actor 
no es el consignatario ¿quien por el conocimiento estarla obli- 
gado á entregar el bulto objeto de la demanda, si no lo hubiera 
ya entregado. 

Segunda : Que i este respecto, son concíuyentes las observa- 
ciones espuestas porelJuezde Sesión en el considerando sea- 
to de la sentencia apelada, para demostrar que solo el consig- 
natario tendría derecho para reclamar la entrega del referido 
bulto con la presentación del conocimiento justificativo de su tí- 
tulo, pues es evidente qne el cargador y o! consignatario, que son 
personas distintas, no pueden tener acción cada uno parí re- 
clamar la misma cosa, porque ta acción del uno sería escluyente 
de la del otro. 

Tercero : Que la pretensión del actor importa variar la con- 
signación de los efectos, sin devolver antes al capitán todos los 
ejemplares del manifiesto que hubiere firmado, contra lo dis- 
puesto en el artículo mil doscientos tres del Código de Co- 
mercio. 

Cuarto i Que la demanda se ha entablado por el cargador, en 
ejercicio de nn derecho propio que pretende tener, y no como 
cesionario del conocimiento ; pero aún suponiendo que hubiera 
invocado el carácter de cesionario fundado en el duplicado del 
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conocimiento que ha presentado con endoso en blanco del consig- 
natario, los derechos de este no le han sido transferidos por ese 
endoso, por no ser el conocimiento á la órden, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo mil doscientos nno del Código de Co- 
mercio. 

Quinto : Qoe macho menos puede considerarse justificado el 
carácter de cesionario por una cesión civil del conocimiento en 
virtud del endoso en blanco, porque si bien el artículo mil cua- 
trocientos cincuenta y seis del Código Civil autoriza la cesión 
en forma de endoso cuando se hace por instrumento particular* 
le niega los efectos especiales designados en el Código de Co- 
mercio si los títulos no son pagaderos á la órden, siendo el pri- 
mero de esos efectos ta trasmisión de la propiedad de la letra ó 
ducnmento endosado. 

Seslo : Que dar otra inter pretación al citado artículo del Códi- 
go r.hril importa sostener que los títulos comerciales, no endosa- 
bles ante la ley especial que los rige, son trasmisibles por en- 
doso ante el Código Civil, lo que es inconciliable con lo espues- 
to en los artículos dos mil trescientos noventa y tres mil dos- 
cientos nueve, qoe solo juzgan hecha la tradición de acciones 
por el endoso cuando estas son endosadles ; y solo se conside- 
ra endosables cuando son pagaderas A la órden, como se csplica 
en la nota del codificador al segundo de los citados artículos. 

Por estas consideraciones, se confirma la sentencia apelada 
de foja cuarenta y tres, con costas. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 



SALUSTUWO 1. ZAViLlA. 



DE JUSTICIA RACIONAL 




I>. Tomás Gundenen contra D. K. O, Sóderlund, por cobro de 

paos 



Sumario.— Lis obligaciones anteriores i la fecha de los de- 
cretos de inconversion contraídas en pesos moneda nacional oro, 
pueden ser chanceadas en billetes de curso legal por su valor 
escrito. 



Caso. — D. Tomás Gundersen demandó contra D. K. G. 
Sóderlund el pago de un rale otorgado en 9 de Setiembre de 
1884, por 900 pesos moneda nacional oro. 

Sóderlund pagó 900 pesos, y convino con Gundersen que el 
juez resolve.ía si debía la diferencia entre el papel y cloro. 

WmUm del Jiica Federal 

Buenos Aires. Setiembre 10 de 1885. 

Vistos: atento lo convenido entre las partes en el escrito de 
foja 34. 
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Y considerando: I o Que en Ja letra acompañada á foja 1 
ee ha estipulado pagar 900 pesos nacionales oro f por igual 
valor recibido en la misma forma» 

2° Que á la época en que la estipulación fué celebrada no 
existía en la República otro peso de oro que el creado por la 
ley de 5 de Noviembre de 1881, compuesto de 1 gramo y 
6139,10 milésimos de gramo, de título de 900 milésimos defino. 

3' Que según el artículo 861 del Código de Comercio, que es 
lej de la Nación, las letras deben pagarse en la moneda que de- 
signan. 

4 o Que el artículo 920 del mismo Código establece qu» la pa- 
ga para ser legítima debe hacerse en la misma cosa debida, y no 
de otra, ni su valor, á no sel con co n sentimiento del acreedor, 
pudieudo sin embargo hacerse do otra cosa equivalente cuando 
la entrega de la cosa no fuese posible (rease artículo 610, Có- 
digo Civil; Fallos de la Corte, Séric2\ romo 11, página 35). 

5 o Que ninguna ley ha derogado hasta el presente esas dis- 
posiciones, como se requiere para que pueda presciudirso de su 
aplicación, con arreglo á lo que se dispone en la regla IX de de- 
recho incorporada al Código de Comercio y el artículo 17 del 
títnlo preliminar De las Leyes, del Código Civil. 

Por tanto, fallo: que la letra de foja 1 debe ser pagada en po- 
sos nacionales de oro y en las moñudas creadas por la citada ley 
de5 de Noviembre de 1881, ó su equiraienteen cualquier mone- 
da que tenga curso legal en la República. Notifique» origi- 
nal. 



Virgilio M. Tetlin 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

■ 

Buenos Aires, Febrero 15 de 1888. 

Suprema Corte: 

La sentencia recurrida ba prescindido por completo de la ley 
de Octubre pasado de 1885, número 1734, que dispone lo con- 
trario de lo que ella ordena. 

*Las obligaciones anteriores á las fechas de los decretos 
mencionados (de Knero y Marzo del mismo año), dice el articulo 
3 o de la ley citada, contraidas á moneda nacional oro, podrán 
ser cfianceladas en billetes de curso legal por su valor escrito 
Quedan esccptuadas aquellas contraídas con designación de 
moneda especial, tas cítales podrán ser chanceladas en billetes 
de curso legal por su valor corriente en plaza el dia de su ven- 
cimiento*. 

La letra de foja 1, anterior á los decretos, se encuentra no- 
toria y visiblemente en el primer caso. 

«Por novecientos pesos moneda nacional, dice en números y 
por novecientos pesos nacionales oro, en letras. Como se vé, no 
especifica ni designa moneda alguna especial de ningún género 
si nó simplemente los mismos pesos nacionales oro coya chance- 
lación la ley autoriza eu billetes de curso legal por su valor es- 
crito. 

Pienso, por esto, que el acreedor satisface su obligación entre- 
gando billetes de curso legal por su valor escrito, y pido, en con- 
secuencia, la revocación de la sentencia apelada. 



Eduardo Costa. 
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raí* «fc> l* Wmttmmm €art» 

Buenos Aires, Marzo 1* de 1886. 

Vistos: de conformidad á lo dispuesto por el artículo tercero 
de la ley de quince de Octubre de mil ochocientos ochenta y cinco , 
y á lo espuesto y pedido por el señor Procurador General en su 
vista de foja cincuenta y nueve, se reroca la sentencia apela- 
da de foja cuarenta y cinco, declarándose que el ejecutado pue- 
de solventar la obligación de foja primera con billetes de curso 
legal por su valor escrito. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

* 

BENJAMIS VICTOR1CA, — FEDERICO 
iBAnGÚREÜ. — C. S. DELATO* 
RUE. — SALUSTUnO J. XA VALI A . 
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VAVMA XVI 



D. Pedro L, Funes, contra D. Juan Saá Pernjra; sobre entrega 
de animales vacunos ú su precio 

Sumario. — i 9 Hecho un contrato de invernada, por el coal 
el invernador se obliga á pagar un tanto poT cada animal per- 
dido, no puede aquel esoúsarse de toda resposabilidad pagando 
ese precio por loa animales qne resolta haber vendido, ó hallar- 
se estraviados en los establecimientos inmediatos. 

2* Por aquellos debe el precio de venta, y por estos el de pla- 
za que no sea inferior al convenido, debiendo á la vez suprimir 
de la cuenta de pastaje el relativo i estos últimos. 



Caso. — Se espliea en el 

BTBOto M Jara Mtnl 

Rosario, Julio 5 de 1883. 
Vistos estos autos seguidos por don Pedro L. Funes contra 
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don Joan de Saá Pereyra por entrega de cincuenta y cinco ani- 
males Tacaños, ó su abono al precio de veintiocho pesos bolivia- 
nos billetes cada uno ; resulta lo siguiente; 

Entre ambas partes se celebró el contrato de pastaje que á 
continuación se espresa: «He recibido de I03 señores Quintana, 
Funes y C* la cantidad de 754 animales vacunos para invernar 
en el campo de mi propiedad, bajo las siguientes condiciones : 
i* Los señorea Quintana, Funes y O me pagarán por cada 
animal mensualmente á razón de dos reales {2 reales) bo- 
livianos billetes del Banco Provincial de Santa Fé, por el cui- 
dado y pastoreo de la hacienda; 2- Por todo animal que mu- 
riese de muerte natural responderé con el cuero del mismo, sin 
otra responsabilidad; y por todo animal que se perdiese, res- 
ponderé con el pago de 22 pesos bolivianos billetes del Banco 
Provincial de Santa Fé; 3* Los señores Quintana, Funes y C 1 se 
reservarán el derecho de hacer tropas de sus haciendas, como 
mejor convenga á sus intereses. — Rosario, Abril, 6 de 1881, 
Juan de Saá Pereyra. » 

Ambos litigantes están conformes en que faltan por entre- 
garse por Saá Pero j ra cincuenta y cinco animales. La parte de 
Funes pide se le devuelvan, ó abonen á razón de veintiocho pe- 
eos bolivianos billetes por cabeza, por cuanto Saá Pereyra ni le 
ha justificado que hayan muerto, ni que se hayan perdido, para 
que estén regidos por los precios y por las condiciones del con- 
trato, asegurando por el contrario que han sido vendidos por él 
áese precio, lucrando ilícitamente con ellos. 

El demandado, negando esos hechos, asevera que cinco de ta- 
les animales han muerto por sí, sin haber podido él devolver 
los eneros i que estaba obligado, por no haberlos estraidos opor- 
tunamente, y que los cincuenta restantes, deben existir extra- 
viados en establecimientos inmediatos. 

Abierta la causa á prueba, el demandante Funes, para justifi- 
car bu acción, ha producido la testimonial de que se hará mérito, 
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Bín que el demandado haya producido alguna, ya para destruir 
la contraria, ya para probar sus excepciones. 

Y considerando: í & Que el contrato como reconocido por am- 
bas partes, debe regir el caso. 

2? Que cuando en ese instrumento se dice que el guardador 
de la hacienda está obligado a devolver los cueros de la que mu- 
riese, como medio de exonerarse do toda otra responsabilidad 
por ello, no puede, faltando áese deber, conceptuarse libre de 
toda obligación, por solo aseverar sin prueba alguna que no pu- 
do estraer los cueros; pues imputable le es haberse impuesto 
ese deber que no hablado cumplir por dificultad ó falta de cui- 
dado, v tanto más ineludible era esa obligación para él, cnanto 
que su cumplimiento se estipulaba como una positiva garantía 
para el dueño de la hacienda, quien de otro modo podía ser vícti- 
ma de engaños y usurpaciones; y pues que Saá Pereyra, ja que 
no había extraído los cueros, ni aun ha intentado probar la 
muerte de tales animales. 

3° Que habiendo asegurado él mismo la escepcion que los 
cincuenta animales restantes se han perdido ó que deben exis- 
tir, según lo dijo en la audiencia, en las inmediaciones, ofrecien- 
do en tal concepto abonarle solo al precio de veintidós pesos, 
como para ese caso prescribe el contrato, tampoco ha intentado 
justificar esa escepcion, ni con referencia á un solo animal. 

4* Que, por el contrario, el demandante ha comprobado con dos 
testigos intachados Juan Ecbazarreta(foja28 vuelta) y Bernar- 
do Franco (foja 37 vuelta), que declaran de ciencia cierta, que 
Saá Pereyra á sabiendas y advertido incluyó hacienda de la in- 
vernada de Funes en una tropa de su propiedad que vendió al 
saladero de Zamora hermanos, si bien esos testigos que vieron 
los animales de Funes, por no haberlos contado, difieren solo en 
su número, calculándolo el uno en veinte y el otro de treinta á 
cuarenta aproximadamente; lo que no importa contradicción en 
el hecho fundamental, sino una esplicable diversidad de apre- 
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dación en su detalle; razón por la cual, no habiendo medio de 
fijar exactamente ese número, es prudencial determinarlo en 
treinta que es el medio término entre los estreñios máximum y 
mínimum de esas cantidades. 

5° Que además de esa prueba, corrobora la creencia de que el 
demandado á sabiendas introdujo en su tropa hacienda de Funes, 
con buena ó mala intención t el informe del Juez de Faz don 
Félix Fierro (foja 39 vuelta), por el cual consta que «Saá Ferey- 
ra solicitó del declarante una guía para la remisión de esa ha- 
cienda, pero qne no volvió á sacar dicha gafa como era de su de- 
ber», faltando así ¿un deber legal y suscitando sospechas sobre 
su conducta. 

6 n Que cuando el contrato fija el precio de veintidós pesos bo- 
livianos á tos animales que se pierdan, no puede interpretarse 
de manera alguna que ese precio deba fijarse a los animales que 
no se justifique haberse perdido, y mucho menos á los que inde- 
bidamente se bayan vendido por otro superior para beneficiarse 
con la diferencia; pues tal interpretación sería pésima y oca- 
sionaría los más deplorables manejos de un guardador. 

7° Que en cuanto al precio á que Saá Fereyra rendid su tro- 
pa, en la cual por cálculo aproximado, iban treinta cabezas de 
Funes, y que este asegura fué al de veintiocho pesos bolivianos 
billetes por cabeza, el mismo Funes debió probar su aseveración, 
como fácil le era á Saá Fereyra probar lo contrario, si en ver- 
dad la venta la hubiese hecho á más baja cantidad; no habien- 
do al respecto otra luz que la que arroja la declaración del tes- 
tigo Bernardo Franco, obrante á foja 37 vuelta, que dice qne 
entonces oyó qne esa venta fué hecha á veintiocho pesos bolivia- 
nos billetes. Siendo de todos modos completamente justo que 
Saá Fereyra abone d sus dueños esas haciendas al precio qne 
las hnbiera vendido, siendo él mayor que el fijado en el contrato 
para las pérdidas. 

8 o Que asimismo es justo que no se cargue á Funes en la 
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cuenta de pastaje el de esos animales que por vendidos y aún 
en el caso de que hubiesen sidu estragados, no han pastado en 
su provecho. 

9° Que ninguna importancia atendible tiene el caso en contra- 
posición á las precedentes consideraciones» la declaración del 
testigo Vicente González (foja 38) que dice, qne preguntando 
Sai Pereyra á su capataz por algunas haciendas de Funes qne 
faltaban de la invernada, este le contestó que estaban en el es- 
tablecimiento de sus hermanos en Monte Flores; pues ni se ha 
probado que fuese cierto el dicho del capataz, que pudo aseverar 
tal cosa t-n disculpa propia, ni se ha probado tampoco que esos 
animales hubieran estado en tal lugar, 6 que de otro modo se 
hubieran perdido. 

Por estos fundamentos, fallo: 1" Que Saú Pereyra es respon- 
sable á Funes de cincuenta y cinco animales vacunos, de los 
que le dió & invernar. 

2° Que treinta do esos animales debe abonárselos al precio 
mayor del de veintidós pesos bolivianos billetes á que hubiese 
vendido á Zamora hermanos la tropa propia en que se reputa 
fueron incluidos esos animales; y los veinticinco restantes, al 
precio actual de pinza, si ¿1 escediese dr veintidós pesos, pero 
en ningún caso a menos de este valor, que fija n\ contrato para 
los perdidos de cualquiera manera. 

3 o Que debe suprimirse dó la cuenta de pastaje el correspon- 
diente á estos últimos veinticinco animales, mas no el pastaje 
de los vendidos a Zamora hermanos, si esos hubieran sido ven- 
didos á un precio superior al de veintidós pesos, porque es de 
suponer que ese mayor precio obtuvieron á consecuencia del 
engorde que adquirieron en el campo de Saá Pereyra, y esta 
partida debe calcularse desde que estos animales fueron intro- 
ducidos á la invernada hasta que fueron sacados para ven- 
derse. 

4 o Que cualquier dificultad que éntrelas partes pudiera sur- 
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gir par a esta liquidación, por la deficiencia de la prueba que 
han producido, será resuelta por arbitros, si acaso no se pusieran 
de acuerdo para evitar ese nombramiento. Debiendo cada parte 
pagar sus respectivas costas, Nottfíquese cotí el original y re- 
pónganse los sellos. 



Fallo de la Suprema Carie 

Tltieriüa Aires, Marzn I* tte 18SX. 

Vistos: por sus fundamentos se coníirma la sentencia apelada 
de foja cincuenta y dos; sin especial condenación en 
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« AUNA XVII 




A . Devalo y hermano, contra l) t JuanM. Kenzie, capitán del va- 
por Sir William Amsírony; sobre cobro <te ajerias. 



Sumario. — I o No 
cuya indemnización se 

El consignatario del buque so entiende que representa al 
i, y su intervención en el reconocimiento pericial de la 
avería y su importe, le perjudica. 

3" La cláusula en el conocimiento do no responder del conte- 
nido, ni de rotura, derrames, y averías, aunque sea por falta 
de estiva, no exime al capitán de las responsabilidades por las 
averías causadas por dolo ó culpa grave. 




Caso.— Lo osplica el 



Pullo del iu» Federal 



Buenos Airns, Agoslo 18 de 188(5. 
Vistos p-slos ;iut<i$ promovidos por demanda Je los señores 
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A. Devoto y H no , contra el capitán del vapor inglés Sír Wiliiam 
Armstrong, D. Juan M. Kenzie, por cobro de pesos, 

Y resultando : I o Que en el espiado buque vinieron día 
consignación de los demandantes, 288 ráseos de vino tinto, do 
algunos de los cuales se había estraido el contenido, removiendo 
los tapones y por medio de espiches» 

2 o Que mientras el buque practicaba la descarga á las lan- 
chas, los consignatarios de la carga se presentaron pidiendo su 
reconocimiento y estimación del daño que suponían existir, por 
mediado peritos nombrados uno por su parte y otro por los se- 
ñores Guillermo Martínez y C a t consignatarios del vapor en esta 
plaza, álo que se proveyó de conformidad, efectuándose de acuer- 
do esta operación en la forma que espresa el informe corriente 
áfoja 17 del espediente agregado, el cual establece que el lí- 
quido faltante procede de remoción de tapones y espiches fuera 
de los oficiales, y se avalúa eu 1320 pesos 5 centavos, con deduc- 
ción hecha de las mermas naturales, 

3* Que fundados en estos antecedentes, los Sres, Devoto y 
hermano se presentaron al Juzgado, con focha 3 de Junio del 
año próximo pasado, entablando demanda ordinaria contra el 
capitán AI. Kenzie, para que en la oportunidad debida se le con- 
deno al pago de la espresada cantidad en que los peritos esti- 
man el vino sustraído, con sus intereses moratorios y las costas 



judiciales, apoyándose en las disposiciones de los artículos 1067 
y 1370 del Código de Comercio. 

¥ Que el representante del demandado, D. Eduardo Stuard, 
contestó á foja 18 el traslado conferido, alegando que su parte 
ningún conocimiento había tenido del reconocimiento judicial in- 
vocado en la demanda, el cual se tramitó entre los Sres, Devoto 
y hermano y G. Martínez y C a , sin haber tenido él ninguna par- 
ticipación ; que estos últimos» en su calidad de consignatarios 
del buque, representaban ai fletador, quien á su vez había hecho 

Hitos en 
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mismo interés que los cargadores, deduciéndose de allí que el ca- 
pitíin Óel buque no había estado legalmente representado en el 
juicio y acto de la pericia, siendo por lo tanto absolutamente 
nulo á su respecta á los efectos de obligarlo á estar y pasar por 
su resultado, y por último, que la primera cláusula puesta al dor- 
so del conocí ni isnto esoneraba al capitán de toda clase de avería, 
cualquiera que sea la causa de que prorenga. 

5* Que lu causa fué recibida á prueba para que se justifique la 
autenticidad de la lirma del documento corriente á foja*., (es- 
pediente agregado) atribuido al capitán E, Kenzic, y el carác- 
ter eti que habían intervenido en la pericia los Sres. Guillermo 
Martínez y C", habiéndose producido la que indica el certificado 
de foja 69. 

Y considerando: 1" Que tanto la existencia del daño ó avería 
denunciada en los efectos conducidos en ct vapor Sir William 
Anmtrnng, y reconocidos por los peritos nombrados, como su 
importancia, no han sido desconocidas esplícita ni implícita- 
mente en la contestación á la demanda, como lo prescribe el 
artículo 86 de la Ley de enjuiciamiento, lo que autoriza á esti- 
mar como jurídicamente establecida la verdad de ellos, 

2" Que el espediente agregado demuestra que el reconoci- 
miento pericial de la avería y estimación del daño se ha hecho 
con citación ó intervención de los Sres. Guillermo Martínez y 
C-, quienes asumían el rol de consignatarios del buque, en el 
cual la misma ley, artículos 10, i% 43, 4o, 40 y 50 de las Orde- 
nanzas, supone representando los intereses del capitau, loque 
además se comprueba por el hecho de haber cobrado Jos fletes 
por cuenta de él, según lo han con fes id o á foja..., no habiéndose 
justificado, por la parte demandada, los sub-Üctamcntos que pu- 
dieran modiííear ese rol. 

3 n Que el documento de foja.., (espodiente agregado), 
cuja autenticidad ha quedado establecida legalmente en irtud 
de lo resucito en la acta de foja 58 vuelta, confirma la prect n- 



te conclusión, demostrando también que el mismo capitán turo 
perfecto conocimiento del reclamo judicial sobre averías y peri- 
cia solicitada por los consignatarios de la carga, llegando hasta 
manifestar su conformidad con el perito propuesto 6 qne debía 
proponer Martínez por su parte, de manera que en ningún caso 

puede decirse que dicha operación es á su respecto res ínter 
atios acta. 

& Que por lo demás, ella reuní todos los requisitos de la ley, 
no habiéndose insinuado siquiera que haya salido de límites fi- 
jados por el capitán M. Kenzie en el documento antes recor- 
dado. 

5 o Que el capitán es considerado verdadero depositario de la 
carga, conforme á lo dispuesto en el artículo 1076 del Código de 
Comercio, y como tal está obligado 4 su guarda, buen arrumage 
y conservación, y siendo responsable de los daños que ella su- 
fra, incluyéndose los hurtos ó cualquiera daños cometidos á bor- 
do por individuos do la tripulación, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 1067 del mismo Código, con lasóla escepcionde 
aquellos daños que provengan de vicio propio de la cosa, fuma 
mayor Ó culpa del cargador, hechos que deben alegarse y justi- 
ficarse por él, pues la presunción lcg.il es que los efectos se car- 
garon en buen estado, no habiéndolo verificado. 

6 o Que además, las causas de que proviene la merma ó dismi- 
nución del contenido de los cascos, según el dictámen pericial, 
evidentemente proceden de actos voluntarios de la gente de 
á bordo, pues los tapones no se remueven por sí mismos, ni los 
espiches nacen espontáneamente en las vasijas, constituyendo 
tales hechos lo que el Código califica de hurto 6 baratería de la 
tripulación. 

7 o Que si bien la cláusula primera del conocimiento bajo el 
cual han venido las mercaderías, establece que no se responde 
de rotura, derrames, ni de ninguna clase de averías, aunque sea 
por falta de estiva, ni del contenido de los bultos, esta estipu- 
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Jacionno puede interpretarse en manera alguna en el sentido 
absoluto de eximir al capitán de torta responsabilidad, incluso 
por actos de dolo ó culpa 6 por hechos que constituyen delitos, 
pues es rudimentario que el dolo no puede ser dispensado al 
contraerse una obligación (art. 507, Cód. Civ.) t «inó en armo- 
nía con los preceptos legales citados, limitando, por consiguien- 
te, laescepcion ¿aquellos daños que puedan ser consecuencia ma- 
terial de sucesos ágenos á la voluntad humana y al interés que 
como depositario debe suponérsele en la guarda y conservación 
de ta cosa, ¿ á lo más, que solo implica dispensársele de la cul- 
pa, etc, 

IV estos fudamentos, fallo: condenando al capitán del vapor 
Str Witiiam Armsírutuj. i). John Mac Kenxie, al pago de la 
suma de I22Ü pesos 5 centavos moneda nacional, con sus intere- 
ses moratorios, en el término de diez días, y las costas judiciales. 
Xotiffquese original. 

Virtfiliv \I. Tedin. 



Vnllm úm I» Huprem* forte 



Buenos Aires, Marzo 6 di- 1868. 

Vistos : Por sus fundamentos, so con/Irma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ochenta y siete; y devuélvanse, prévia re- 
posición de sellos. 



BEriJAMW V1CTOR1CA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCORE* 
C. 5. DE LA TORRE — SALUSTIAKO 
J. I A VALIA, 
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« AIS A XVIII 



I-i Fisco Nacional contra Variane Graham y C ñ ; ¡ 



Sumario. — La manifestación distinta A la verdadera, hecha 
a la Aduana para el despacho de mercaderías, constituye una 
infracción prevista y penada por los artículos 030, 1025 y 1020 
de las Ordenanzas do Aduana. 



Caso. — Luesplica el 

Fallo M Jues t>«ler»i 

Rúenos Airea, Octubre 22 de 1886. 

Y vistos estos autos seguidos por al Fisco contra los señores 
Pártano Graham y C\ sobro comiso de las mercaderías que se 
detallan en el parte de foja primera, dé los cuales resulta lo si- 
guiente: 

Que la citada casa de Partane Graham solicitó, por medio de 
los documentos de fojas 12 á 15 inclusive, el despacho de seis 
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fardos lienzo a sargado, manifestando que cuatro de ellos 
tenían el peso de doscientos cuarenta y cinco kilos, y los otros 
dos, doscientos cincuenta kilos. 

Que examinada en contaduría la copia de factura correspon- 
diente, se vino en conocimiento de que cada uno de los bultos 
pesaba el numero de kilos que se manifiesta en total, lo que ar- 
roja una diferencia de noreeientos ochenta y cinco kilos en 
contra del Fisco, 

Que formado el sumario correspondiente, la casa confesó el 
hecho, disculpándose con que ei dependiente don Juan Haya, 
que había corrido con la tramitación de este despacho, había 
sufrido una equivocación, englobando todo el peso, pero que no 
había existido idea de defraudar la renti, desde que el verda- 
dero peso estaba determinado en la copia de factura. 

Que con estos y los demás antecedentes del proceso, se pasa- 
ron los autos al Procurador Fiscal, quien se espidió á foja trein- 
ta y ocho pidiendo se le aplicara á la casa una multa igual al 
valor de las mercaderías, con arreglo á los artículos novecien- 
tos treinta y mil veinticinco a mil veintiocho de las Ordenan- 
zas de Aduana. 

Que corrido traslado, los señores Parlane Giaham, lo evacua- 
ron á foja cuarenta y nueve, insistiendo en que estando el ver- 
dadero peso en la copia d^ factura, el error era evidente é impo- 
sible de pasar desapercibido, por lo que se encontraban favoreci- 
dos por la disposición del artículo mil cincuenta y siete de las 
Ordenanzas. 

Y considerando: Que el hecho de haber dado la casa de Parla- 
ne Graham y O una manifestación distinta a la verdadera, con 
perjuicio de la renta, esta constatado poT su propia confesión, 
por el parte del empleado Amadeo, foja primera, por ta decla- 
ración del dependiente Bajá, foja diez y nueve, y por las demás 
constancias dr autos. 

Que este hecho constituye la infracción prevista y penada 
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por los artículos citados novecientos treinta, mil veinticinco 
y mil veintiséis, sin que pueda tenerse en cuenta lo alegado en 
h defensa, cuando dice de error evidente imposible de pasar 
desapercibido, pues, como lo afirma Ja acusación, tan ha pasado 
desapercibido que las mercadurías salieron de la Aduana sin 
obstáculo alguno. 

Por estas considpracii-ncs, f tillo condenando á los señores Par- 

pago tle una multa igual al valor de las 
mercaderías, para la liquidación de lo cual deberán remitirse 
losantes á la Aduana, con el correspondiente oficio. Itepóngansc 
los sellos y notífíquese con el original. 

\mirvs i (¿arriza. 



VISTA DEL SE<¡OR PROCURADOR GE>EJIAL 

Buenos Aires, Noviembre 34 Jo 1888, 

Suprema Corte; 

La Icjistaeion de Aduana exije una regularidad perfecta en 
todas sus operaciones y en todos sus detalles. Si bastara una 
anotación ú declaración exacta para establecer la inculpabili- 
dad de las operaciones sucesivas, inútil fuera el cuidado prolijo 
y minucioso con que el interés fiscal viene persiguiendo una 
mercadería, desde que toca las aguas nacionales, hasta que en- 
tra al consumo. Cada paso que da tiene su prescripción espe- 
cial y cada infracción su pena determinada. No basta que el 
manifiesto general sea exacto, deben serlo también las copias 
de factura, las papeletas de lancheros y carreros, los manifiestos 
de despacho etc., etc. 

El hecho de que la copia de factura diera el peso verdadero 
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de los fardos en cuestión, no basta, pues el manifiesto de des- 
pacho, ha debido darlo también con igual exactitud. 

Y no se diga que la falsa manifestación no pudo pasar desa- 
percibida. De tal manera pudo pasar» que pasó. Los géneros 
pesan mus um nos según su calidad, y bien pudo suponer el em- 
pleado que un fardo, que puede también mt más ú menos grande, 
no tuviera sinó el peso declarado en el parcial. Km cuanto á que 
no podía dejar de notarse el error, por la declaración lucha en la 
copia de factura, es oportuno recordar que todos los días em- 
pleados especiales vienen denunciando errores en las operaciones 
y liquidaciones de años atráY Hien pudo hacerse la liquidación 
por el parcial, en confianza, como se hizo el despacho. 

Sírvase V.E. confirmar la sentencia recurrida, 

Eduardo Costa . 



Fallo de 1* 



Buenos Aires, Mario tí úe 1888. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y siete. Devuélvanselos autos, 
en consecuencia, prévia reposición de sellos. 



hMAMM VÍCTOIUCA. - ULADJSLAO 
FftUS. — FEDERICO IBAHGÚREN. 
- C. ,S. DE LA TORRE. — SALCS- 
TUISO J. ZAVALIA. 
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«AINA XIX 



El Dr. ÍK Manuel .V. '¿avalla, contra D. Domingo Callen : sobre 

interdicto posesorio 



Sumario, — Las acciones posesorias so prescriben por el 
transcurso de un año. 



Caso . - So espida cu el 

MU 4*1 Jh» Federal 

Rosario, Marzo i de 1887. 

Y vistos estos autos sobre interdicto do retener la posesión, 
deducido por el doctor dou Manuel María Z avalla contra don 
Domingo Cullen, respecto del terreno marcado con cruces en el 
plano de foja 125 del espediente de mensura que da origen á 
esta causa, elcmil ha sido traído á la vista juntamente con los 
autos de oposición hecha á la mensura mencionada, por don Apo- 



DE JUSTICIA IUCIOKAL 59 

Imano Cisterna y dona Petrona Candioti de Iriondo; y de los 
cuales resulta : 

í* Queco veinte y cinco de Octubre de mil ochocientos seten- 
ta y nueve don Domingo Cullen practicó una mensura de una 
área de campo ubicada en esta provincia en el paragc denomina- 
do «Ascochingas» (foja 87, primer cuerpo, mensura). 

2 o Que dentro de esa área se encontraba la fracción de campo 
designada con mía cruz en el plano de foja 125 de los autos 
mencionados, y la misma que había sido comprada por el doctor 
¡íavalla al Gobierno de la Provincia de Santa Fé, como campo 
fiscal, i'stendieWosde la escritura en cinco de Febrero del año 
mil ochocientos ochenta (foja ( de este interdicto). 

3* Que aunque al practicar Cullen su mensura y no obstante 
que t i Agrimensor comisionid.» pan la ejecución de esa opera- 
ción hiciera < «instar la existencia de una fracción de terreno, 
marcándola en el plano referido con las letras «A, B, x, Si t y 
que es la misma que aquella a que se refiere el resultando ante- 
rior, no se citó al doctor ííavalla, porque dicha fracción, según 
lo espresa el agrimensor, no era sinó una superposición dentro 
del campo del demandado, 

4« Quo recién en cuatro de Julio del año mil ochocientos 
ochenta y cinco, fué citado judicialmente el doctor ZaTalla para 
que manifestase si estaba ó no conforme co.. aquella mensura 
(foja 104, 2° cuerpo , oposición de Cisterna y Sra. de Iriondo), de- 
duciendo con este motivo, en diez y seis do Setiembre del mis- 
mo año, este juicio, en calidad de oposición á la mensura enun- 
ciada, fundándose en su actual posesión y Ja reciente perturba- 
ción que, con motivo de la eita.-ioii, había sufrido (foja 2 de 
este juicio). 

5> Bw*w*fiM á la audiencia de ley, el demandado pide el 
rechazo de Ja acción, adueimdo ser él el poseedor del área de- 
mandada é invocando la prescripción por la cual se hacía 
improcedente la demanda, aún dado el caso de Ja existencia de 
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esa posesión alegada por el actor, y la misma que le concedía el 
demandado, 

Y considerando: I o Que la perturbación de la posesión, y por 
consiguiente, la existencia de esta última, nace de la mensura, 
como que es acto posesorio, y no de la notificación que se haga 
para que á esa mensura se oponga el desposeído por aquel 
acto. 

2" Que de otra manera, ios actos que dan la posesión y que se 
enumeran en el artículo 238-t del Código Civil, quedarían su- 
bordinados á la voluntad de las partes para ¡ue produjeran su 
efecto, teoría que se encuentra en completa oposición con el 
sentido é import ncia jurídica que la legisla* ion oivil otorga a 
la posesión. 

3 o Que siendo la posesión un jus ad rem, originado por el he- 
cho material de la ocupación, que se deriva en el caso presente 
del hecho mismo de la mensura, y no siendo necesaria, por otra 
parte, según lo dispone el artículo 2384 del Código citado, la 
ocupación de toda el área de un predio para conservar la posesión 
en toda su ostensión, la mensura de Cullen de una úrea mayor, 
dentro de la cual encuéntrase incluida la menor que se disputa, 
implica la posesión total. 

4° Que con este antecedente y según resulta de la escritura 
estendida á favor del doctor /avalla, en cinco de Febrero de mil 
ochocientos ochenta, la posesión de este es posterior á la de 
Collón, quien, cuando menos, la tenía desde la fecha de la men- 
sura por el hecho de ella; y por tanto, la parte demandante ha 
podido hacer uso de la acción posesoria si hubiera estado po- 
seyendo con anterioridad a la mensura en término legal. 

6 fl Que ese término, según el artículo 4038 del Código Civil, 
es de un año, computado desde que se llevó a cabo el acto per- 
tur batorio de la posesión. 

6° Que como se ha espresado en el considerando primero, 
ese acto perturbatorio (el de la mensura), habiendo, en todo caso, 
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a ido rarificado cerca de seis años antes de la instauración de es- 
te 'nterdicto, se encuentra amparado por la prescripción que 
invoca el demandado. 

7" Finalmente, que no habiéndose alegado, por parte del que 
se dice turbado, otro acto perturbatorio de la posesión que el 
proveniente de la mensura que nos ocupa, d<¿be estarse al solo 
fundamento que se ha aducido para instaurar este juicio, j es- 
clusivamente en su mérito resolver la causa. 

Por estos fundamentos, declaro improcedente el interdicto 
deducido, con costas. Hágase saber con el original j repóngase 
el papel eu el acto de la notificación. 



Vistos: Por los fundamentos aducidos por el Juez Sección, r 
laUvamente á la prescripción do la acción posesoria deducid, 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja cincuenta 
cuatro; y devuelvan se, pn'vía reposición de sellos. 



f¡. tiscafcra tj Zuvirta. 



Fallo ile I* ftupremo Corle 



llth'h.» Aires, Míir/o 1:1 úe 1*88. 




m 



FALLOS DE LA SLPIlEHA COIlTE 



«AUNA XX 



El Ferro-Carril del Oeste de la Provincia defínenos Aires, 
contra D. Agustín ItocrtUaijiiala.por daños y perjuicios; so- 
bre compulsa de libros. 



Sumario. — Consentida la di 
sa delibres y el auto quo 3a 
miento. 



toria de compnl- 
, debe ordenarse su cumplí - 




Caso.— Don Nicandro Dorr, por la Empresa del Ferro-Carril 
delOc«te, se presentó al Juzgado de Sección enlabiando demanda 
contra D, Agustín líocca taclia ta, por indemnización da los 
daños y perjuicios procedentes de haber comprado dicho Itc cea- 
de lana sustraída de la Estación // de Se- 




la competencia del Juzgado Federal, por la dis- 
tinta nacionalidad de las partes, y contestada la demanda, el 
Juez recibió la causa á prueba. 

Durante el término probatorio, Korcatugliata pidió que se 
practicase la compulsa de ios libros dvl Ferro-Carril, para cons- 
tatar: i* qué cantidad de lana de barrido y buena, en atados ó 
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lienzos, Tendió por su cuenta el Ferro-Carril en Junio de 1885, 
y como de propiedad del mismo, y á quién se hizo la venta ; 2* 
qué cantidad de lana y de que ciase vendió el mismo Ferro» Car- 
ril en Enero de 1886, por cuenta y como propiedad de dicho Fer- 
ro-Carril, y á quién se hizo la venta; 3* si en el año de 1885 
el Ferro-Carril efectuó otras ventas de lana por su cuenta y co- 
mo de su propiedad, aparte de las determinadas en los dos nú- 
meros precedentes. 

El Juez mandó practicar la compulsa pedida, pero el Escribano 
encargado de 1j acería manifestó que no le era posible efectuar 
el trabaj.» que se le había encomendado, por cuanto» según in- 
forme del gefede la Estación H de Setiembre, la Contaduría 
General de aquella empresa, como varias otras oficinas, se ha- 
llaban instaladas en La Vlata y allí úebía ocurrirse para tomar 
los datos necesarios. 

Posteriormente el Juez mandó librar un exhorto al Juez de 
Sección de la Provincia de Bueno* Airea, á fin de que por medió 
de su Secretario hiciera practicar la compulsa ordenada. 

Practicada la compulsa, v\ Secretario informó : 

Respecto del primer punto: 

Que en el libro de cuentas corrientes de caja, en la cuenta 
Socorros á empleados, año de 1885 T foja 126, Junio (i, decía : 
c Recibido de la estación i i de Setiembre, por la venta dei bar- 
rido del galpón N° 3 f pesos nueve y tn inta centavos.» 

Que estaba conforme con el libro Diario al folio 93, y el de fac- 
turas ; y que no aparecía en ese mes otra entrada por venta de 
lana. 

Respecto del segundo punto : 

Que en el libro de igual clase, año de 1886, foja 13, decía: 
« Enero t9: Recibido de la estación // de Setiembre, por venta 
del barrido, pesos siete; Enero 25, ídem., idem, pesos diez y 
seis.» 

Que estas partidas estaban conformes con el libro Diana, al 
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folio 7, y con el libro Je facturas ; tío existiendo otra partida de 
ventado lana en ese mes. 
Hesperio del tercer punto : 

Que revisada la cuenta de Socorros á empleados, en todo lo re- 
lativoaiaño de 1885, fuera de las partidas espresadas, cuya 
cuenta empezaba cu 9 de Marzo y terminaba en i 6 de Diciem- 
bre, asegurándole el tenedor de libras uo eiistir otra cuenta 
anterior en ese año, al folio 120 existían las partidas siguientes: 
« Julio Í6 y 30 de Muyo de 1885; 41 de Setiembre, pesos uuevey 
setenta y cinco». 

Que estaba conforme con el Diario, en su folio 142, bajo la 
partida « For venta del barrido del galpón N° 3 ». 

* Noviembre 6: Recibido de la estación II de Setiembre 
por venta de rezagos, pesos nueve y doce centavos ». 

Que estaba conforme con el Diario, folio 250. 

Que se le bizo notar que til pasar al Diario las partidas cor- 
respondientes al 16 y 30 do Julio, se había cometido el error de 
atribuirlas á la venta del barrido del galpón K« 3, siendo así que 
la factura de entrada correspondiente las indicaba comoproce- 
cedentes de la venta de artículos rezagados, sin espresar la 
clase. 

Que el nombre de los compradores y las cantidades no cons- 
taban en los liljros y facturas de la casa central, y con ese mo- 
tivo se le había esplícado que, dedicándose esa claBe do ventas 
para un fondo destinado ú socorrer empleados del Ferro-Carril 
en caso de ser inutilizados en el servicio, esas entradas figura- 
ban en una cuenta especial, encabezada .Socorros á empleados, 
recibiéndose en la casa central solo la factura en globo y el pro- 
ducido, hallándose por consiguiente el detalla de nombres y 
cantidades en la estación II de Setiembre. 

Notificado Koccatagliata, espuso : 

Que acompañaba dos recibos dados por D. J. A. Chaves, rema- 
tador encargado de las ventas de lana del Ferro-Carril del Ueste, 
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Que del ^W^I^?Éikqneeni5aeJumoae1885co [ t 1 - 
pru al Ferro-Carril datarlos df Jana, importantes Í5J pe8 p S 25 
centavos moneda nacional ; y d,l recibo X' 2 resaltaba que eíl 
17deJunm del mismo año compro á dicho Ferro-Carril 356arru 
has de lana de barrido, importantes 350 pesos mon.da nacional j 
habiéndole informado 4 uo otras personas habían comprado 
también lana do barrido y en atados. 

Que así, pncs. d en los libros del Ferro-Carril no se habían 
anotado esas ventas, ó la compulsa había sido practicada sin te- 
ner á la vista los libros y asientos en que ellas constaban, y pidió 
se manifestara por et apoderado del Ferro-Carril si la adminis- 
racon de este no tenía libro, ú asientos en que estuvieran ano- 
tadas las ventas de lana de barrido y en atado, hechas en 
J 1886, y si los antecedentes que tenía eran solo 
presaban en la compulsa. 

Acompañó los dos recibos mencionados, los que t¡5l 
lidos en los mismos términos indicados en el escrito" 

Kl Juez proveyó de acuerdo con lo pedido, y, en cumplimiento 
o es a disposición, el apoderado de la empresa manifestó: 
Que en Jos libros de la Contaduría del Ferrocarril existía 
constancia de las siguientes ventas • 




Abril uV 188.1, 2 brisas lana..., * 2 

Junio de iKB-y, *ttí¡ firroüiü tasa. ■ 3¿fí 

Mar/o do 1M), 1 [ni,, lana , 

Sombre de I88fi. lióte...,,, , m 

SeUembre de 1886, lióle.,..., , m 



Agregó que no se incluía otra partida andida en j nnl0 de 
18*», porque Ja determinación de la cantidad exacta pendía de 



- «. „ fvimiu 

por la Contaduría á los rematadores. 

manifestación Roccataglíata, esposo: 

Q'ie lo manifestado por ,1 representante del Ferro-Carril de- 
r, tu 

5 
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mostrábala inexactitud de los datos trasmitidos al Secretario 
respecto á ventas de lana ; y por lo espuesto por el mismo Se- 
cretario quedaba acreditado que los libros y ;i nt ece.de u tes 
para la compulsa estaban en la estación // tic Setiembre; y no 
en La Plata, 

Que la compulsa practicada era completamente deficiente res- 
pecio á las cantidades rendidas, nombres de lus compradores, 
etc., y debía nacerse de nuevo, ajustándose el encargado de 
practicarla á los puntos espresados en su escrito, y examinando 
los libros que se encontraban en la estación // de Setiembre; y 
pidió se decretara una nueva compulsa de libros. 



Fallo del Jun Federal 

Buenos Airea, Mayo 17 de 1887. 

Habiéndose practicado ú Toja 03 1 la compulsa ordenada; estan- 
do cons talado en autos que los libros á que s«í Lace referencia no 
pueden serle exhibidos al actuario, por hallarse en las oficinas de 
la empresa * stab lee idas en La Ti ata, y teniendo además en 
etumderaciun que no se trata de justificar ninguno de los pun- 
tos sometido á j «roela por el auto de foja 55, no ha lugar ú lo 
solicitado y corara los autos según su estado. 

Tedin. 



rallo de 1* tfupreui» Corle 

BuenOÍ Aires, M.ir/o 15 de J 888. 
Vistos: estando con son t ida la diligencia probatoria á que se 
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reüerc eate incidente y ejecutoriado danto de foja setenta y 
trei que la orden.**, se revoca el auto ajumado de foja eient'i 
cincuenta y dos vuelta, declarándose que debe practicarse la 
compulsa Solicitada en d lugar donde se Ual'en los respectivus 
libros. Repuestos los sellos, devuélvase. 



BEXJANia víctomca.— ~ lxams- 
i.ao frias. — federico ibait- 
gCren, — c. s. de la torre. 



tAVHA 



€mmk de competencia en el juicio Je testamentaría detim- 
tavoiirmvct, entrevi Juez de r instancia Je la Capital y H 
de r Instancia tle tapmrmnu de Ihtenos Aires, en La ñata 



Suman». último domicilio del faiteado, es el 
que debe eonocer vil el juicio ílesu testamentada. 
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Caso. - En Mayo de 1885, murió en el Pergamino don Gus- 
tavo Granel, alemán, quosegun la ilt-claracioii (Je varios testigos 
tenía domicilio en la Capital, y se había ausentado para el Per- 
gamino para restablecer su salud, Dejó una finca en Bel grano, 
entonces provincia de Buenos Aires, 

El albacea dativo, nombrado por el Cónsul, inició la testamen- 
taría en la Capital; y algunos acreedores del finado la iniciaron 
en La Plata. 



AUTO »EL JL'EZ DE 1" INSTANCIA HE LA CAPITAL 

Buenos Aire*, Setiembre 20 de 1886. 

Por lo expuesto en la precedente vista del Agente Fiscal, de- 
clárase competente el Juzgado para cunoct-ren el presente juicio, 
y líbrese oficio inhibitorio, acompañándose los testimonios que 
determina el articulo il~ d-1 (V.li-.. ih Pn.re ümientos, Iie- 
póngase la fíija. 

llasuaído. 



ALTO DEL JL'EZ F>E 1 l>STA>CIA Í>E LA PROVINCIA 



La Plata, Agosto 13 .le 1886. 

Y vistos: en atención á los fundamentos consignados en los 
escritos d<; fojas 23, 24, 29 y 31, y que el Juzgado encuentra 
arreglados á derecho, y precedente vista del Agente Fiscal ; y en 
virtud de estar prorogada por los acreedores la jurisdicción, se 
declara competente el Juzgado para entender en este juicio, y 
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líbrese exhorto al señor Juez doctor Basualdo manifestándole 
que no es posible remitir la copia solicitada en su exhorto de 
foja 27. por cuanto la testamentaría del caucante tramita por 
ante este Juzgado, que se ha declarado competente para conocer 
de ella. Repóngase ul sello. 

7. fiar raquero, 



ALIO Obi. HEZ 1»K 1- INSTANCIA l»E LA PROVINCIA 



La Plata. Abril 12 áe 18H7- 

Y vistos: considerando 1 ü Que don Mari ano de la Vega y el 
doctor don Francisco J. Al me y ra, como acreedores por honora- 
rios de don Gustavo (Jrawel, iniciaron el juicio de abintestato, 
por el escrito de foja 1 y manifestación de foja % en uso del 
derecho que les acuerda el artículo 027 del Código de Pro- 
cedimientos. 

2? Que por la partida de defunción, de foja ¡0, está justificado 
que el fallecimiento dd causante fué" en ei cuartel 4" del par- 
tido del Pergamino, jurisdicción de esta Provincia; por consi- 
guiente, son los Tribunales de ella los competentes para conocer 
del juicio, de acuerdo con las disposiciones de los artículos 
3283 y 3284 del Código Civil y 634 del de Procedimientos, 

3 U Que habiendo los acreedores en uso del derecho qu.* les da 
el artículo 1" del citado Código de Procedimientos, prorogado 
la jurisdicción territorial, este Juzgado es el único competente 
para conocer del juicio ab-intestato, y el Agente Fiscal de este 
Departamento Judicial, parte legítima y necesaria en el juicio 
(art. 094 del Cód. de Proced.). 

A n Que si el Cónsul Alemán creyó que el domicilio del cau- 
sante era en la capital federal, y que solo por motivos de salud 
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había venido á la Provincia, donde le sorprendió la muerte, 
debió venir ante este Juzgad o y producir la información en ta 
cual el señor juez doctor Hasualdo basa su competencia (testi- 
monio de foja 5Üa foja 58), información que babía sido recibi- 
da, con citación de los acreedores y del Agente Fiscal, que 
como queda demostrado, son partes en este juicio; lo que babrfa 
revestido á la información de la fuerza probatoria que no tiene 
por no haber sido recibida con citación de las partes (art. 
694 ya citado y 203 del mismo Código). 

5° Que el curador d.' bienes nombrado por el Cónsul Aloman, 
comprendiendo sin duda, que !a información que había produ- 
cido ante el señor juez doctor Jiasualdo, carecía del valor pro- 
batorio necesario, ha renunciado á sus pretensiones, aceptando 
la jurisdicción de este Juzgado (víanse escritos de fojas 34, 37 y 
Ah y nota del mismo Cónsul de foja 36). 

Por estas consideraciones, concordantes del escrito de los 
acreedores de foja Gt y vistas del Agente Fiscal de foja 51 vuel- 

porel ¡itito de foja 33 (notificado al curador de bienes, señor 
Hndwalcker y consentido), que esto Juzgado es el competente 
para conocer del juicio de ab-í atéstate de don Gustavo Grawel; y 
de acuerdo á lo establecido en el artículo 410 del Código de 
Procedimientos, líbrese oficio al señor juez exhortante, doctor 
don lienjamin Basualdo, comunicándole que al infrascrito no 
le es posible, por las razones espuestas, acceder á su reclama- 
ción, y que lo invita, dado el caso de que no acepte la resolución 
de este Juzgado, á remitirlos antecedentes á la 
Nacional. Repónganse los sellos. 



Julián /tamií/t/ero. 



de justicia kaciosal 



VISTA DEL SESO A PAOCUHADOIl GMÍEI1AL 



Uuetni¿ Airea, Junio 11 ilr IHH7. 



Suprema Carie : 



Los antecedentes pura determinar si el último domicilio de 
GraweJ fui esta capital ó el Pergamino, no son decisivos; y ai V. 
E. no hubiera de abrir un breve término de prueba, debe darse 




El señor Cónsul de Alemania, al iniciar la testamentaría ante 
el Juzgado de la capital, dice que firavel tenía su domicilio en 
la misma, calle General La va ¡le, esquina Artes. Dos testigos 
más, dando perfecta razón de sus dichos, afirman Jo mismo. 

Alégase en contra, el hecho del fallecimiento en el L'orgatnf» 
no, á donde, se dice, había ido el tinado por motivos de salud. 

No teniendo familia ni negocios en esta capital, hecho al 
parecer aceptado, todo induce á creer que al ausentarse dejó 
la casa Artes y Lava] le, y con ella el domicilio o,ue el señor Cón- 
sul le atribuye. 

Y aunque su residencia en elTi-rgamino fuera por motivos de 
salud y accidental, según se presume, nada autoriza d suponer 
que su ánimo no fuera continuarla mientras la rsausa subsis- 



te todos modos, á faltado un domicilio cierto, aquel en que 
acaeció el fallecimiento se impone como el último, y es el que 
decide, á mi juicio, la competencia á favor del juez de la Provin- 
cia de Buenos Aires, con arreglo á los artículos DO inciso 5 o y 
92 del Código Civil. 



KtUt arfa f'osiu. 
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F»llo de I» s« 



Buenos Aires. Mano 15 de 1888. 

Vistos: reatando de la información producida de foja quince 
* foja diez y ocho do loa auto, obrado, ante el juez de primera 
instancia do esta capital, que el último domicilio del fallecido ha 
sido en esta ciudad ; y di conformidad á las disposiciones del 
artículo tres m.l dociento* ochenta y cuatro del Código Civil 
« declara que el juez competen, para conocer de! Juicio suce- 
sorio dedon dttstaroGrairet, ei A de esta capital, d.vtor don 
l.enjam.n Hasualdo. BsjoMto&i en consecuencia, á dicho juez 
lusauto,, y comu tl í (1 u, S e por secretaría al de primera instancia 
en lo civil de La Plata, Impónganse oportunamente los sellos 
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l*. Antonio Santa Mana, contraía empresa del Ferro-carril 
Oeste Santa fea no. jior cruzamiento de via: sobre 



samano. - Ks de competencia de los Tribunales Federales la 
demanda que a* funden un acto administrativo del Gobierno 
Nacional, f e„ las disposirWesde la ley nacional de Ferro-car- 
rites de 18 do Srtienibrc de {Xl*2 



Caso. — D. Antonio .Santa María, vecino de Belgrano (en- 
tunees Provincia de liuenos Aíres\ dueño de la usina del gas 
en el Rosario, demando a la empresa del Ferro-earril Oeste 
Santaíecino, para que fuese condenada á sufrir que practicara 
un cruzamiento de vía para la usina delgas, concedfdnle por de- 
creto del Poder Ejecutivo Nacional. 



V*m «*■ Jun Federal 

Bosano, «ayo 6 di* 1887. 
Vistos y considerando: I Que ios artículos V j 2" de la Ley 
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nacional do procedimientos, de 11 do Setiembre de 1863, do 
ociierdocou lo dispuesto en el artículo 100 de la Constitución 
nacional, disponen : 

Que la jurisdicción de l<-s Tribunales Nacionales, no es pro- 
rogable aunque tos partes litigantes convengan en la proroga- 
cion, surgiendo solo el fuero fe deral sii-iupre f| ne nn ciudadano 
demande ú un estrangero, ó un estrangero a un ciudadano, ó el 
Tecino de un i provincia demando al vecino de otra, 

2" Que la misaia ley, su artículo;)", preceptúa que siempre 
que de la demanda aparezca claramente que la causa no compe- 
te á la justicia nacional, debe el juez dcsécharla, pudiendo aún 
declararse de oficio incompetente en cualquier estado del 
juicio. 

3 o Que el fuero en la presente causa se lia hecho surjir en ra- 
zón de la distinta vecindad de lu> partes (aún sin acreditarse 
sí la compañía del F--rro-earril Mt>st«- Sautafecino es ó na una 
sociedad anónima , 

4" Que la legislación civil, en sus artículos 1K1 y tfi, establece 
queenel caso de habitación alt'-ruativa en diferentes lugares, 
el domicilio es el lugar donde se tenga la familia ú el principal 
establecimiento, y en el ca^o de que una persona tenga estable- 
cida su familia en un lugar y sus negocios en otro, el primero 
es el lugar del domicilio. 

5* Que la presente causa ha sido sometida á la jurisdicción 
federal, fundándose para ello en la residencia del demandante D. 
Antonio Santa María, en Bclgram, provincia de lluenos Aires, 
sin existir otra causa, pues según la sumar i información de fo- 
ja..* se ha probado que Santa María < s argentino. 

6" Que por el poder de foja... se comprueba que el demandan- 
te es de est ado soltero, y siendo, por ot ra parte, también evidente 
que la Empresa del gas de su propiedad, que es el principal es- 
tablecimiento de sus negocios por la notoriedad de su importan- 
cia, está ubicada en esta provincia. 



7 o Que ante esto* antecedentes, el domicilio legal para esta 
causa, de I). Antonio Santa Marin. soltero y irayor Jo edad, o 
la ciudad del liosario, donde radica «1 establee i miento princi- 
pal de sns negocios, la empresa del ¡jas, faltando asi por su base 
el motivo único de dbtinta vecindad de las partes, por el cual 
erróneamente se trajo esta cuestión á la justicia nacional, im- 
prorogabte (Véase Maíkeldcr, ¡Marión <fc familia, f. 4H-1; y art. 
12í*del Cód. Civ.). 

8" i¿ue en este raso no procede condonación en costas, en ra- 
zón di* haber aceptado ¡a parte demandada el auto de foja... 
cuja disposición, si no forma la cosa juzgada con relación al juez 
que se inhibe de oficio, sí la forma para las partes que se han 
sometido á esta jurisdicción. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con la Ley nacional de 
procedimientos y lo resuelto por la Suprema Corte, en diferentes 
fallos, entre otros, el ijue se registra en el tomo I*, serio 2\ cau- 
sa XW11I y pápíiia 177. y cansa XII, tomo 7% serie 2\ página 
Ci; se declara este Juzgado ine -m pétente para el conocimiento 
de i'Sta causa, debiendo las partes oeurrir donde corresponda. 
Hágase saber con el original y repongan se los sellos. 

/;. EsrukrayZuvma. 



Fallo de I» ttuprnii» Corle 

Buenos Aires, Marzo 17 u> 1888. 

Vistos : Resultando de la información producida, do foja diez 
y siete y diez y ocho, que e' d. mandante don Antonio Santa 
María es vecino del territorio de esta capital, y fundándose ade- 
más la demanda en un acto ¡idmiuistrativo del Gobierno Nacio- 
nal y en las disposiciones de la ley de Ferro-carriles de diez y ocho 
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de Setiembre de mil ochocientos setenta y dos, la cual deter- 
mina la jurisdicción federal con arreglo al artículo segundo, in~ 
ciso primero, segundo y cuarto do la ley de catorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tres, se revoca el auto apela- 
do defojaciento noventa y tres, y devuélvanse al Ju< 
cion para que asumiendo la jurisdicción de que se ha 
dido, proceda á conocer y resolveren la causa. 
Repónganse los sellos. 




KESJAMrpf Y1CTORICA. — ULADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IDARGÚRE*. 
— C. S, DE LA TORRE. - SALUS- 
TIANOJ. ZA VALIA. 



CAUSA AAIII 



El comisionado nacional í»r. />. retiro .4. fiarro, contra fh José 
Ignacio de ta Hosn; sobre danos *j perjuicios procedentes de 
expropiación. 

Sumario. — 1 n La intervención del Procurador Fiscal en los 
juicios de expropiación, es legítima. 



DE -USTICIA «ACIOIUL 77 

2" La ocupación por la ía tfrrea de una calle que no es de 
mptm del re< lámante, y -n laque no tiene servidumbre de 
transito legalmente constituida, no le da 



f aso.— Se es plica en el 



r.llo érl Juri Federal 



San Juan, Agosta 28 dü ?88fc 

Vistos estos autos, y do ellos resulta: que en 12 de Febrero de. 
corriente año, D. Pedro A. Garro, agente del Kxmo. Gobierno 
Nanonal para la eipropiaeion df> terrenos que ocupa en esta Pro- 
vincia el Ferro-Carril Andino, espono: que D, José Ignacio de la 
liosa, propietario del Pocit», h ha presentado una cuenta de 
danos y perjuicios causados por la línea. Que según instruccio- 
nes recibidas, para abonar la indemnización, debe presamente 
ser avaluada por peritos nombrados con la aprobación judicial 
Que no pudiendo ponerse de acuerdo, por no tener criterio seguro 
para aceptar las propuestas del Sr. de la Rosa, es aplicable lidia- 
posición del artículo É de la lej nacional de expropiación vi- 
gente, y pide al Juzgado se sirva señalar un término para nom- 
brar peritos. 

Nombrados los peritos y presentado el dictamen de foja 3 
vuelta, el Juzgado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 6° de 
la ley nacional de 13 de Setiembre de 1866, dió vista de él 
al Procurador Fiscal nombrado según auto de foja 5. 

Kste funciouario solicitóse convocara á ks partes y ]<, 3 pe . 
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ritos ú un comparendo, á objeto de pedir algunos eaptica- 
c iones. 

Se proveyó de conformidad. 

En 25 do Marzo tuvo lugar ol comparendo, según ia acta de 
foja O vuelta, en cu jo ficto et Procurador Fiscal manifestó : 
que al Sr. de La Rosa no se le expropiaba terreno y que única- 
mente pa^a la línea férrea por terreno de D. Rosauro de la Rosa; 
que por lo que respecta á la existencia de la servidumbre de 
paso, tenía duda ilc su existencia, porque en 1880 el Sr. I), Ig- 
nacio de la Rosa se presentó ante el Juzgado de Provincia de- 
mandando áD. Rosauro de la Rosa por remoción do obtdculos 
puestos al ejercicio de la servidumbre, y se convino que se extin- 
guiese después de un año. 

Que m bien es cierto que el Sr. de la Rosa obtuvo después la 
parte que en la misma finca se les adjudico á los Srts. Rudecin- 
do y Guillermo de la Rosa, el Fiscal duda si en las hijuelas de 
estos señores se estableció la servidumbre de tránsito por el ca- 
llejón, a su favor, y se refiere a las hijuelas de estos que se en- 
cuentran en el juirio testamentario de D. Rosauro de la Rosa, y 
pedía al Juzgado pidiera copia aut «rizada de ellas. 

El Sr. do la Rosa espresó que conitantcmeute hasta la fecha 
ha hecho uso, no oblante e! convenio de que ha hecho mérito el 
señor Fiscal, del callejón, para atender los potreros que quedan 
al poniente de la vía, y ofrece probar con el espediente y perito 
que ha hechoel amojonamiento de las hijuelas de los Sres. Ku- 
decindo, Guillermo y Julio de la Rosa, con motivo de la venta 
que se le hizo á su favor, ofreciendo otras pruebas que constan 
del acta antes mencionada. 

El señor comisionado nacional dijo que creía inútil apreciar 
el dictámen pericial, mientras no se resuelva si el Sr. Ignacio de 
la Rosa tiene ú no servidumbre en el callejón que intercepta la 
línea férrea. 

Kecibidas las pruebas ofrecidas, y considerando : sobre la 
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existencia de lu servidumbre de paso, único punto á resolver: 
i n Que la servidumbre, do pagues discontinua y solo se ad- 
quiere por título (arts. 2975 n] Jin y 3017, Cúd. Civ.). 

2' Que la servidumbre es un gravamen ó carg» sobre un in- 
mueble ajeno, y como tal no se presume su eiistencia; por el 
contrario, el que la pretenda debe probar que se constituyó a su 
favor (art. 2805 y notii). 

3 o Que se^un las escrituras de fojas !) y 1 f , aparece que D. Ig- 
naeio de la Rosa compró ú los Sres» José Uudecindoy Guillermo 
de la Kosa la parte de terreno cultivado que Ies ha cabido por 
herencia de su padre I». Ilosauru de la liosa, en la finca que fué 
de este, ubicada en el departamento del Pocito, cuesta Pro- 
vincia. 

4 Q»* s egun la fecha del convenio (0 de Noviembre de 1880} 
agregado á estos autos, fué celebrado después que el Sr. Igna- 
cio do la Rosa adquirió la parte de 1). José ltudecindo, lo que 
tuvo lugar el veinte y uno íje Setiembre del mismo ano (escri- 
tura de f. 9) ¡ por consiguiente, cualesquiera que hayan sido los 
derechos transferida por i>s;i adquisición, quejaron modificados 
por el conmiio posterior (art. i 197, ród. citado), 

5" Que según la hijuela de 1). (íuiíhrmo, eornente á foja24 
vuelta, adquirida por 1J. José Ignacio de la liosa después del 
esprosado convenio (13 de Junio do t88t, escritura de f. II), al 
lijar loa limites del terreno que se le adjudica, dice: « por el 
norte, parte con el potrero de Jos Marcos y parte con el callejón 
con derecho á la mitad de este en todo el frente que con £4 
limita sin adjudicar derecho alguno en lo dennís del ca- 
llejón. 

6 n Que la servidumbre de naso es indivisible en su ejercicio 
y no puede adquirirse por partes ideales (art. 31)07 y nota ai fin, 
Cód. Civ.), y por consiguiente, para que el derecho que se le 
adjudica en la mitad del callejón que Hiparte limita la propie- 
dad, se conviertan) una servidumbre real de paso, es necesario 
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que csederccho sea en todo el callejo» y no en tina parte deter- 
minada de él, por ser esto contrario á la naturaleza de la servi- 
dumbre. 

7 o Que no espresando la hijuela adjudicación de derechos en 
todo el callejón de la linca que fué del causante U, Rosauro de 
la Rosa, sino" en una parte determinada de él, ese derecho está 
circunscrito ála parte adjudicada. 

8 a Que según el plano lineal de foja 39 vuelta, el terreno 
comprado por D. Ignacio de la liosa a D. Rndeciado de la Rosa 
está al poniente de la línea férrea, sin que esta ocupe parte 
de él, ni del callejón que se te adjudica. 

9 o Que el hecho de haber usado del callejón hasta la fecha, no 
constituye por sí solo un derecho de servidumbre- de tránsito, 
pues que, como se ha espresudo en el primer considerando, solo 
se adquiere por titulo, como tampoco por et destino que le hu- 
biere dado el propietario de él, segnn la terminante disposición 
del artículo 2997, Código Civil. 

Por estas consideraciones y Cúndame ti tos legales, fallo decla- 
rando que D. Josú Ignacio de la liosa no tiene servidumbre de 
tránsito en el callejón d** ta linca ipi" fu»' d" su raimante I), Ro- 
sauro de la Rosa, interceptado p.»r la via férrea del Ferro-car- 
ril Andino; y por tanto, sin derecho de ser íi 
perjuicio 3 que reclama; sin costas. Notifiquese 

L Echegay 



VISTA DEL SE5ÍOR PROCURADOR GENERAL 

Uijt'iin* Aires, Octubre 28 de 18fc!á. 



Fúndase el recurso de nulidad deducido, en la intervención 
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que *c hadado al Procurador Fiscal, y en que la sentencia recae 
sobre loque no era materia del litigio. 

Uno y otro fundamento no resiste al más ligero examen. 

Ka primer tugar, d recurrente ha aceptado la intervención 
fiscal, sin observación alguna, desde el primer in ornen fcfi, y sí 
no fuera legítima, ha perdido todo derecho de reclamar á su 
respecto. Por otra parte, la intervención del Procurador Fiscal 
m perfectamente legítima, más directa y más legítima aún que 
te do los mismos comisionados que nombra el Poder jvjeculivo, 
-Yo habiendo avenimiento, dice el articulo fí" de ta ley, se deci- 
dirá la diferencia entre el interesado y el Procurador Fiscal, ó 
el Procurador tienerat de la dación. 

Habiendo comisionado podrá ó no podrá presciiidirsc del Pro- 
curador Fiscal ; pero nunca su intervención será materia de nu- 
lidad ni siquiera estará de más. 

No es tampoco exacto que la sentencia recaiga ^obre puntos 
no sometidos á la decisión del Juzgado. 

Desde el momento en que oportunamente fué Llamado á in- 
tervenir el Procurador Fiscal, observó que faltaba causa para 
la expropiación, por cuanto no se expropiaba á dula Rosa una 
pulgada de terreno, ni tenía él la servidumbre que haría valer 
sobre el callejón cortado por la vía férrea. El comisionado dijo 
a su vez, que este y no la apreciación del dictamen pericial era 
el punto a resolver. Sobro él se recibió la causa á prueba, y so- 
bre el eaclusivumento ver>ó la discusión hasta la resolución fi- 
nal — ¿ cómo puede decirse entóneos que decide cuestiones age- 
nas al juicio ? 

Ahora, en cuanto d la injusticia, no la encuentro tampoco. 
El Sr. Juez, con bolo dos fundamentos pone de relieve que no 
hay tal servidumbre. Hasta, pur otra parte, lijar la vista en el 
cróquis que el mismo interesado presenta á foja 3«> vuelta, para 
percibir que, en todo caso, los pretendidos perjuicios estarían 
reducidus á un paso á nivel, como se hace en his calles públicas, 
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sin que por ello se crean los vecinos con derecho á ser indemni- 
zados. 

Pido, en consecuencia, la confirmación de la sentencia recur- 
rida. 

Eduardo Costa. 



■"«II» 4e la fluprcata Cart* 

Buenos Aires. Marzo 17 de 1888. 

Vistos: por los fundamentos aducidos por el señor Procurador 
General, en la vista de foja setenta y upa y por los déla senten- 
i ia apelada de foja cincuentavo lia lugar al recurso de nulidad, 
j se confirma dicLa sentencia, con costas. Repuestos los selles, 
devuélvase. 



UESJAMIN VICTORICA. — «LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IRARGÚKEK, 
- C S. ÜE LA TORRE. — SALLS- 
TIANO J. ZA VALIA. 
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«AUNA XXIV 



Criminal contra Patricio Itios, ¡uir participación en ta muerte 
de D. Serafín Itueno, ij robo de su casa ; sobre fuga del proce- 
sado. 



Sumario. - Uf ugt del procesado, deja en suspenso ta tía- 
jnitaciuu de la causa, 



Caso. — m la causa criminal seguida por muerte dada á D. 
Seralio Bueno y robo de su casa, en la noche del 1« de Abril de 
de 1880, en Santa Ana, se dictó este 



FALLO IÍEL JUEZ LETIUI10 DEL TEHRlTÜlilO NACIONAL 



Postéis, Agostóla de 1887. 

Vista esta cauBa criminal seguida de oiicio contw Patricio 
Ríos, por participación en la muerte de D. Serafín Bueno j ro- 
bo de su casa, en la noche del 18de Abril de 1886, en d distrito 
de Santa Ana, 
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Resultando: i n Que habiendo Unido conocimiento el Juez de 
Paz de Santa Ana, en h noche es presada, de haberse come Mil o 
un delito en casa <ie Bueno, situada á inmediaciones del arroyo 
Sa» Juan, se trasladó á ella y encontró á &te en su dormitorio, 
tendido y cubierto de sangre, observando que tenía diversas 
heridas y no podía hablar. Informado que Miguel Uenitez y otros 
desconocidos acababan de asaltar la casa, hiriéndolo y robando 
el dinero y objetos de valor que hallaron, se dirijió á Santa Ana 
en su persecución, aprehendiendo un casa de D, llamón Castro, 
donde había averiguado trabajaba dú-ho Benitez, á Patricio 
Ilios, amigo suyo, cuya filiación coincidía con la de uno de los 
asaltantes. 

2° D n Ramona D liarte, esposa del herido, declara á fojas 14 y 
SO, que bailándose el dia referido á las 8 de la noche en la 
puerta de la cocina de su casa, con su marido e* Lijos menores, 
tíó llegar cuatro hombres, uno de los cuales delgado, alto y ru- 
bio, pidió agua ; al pasársela su marido que estaba adentro fué 
agarrado y tirado de la barba por este en cuyas circunstancias to- 
mó Bueno una pistola que había á mano e hizo fuego, sin herir á 
nadie según cree ; acto continuo salió afuera con Ja pistola des- 
cargada y siu otra arma, recibiendo al salvar la puerta una cu- 
chillada en la pierna, dada por otro rubio que se agachaba de- 
trás. En seguida, agredido por los dus, estos y otro más, fue* lle- 
vado á distancia de una cuadra próximamente de las casas y ti- 
rado en una zanja, donde más tarde lo encontró cubierto de he- 
ridas, la mayor parte de ellas en la cabeza, de cuyas resultas mu- 
rió al dia siguiente. 

Entre tanto, ella era tomada y golpeada con unas boleadoras 
por Miguel Benitez, otro de loá asaltantes á quien conocía; que 
en esos momentos volvieron dos de los que llevaron á su marido 
y el mismo rubio que le dió la primera puñalada en la pierna, 
dijo que no la matasen hasta quo descubriese el lugar don- 
de guardaba el dinero, habiendo prometido ella hacerlo, fué 
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conducid . por lo* tros á la pieza donde se encontraba la caja que 
lo contenía, la tomaron tirándola contra el snob, la destroza- 
ron sarandu todo el dinero y objetos de vaior y luego se fueron 
dejando r-n el patio un poncho. 

Agrega, que croe que el rubio que primero hirió ¡i su marido y 
se interpola que la matasen antes de entregar el dinero, 
es Patricio Hios t quien le fué presentado por el Juez de Paz la 
misma noche del hecho. 

^ Los vecinos Juan Villalba y Martin Mandagaráu afirman 
á fojas 5y 6, que avisadoe! primero ú las nueve próximamente 
por unas criaturas hijasde líueuo, que acababande asesinarlo, so 
fueron asq casa en compañía de otro vecino Liberato Rodríguez, 
encontrándola abandonada y viendo al enfrentar al dormitorio 
una caja hecha pedazos y ropas esparcida. 

En seguida, tratando de encontrar á sus dueños, sedirijieron á 
nnbosquo próximo donde hallaron á ÍJ' Iiaiuon i ííuarte con 
tres de sus hijos; guiados por esta en dirección donde decía 
que los bandidos llevaron á su marido, lo encontraron todo en- 
sangrentado pero aún con vida, trasladándolo inmediatamente 
al dormitorio, 

D. Joaquín N. Almeida que atendió al herido pocas horas des- 
pués, expresa, foja 15, que tenía diez heridas grandes v profun- 
das en la raheza y cuerpo, á más seis cortaduras en uno de los 
brazosy dedos, todas producidas por instrumento cortante; que de 
su boca sabeque estas se las inürieron unos asesinos en la puer- 
ta de la cocina de su vivienda y en la zanja donde lo llevaron á 
ultimar á las ocho do la noche del 18 de Abril; que de resultas 
de ellas, muriú al siguiente dia, en su presencia. 

Del informe médico de foja 36. resulta, % m cuatro de las 
heridas detalladas por este fueron mortales, cuatro de carácter 
mW 7 lares las restantes, y que todas en conjunto debieron 
necesariamente producir la muerte. 

i* Patricio Ríos declaró primeramente ante el Juez de Paz de 
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Santa Ana, foja 10 vuelta, y confesó después ante este Juzga- 
do, foja 30, que un viérnes, dos días antes del hecho, estando 
trabajando en compañía de Miguel Benitcz en casa de su patrón 
D. Ramón, se presentaron como á medio día José Delgado y 
Santiago Rojas ; después de conversar un rato, retirábanse con 
Benitez, cuando este lo convidó para asesinará Bueno y robar 
su casa, invitación que repitieron los otros dos, agregando, « la 
casa del brasileroestá lejos más para allá de la estancia del Co- 
ronel Roca, en la costa de San Juan, así puede ir Vd. como á las 
4 de la tarde para llegar al cerrar la noche ; por la picada de Vas- 
cari nos hemos de encontrar » ; que él les contestó * está bueno », 
conviniendo que el dia de la reunión sería el Domingo i 8, y que 
aceptó la invitación, no con la intención de ir, sinópor temor de 
que lo mataran ; que no tuvo ninguna participación en el hecho 
y ni dió parte á la autoridad, ni á la víctima porquo no calculó; 
que en la noche en que lo llevaron á casa de Bueno, vio allí un 
poncho que conocía era de Miguel Benitez que acostumbraba 
usar, 

5 o D. Ramón Castro, declara, foja 7, que el dia víérne^ an- 
terior al del suceso, Miguel Benitez estuvo en su casa trabajando 
y que se retiró á medio dia porque, según dijo, tenía otras ocu- 
paciones. El sábado siguiente se presentó á trabajar, pero como 
Patricio Ríos no lo hiciera, dijo que tampoco trabajaba; que este 
mismo dia, al entrarse eJ sol, Ríos salió ¿pié sin decirle adonde, 
volviendo á deshoras de la noche ; que al otro dia, Domingo 18, 
como á las seis de la tarde, volvió á salir á caballo, diciéndole que 
ibaá casa de Rómulo Ríos, y regresó á las once poco más ó menos ; 
que Rios y Benitez eran bastante amigos, viendo que casi siempre 
andaban juntos hablando guaraní en voz baja ; que ambos lo eran 
con José* Delgado y Santiago Hojus, quienes en esos últimos f ias 
habían ido á visitarlos muy seguido, teniendo con el primero 
de estos mucha confianza; que dada la intimidad que entre 
todos estos había, suponía que si no tomó parte Rios en elcrí- 
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men do queso creía autor á iienitez y los otros, por lo menos 
estaría en el secreto; que la distancia que media entre su casa 
y el lugar del áelíto, debe ser dos leguas próximamente. Rómulo 
Kios. dice, foja 8 vuelta, que ci procesado llegó a su casa por 
paseo, dos horas lo menos después de oscurecer y se retiró á las 
once. 

Y considerando: f* Qtic consta el cuerpo del delito por el in- 
forme de peritos, fojas Í5 y 36, declaraciones de testigos y de- 

2 a Que aunque el procesado ha declarado no haber cooperado 
á su ejecución, habiendo confesado la proposición ó invitación 
que Miguel Benitcz, José Delgado y Santiago Rojas le hicieron 
para asesinar á Bueno y robar su casa, y su aceptación y con- 
cierto en ella, lo que constituye un complot, basta que hura man- 
tenido I estos en la convicción de que podían contar con su au- 
xilio, para quedar responsable como autor principal, sin necesi- 
dad de considerar su mayor ó menor participación y la época 
de ella, con arreglo al artículo 39 de la ley que regía cuando se 
cometió el delito, y al 25 del Código Penal vigente; puesto que, 
según las leyes 2* y 5\ título 13, Partida 3\ esa confesión hace 
prneba plena, desde que conste el delito, no ha probado citer- 
ior que alegó lo impulsó á aceptar su participación en él, ni 
resulta de la causa nada en su descargo, y porque la presunción 
de la ley acerca de la voluntad criminal, le es contraria. 

3 o Que por otra parte, concurre, como elemento corroborante, 
su amistad con Benitei, cuya cooperación en la ejecución apa- 
rece acreditada hasta por el mismo poncho que se halló en el 
lugar del hecho y que el procesado ha reconocido pertenecerá, 
mediando otras circunstancias que hacen suponer su presencia 
en el acto de la ejecución, tales son: 1" coincidencia tíe su fi- 
liación con la que dá D* llamona Duarto de uno de los asaltan- 
tes, y creencia de esta, manifestada cuando le fué presentado, 
que sea el mismo que hirió á su marido (sin embargo de no re- 
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sultar exacto llevase sangre el cuchillo Ó que se refiere su de- 
claración) ; 2" el haber salido de casa de Castro, según este á 
las seis de la tarde, mus órnenos, dicióndole que iba á lo de Ró- 
muloRios, cuando el día anterior salió también sindccirle na- 
da, disponiendo de tiempo suficiente para hacer hasta las ocho, 
a" caballo como iba, el trayecto de dos leguas que puede ha- 
ber a lo de Bueno ; 3" el no haber justificado dónde pasó el tiem- 
po después de salir dolo de Castro, pues el mismo procesado 
que afirma salió a las siete» en vez de las seis que este dice, ma- 
nifiesta que llegó a lo úá Rómiilo Rios, distante doce cuadras, 
cuando este y su mujer estaban por acostarse, lo que no es pre- 
sumible hicieran á tal hora, riñiendo en corroboración de esta 
presunción el dicho de este de que aquel fué á su casa dos horas, 
por lo menos, después, de oscurecer (aunque esta declaración no 
ha sido ratificada en el plenario) ; 4" la coincidencia de ser las 
armas que llevó al salir exactamente iguales alas que, según 
D* Ramona Duarte, tenían los asaltantes. 

4" Que sí bien pudiera deducirse que el crimen fué cometi- 
do con alevosía, dado el número de los complotados, la intención 
de asesinar que lo» llevaba, el haber procurado, según D' Ra- 
mona Duarte, tomar desprevenida á la víctima, quien opuso al- 
guna resistencia en el primer momento, hiriéndola cuando se 
hallaba sin armas, no debe considerarse olla justificaba, desde 
que la declaración del testigo referido, único presencial, oo pue- 
de estimarso en todos sus detalles como digna de entera fé, por 
las contradicciones que en varios de ellos se observan; siendo muy 
posible que la muerte tuviera lug-u* en la Jucha, aunque desi- 
gual, que provocaron. 

Por el contrario, resulta comprobado que se ejecutó con pre- 
meditación, calculando el hecho con días de anticipación, con 
enzañamíento, hiriendo deliberada é* inútilmente para causar 
mayor mal, de noche, en despoblado, en cuadrilla y con viola- 
ción del domicilio; circunstancias que unidas al móvil del robo 
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que conjuntamente practicaron, coloca á sus autores bajo el im- 
perio del artículo S07 de la ley que formaba el derecho común 
de las provincias, aplicable cuando se 
culo 96, inciso I o del Código Penal rigente. 

5 o Que no siendo una pena fija la que correspondo aplicar, 
debe graduarse en la estensiun de sus límites legales, según 
la gravedad de la cooperación del procesado (artículo 26). 

Al efecto tiene que considerarse que de los términos de su 
misma confesión se desprende que no cooperó materialmente á 
la ejecución del delito, ni fué gefe de la as&ciacion, por haber 
sido otros los que lo concibieron, propusieron el plan de ejecu- 
ción y dirijieroc su realización; circunstancias estas que deben 
constituir una causa de atenuación, tanto más cuanto que de es- 
tos mismos antecedentes resulta que su 
vía poco avanzada. 

Por estos fundamentos, y teniendo en cuenta que 
la ley vigente es más benigna que la que correspondería con ar- 
reglo á la del tiempo de la consumación del delito, fallo: conde- 
nando á Patricio Itbs, por su participación en el complot que 
terminó con la vida de D. Seratin Bueno y robo de su casa, á la 
pena de quince años de presidio, que cumplirá en el lugar que el 
Poder Ejecutivo designe, y sus efectos legales (art 63), indem- 
nización de daños y perjuicios y pago de costas, debiendo des- 
contarse la prisión sufrida, en la forma que determina el artí- 
culo 49. 



IK yuiroga. 



El procesado Rios apeló, nombrando al Dr. D. Mariano Vá- 
rela por su defensor. 

Elevados los autos á la Suprema Corte, y notificado el nom- 
bramiento, el Dr. Várela manifestó quenoaceptabn. 

La Suprema Corte dispuso se hiciera saber al reo la no acep- 
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tacion del Dr. Várela, por medio de oficio al Juez de Posadas. 

Contestando el oficio, este comunica que no sehabfn podido 
cumplir lo dispuesto por la Suprema Corto, porque Patricio Rios 
se había fugado del cuartel del batallón 3 o de línea, donde se 

VISTA DEL SESGA PUOCUHADfOtl GESEI1AL 

Bueno* Airiw, Marzo lü du \m. 

Suprema Corte: 

No pudiendo continuar esta causa mientras no sea aprehen- 
dido el procesado, \\tigo lo más conducente y espeditivo, remita 
V. E. estos autos al Juzgado de su procedencia, al objeto de 
que libro las órdenes y requisitorias que estime convenientes; 
previniendo al mismo tiempo al señor Juez, que, aprehendido el 
prófugo, le haga saber la excusación del Dr. Várela, y vuelva en 
seguida todo lo obrado á esta Curte. 

Eduardo Costa. 

Falla tfe la Svprema Carta 

Buffios Aires, Marzo 20 0> 1888. 
Hágase como lo indica el señor Procurador General, 

ÜLAD1SLAO FRIAS. — FEDERICO IBAK- 
GÜREN. — C, S. OE LA TOHRE. — 
SALU&TIANO }. ZAVALIA. 
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4 AUNA XXV 



IK A ayusto Vavckev contra D* Dolores Cosía itei rquiza, como 
albacea de la testamentaria del General iK Justo José de l r- 
qutea, por cobro de pesos; sobre incompetencia. 




con- 



Sumario . — La demanda por cobro do 
tra el albacea de una 

testamentario por la partición de bienes, no 
dida en la limitación del inciso 1\ artículo 12 dé la Ley de 14 
de Setiembre de 1863, sobre competencia de los Tribunales Fe- 
derales. 



Caso. — D. Augusto Tarcker, estrangero, Tendió á D. Alfredo 
Grenfell un campo en Entre Rios, que había comprado á D. 
Juan de Dios Pérez, j este al General D. Justo J. de Ur- 

Al renovaT el título de propiedad, de acuerdo con la ley pro- 
superficie menor ; por lo que Grenfell demandó a Parcker, y este 
arreglé pagándole la suma de 5142 pesos fuertes par indemni- 
zación. 
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Apoyado en estos antecedentes y en lo dispuesto por loa ar- 
tículos 1345 y 1346 del Código Civil, demandó á la señora !>• 
Dolores C, de Urquiza, como aibacea de la testamentaría de su 
esposo el General Ur quila, y pidió fuera condenada a] [mgo do 
la suma mencionada. 
La señora de Urquiza opuso escepcion de incom] 
el asunto al J uez de la succión . 



fr ailo del Juca Federal 



í'aranñ, Abril £1 do mi. 



Y vistos: en la escepcion do incompetencia de jurisdicción 
Plegada por el Moderado de la señora Dolores Costa de Urquiza, 
á la demanda puesta contra ella como albacca de la sucesión 
del General 1). Justo Josóde Urquiza, por Ü. Augusto Parc- 
ker, sobre devolución de parte del precio de un campo vendido 



Considerando: Que por las escrituras de poder, traídos a 
los autos por la parte demandada, consta, según lo esponen en 
ellas los herederos del General Urquiza, que esti hecha la 
cuenta particionaria de los bienes dejados por este á su muerte, 
con lo que ha terminado el juicio universal de su sucesión. 

Que por consiguiente, la limitación hecha por el inciso i\ 
artículo 12 de la ley sobre competencia de los Tribunales Fede- 
rales ¿la jurisdicción que les confiere el artículo 2°, inciso 2 o 
de la misma ley, para conocer délos pleitos entre un es- 
trangero y un ciudadado argentino, no tiene aplicación en el 
presente caso, en que no se trata ya de uno de eso& juicios uni- 
versales comprendidos en la escepcion. 

Que además, ta jurisdicción escepcional del Juez de la suco 
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sion, para entender en las acciones personales de los acreedo- 
res del difunto, solo comprende á aquellas que se i ni en ten antes 

artícjlo 3281, Código Civil, y no á las que, como Ja presente, 
Sé bubiesen deducido después de dicha operación. 

Que la circunstancia de haberse demandado á la albacca, no 
modifica la competencia de este Juzgado, desde que la deman- 
da no versa sobre cumplimiento de disposiciones testamentarias, 
sinó sobre cobro de pesos procedentes de un contrato celebrado 
por el autor de la sucesión, j que hecha la partición de bienes, 
debe seguir el fuero ordinario del demandado, no el especial de 
la sucesión (argumento del art. 3490, Cód. Civ,). 

Por estas cousideraciones, no se hace lugar :i la cscepcíon de 
incompetencia de jurisdicción, debiendo contestarse derecha- 
mente la demanda; con costas. 



.1/. rfe T, 



rallo de In Suprema Corte 



ítiit?iir>ü A iros, SUnn 20 do 1R8S. 



Vistos: por sus fundamentos, se 
>elado de foja ciento cuatro; y 
s sellos. 



con coatas el auto 
, previa reposición 



l LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IDAtl- 
CLREN.— C.S. DELA TOIlIlE. — SA- 
LUSTIASO J. U VALÍA. 
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C-AUMA XXVI 



Criminal, contra Antonio García, por muerte dada á Gerardo 
Lescano; sobre cumplimiento de un exhorto. 



Ka los procesas criminales, el juez de 1 



si bien puede cometer á un Juez de Provincia la verificación de 
una 6 más dilmgcncias determinadas, no puede cometerle, por 
ría de exhorto la instrucción del sumario. 



Caso. — Lo esplica la siguiente 

NOTA DEL JLEZ FEDERAL 

TaraDá, Febrero 15 de 1888. 
Al señor Secretario de la Suprema Corte de Justicia ! 

No es nuevo que loa Jueces de 1* Instancia de esta Provincia 
se nieguen á cumplimentar los despachos que este Juzgado les 




dirije, so pretexto de que no son 
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cion t 6 que ios despachos no van recargados de frases de mego 
y encargo. Ta antes, el Juez de esta circunscripción se negó á 
enviar un espediente ad efeclum videndi, y la Suprema Corte, á 
quien fué elevado el incidente, se sirvió resolver, en 4 de Junio 
de 1884, que dicho funcionario estaba obligado á cumplir el 
despacho, desde que dicicndósele en él que Je sirviese enviar 
el espediente, estaba concebido en términos precatorios, como lo 
dispone el artículo 13 de la Ley Nacional de Jurisdicción y 
Competencia; hoy, es el Juez de Concordia que crea nuevos en- 
torpecimientos á la acción de este Juzgado, aduciendo conside- 
raciones igualmente frivolas, y me apresuro á ponerlo en cono- 
cimiento de la Suprema Corto, por su intermedio, á fin de que 
se digne pronunciarse sobre esta emergencia, que tiene parali- 
zado el juicio en que se ha producido. 

Es el caso que el Sub-Prefeeto marítimo del puerto de Con- 
cordia elevó un sumario instruido por él, á propósito del homi- 
cidio ejecutado por un soldado de esa Sub-Prefectura, en la 
personado otro soldado de la misma. Este Juzgado encontró 
mal encaminado y notablemente deficiente dicho sumario, y 
resolvió oficiar al señor Juez de 1" Instancia de Concordia 
para que se sirviese instruirlo nuevamente, a fin de que él 
revistiese las formas legales de que carecía el de la Sub-Prefec- 
tura y se verificase la investigación con mayor previsión y acier 
to ( poniéndose al efecto el siguiente auto : Como lo pide el Pro- 
curador Fiscal, debiendo librarse el despacho para instruir 
nuevamente el sumario, al señor Juez del Crimen de Concordia. 

Este Juzgado cree que al dirijir este despacho no se ha 
apartado en nada de los términos del artículo 13 do la ley de 
jurisdicción y competencia, en el que se dispone claramente 

1 ue siempre que un Juez Nacional dirija un despacho prc- 

catúrio á un Juez Provincial, sea para hacer citaciones ó noti- 
ficaciones, ó recibir testimonios, ó • 
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No siendo posible á un Juez de Sección abandonar su puesto 
para trasladarse al lugar en que so comete cada delito de aque- 
llos cu que sería necesaria la presencia de un Juez Letrado, 
por ia vasta ostensión que comprende cada Sección, era necesa- 
rio que esta necesidad pudiese ser atendida por el Juez de Pro- 
vincia más inmediato al lugar del suceso, y la ley nacional con 
toda previsión consigna la obligación en que están dichos jneces 
de cumplir ios despachos de los Jueces Federales, sea para tomar 



Estas etiquetas, porque no debo pensar que baya un propó- 
sito de rebelión contra las leyes de la Nación» dificultan en sumo 
grado los procedimientos del Tribunal. 

Para que la Suprema Corte pueda formar su juicio desde 
luego, acompaño copia le¿al del despacho que este Juzgado di- 
rijió al Juez de Concordia, de la contestación de este y del auto 
recaído en esta. 
Dios guarde al señor Secretario. 

M, de T. Pinto. 



Dada cuenta por el Secretario del contenido de la nota ante- 
rior, se pasó al seiloi Procurador Geucral. 

VISTA DEL MiSOll PROCIIUDOH GENERAL 

Unenos Aires, Marzo i de 1888, 

Suprema Corle: 

EÍ proceder del Juzgado de Sección, no es correcto, á mi juicio. 

Si la causa corresponde á su jurisdicción, es á él á quien in- 
cumbe instruir el sumario. Si para esto, por no podar trasladar- 
se al lugar de los hechos, tucra necesario hacer comparecer tes- 
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ha debuta d.nj.rse ,1 Ju»^ Concorll¡a> „„, J 

netamente lo qu. este debía hecr ¡ qué testigos debía citar • 
qu« pregantes debieran serles hechas, etc., «te 

Enmendar pura T simplementj ,««,.„,> „ íumarioim 
Jue, de dirers. junsdieoioa, importe, 6 una renuncia de 1. 
prop», 6 el mandato del superior al ¡n/.rior 

inrÜT ' P ° r í nt °' ,U<> " 0l,V en 8818 c «°. "i «Mítoto de 
Í,1k ' ? ,M "" ,B,li *» *> deberes qu. 1. l, y de Se- 

T nDaa Mtoridide8 PM ' ton otrM - & «»•««- 

ponde ee, entonces, wlw estas actuaciones al señor Juez de Sec- 
«on, paraquecoutinde sus procedimientos con arreglo .derecho. 



Eduardo Costa. 



Cmrt* 



Buenos Aires, 

c sarusé .nd.spen.ablc, para que el Jues Letrado d . Concor- 
d.a pueda proceder .1 desempeño de la comisión qne por él „ 
defiere Por esto j l os fu nda mentos concordante, de la p, 9 ! 

autos .1 Juez de Secc.cn p.,a ,„ pruoe d a j determinar con I. 

«.rico necesaria , „„„., los actoj , g»J 
pract.car el Juez d , Concordia, en estacan,». 



BEHAm» VICIO RICA. - UUD1S . 

tAo mus. — nontoo IBAR- 

GCREM. — c. S. DE U TORRE. 
, ft - - «UISTIAtIO |. ZATALIA. 
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CAUSA 



B, Manuel Martínez Hoa, contra f). Enrique L. Green. agente del 
vapor Tamar ; sobre cobro de mercaderías estraviadas. 



Sumario. — Cuando los peritos llamados á informar sobre el 
valor de una mercancía, no se espiden en forma y divergen en 
sus opiniones, el Juzgado puede prescindir de ellos, y fundarse 
en otros elementos probatorios para fijar dicho valor. 



Caso. —Se esplíca en el 



F*ll* «I Jmh 



Y vistos estos autos promovidos por D. Manuel Martínez Roa 
contra D. Enrique!. Greeo, sobre entrega de mercaderías, 6 pa- 
go de su importe é indemnización de perjuicios. 

Resulta : i* Que el demandante embarcó á bordo del vapor 
Tamar de la Mala Ikal inglesa, en el puerto de Vigo, en su via- 
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je de I o de Diciembre del año 1884, con destino al de Buenos 
Aires, dos cajones marca MMttj NHA, conteniendo puntillas de 
bilo, de los oíales solo el primero fué desembarcado en la 
aduana de esta ciudad, habiéndose estragado el segundo á bor- 
do del buque conductor, 

2 a Que con tal motivo, se presentó al Juzgado demandando á 
Green, agente de dicha compañía, por la entrega del cajón estra- 
gado, ó en su defecto, por la indemnización de su valor, que es- 
timaba en mií doscientos pesos nacionales con veintiún centa- 
vos, más los daños y perjuicios, estimados en un cincuenta por 
ciento sobre dicho valor, y las costas del juicio. 

3° Que el demandado reconoce el hecho de la pérdida del ca- 
jón marcado JV/M, asi como la obligación de la empresa do abo- 
nar sn valor y aún la de les perjuicios resultantes de la pérdida, 
consistentes en la utilidad que debía reportar en la venta sobro 
su valor de compra; desconociendo, sin embargo, el derecho del 
actor para cobrarle la suma arriba espresada, por encon- 
trarla escesiva y arbitraria, pues constaba en la aduana el aforo 
del otro cajón JMM, que contenía la misma clase de artículos, 
según propia confesión del actor, cuyo aforo ó la avaluación que 
practicase dicha repartición, había estado en todo tiempo dis- 
puesto á abonar, 

4° Que planteada la cuestión en estos términos, se recibió la 
cansa á prueba (auto de f. 19) para que se justifique el valor 
del cajón estraviado, habiéndose producido por ambas partes 
la que espresa el certificado de foja 87 vuelta. 

Y considerando: i Quedados los términos en quo ha sido 
contestada la demanda, la única cuestión á resolveres cual sea 
el verdadero valor del cajón estraviado y la indemnización que 
debe pagar la empresa conductora, por la pérdida, según las 
pruebas producidas. 
2 o Que ante todo, conviene examinar la prueba pericial, espe- 
rte establecida para estos casos por el artículo 171 del 
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Código de Comercio, j su eficacia en el caso sub-judice, pata 
decidir el punto controvertido. 

3° Que los tres peritos nombrados han procedido separad u- 
mente á hacer la estimación del valor de la mercadería estra- 
gada, asignándole cada uno un valor diferente, siendo de notar 
que el tercero nombrado por el Juzgado ha guardado absoluto 
silencio sobre la admisibilidad de las muestras presentadas por 
el demandante para servir de base á la apreciación pericial, cu- 
yo punto debía ser preliminar mente decidido por ellos, con arre- 
glo á lo resuelto en los autos de foja 51 vuelta y foja 57; que 
la avaluación hecha per el perito nombrado por la parte deman- 
dante, se basa precisamente en esas muestras, sin dar, no obstan- 
te, razón alguna que justifique sn identidad , contra la cual á sn 
turno se ha pronunciado decididamente el otro perito, por loa 
estensos fundamentos consignados on sn informe de foja...; de 
modoqne la dificultad queda siempre subsistente, pues aparte 
de los vicios de forma señalados, tomadas esas opiniones aisla- 
damente, no hay razón para atribuirle á una mayor valor jurí- 
dico que 4 las otras, 

5° Que de consiguiente, es el caso de ocurrir á los demás ele- 
mentos de convicción presentados por ambas partes, en el tér- 
mino ordinario y común de prueba que han tenido al efecto, no 
escluidos por la pericia, los cuales suministran datos suñeientes 
para establecer la verdad legal acerca del objeto de la contro- 
versia. 

6* Que desde luego, es un hecho reconocido por el demandante 
que el cajón eatraviado contenía los mismos artículos y de 
idéntica calidad al cajón MMH, despachado por la aduana, cuyo 
valor en depósito, teniendo en cuenta el aforo para el pago de 
los derechos de importación, seria de ciento ochenta y tres pesos 
con cincuenta y tres centavos, según lo espresa el informe cor- 
riente á foja 25. 

7 o Que es tanto más de admitirse como aproximado ala ver- 
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dad oí aforo hecho por esta aduana, cuanto que dicha operación 
se hace eo presencia del interesado, conforme ú lo dispuesto en 
el artículo 130 de las Ordenanzas, si el manifiesto se presenta ig- 
norando peso, calidad y contenido; y si se ha declarado valor, 
tiene aquella la facultad de retener, por cuenta del tesoro pú- 
blico, las mercaderías cuyo valor declarado considere bajo, se- 
gún lo dispone el artículo 134 de las mismas, debiendo supo- 
nerse, en uno ú otro caso, que^l interés fiscal no habrá sido des- 
cuidado por sus empleados. 

8° Que á lo ospueata se agrega que, según el informe corriente 
á foja 38, espedido por la aduana de Vjgo, el valor de merca- 
derías análogas embarcadas tres meses antes, con un peso ma- 
yor que las que traían las del demandante, según lo declarado 
en el conocimiento, lo que hace suponer mayor cantidad, ha si- 
do denunciado ó manifestado por sus dueños es trescientos se- 
senta y cinco pesetas, el cual es aún muy inferior a la avalua- 
ción hecha por la aduana argebtina. 

0° Que el demandante ninguna prueba legal ha producido pa- 
ra justificar el valor asignado á las mercaderías, pues el único 
documento presentado al efecto, consistente en la factura de fo- 
ja..., se halla completamente destituido de autenticidad, como 
asimismo las muestras, que ni aún consta hayan sido tomadas 
del cajón MXR t no estravíado, lo que puede verificarse fácilmente 
con presencia d*i la empresa demandada . 

Por estos fundamentos y demás consideraciones aducidas en 
el informe pericial de foja 83, fallo : condenando á D. Enrique 
L. Oreen al pago de la suma de cuatrocientos pesos moneda na- 
cional por toda indemnización, por la pérdida del eajóV cuestio- 
nado; debiendo cada parte pagar sua costas. Notifíquese con el 
original. 

Virgilio M. Tedin. 
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Buenos Aires, Marco ?2 de 1688. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma la sentencia apela* 
da de foja noventa y siete, sin especial condenación en costas, 
Pré?ia reposición de sellos, devuélvanse. 

BEftUMIN V1CTOIUCA. — rj LADIS- 
LAO FftUS. — FEDERICO 1BAR- 
GÚRKN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTMflO J. ZA VALIA. 



Don Cárlos Casado contra ta empresa del Gas del Rosario, por 
entrena de terrenos; sobre 



Sumario. — El demandante que 
debe pagar las costas del Juicio. 
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Caso. — Lo «aplica el 



Rosario, Muyo 17 de 1887. 

Y vistos: Resulta: 1° Que Don Cárlos Casado, en dos de- 
mandas glosadas en un solo espediente, requiere de la empresa 
del Gas la desocupación y entrega de anos terrenos que dice 
son de su propiedad t ubicados en el bajo de esta ciudad al 
Este, en la ribera del rio Paraná, con fondos hácia la barranca 
y ocupados por la empresa del Gas, según las designaciones del 
plano de foja 80, midiendo el 1* 55 ' '. raras de frente por 
73 7,- de fondo hasta dar con las 6447 expropiadas por la Mu- 
nicipalidad para el Gas, y el 2* de i 8 varas de frente á la bar- 
ranca y fondos hasta el rio; pidiendo en conclusión se condene 
á la empresa del Gas á restituir esos terrenos, con los perjuicios 
causados por su ocupación indebida, y costas del juicio. 

2° £1 demandado, contestando las demandas, se eecepciona 
manifestando que esos terrenos son de su propiedad y perte- 
necientes i las áreas expropiadas por las autoridades provincia- 
les de Santa Fé t 4 objeto de la instalación de la Fábrica del 
Gas en esta ciudad del Rosario ; agregando que esa empresa 
aún se encontraba sin ocupar toda el área á que esas concesio- 
nes le daban derecho; y que además, la posesión de diez y 
siete años, con buena té y justo título que en esos terrenos tenía 
la empresi del Gas, habían, por otra parte, hecho le produjera 
la prescripción en su favor, aún dado el caso de que los mencio- 
nados terrenos pertenecieran al demandante; concluyendo por 
pedir el rechazo de las demandas, con costas. 

3° Abierta la causa á pruébase produjeron las que corren de 
fojas 71 á 337 y posiciones de foja 300. 
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T considerando: 1° Que como lo establece de una manera 
clara y terminante el artículo 2758 del Código Civil, la acción 
de reivindicación es la que nace del dominio que cada uno tie- 
ne de cosas particulares, por la cual el propietario, que ha per- 
dido la posesión, la reclama y la reivindica contTa aquel que se 
encuentru en posesión de ella ; posesión que se adquiere perla 
aprehensión de la cosa, articulo 2373 t impastando para ello, 
como lo dice el artículo 2378, lasóla declaración del tradente 
de darse por desposeído ó de dar al adqoirente la posesión da 
la cosa ; pues, como igualmente lo establece el articulo 2370 del 
mismo Código, la posesión de los inmuebles solo puede adqui- 
rirse por li tradición hecha por actos materiales del que entre- 
ga la cosa, con asentimiento del que la recibe; ó por actos 
materiales del que la recibe, con asentimiento del que la en- 
trega. 

2 a Que nuestra legislación en esta parte, j según las defini- 
ciones de los artículos citados, es diferente del derecho francés, 
según el cual el dominio de la cosa comprada se establece por la 
simple voluntad délos contratantes y entrega de los títulos de 
propiedad, sin eiijirse la tradición material de la cota para 
hacer uso de la acción reivindicatoría, requiriéndose por el 
contrario en la nuestra que el reivindicante haya ejercido actos 
posesorios en el inmueble, en presencia del enagenante y sin opo- 
sición alguna (art. H38 del Cód. Francés y 2380 del Cód. 
Cív,). 

3° Que no habiendo poseído Don Cirios Casado los terrenos 
materia de estos litigios, como él mismo lo confiesa, no ba podi- 
do, en consecuencia, deducir la acción reivindicatoría que ha en- 
tablado. 

4 o Que la falta de posesión del Beñor Don Cárlos Casado se 
comprueba con los siguientes hechos : 

i° Con lo espresado por esta misma parte en el párrafo &• de 
su escrito de foja i 5, en el cual dice : • que antes de iniciai la 
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presente gestión y para no dejaT duda alguna respecto á ]a es- 
tenaion de los derechos de mi representado Don Cárlos Casado, 
este encargó al agrimensor don Emilio Soriano la medición de 
todos los terrenos que le pertenecen en el bajo del rio, compren- 
diéndose en ellos el que acaba de describir, fijando con la pre- 
cisión posible, sus ubicaciones y su estension... 

Pero, como lo demuestra la carta original acompañada diriji- 
dapor este agrimensor á don Cárlos Casado, c no ba podido prac- 
ticar esa operación pOTqne la empresa del Gas, por medio de sns 
empleados, le ba impedido hacerlo, etc. > 

La carta referida, qoe corre á foja H, dice en su primer 
párrafo lo siguiente : «No he podido practicar la operación de 
mensura "de sus terrenos en el bajo de esta ciudad, por la 
prohibición que á nombre de la empresa del Gas me h;i hecho 
el ingeniero de la misma, de colocar ni nna sola bandera en los 
terrenos que dicen pertenecen á aquella* » Dicha carta está fe- 
chada en 6 de Agosto de 1884. 

2 o En la segunda demanda del señor Casado, corriente á 
foja 51, y en el segundo párrafo de ese escrito, se confiesa de 
una manera terminante que el único derecho de propiedad 
ó de dominio que á ese terreno había adquirido Casado, 
nacía del derecho conferido por las escritoras públicas que 
acompañaba, derecho que, como hemos Yisto y se ampliará más 
adelante, no es suficiente para intentar la acción roivindica- 
toria. 

3* No obstante ser lo anterior suficiente para dejar sin efecto 
la procedencia de la acción atentada, se tiene además la prueba 
testimonial corriente de fojas 186 á 189, referente al interroga- 
torio de foja 18Í, por la cual se comprueba que el terreno de la 
empresa del Gas ocupado actualmente por los terraplenes del 
muelle, ha estado cercado por nna paliiada desde el año 18ii7 
(declaración de Lassaga, de Rearóla, Manuel Zamora y Ma- 
nuel Avellaneda); declarando Rufino Villaroel haber fisto 
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desde el ano 4876, en que fué empleado de Aduana, árboles y 
una calle hecha con alambrado, donde ahora están hechos los 
depósitos de zinc del Gas; Manuel Cilveti, declara haber visto 
una empalizada desde 1877, y Ahumada, haberla visto asimismo 
desde 1870, etc., etc. 

4° Que de igual manera se justifica la no posesión de Son 
Cirios Casado en esos terrenos, y sí la de la empresa del Gas, 
por loa documentos de fojas 207, 208 y 230, en los cuales so 
espresa (en el I o ) que desde \ 867 el Gas ocupaba los terrenos 
que fueron de Grngnet, confesando esta posesión el mismo Grog- 
net, por medio de su apoderado Don Federico déla Barra; (en 
el 2°) que á mérito de esa posesión fui practicada la liquida- 
ción del valor delaexproptaciondü esos terrenos, computándose 
los intereses desde Setiembre 16 de 1867, época en que el Gas 
empezó á ocuparlos; (y en el 3") que la Municipalidad, por medio 
de un ingeniero, dió la posesión real y solemne al Gas en 12 de 
Jnnio de 4872. 

5° Que existen además otros elementos que hacen todavía 
más resaltante la improcedencia de la acción instaurada, des- 
prendiéndose esa improcedencia del prolijo estudio hecho délos 
títulos presentados por ambas partes, de los cuales resulta lo 
siguiente: La nomenclatura de los títulos de Don Curios Casado 
es esta : en Junio 10 de 1882 Don Hafacl Otero vende á Casado 
la mitad indivisa de dos fracciones de terreno, demarcadas en 
el plano levantado por Sivori coa los números 2 y 3. 

El terreno número dos, era de cincuenta y cinco y media 
varas de frente al rio, y fondos, ios que resulten hasta dar con 
los terrenos del Gas. 

£1 terreno número 3 era compuesto asimismo de cincuen- 
ta y cinco y media varas con frente al rio y doscientas de fondo 
hasta dar con el pié de la barranca (escritura de foja 1). 

En 12 de Noviembre de 4883 el doctor Zavalla vende á don 
Cárlos Casado la mitad indivisa de tres fracciones de terreno 
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que poseía con Casado, siendo la primera do cincuenta j cinco 
y media varas de frente sobre la barranca, y fondos, hasta dar 
con la canal del rio, con los siguientes linderos: al Norte, Don 



Juan P. López y Comas, al Este el rio Paraná, al Oeste el pié 
Je la barranca y al Sud Don Carlos Casado y la empresa del 
Gas. 

La segunda, de cincuenta y cinco y media varas de frente al 
pie de la barranca y con fondos hasta la canal del rio, con exclu- 
sión do Ta parte expropiada al Gas; teniendo por linderos, al 
Oeste el pié de la barranca, ai Este el canal del rio Paraná, al 
Norte Don Juan P. López y la Empresa del Gas, y al Sud don 
Cárlos Casado. 

La tercera y última, de otras cincuenta y cinco y media varas 
de frente á la barranca y fondos hasta la canal del rio, teniendo 
por límites: al Oeste, la barranca, al Este la canal del rio, al 
Norte con terrenos que fueron de Comas y López, y al Sud con 
Casado (escritura de foja 14 vuelta). 

En 3 de Agosto de 1883, don Rafael Otero vendo á Don Cár- 
los Casado la mitad indivisa de una fracción de terreno desig- 
nada en el plano de Sivori con el numero \ , y compuesta de 
cincuenta y cinco y media varas de frente al rio con fondos 
hasta dar con la barranca, teniend»Jpor linderos, al Noreste el 
rio Paraná, al Sudoeste la barranca del rio, al Sudeste Don 
Ignacio Comas y al Noroeste Don Juan P. López (escritura de 
foja 8 vta.) 

En 23 de Octubre de 1883 Don Ignacio Comas vende á la pro- 
vincia de Santa Fá dos fracciones do terreno, siendo la primera 
de cincuenta y cinco y media varas de frente con fondos basta 
el canal del rio, limitada al Este con la dicha canal, al Oeste 
con los terrenos del Gas, al Norte con los terrenos que fueron 
de Doña Rosa y Don Rafael Otero, y al Sud con Don Juan P. 
López; y la segunda, de diez y ocho varas de frente con fondos 
hasta la canal del Paraná, lindando al Este con este rio, al Oes- 
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te coa el pié de la barranca, al Xorte con terrenos de doña Ro- 
sa y don Rafael Otero, y al Sud con terreóos que fueron del Ten- 
dedor y pasaron á Idoyaga (escritura de f. 44). 

Al pié de esta escritura aparece una nota en la que se espre- 
sa que en 16 de Agosto de 1884, el Gobierno de la Profincia de 
Santa fá donó estos mismos terrenos ¿don Carlos Casado, em- 
presario del Ferro-Carrü Oeste Santrfeciuo; y por último, á 
foja 4fi se registra otra escritora de ocho f racciones de terreno 
y en la cnat están comprendidas las dos anteriores, donadas por 
el mismo gobierno á Casado, en la misma feoha de 16 de Acostó 
de 1884. b 

Los títulos de la empresa del Gas, son estos : 

En 19 de Noriembrede 1878 D. Ignacio Comas escritura á la 
corporación municipal del Rosario un área de terreno ocupado ya 
anteriormente por el Gas, y compuesta de 9444 raras y 12 cente- 
simos equivalentes á 8178 metros 607 milímetros, teniendo por 
linderos al sud Juan P, López ; al norte, más terrenos de D. Ig- 
nacio Comas ; al este el rio Paraná; y al oeste la barranca (escri- 
tura de f. 104). 

En í* de Julio de 1879, Juan P. López escritura asimismo á 
la Municipalidad un área de terreno también ya ocupada, com- 
puesta de 8785 raras y 30 centesimos equivalentes á 6327 me- 
trosil centímetros, lindando por el frente al sud-oeste con la 
base ó pió de la barranca, por el nordeste con los sucesores de 
Miguel Otero ; por el noroeste, con Ignacio Comas y por el sud- 
oeste con el rio Paraná (escritura de f. 106). 

Eu 30 de Junio de 1879, D. J< Guezalaga, comprador de Ra- 
fael Otero, uno de los dos herederos de D. Miguel Otero, escri- 
tura á la Municipalidad la mitad del terreno de la sucesión de 
Miguel Otero, ya ocupado anteriormente por el Gas, y compues- 
ta la totalidad de 6447 y % raras, equivalentes i 4790 metros 
50 centímetros, y en 12 de Febrero de 1883, D' Rosa Otero es- 
critora 4 la Municipalidad la otra mitad de las 6447 y '/,ra- 
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ras, ubicadas lai dos fracciones escrituradas, en la ribera del 
rio, en el espacio comprendido entre las calles Córdoba y Rioja, 
y que se encontraban dentro de ios moros de la usina del gas 
(escritura de f. 109 y complementaria de f, 112). 

En 19 de Febrero de 1883 ia Municipalidad transfiere á la Em- 
presa del Gas la propiedad de las fracciones mencionadas, con 
más otras relacionadas en la escritura de foja 136, hasta com- 
pletar el área de 27000 Taras cuadradas, espresándose en ella que 
existe una fracción sin escriturarse de 857 metros 78 decíme- 
tros, para así completar el área que la Municipalidad se obligó 
i dar al Gas en el contrato celebrado para su instalación y apro- 
bado poT la ley de la Legislatura de la Provincia, de 5 de Di- 
ciembre de 1868, según consta por loe documentos de foja 227 y 
contrato relacionado á foja 136. 

6 o Que de la comparación de los títulos del demandante y de- 
mandado, resulta lo siguiente : 1* que los títulos de propiedad 
de la empresa del Gas son anteriores á los de D. Cárlos Ca- 
sado ; 2* que la posesión tenida por el Gas en esos terrenos, tie- 
ne una prelacion de muchos años, desde el! 2 de Junio de 1872, 
sobre la época en que Casado compró esos terrenos y fué escri- 
turado de ellos (acta de f. 230) ; 3° que las dos fracciones do ter- 
reno, materia de la acción reivindicatoría de D. Cárlos Casado, 
están comprendidas en la posesión anterior del Gas ; 4" que los 
títulos del reif indicante están subordinados á la adquisición y 
posesión que la empresa demandada tenía en esas distintas lon- 
jas de terreno, consignándolo así, de una manera espitó ta, las es- 
crituras presentadas por el mismo Sr. Casado, cuando dicen 
«hasta dar con los terrenos del Gas» ; 5 o que las escrituras á 
favor del Gas tienen demarcados límites precisos, mientras que 
las del demandante son vagas, dándose en la mayor parte de 
ellas, como lindero la barranca del Paraná, que puede y es su- 
ceptible de un retiro de la orilla del rio, ocasionado fortuitamente 
ó por desmontes que en ella se veriüquen intencionalmente. 
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CAIMA XXIX 



O. Tristón Malbran, contra D. Antonio Marechal, por 

ito; sobre pago de multa 



Sumario, — Da la multa impuesta por infracción do ia ley 
de sellos, cada interesado debe pagar la parte que le corres- 



Caso. — En pleito seguido entre Marechal y Malbran, y en que 
el primero fué condenado á pagar al segundo la suma de 941 1 
pesos con intere&eVy costas, al liquidarse Testas, se incluyó la su^ 
ma de 3ÍM> pesos, mitad de la multa impuesta por infracción á 
la ley de sellos en documento firmado por D. Víctor Uoqué por 
si y en representación de Marechal . 

Marechal observó esta partida, sosteniendo que debía ser pa- 
gada por Buqué qne había firmado el documento, y qne no ha- 
da parte de las costas indicíales. 

Enjuicio verbal, al que no concurrió Marechal, Malbran con- 
testó qne ese dinero hacia parte de los gastos judiciales, porqne 
sin el pago déla totalidad de la multa no habría podido prose- 
guir el juicio, y observó qne Marechal se había constituido en 
rebeldía por su falto de asistencia al juicio verbal. 



Ml« M Juei Federal 



11 iieuo* Aires, 



! de m<>. 



Y Tistos : por Jas consideración es aducidas en el acta prece- 
dente, y atenta ta rebeldía en que ha incurrido Marecfaal, la cual 
debe estimarse como un desistimiento de su oposición ■ so 
aprueba en todas sus partes la liquidación de foja..., interpo- 
niendo el Juzgado la autoridad 



Virgilio M, Tedm. 



Falle de |* Suprema Carie 



IIupijos Aire*, Abril ;) efe \m. 



Vistos: resultando qnc e l contrato de foja cinco ha sido fir - 

- m^^^ m^mgm p g > aü representación ' de % 

Antonio Marechal ; que la aceptación y la aprobación de este 
ultimo, de dicho contrato, se halla establecida por la sentencia 
ejecutoriada de foja ciento noventa y ocho, y no puede en con- 
secuencia ponerse en cuestión; que la responsabilidad do Ma- 
rechal no puede esceder, sin embargo, de la tercera parte que lo 
corresponde como socio cu dicho contrato . Por estos fundamen- 
tos, se reforma la liquidación de foja doscientas cincuentay 
tres vuelta, en la parte relativa al crédito que fórmala mate- 
ria de este incidente, declarándose que D. Antonio Marechal 
solo está obligado al abono de la cantidad de doscientos pesos 
por razón de la multa impuesta á foja catorce ; v dejándose l 
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salvo ios derechos de Malbran para repetir el resto de quien 
corresponda. Repónganse los sellos, y devuílvnnse. 



ULADISLAO FRIAS. - FEDERICO I DAR- 

CUREN. — C, S, DE LA TORRE. 

SAI ! ¿TI A NO J. ZA VALIA. 



CAUNA XXX 



la sociedad anónima de Construcciones Mecánicas de San 
Quintín, contra Si/va hermanos, por cobro de. pesos; sobre 
costas. 



Sumario. — El demandadlo que desiste de su oposición j re- 
conoce el derecho del demandante, debe p^ir las costas del 
juicio. 



Ca$o.~ La Sociedad anónima de. San Quintín demandó con- 
tra Silva normanos, la suma de i 4.91 1 francos, por importe de 
construcciones. 
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Los demandados rechazaron tres partidas de 3002 francos v 
la causa fué recibida A prueba. 

Antes de dictarse el fallo, los Sres. Silva reconocieren las 
partidas observadas, y confieran con el actor en que el Jaez 



«fue» Federal 



tiaulíago, Junio 30 de 1887. 

T vistos: de conformidad oon lo establecido en el acta de fo- 
ja,.., declaro que la. cutas causadas en este juicio deben ser 
abonadas por la partede Silva j hermanos. llágase saber. 

/'. Olaechea y Alcona. 



m *- * - I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 5 & 1888. 

Vistos : habiéndolos demandados desistido de su oposición 4 
ia demanda, reconociendo espúmente el derecho del actor se 
confirma con costas el auto apelado de foja ciento sesenta y 
siete. Repuestos los sellos, devuélvase. 



BCNJAHI» VICTORICA. - UUBISlAO FRIAS. 

— FEDERICO IBARGÚREN. — C. S. D £ 

LA TORRE. - SALUSlUPrO J. JEA VA- 
LIA. 



\ 1 íí FAL|*ÜS [}£ L^A SUPREMA COftT-E 



El Fisco Racional contra h ¡ Antjelu X. tle Mcyano y 11 Juan 
t por exjirofiiacian ; 



Sumario. — El sitio y casa del Juzgado Federal, Correo y 
Aduana Nacional, uo son embarulles. 



Caso.— En el juicio de expropiación entre el Fisco Nacional, 
y la Sra. Moyano y D, Joan V, Videla, resuelto por fallo de la 
Suprema Corte, de 43 de Majo de 1886. se hizo la liquidación 
cuto importe, fuera de la suma de 6972 pesos, ya depositada, 
ascendió á 5796 pesos 35 editaros. 

Loa expropiados pidieron el mandamiento de pag >, y habien- 
do el comisionado nacional manifestado qne no tenía todavía los 
fondos que había pedido para el pago, solicitaron el embargo 
del sitio y casas pertenecientes á la Nación en que se encuentran 
el Correo, la Aduana, j el Juzgado Federal. 

El Juez Federal dió vista al Procurador Fiscal, quien dijo 
qne la Nación no «rademandable sin su consentimiento, y no de- 
bía hacerse lugar al embargo. 
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Fallo del Juez Federal 

Mendoza, Junio? d»' 18H7. 

l*or los fundamentos expuestos en la precedente vista fiscal , 
no lia lugar al embargo solicitado, pudíando el interesado pre- 
sentarse en la forma y donde corresponda. 

Campillo. 



rallo de I» ftu|irema Corte 

Unenos Aires, Ahril ñ de 1888. 

■ ■ ■ ■ 

Vistos: no siendo embnrgables por la ley los bienes á que se 
refiere el escrito do foja doscientos setenta y tres, se confirma 
el auto apelado de foja doscientos setenta y cuatro, en cuanto 
no hace lujar al embargo; y no pudiendo verificarse coustí- 
tuciooalmente la expropiación sin el prévio pago de los bienes 
expropiados, se dejan ásako los derechos del apelante para ha- 
cerlos valer en la forma que corresponda. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 



BENJAMIN VICTORILA. — L'LADIS- 
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CAUSA XX 1 II 



D. Reyes Quirorja. ftttor del menor IL Juan C. Vt llegas, contra 
D. Francisco Landaburo; sobre nulidad de una venta 



Sumario, — La venta de un bien inmueble de ti» menor 
autorizada por un juez que no es ti de latuteln, es nula. 



t'aso, — Se comprendí' leyendo el siguiente 

Viril* M iuex F*4ml 

San Luis, Unyo 7 de 1886. 

Y vistos: la demanda que ha interpuesto el tutor del menor 
impúber Joan de la Cruz Villegas contra I). Francisco Lan- 
dabnro, sobre nulidad déla renta hecha á este de un inmueble 
de aquel, de laque resulta: 

Ef 3de Setiembre de 1885 se presentó á este Juzgado de Sección 
D. Manuel Olquín, apoderado de D. Reyes Quiroga, tutor general 
del menor espresado, argentino, entablando contra D, Francii- 
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go Lundaburo, cstraugero, demanda ordinaria de nulidad de la 
enajenación de una finca situada en Villa Mercedes, de esta 
Provincia, perteneciente á su pupilo; y acampa ña pata fundarla, 
á más de la escritura de mandato y del título ó auto de discer- 
nimiento de la tutela ¡i favor del poderdante, los documentos de 
fojas 3 ¡í tí, que son : dos hijuelas, en copia legalizada, de los 
bienes adjudicados al menor Villegas, entro loa cuales figura el 
terreno en cuestión, y el arren la miento del mismo, otorgado 
por 1). Raimundo Barroso, como tutor de aquel, A favor de los 
y res. Nicolás Uodriguczy C\ 

La parte demandada, al evacuar ul traslado conferido, re- 
chaza la acción deducida, y pira esto se apoya principalmente 
en la escritura publica do f>ja 23, la cual contiene la venta ex- 
trajudioialde ese bien raíz, que D. Paz Oatica, en representa- 
ción del tutor Barroco y con la correspondiente venia judicial, 
hace en Abril de 1884 a ü, Francisco Landaburo. 

El Defensor do Honores, á quien se lia dado tambion inter- 
vención en el j uicio, sostiene, como ol acior t la nulidad do 
p»r las razones que aduce en su vistide foja 38. 

Abierta la causa á prueba para demostrar los punto? Boñata- 
dos en el auto respectivo, de feoha 19 de Octubre (f. 41), se han 
producido por ambas partes las que espreea el certificado del 
actuario, de foja 62 vuelta. 

Y considerando: t" Que tanto la personaría del demandante 
como la del demandad ), han sido recíprocamente admitidas por 
ellos sin observación, y uo ei> del caso, por lo mismo, dictarse 
pronunciamiento alguno a su respecto, en esta estación del 
juicio. 

2* Que la escritura de venta cuya nulidad se solicita, fué ce- 
lebrada y estendida en virtud de la autorización conferida por 
Juez competente y en la esfera de sus legítimas atribuciones, por 
medio de la providencia de fecha 15 de Marzo de 1881 (f. II 
del espediente agregado), la cual quedó plenamente ejeCUtO- 



ll* »wuu 
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riada, por no haberse interpuesto contra ella Tecurso alguno. 

3 o Que aún cuando existan los vicios ó defectos que ?e de- 
nuncian, los jueces nacionales carecen de jurisdicción partí co- 
nocer deellos, lo que importaría invadir la justicia local en ma- 
terias de su esclusiva competencia, y someter sus actos A la re- 
visión de aludios, como lo ha establecido la Suprema Corteen 
varios casos análogos, y entre estos los que registran el tomo 5", 
página 59 de la serie y tomo 4°, pá-ina 415, j 8 o , página 
280 de la serie 2* de los fallos. 

Por estas consideraciones, et Juzgado resuelve no hacer lugar 
á la acción entablada; sin especial con fie nación en costas, por 
no ser maliciosa y temeraria la demanda. Hágase saber con el 



¡nal. 



los y ar< 



F«llo dr I* *ug»rrm» forte 

Bueno- Airrs. A dril » dV 

Vistos y considerando s Primpro : Que con arreglo al artícu- 
lo cuatrocientos treinta y cuatro del Código Civil c el tutor no 
puede enagenar los bienes muebles ó inmuebles del menor, sin 
autorización delJuezde la tutela», al cual corresponde además, 
según el artículo 404 del mismo Código, dirijir todo lo que á 
aquella pertenezca, aunque los bienes del menor se encuentren 
fueTa del lugar que abrace su jurisdicción. 

Segundo : Que oí Juez de h tutela en este caso aparece ha- 
ber sido y ser, no el de Villa de Mercedes, que autorizó la venta 
del bien raíz i que estos autos se refieren, sino el de la ciudad 
de San Luis, que, según los documentos acompañados á fojas dos 
y veintitrés, fué" el que nombró tutor y discernió el cargo de tal 
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á D. Raimundo Barroso, por cuja petición se acordó aquella au- 
torización, y el que ha provi-to además, por la muerte de aquel, 
al nombramiento del actual tutor D, II e jes Qu ir oga, á cuya ges- 
tión se siguen estos autos. 

Tercero : Que los procedimientos seguidos ante el Juez de 
Villa de Mercedes y la autorización por este dada, sin jurisdic- 
ción en el caso y en contravención á las disposiciones citadas, de- 
ben tenerse, en consecuencia, como seguidos cora/» nonjttdicej 
sin valor ni efecto en el caso. 

Cuarto : Finalmente, que siendo nulos estos procedimientos, 
debe serlo igualmente el acto mismo de la venta que se Tea! izó 
en consecuencia de ellos, independientemente de las irregulari- 
dades que se le oponen en el escrito de demanda y de las consi- 
deraciones aducidas por el Juez de Sección, en relación á la in- 
dependencia de los Tribunales locales y fuerza y efecto de sus de- 
cisiones, las cuales no pueden tener aplieabilidad trat%lüíft4*s 
procedimientos instruidos ó rcrmffitorizáTos por un Juez ab- 
solutamente incompetente por la ley para verificarlos. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
ttetentayseis vueltay se declara, según lo solicitado enla deman- 
da, sin efecto ni fuerza alguna la venta del bien raíz de propiedad 
del menor Juan de la Cruz Villegas, constatada en el instru- 
mento de foja 23, debiendo reponérselas cosas al estado que han 
tenido antes de dicha venta. Repónganse los sellos y devuélvan- 
se lits autos, notificándose con el original. 
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«'AUNA V.WIH 



contra II Mé M. ttmí: s úrc 
expropiación 



'~5ütmirio. — i 
según resulta lejas 
riciales. 




oruiüs pe- 



Vaso. — Se halla esplícado en el 



Fallo del Juez Fe4*r«l 

U Plata. Mayo 17 dt? líiiT. 

Y vistos: estas autos seguidos por el Ferro-Carril do Iiuenos 
Aires á Mercedes, contra el Dr. D. José M, Real, sobre expro- 
piación. 

Y resultando: í a Qne demandado el señor Rea] para la expro- 
piación, se lo ofreció por el representante de dicho Ferro-Carril, 
por valor de! terreno e* indemnización, por cuadra cuadrada 400 
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posos moneda nacional, que a* estar á los términos de la demanda 
del representante del Ferro-Carril, de foja i , debían distribuirse, 
la mitad ó sean 200 pi sos, por el valor de la tierra, y el resto 
por indemnizaciones. 

2" Que desechadas estas propuestas por el señor Real, se pro- 
cedió al nombramiento de peritos, Jos quedictaminaron como se 
ti i foja 23 y foja 28. el primero, señor Acostn, estimando el 
valor del terreno e* indemnizaciones por la suma de 11.882 pesoB 
nacionales, y el segundo, este mismo valoró indemnizaciones, en 
la suma de 748 pesos de igual moneda. 

3" Que envista de esta notable divergencia y razones alega- 
das poT los peritos, y a pedido de parte, se verificó una vista ocu- 
lar en la forma que se contiene en el acta de foja 43. 

Y considerando r 1° Que en cuanto al valor del terreno, aun- 
que el p< rito del señor ClarV lo lia estimado en cien pesos nacio- 
nales la cuadra cuadrada, el representante del mismo señor, a 
foja fí, convino en ofrecer 200 peM>s por ese mismo terreno por 
cuadra Ciiaiii^^^iaX.^n efecto el valor en qno lo estima el 

perito señor Acosta, y que al ^receP reinita justíficad^aUaw. 

^speccion ocular, desde que de ella se desprende que los campos 
son de superior calidad para engordes y se encuentran limí- 
trofes á las chacras do Lujan, por lo que por esta partida, el 
señor Real tendría derecho A cobrar la suma de 376 pesos mone- 
da nacional, 

2 o Que convienen ambos peritos en que Be hace necesario, 
como indemnización, cercar ambos costados de la vía que divide" 
esas fracciones con alambrados, y convienen en el precio de 35 
pesos por cuadra lineal, por lo que por esta partida correspon- 
dería á la empresa pagar la e urna 560 pesos moneda nacio- 
nal. 

3' Que aunque el perito Silva no ha reconocido esplíciUmen- 
tela necesidad de construir portones que comuniquen ambas 
fracciones cortadas por la linea, debo creerse que es omisión 
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puesto que en su informe supone que pueden y deben común i* 
caree la una coa la otra, lo que no puede hacerse sin esos por- 
tones, que según el dictamen del señor Aeosta, valdrían 40 na- 
cionales cada uno, lo que no se ha estimado escesívo, por lo qut? 
por esta partida deberá abonarse al señor lteal la suma de 80 
nacionales. 

4* Quede la inspección ocular, como del dictamen del perito 
Acosta, sin contradicción por parte del perito He la Empresa, re- 
sulta efectivamente que los campos que se han expropiado del 
señor Real están destinados á crianza y engorde, aprovechándo- 
se de los campos altos que cruza el Ferro- Carril para esto último, 
en la estación del invierno; y cómelo dictaminad perito Acon- 
ta y es fácil preverlo, la división viene á perjudicar esa explota- 
ción, desde que se tenga en cuenta que la aglomeración de la 
hacienda de cria en áreas reducidas daña al terreno j á mis pastos 
á lo que agregado que de la misma inspección ocular resulta que 
no es eiactolo aseverado por el perito y Uva, que esos mismos po- 
treros estuvieran divididos eu forma rectangular sinó diagonal 
aunque poco sensible, se ba producido una verdadera irregulari- 
dad que contribuye á la depreciación del valor de las fraccicnes 
en que han quedado divididas, por lo que es indudable que debe 
tomarse en consideración estas dos circunstancias al estimarse 
los daños y per j uicios. 

5° Que esto no obsta ú que la indemnización» por la irregula- 
ridad en que se corta el campo t se limite á la irregularidad con 
que se corta el potrero, y esta última á la depreciación de la me- 
nor de sus fracciones en cuanto á su valor venal, ni obsta tam- 
poco i desconocer que por esa división se obstaculiza ó se ami- 
nora el rendimiento ó explotación de la crianza y engorde, pero 
no es admisible que esta disminución ú indemnización sea pro- 
porcional al valor de todo el campo del señor Real t sinó limitada 
á esa disminución ó proporción producida por ta irregularidad 
con que se corta el potrero. 
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0° Que con respecto á la disminución de la esplotacion, debe 
tenerse en cuenta que no es una completa separación 6 división 
Je fracciones la producida por el trayecto del Ferro-Carril, desd » 
que se conviene que esa comunicación debe y puedo hacerse por 
portónos, que si bien la hacen más difícil ó menos conveniente, 
no la obstaculiza del todo, y tenerse en cuenta además qne no se 
ha negado ni se pntende que en ninguna de las fracciones en 
que queda dividido ese campo falten aguadas ni es istan pues- 
tos que fuera necesario construir en la otra, y que en cuanto á 
la irregularidad con que se corta el terreno ó potrero, tampoco 
puede convenirse en que las doa fracciones queden igualmente 
depreciadas, por lo que si este Juzgado desestima el 10 por ciento 
sobre todo el valor del campo, fijado por el perito Acosta, como 
escesivo, no es así respecto ú la fracción menor en que ha que- 
dado dividido el potrero 6 sea :i las 60 cuadras, con tanta más 
razón cuanto que esta fracción menor es la única que quedaría 
separada dv\ resto del establecimiento, de lo que resulta que 
por entrambas indemnizaciones, irregularidad y limitación á 
la explotación del establecimiento, deberían reconocerse por es- 
tas indemnizaciones ú favor del señor Ueal, la suma de 1200 pe- 
sos moneda nacional, 

7 o Que dado los precedentes considerandos, no es admisible 
de ninguna manera, la suma qu , como indemnización, se relacio- 
na por el perito Acosta, sobre nuevos servicios o sea salarios de 
un peón quesería necesario pagar un una de las dos fracciones 
para el cuidado de las haciendas, tanto porque él mismo confiesa 
que abriendo los portones none necesitarían esos servicios, como 
porque esa indemnización se encuentra incluida ya en la dis- 
minución de la esplotacion. 

Por estas consideraciones, fallo que el señor D. Juan E. Clark 
debe papar y pague como precio del terreno y toda indemniza- 
ción al señor D, José M. Real, la suma de 2216 pesos moneda 
nacional, por la espropiacion de los terrenos de Lujan, que le ha 
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ocupado elseüor Clark con la vía del Ferro-Carril de Buenos 
Aires á Mercedes. 
Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

Isidoro Aibarracin. 



rail* de I» SnpnMa C«i*e 

Buen o ^ Aires, Abril 5Ue lH8tí. 

Vistos ; en mérito d» las constancias de autos y de lo que re- 
sulta de los informes periciales, se lija por toda indemnización 
de los terrenos ocupados pnr la vía del Ferro-Carril de Huertus 
Aires á Mercedes la suma de seis mil pesos moneda nacional* 
quedando de esta manera modiíicada la sentencia de foja cuaren- 
ta y cuatro. Repuestos los sellos, devuélvase. 
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la camama Union mfMm, contra IK Horado Woodwelt y 
fh Juan Trnnt, por cobro de pesos; sobre término extraordi- 
naria de prueba. 



Sumario.— FA tírmico cstranrdinario do prueba no debe con- 
cederse, cuando no es necesario al objeto porque se pide. 



— En los autos de la Union Telefónica contra Wood- 
well y Trant, abierta la causa á prueba, el representante déla 
primera pidió el término estraordinario para hacer legalizar en 
listados Unidos unos documentos otorgados allí. 

Woodwell j Trant, contestaron que no era necesaria la con- 
cesión dedicho termino, porque aceptaban la autenticidad de 
los documentos. I 

El representante de la Union Telefónica insistió en la peti- 
ción, alegando que ya babía mandado los documentos á Estados 
Unidos. 



FALLOS DE LA SUPREMA COKTE 



iludios Aires, Jimio 18 de 1887. 

Y vistos : atento el reconocimiento manifestado por Trant y 
Woodwell acerca de la autenticidad de los documentos respecto 
de los cuales esta parte ha solicitad.» el término estraordinario, 
lo que hace innecesaria la ampliación del término de prueba ; 
no ha lugar a lo solicitado por Bourdíeu eu su escrito de foja 3. 

Tedin. 



Falla rir l« tlupren» C'ertt» 

Hluiios Aire?, Abril 5 du 1888. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de foja once vuelta. Repuestos los sellos, devuél- 
vase. 
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CAUftA XXXV 



El Dr. D. Rodolfo Aturralde, contra l). Emilio Dat'reaux, por mi- 
tidad de una venta ; sobre falta de personería. 



Sumario. — El poder para representar al mandante, como 

administrador de sus bienes jen todos los juicios, durante su 

ausencia, basta para representarle siendo demandado dorante 
ella. 



Caio.—D. Rodolfo Alurralde demandó á D. Emilio Daireaux 
para que se declarase nula una boleta de venta de tierras. 

Se presentó como parte D. Godofredo Daireaux, con un poder 
general conferido por V. Emilio Daireaux y su esposa, D' Ma- 
TÍ» A. Molina, para representarles durante su ausencia, como 
administrador de sus bienes, y en los juicios y negocios en quo 
fuesen interesados. 



Buenos Aire?, Junio 8 de 1887. 

Téngase por pane ai solicitante, i mérito del testimonio de 
poder acompaso, y entiéndase con él las ulteriores diligencias 



i. ni 
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del juicio, debiendo entregárselo las copias de la demanda ; al 
otrosí, téngnse presente. 

í parriza. 

Alurralde ap* lú. 

f allo d* I* Buprm» C»rt* 

fluenos Aires, Abril 5 de 1888. 

Tistes : atentos los términos del poder de foja veintidós, y 
resultando que el Dr. D. Emilio Daireanx se halla aún ausente 
del país, se confirma con costas el auto apelado de foja veinti- 
cinco; y devuélvanse previa reposición de sellos. 
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CAUHA XXXVI 



El Fisco Nacional contra José iSadnraco é hijos-, sobre 

espropiacion. 



Sumaría/— Ei Tftlor do ta indemnización por espropiacion. 
debe lijarse soguii las constancias do autos j los informes do 



Caso. — Se esplica en el 



í-í> Plnla, ÜL-líiíinliro lf5 lie Jsstl. 



Vistos y resultando: 1- Q, ie en el juicio celebrado por loa 
safiores Badaraco é hijos, sobre espropiacion de los terrenos 
que poseen en Barracas al Sud y que afectan las ubras de 
ensanche del Riaclmelo, estos señores se negaron a aceptar la 
indemnización ofrecida por el representante del Fisco, estimán- 
dola mínima, y á su vez pretendían que se les pagase la suma 
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de sesenta y siete mil nofecientos cuarenta y nueve pesos y 
cincuenta centavos moneda nacional, en la forma siguiente: 
1* valor del terreno, dos mil cuatrocientos sesenta y siete me- 
tros cuadrados i razón de ocho y medio pesos moneda nacional 
por metro cuadrado, ó sean veinte mil novecientos cuarenta y 
nueve pesos cincuenta centavos; 2? por lucro cesante, ó sea 
privación de las esputaciones á que estaba destinado el estable- 
cimiento de astilleros, baraderos, amarraderos y depósitos nava- 
les, etc., etc., que poseían sobre la ribera, en veintisiete mil pesos 
moneda nacional; y 3 a por el daño emergente (la casilla de la 
herrería) y gastos de reinstalación de su establecimiento hasta 
dejarlo funcionando en las condiciones que anteriormente te- 
nía, veinte mil pesos moneda nacional. 

2° Que nombrados los peritos á que se refiere el artículo 6 
de la ley de expropiación, estos dictaminaron en disconformi- 
dad , según resulta de los respectivos informes de foja... á foja 
44 vuelta, por lo que también de conformidad al acta de com- 
promiso de foja í 4, fué necesario el dictamen del tercero, que se 
espidió á foja 35 vuelta. 

3" Que en vista de las observaciones hechas dios dictámenes 
periciales, se decretó la inspección ocular, qne se verificó con el 
resultado que consta del acta de foja 63 vuelta. 

Y considerando: V Que un cuanto al precio de la tierra, prime- 
ra partida de la cuenta presentada por los señores José Badaraco 
é hijos, se halla constatado que en vista de no haber un valor le- 
gal ó ventas análogas, tuvo que lijarse y se acordó por los Tribu* 
nales Nacionales para casos iguales, el de diez y seis pesos moneda 
nacional por metro cuadrado á los señores Vicente Casares é hi- 
jos ; el de ocho pesos y medio de igual moneda al señor Loreto, y 
el de siete pesos y medio á los hermanos Farodi , y aunque el porito 
señor Galán se resiste A aceptar esos precios, invocando ventas 
particulares á favor del gobirrno, este alegato se encuentra 
desautorizado por haber sido invocado ya en los casos de Ca- 
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sares, Loreto y hermanos Parodi, anteriormente enumerados, 
(Considerando I o de la sentencia del señor José Parodi con el 
Fisco, j demás concordantes), contra los mismos representantes 
y peritos del Fisco ¡ y resulta, por consiguiente, que el precio 
del terreno debía estimarse por sn rendimiento (fallo de la 
Suprema Corte en los casos invocados, y el corriente á la 
pag. 421, t. 17, S. 2'), y estimar como lal el de los terrenoB 
ribereños, en cuanto eran aptos para baraderos, astilleros y 
amarraderos, depósitos na rales, etc., etc. 

2* Qué st bien se ha sostenido por el representante ó peritt 
del Fisco, que los terrenos de los señores José Dadaraco é hijos 
no estaban en iguales condiciones de esplotacion para las in- 
dustrias marítimas que los de los señores Casares, Loreto y her- 
manos Parodi, por hallarse mas distantes del centro y no 
haber sido levantados y rellenados artificialmente, contra 
este hecho militan las conclusiones á que se llega en el acta 
levantada con motivo de la inspección ocular, yon la que consta 
que dicho terreno había sido artificialmente levantado en 
más de una vara, y no distaba mas de cuatro cuadras del de 
los señores Casares é hijos, Loreto y hermanos Parodi, en la 
misma márgen del Riachuelo, y antes por el contrario se obser- 
vó que ofrecía mayores facilidades por la dirección del Riachue- 
lo para el lanzamiento de buques en construcción 6 compostura, 
y que cuatro cuadras de distancia de ios últimos terrenos men- 
cionados, no alteraban ni podían alterar su aptitud para la 
competencia ó esputaciones á que los otros estaban desti- 
nados. 

3 o Que si bien es cierto que et perito tercero estimó en sie- 
te pesos el metro cuadrado, no toma en cuenta, y así lo declara, 
el levantamiento artificial que es de derecho tomarlo como gas- 
tos hechos en el mejoramiento del terreno natural (sentenoias 
de la S. C. f corrientes en la pég. 421 t. 7", S. * de sus fa- 
llos y en las cansas antes enumeradas). 
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A 9 Que dados estos antecedentes, y no habiendo acuerdo 
entre Jos peritos, queda al Juez resolver la diferencia segim su 
Baño criterio, y en el caso ocurrente tiene que estimar que no es 
esecsiva la pretensión de los Sres, José Badaraco é hijos, de ocho 
pesos y medio nacionales por metro cuadrado superficial: i° poT- 
que es menor que la media proporcional entre los precios acor- 
dados á los señores Casares é hijos y Parodi hermanos; 2 o 
parqueen materia de espropiaciones, debe estarse y aceptarse 
loque más favorezca al espropiado (sentencia de la S.C. cor- 
riente a la pág. 335, t, 9?, S, 2- de sus fallos, y las sentencias 
anteriormente enumeradas), y con tanta más razón cuanto que 
ls disidencia del perito tercero, se basa en que loa terrenos de 
los señores Casares é hijos y hermanos Parodi alcanzaron á un 
máximum de precio por su inmediación ó aptitud para baraderos 
y astilleros; y de las mismas sentencias antes invocadas 
consta que el mayor precio de los terrenos ribereños alcanza á 
los primeros veinte metros de su proximidad con la ribera, que 
es precisamente lo qne ocurre en este caso, y por lo tanto, en la 
apreciación de valor del terreno se encuentran acordes la ma- 
yoría de los peritos; 3 o que es de notoriedad pública qne en 
los canales de cabotaje de La Plata, se ha obtenido, como 
térmi no medio, veinte nacionales por metro cuadrado, para 
las mismas industrias marítimas ; y es indudable la superiori- 
dad de los terreóos ribereños del Riachuelo, tanto por ser un 
puerto formado ya, como por cuanto está destinado á servir no 
solo al cabotaje, sinó al tráfico de ultramar, sin que á esto obste 
que no deba tomarse en cuenta el precio actual, sinó el que 
hubiesen tenido los terrenos antes de Ja ley que autorizó las 
obrns, pues la ley de ensanche del Riachuelo es posterior á la 
canalización del mismo, que lo convirtió en puerto de ultramar 
y valorizó osos terrenos (considerando 3" de la sentencia de los 
señores Casares ó hijos, confirmada porlu S. C .) 
5* Y considerando, en cuanto á la segunda partida del lucro 
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cesante y que las partos estuvieron acordes en que deben ser 
indemnizados los señores José Badaraco é hijos de las ganancias 
que lian dejado de percibir y di: ios gastos que tengan que efec- 
tuar para la reinstalación del establecimiento en las condicio- 
nes que antes tenían ; y aunque este derecho ha sido observado 
por el representante del Fisco, en su impugnación al dictámen 
de los peritos, esto argumento no solo no so ha aducido en la 
demanda, síuóquese ha consentido en esas indemnizaciones ; 
y si es además legítima esa partida, de conformidad al artícu- 
lo 16 de la ley de espropiacionos quo manda que para la expro- 
piación se tomen en cuenta las csplotaciones á que se prestaba 
el establecimiento; y está así espresamente consigmdo en las 
sentencias do tos señores Casares, Lo reto y hermanos Parodi, 
invocados por ambas partes. 

6^ Que para apreciar este lucro cesante, hay la conformidad 
de los peritos en mayoría, que establece que la cesación de tra- 
bajos del establecimiento de los señores José Badaraco ú hijos 
databa de seis meses anteriores á la demanda, y que continua- 
ría hasta el momento de la reinstalación, que estima no podrá 
hacerse en cinco meses después de la demanda, y la conformi- 
dad igualmente de que esta cesación de ganancias no importaba 
menos de tres mil naciente* mensuales; lo quo importaría en 
el todo la suma de treinte y tres mil nacionales, desde que el 
Juei esta obligado á estar y pasar por lo que dictaminen la 
mayoría délos peritos (fallo déla S. C. en el considerando 7" 
de la sentencia de los Sres, Casares é hijos antes enume- 
rada). 

7* Que en cuanto al daño emergente, 6 sean las construccio- 
nes que se pierden y los gastos de reinstalación y trasporte de 
los muelles, máquinas, et;.,etc, se ii tila constatado en la ins- 
pección ocular que el establecimiento de los señores Badaraco 
ó hijos, para seguir funcionan lo en las condiciones que tenía 
antes de la ospropiacion, se encontrarían obligados á remover 
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susbaraderos, astilleros, depósUos, muertos, fraguas, barracas 
etc., etc., mas al interior de lo que están situados, y por esta 
razón, no es aceptable el dictámen del tercero en discordia, q QQ 
estima de ningún valor estos gastos de reinstalación, porque 
deben bacerse dentro del misino terreno. 

8* Que aunque estos gastos de reinstalación solo se hallan 
apreciados por el perito Robles, en 20.000 nacionales, tiene 
que tomarse en consideración: i* q ue se ha convenido y compro- 
bado en la inspección ocular que el establecimiento de los seño- 
res Badaracoé Lijos contenía más construcciones y eran de más 
importancia que ei de los señores Casares é hijos; 2" que su 
baradero no tiene menos de 90 metros de fronte sobre el Ria- 
chuelo, que La sido trasladado en ei momento de la inspección 
ocular mucho más al interior; 3° que aunque el perito terce- 
ro estima incluidos los gastos de reinstalación en los 15.000 
nacionales que acuerda por cesación de trabajos hasta la rehabi- 
litación de los establecimientos de los señores Badaraco é hijos, 
se pone en contradicción con lo quo él mismo ha estimado de* 
lucro cesante que no bajará de tres mil nacionales mensuales, 
que en los cinco meses fijados hacen la predicha suma, y por 
tanto, nada deja para la reinstalación, y ademas, agrega que los 
gastos de reinstalación no pueden ser de tanta consideración 
como la que fija el perito Robles, ó sean 20 mil nacionales, ale- 
gando qne para esto, para Ja reinstalación los señores Ba- 
daraco é hijos, usarían del material que tenían, lo que en defini- 
tiva importa reducir la apreciación, o" lo que pueda importarla 
traslación 6 pérdida de material, de un baradero de 86 metros 
de frente por 20 de fondo, que se presenció en la inspección 
ocular estaba basado sobre vigas de madera dura, de una mag- 
nitud y peso que hacían que la traslación y aprovechamiento 
no pudiera hacerse sino con los gastos primitivos* poco menos 
que los de su instalación} y 4 o que del acta de la inspección 
ocular resultó que el perito tercero convino con los concurrentes 
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a) acta en qneae hacía necesaria la remoción de las barracas, 
depasitos, baraderos, etc., etc., más al interior, y que estas 
barracas, depósitos, etc., eran construcciones sólidas de una 
extensión mayor que los establecimientos análogos de los seño- 
res Casa es 6 hijos, y con más reparticiones, como eran los es- 
tablecimientos mecánicos; lo que hará necesario el trasporte y 
reinstalación de las grandes máquinas á vapor que se rieron 
funcionando, para todo lo cual el dictámen del perito tercero 
autoriza al Juez tan solo á rebajar equitativamente lo aprecia* 
do por el perito Robles. 

9" Que en vista de las precedentes consideraciones, en que el 
perito Robles estima en veinte mil nacionales esos gastos de reins- 
talación, y eltercero dice únicamente no ser de tanta conside- 
ración, y con posterioridad ásu dictámen conviene en que esa 
reinstalación abarca mayores obras y costos de los que había 
presupuestado en el momento de su dictámen, no es exagerado 
apreciar esos gastos de reinstalación, en la mitad de lo que ha 
presupuestado el perito Robles, ó sea en diez mil nacionales, te- 
niendo en consideración sobre todo que se ba convenido en 
la inspección ocular, y con inspección de los libros de comercio 
de los señores Badaraco é hijos, en que sus establecimientos de 
baraderos, astilleros, herrería, barracas, depósitos navales, etc., 
etc., era el primero y más importante del Riachuelo, y su- 
perior al de los señores Casares é hijos; y se halla constatado 
igualmente que los señores Badaraco é hijos han perdido y de- 
bido perder su clientela, lo que debe estimarse como un verda- 
dero perjuicio. 

i(P Que las obras de espropiacion inutilizan y comprenden 
un establecimiento, construcciones y aserraderos, en que están 
conformes las partes que producen á los señores Badaraco é hi- 
jos un daño de setecientos pesos moneda nacional. 

H° Que aunque se ha alegado por el representante del Fisco, 
para negarse á pagar el lucro casante, que los señores Badaraco 
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é hijos do poseían terrenos ribereños por cuanto los había sido 
rendido por los señores tlnzuóy Cañás, el terreno que ocupan, 
con esclusioo déla ribera, esto no altera la acción que deducen 
los señores Badaraco é hijo*: !• porque la ribera que se esoep- 
tuaba y cedía» no era de propiedad privada del Fhco, sinó de 
uso y beneficio público» y por tanto, los señores Badaraco é hijos 
pudieron y debieron aprovecharla en la furnia que lo hicieron, 
sin que pueda estimarse esto como una servidumbre, que no 
puede constituirse sino" entre los verdaderos propietarios; 
2* que aunque no fuera servidumbre, se encuentra alegado en 
la demanda, por los señores Badaraco é hijas, sin contradicción 
por el representante del Fisco, que los señores Badaraco é Li- 
jos obtuvieron del Gobierno Nacional, el permiso para el esta- 
blecimiento y esplotaciou de sus baraderus, astilleros, etc., etc., 
por tiempo indelinido, mediante el presto y pago de impuesto que 
se estipuló, y no habiéndose rescindido ese compromiso y siendo 
las mismas partes, tanto valdría la iuderaniauckm por espro- 
piaciou, como la que la ley acuerda por la resisiou o resisten- 
cia al cumplimiento de un contrato, producido por acto de una 
de las partes. 

12* Que es verdad que se ha alegado que lo* terrenos á ex- 
propiarse no eran ribereños, y por tanto, no estaban en Jas con- 
diciones del de los señores Casares e hijos, Loreto y Parodi her- 
manos, pero se ha confesado igualmente que entre dichos ter- 
renos y la márgo n derecha del Kiachuelo cuque se encuentran, 
no había terreno alguno de propiedad privada, como se deja es- 
tablecido, y el uso y ejercicio que hacían los señores Badaraco 
é hijos, de la mencionada ribera, era y es el que las leyes acuer- 
dan á los ribereños. 

13° Que aunque en la imlcuinizacion del lucrt cesante, el 
resultado del dictamen pericial y apreciación Jo este Juzgado es 
superior i la partida que se cobra por Los señores Badaraco é 
hijos, el Juez, al resolver, debe tomar en consideración, antes 
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que todo, la solicitud definida de las partes que en este caso es 
el pago de 67.947 pesos moneda nacional, desde que se encuen- 
tran datos y pruebas que los justifiquen, y con mayoría de razón, 
en tas causas de espropiacion, en que, como queda fundado en las 
consideraciones precedentes, el Juez debe favorecer, en caso de 
duda, las exigencias del espropiado, como que este acto es una 
restricción odiosa del derecho de propiedad 

Por estas consideraciones y concordantes del escrito de fo- 
jas 45 á 51 vuelta, fallo : qne el ^presentante del Gobierno 
Xacionaldebe pagar y pague á los señores J. Badaraco é hijos 
por precio de espropiacion ¿ indemnización de los terrenos que 
la vuelta de Kocha, la suma de 04.640 pesos con 50 
«oneda nacional; con costas, 
ese con el original y repónganse los sellos. 



Isidoro A lba trac in. 



Fallo de la ftnpr»» Ccrle 



Buenos Airea, Abril 10 de 1688. 

Vistos; Aceptando las conclusiones del perito tercero, Doctor 
don Martin A Izaga en lo que se reliere al valor del suelo á es- 
propiarse, 6 sea elde siete pesos moneda nacional porfmetro 
cuadrado, que la Suprema Corte estima arregladas y teniendo 
en consideración, en cuanto á las demás indemnizaciones debidas 
por consecuencia de la espropiacion: 

Primero : Que admitiendo que las obras públicas que motivan 
aquella, hayan podido producir y producido durante su ejecu- 
cion algún entorpecimiento a ta fácil y cómoda esplotacion del 
establecimiento de los demandados, no han impedido sin em- 
bargo funcionara oste en el todo, según resulta de la inspección 
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ocular practicada por el Juez de Sección á foja 63, j especial- 
mente, del informe no contradicho de la comisión administra- 
dora de dichas obras, corriente á foja ciento diez. 

Segundo : Que la ejecución de dichas obras frente al estable- 
cimiento de los demandados, según el mismo informe, no ha 
durado más de quince a veinte días. 

Tercero: Que el Gobierno no puede ser res potabilizad o por 
la paralización 6 suspensión de los trabajos de loa demandados, 
mientras las obras en cuestión se hayan ejecutado en terreno 
puramente público, sin tocar en manera alguna la propiedad de 
aquellos, lo que basta la fecha, al menos, del informe de foja 
treinta y cinco, no había tenido aún lugar, pues es de lejque el 
ejercicio de un derecho propio no puede ser por sí causa eficiente 
deroponsabilidades para el que lo ejecuta; y 

Cuarto: Finalmente, quédelas afirmaciones de los propios 
demandados, resulta que no ha sido necesario un término mayor 
de cuatro meses para la completa reinstalación del estableci- 
miento de su referencia, 

Pot estos fundamentos, la Suprema Corte resuelve lijar el 
valor de todas las demás indemnizaciones debidas á los espro- 
piados, incluidos gastos de renovación y pérdida de materia- 
les empleados en construcciones, en lá suma de cinco mil pesos 
moneda nacional, que con el valor del suelo antis determi- 
nado, hacen una suma total de veinte y dos mil doscientos se- 
senta y nueve pesos de la misma moneda, que deberán ser abona- 
dos por el Fisco, con más las costas causadas, quedando en estos 
términos modificada La sentencia apelada de foja setenta. Noti - 
fique se con el original y en oportunidad devuélvanse los autos. 

U LADISLAO FRIAS. ■ FEDERICO 
IRARGÚREN. — C S. DE LA 
TORRE. 
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Criminal contra el Dr. IK Demetrio Can, ex- Vicario de la Dió- 
cesis de Salta, par detito contra la /taz y dignidad de la Na- 
ción, y de rebelión y sedición ; sobre 



Sumaria, — Loa delitos previstos y penados por los artículos 
5, Hy 19 de la ley nacional penal, están sujetos á la jurisdic- 
ción federal, aunque hayan sido cometidos por un eclesiástico 
en ejercicio de sus funciones de tal. 



Caso. — Seesplica en el fallo del Juez de Sección y en el 
▼oto en disidencia del señor Ministro Dr. D. Uladialao Frias. 



J tijuy, Abril 2í de 1885. 

Vista la excepción de incompetencia por falta de jurisdic- 
ción de este Juzgado, que contiene el escrito presentado por el 
ex- Vicario, Dr. D. Demetrio Cau, opuesta en tiempo, después 
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que se lo corrió traslado de la querella entablada por el Fiscal 
ad koe t Dr. Rocha, en cujo escrito el mencionado Dr. Cau, di- 
ce : « desconozco la competencia de! señor Juez de Sección 
para poder ejecutar contra mi persona, como autoridad de la 
Iglesia, acto alguno de jurisdicción, por o o ser la materia de 
que soy acusado pertinente al foro civil y ai al Tribunal Ecle- 
siástico, único que puede y debe juzgar cuestiones puramente 
religiosas y dogmáticas, como creo no ignora el señor Juez de 
Sección ». 

Y considerando : i° Que la ley de 5 de Julio de 1823, al san* 
cionar la abolición de los fueros personales, tanto en las causas 
civiles como criminales, solo La reservado á la jurisdicción ecle- 
siástica la averiguación y castigo de aquellos delitos que no 
puedan ser cometidos sinó por los individuos del clero. 

2* Que los delitos que se imputan y de lasque se acusa al 
Dr. Cau en la querella, no son de los que la citada ley reserva 
ála jurisdicción eclesiástica, pues ellos puedbn sar cometidos 
no solo por loa clérigos, sitió también por cualquier indivi- 
duo. 

3 o Que versando la querella sobre infracciones á la ley 
penal de U de Setiembre de 1863, que se dice cometidas por el 
Dr. Cau, ellas caen bajo el conocimiento de la justicia nacional 
y en consecuencia, los crímenes que se cometieren en contra- 
vención á la citada, deben ser juzgados por los Tribunales Na- 
cionales. 

4 o Que en el caso sttbjudice, el conocimiento do esta causa 
corresponde á este Juzgado de Seecion, en virtud de loque dis- 
pone el inciso 3 o del artículo 3 o déla ley s-jbre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales nacionales. 

5* Que á estas disposiciones es ¿ las que debo sujetarse el 
suscrito, por ser ellas las que reglan su jurisdicción y compe- 
tencia como Juez, y no á las decisiones del Concilio de Trento 
que, en su capítulo 20, sección 25, Decreto sobre la reforma, 
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única cita que se ha encontrado de las que hace el Dr. Cau, solo 
contiene una amonestación á los Príncipes seculares para que 
reduzcun i sus vasallos a) respeto que deben profesar al clero, 
párrocos 7 superior gerarquía de la Iglesia. 

For estos fundamentos, no se hace lugar, con costas, á la cs- 
cepcion opuesta, y se declara el Juzgado competente para cono- 
cer de la acusación entablada contra el ei-Vicario, Dr. D. De- 
metrio Cau, debiendo este contestar derechamente el traslado 
que se le corrió de la querella. 

rabio fíías. 



VISTA DEL SF.SOH l'HOU lUHOIt CENEN AL 

Himnos Aires, Mano 2 de 1888 



Suprema Corte : 



La pretensión de colocar las infracciones á la ley civil por 
parte de eclesiásticos al amparo de la independencia é inmunida- 
des de la Iglesia, según los cánones y Concilios ecuménicos, 
y fuera del alcance de la justicia ordinaria, ha sido juzgada y 
condenada ha varios siglos, yes tan óbvia y tan notoria la doctri- 
na prcvalente sobre el particular, que juzgo de todo punto escu- 
sado abrir discusión al respecto. 

Sírvase V. E. desestimar laescepcion deducida por el ex- Vica- 
rio Can. 



Eduardo Costa, 
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VMm úm la Suprem C«rte 

Jlnenoa Airea, Abril U de 1888. 

Vistos y considerando : Quo la sola cuestión venida en apela- 
ción ante esta Suprema Corte, es la de la competencia del Juez 
de Sección para conocer en el presente caso, yque no es oportuno» 
por lo tanto, entrar á examinar si los becbos imputados al acusado 
lo constituyen 6 no responsable ante la ley penal, lo cual corres- 
ponde al fondo de la causa. Por esto, y de conformidad ú lo es- 
puesto y pedido por el Procurador General y aducido por el Juez 
de Sección, en Los fundamentos tercero y cuarto del auto apela- 
do de foja setenta y seis, se confirma con costas dicho auto ; y 
devuélvase, reponiéndose los sellos. 

BENJAMIN VICTORICA. — ULADIS- 

lao frías (en disidencia).— 

FEDERICO IBA KCCrETI.— C. S. DE 
LA TORRE, — SALUSTUKO J, 
Z A VALI A. 



DISIDENCIA 



Vistos y considerando : Que todos los habitantes de la Re- 
pública gozan, entre otros, dü los siguientes derechos, conforme 
í las leyes que reglamentan su ejercicio, las cuales no pueden 
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m p*u, «lo p rotca „ mm* ** cuito, , dc mm * 

aprender (nrts. 14 y 28 Je la Constitución). 7 
liue uno do loo md, importantes objeto, do la nrision do la 
ItlT " U C0! " fr ' a " z » a * doctrina cris- 

Que los Obispos tienen el deber de enseñar esa dootrina 4 los 
rdigiosl'" ' 7 '* taat °' d * S ° bre S " educadt "> 

Que los mismos prelados poseen la facultad de dictar para el 
desempeñode su ministerio espiritual, las disposiciones',™ las 
leyes de la Iglesia prescriben, conminando, y aún castigando 
en su ea , , con penas del mismo gdnero, e,to es, espirituales, 
a los fieles quo quebranten sus mandatos. 

Que lo que el acusado dice en su manifiesto, es quo tiene el 
deber « de declarar í los padres y madres de familia, que la 
carta pastoral estaen perfecta vigencia, y por consiguiente, es- 
táñenla estricta obligación de retirar inmediatamente d su, hi- 
jos o luja» de las escuelas d que se refiere la Pastoral, previnién- 
doles que. per su parte, cstd dispuesto d hacer efectivas las pe- 
na, allí apUcada, a todas aquella, personas que no acataren L 
6rd ne, del Prelado . ; y lo que dicha Pastoral espresa, perti- 
nente a 1» cuestión, despuc.de manifestar q«e el establecimien - 
to de esa, escuelas influye nocivamente en las creencias religio- 
sasy dcb.hta la fé católica, es loque sigue : « I, prohibición d. 
colocar les hijos católicos en estas escudas, es un hecho evi- 
dente, y s, hubo alguno, que lo ignorasen, despeo, de lo, rui- 
doso, .eontec miento, que han impresionado a. país con nativo 
do as Pastorales de. señor Vicario Capitular de Córdoba < S 
dudara de esa prohibición del Vicario * J, su Cristo cu la tierra 
y J* tos p aia3 espiritual* i que quedan sometidos sus infrac- 

« En osta virtud, pues, añado, juzgamos innecesario vindicar 
ladoctrma sentada y defendida en esas doctísimas Pastorales • 

T .1 It 
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pero agregaremos aquí, para los pocos que no lo sepan, que eso 
mandato prohibitivo ta universal, que lo que obliga á los 
católicos en Córdoba, obliga con la misma fuerza ¿los de 
la Diócesis de Salta j del mundo todo. 

* Entiendan, pues, loa padres, y penétrense bien las madres, 
de esta gravísima obligación, de la responsabilidad do que fe ha- 
rán reos ante el Juez Supremo por ¿a ruina espiritual desús hi- 
jos ; y que si los tupieren colocados como internos ó estemos 
en las mencionadas escuelas, ya sean estas dirigidas poT he- 
rejes y aunque fuesen tenidos por católicos, con tal que la es- 
cuela sea laica, ó que de hecho esté escluida la enseñanza del 
catecismo, están en el deber do retirarlos á la brevedad posible, 
so pena de grave culpa y de ser privados del beneficio de sacra- 
mentos. 

« El Heno de este deber, no lo creemos difícil, puesto que 
existen escuelas y colegios, que sin menoscabo do la enseñanza 
científica, dan una educación esmeradamente cristiana. * 

Que, en consecuencia, al di ri jirel Obispo de Salta su Fas- 
toral por la prensa y el acusado, del mismo modo, su manifiesto, 
no han hecho otra cosa que cumplir con un deber que les impo- 
nen las leyes de la Iglesia, y ejercer un derecho que las mismas 
y la Constitución acuerdan ; derecho que también reconocía la 
anterior legislación, aun bajo el régimen de un gobierno abso- 
luto, según resulta, entre otras, de la ley trece, título prime- 
ro, libro primero, Novísima Recopilación, que ordena la obser- 
vancia del Concilio de Trento. 

Que á no ecr así, los derechos de que se ha hecho mención, 
consagrados por la ley fundamental, serían ilusorios, desde que 
los prelados y pastores de la Iglesia no pudieren enseñar á los 
fíeles cuáles sou ¿tus deberes como católicos, en asuntos pú- 
blicos como el que ha motivado esta causa, ni manifestarles las 
penas espirituales en que pueden incurrir, en caso de no cum- 
plir esos deberes ; lo que, por otra parte, titme derecho de hacer 



DE JUSTICIA 1UCI0UAL 147 

todo habitante de la República, en virtud de las libertada qi.e 
le acuerda Ja Constitución. 

Que aunque se hubiese ejecutado lo diapuesto por la Pastoral 
y los míios hubiesen sido sacados de las escuetas, era, como etla 
dice, para colocarlos en otras escuelas y colegios, en donde, sin 
menoscabo de la enseñanza científica, sedá una educación cris- 



„_ »uu una (¿uu^ucion cris- 

tiana; y así se habn'a cumplido la ley sobre la educación co- 
mún, que si bien prescribe que esta es obligatoria, dispone que 
ese deber escolar puede llenarse en las escuelas públicas en 
las particulares, ó en el hogar de los niños {arts. 2* y 4° de la 
leydegde Julio de 1884). 

Que, evidentemente, carece de todo fundamento el cargo de 
la acusación, de que, por la Pastoral, que el acusado declaró vi, 
gente, se ejecutan y mandan ejecutar, sin el pase correspondien- 
te, decretos de Concilios, bulas, breves y rescriptos Pontificios 
bastando la simple lectura de aquel documento para conocer lá 
ineiacUud de ese cargo | pues la Pastoral, ni porsu texto ni 
por su espíritu, puede interpretarse de manera que se llegue á 
laconclusion deque es cometer el delito previsto y castigado 
por el artículo quinto de la ley penal, invocar en general las 
leyes y la doctrina de la Iglesia sobre los deberes de los fieles 
en casos como el de que se trata, y advertir el castigo espiritual 
a que se esponen, si no los cumplen. 

Qoe de igual modo resulta la inconsistencia de los demás car- 
gos de la acusación, a saber: que el acusado ha cometido los 
mm ^ rebelión y sedición, previstos y castigados también 
por la misma ley, al intentar el cumplimiento de la Pastoral de 
su prelado V superior ; como si tales delitos pudieren cometerse 
por la simple publicación de los documentos referidos y no se 
necesitare para su perpetración, según Ja ley requiere con toda 
claridad, el alzamiento público, con fuerzas de los rebeldes 6 se 
dicioses, para alguno de los objetos á que se refieren los artícu- 
los catorce y diecinueve de dicha ley, en ninguno de los cua- 
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Ies, ni en ningún otro, esti comprendido el caso en cuestión. 

Que de consiguiente-, los hechos acriminados no son delitos, 
pues delito es la violación de la ley penal vigente, y no hay ley 
nacional que los haya calificado y castigue como tales, y sí algu- 
na de las leyes generaleslo hiciera, sus disposiciones serían ina- 
plicables, por ser contrarias á la Constitución de la Repú- 
blica. 

Y finalmente, que por lo mismo, en tales circunstancias, no 
es competente la Justicia Nacional para conocer de este asunto, 
como lo ba declarado la Corte en la cauau veintiuna, segunda 
serie, tomo cuarto* página ciento dos, y en la cien, de la misma 
serie, tomo quinto, página veintiséis; ni puede haber materia 
para un juicio criminal, desde que no hay ley anterior al hecho 
del proceso, según la Constitución prescribe. 

Por estos fundamentos, y siendo deber del Juez aplicar ante 
todo la Constitución, por ser la ley suprema del país, y recha- 
zar la demanda de plano sin más actuaciones, siempre que de 
ella aparezca claramente que la causa no compete n la Justicia 
Nacional, conforme al artículo tercero de la ley de procedimien- 
tos ; se revoca el auto apelado de foja setenta y seis, y se de- 
clara que no corresponde al fuero federal el conocimiento de esta 
causa. Devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

ULADISLAO FftIAS. 



Ofi JtlSTICU WAClOfíAL 



«AUNA XXXVHE 



Crmunat contra Lázaro Quei rolo, por hurto y otros delitos; so- 
bre mcorjsiUucionalidad de una 



Sumario. — No es inconstitucional el nombramiento de Ase- 
sor especial hecho por el Tribunal Superior de una Provincia en 
la persona del Ministro de Gobierno de ta misma. 



Vano. — Lázaro Queirolo, acusado por hurto y tentativa do 
asesinato y otros delitos, fué absueltoeni-y f instancia por los 
Tribunales de Jujuy. Apelada la sentencia por el acosador, el Su- 
perior Tribunal de Justicia nombró Asesor especial al Dr. D. José 
M. Carrillo, Ministrode Gobierno. 

El acusado lo recusó, alegando ser inconstitucional la reunión 
de funciones judiciales en un miembro del P. E. 
El Tribunal no hizo lugar á la recusación. 

Qaeirolo apeló paríante la Suprema Corte, y se le negó la 
apelación. 

Ocurrió con recurso de hecho, cuya solicitud fué pasada al 
señor Procurador General, 

Pendiente el recorso, Qaoiruh h : > presente a ue ci Tribunal 
había iictado sentencia condenatoria. 
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VISTAS DEL SEÑOR l'ilOCUJUDOA GENEIML 

Cíanos Aires, Julio ib de 1887. 

Suprema Corte: 

El rectirrente ha sostenido ante el Superior Tribunal de Jti- 
juy, que la ley 6 decreto que autoriza el nombramiento de un 
Ministro del Poder Ejecntívo, como Asesor en las causas que ante 
dicho Superior Tribunal se ventilan, es contrario á los principios 
finid a menta lee de la Constitución nacional. 

La decisión ha sido on favor de [a validez de h ley, decreto ó 
autoridad de provincia. 

Pienso por esto, que el recurso está comprendido en los térmi- 
nos deí inciso 2° dd artículo 14 de la ley de jurisdicción y com- 
petencia. 

Sírvase V. E. así declararlo, pidiendo a la vez informe al es- 
presado Superior Tribunal de Jujuy. 

Eduardo Costa. 
Buenos Aires, Agosto 11 dtt 18í*7. 

Suprema Corte: 

En vistadel incidente que el señor Quicrolo pone en conoci- 
miento de V. E. ( cumple pedir también a su respecto informe al 
Superior Tribunal de Jujuy. 
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lluros Aires, Diciembre Pde 1887. 

Suprema Corte; 

Se pretende que el nombramiento de Asesor hecho por el Supe- 
rior Tribunal de la Provincia de Jujuy, en la persona de un Mi- 
nistro del Poder Ejecutivo, es contrario á la Constitución déla 
espresada Provincia, y á la Constitución nacional, por cuanto 
ataca, t,e dice, y anula la división ó independencia de los tres 
poderes, que es la base de nuestras instituciones. 

En cuanto á lo que se refiere á la Constitución de Jojuy, es 
cuestión que debe ser ventilada y resuelta dentro de la esfera 
de sus mismas autoridades. La misión de V. £. está limitada á 
conservar en toda su integridad la Constitución de la nación 
ante las disposiciones de los poderes de Provincia, que pudieran 
torcer y desvirtuar su inteligencia. 

canee que se le atribuye. teng* el al 

En ninguno de sus artículos establécela Constitución esta di- 
visión de loi poderes, si bien de su contesto, fácilmente se dos- 
prende, j es doctrina umversalmente admitida. 

Por el artículo 1% la Nación Argentina adopta para su gobier- 
no, la forma representativa republicana federal, y por el arti- 
culo 5-, garante á cada Provincia el goce y ejercicio de las insti- 
tuciones que se diere, bajo el sistema representativo republi- 
cano. 

No se alcanza cómo por la comisión conferida á un Ministro 
para ilustrar el juicio de un Tribunal en un asunto contención 
desaparezca Mt* forma representativa republicana. El Lecho no' 
os correcto, sin duda alguna, e S ineonveníeote, vicioso, si se 
quiere, y fuera de desear no se repitiera , pero, está muy lejos 
de destruir el sistema republicano, según se pretende 
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Es bien sabido que la división absoluta nos llevaría al predo- 
minio del poder más fuerte sobre los otros dos, lo que traería lue- 
go sn destrucción y el despotismo. 

Las verdaderas garantías se encuentran en aquella combina- 
ción que mejor concille la independencia necesaria con la vigi- 
lancia y el control que cad i poder debe ejercer, respectivamente, 
sobre los otros. 

Está, pues, muy lejos de ser un defecto y menos un vicio ra- 
dical, que un poder ejerza funciones qun por su naturaleza de- 
bían corresponder á otro. Así vemos que el Poder Legislativo 
juzga á los miembros del Ejecutivo y Judicial, y que el Judicial 
deja sin efecto las leyes dd Legislativo. 

Es indudable que es á todas luces inconveniente y peligroso, 
como he dicho, que los que ejercen un poder participen de las 
funciones de otro; que los Jueces tengan asiento en las Cima- 
ras, por ejemplo, ó los Ministros asesoren á los Jueces. 

m en nno ni en otro caso t puede, sin embargo, considerarse 
destruido el sistema republicano, que es loque únicamente ga- 
rántela Constitución á los gobiernos de Provincia. 

Sírvase V. E. declarar improcedente eJ recurso. 

Eduardo Costa. 
FÉU* de I» Suprema Corle 

Buenos Airea, Abril 12delH88. 

Vistos en el acuerdo : No afectando los hechos que fundan el 
presente recurso, los principios sobre que se basa la forma re- 
publicana de gobierno, ni hallándose comprometida por ellos 
ninguna cláusula de la Constitución Nacional. 

Por tanto, y alentó lo espuesto y pedido por el señor Procura- 
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dor Genera] en so precedente vista, y lo dispuesto por el artícu- 
lo catorce do la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Xacionales, no ha lugar a] presente recurso; y remítanse 
estas actuaciones, prévia reposición de sellos al Superior Tri- 
bunal de Justicia de Jujuy.para que las mande agregar á sus 
antecedentes. 



KLMAMIS VIGTORICA. — l LADISLAO 

frías (en disidencia). — Fede- 
rico IBARCCREK. — C. 8, DE LA 
TORRE. -SALUSTIAKO I. ZA VALIA 



DISIDENCIA 



Vistos en el acuerdo : resulta que, acusado el recurrente, Lá- 
zaro Queirolo, por Benito Cicarelli, por hurto, tentatita de ase- 
sinato y otros delitos, ante la justicia de la provincia de Jujuy, 
y absuelto en V y £' instancia, el Superior Tribunal de Justi- 
cia, ante quien apeló el acusador, nombró de Asesor para la reso- 
lución de la causa, al Dr. D. José M. Carrillo, Ministro General 
del Gobierno de aquella Provincia. 

El acusado recusó al Dr. Carrillo, esponiendo que este no po- 
día ser í la vez Asesor, por ser incompatible é inconstitucional la 
reunión en una persona de las funciones del Poder Judicial y 
del Poder Ejecutivo, y que la base fundamental de nuestro síste- 
raade gobierno, es la independencia de los tres poderes públi- 
cos, Lejisiativo, Ejecutivo y Judicial, citando en su apoyo los 
artículos i» y 5« de la Constitución Nacional y el artículo 69 de 
la de la Provincia. 
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El Tribunal no hizo lugar al recurso, fundándose en que la 
Constitución y leyes de la Provincia, no prohiben á los Minis- 
tros ser Asesores especiales, y á los Tribunales, nombrarlos, sien- 
do práctico atender solo á las prohibiciones espresas, por consi- 
derarles de orden público, como las urgentes necesidades públi- 
cas y la escacez de vecindario, lu que, sin duda, tuvieron en 
cuenta los autores de la Constitución para disminuir las prohi- 
biciones y dar lugar á ciertos nombramientos, que aunque in- 
directamente, se oponen al verdadero sistema republicano, no 
perjudican al orden público ni al particular, y en que el nombra- 
miento de Asesor especial en un abogado que sea miembro del 
Poder Kje< utivo, uo afecta lu independencia del Poder Judicial, 
desde quo el Juez no esta obligado a seguir su dictamen, y te- 
niendo facultad de nombrarlo, sí acepta aquel, se asimila en su 
responsabilidad. 

Apelado este auto para ante la Corte, no se hizo lugar al recur- 
so, habiéndose entonces interpuesto directamente ante ella, y 
estando pendiente, se ha pronunciado por dicho Superior Tribu- 
nal, sentencia definitiva en el juicio, conforme al dictámen del 
Asesor nombrado, por la cual se revocan Jas sentencias de i m y 2' 
instancia á favor del acusado, y se le condena á la pena de dos 
años de prisión, quinientos pesos de multa, indemnización de 
daños y perjuicios y pago de las costas. Con este motivo, el acu- 
sado ha apelado ante la Corte, de dicha sentencia, alegando los 
mismos fundamentos en que apoyó su anterior recurso, 

Y considerando : que en esta causa se ha puesto en cuestión 
la inteligencia de varias cláusulas de la Constitución Nacional, 
relativas á uno de los puntos más importantes del gobierno re- 
publicano, cual es, la división d independencia de tos poderes 
públicos, i Ja decisión ha sido en contra, fundada en disposicio- 
nes provinciales, que se ha alegado son repugnantes á la misma 
Constitución; y que, en tales casos, según el artículo !4 de la 
ley sobre jurisdicción y compotencia de los Tribunales Naciona- 
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los, inciso 2» y 3\ son apelables para ante esta Corto las senten- 
cias definitivas pronunciadas por los Tribunales Superiores de 
Provincia. 

En su consecm ncia, de acuerdo con el dictamen del Procurador 
General, de foja 33, decláranse procedentes los recursos mencio- 
nados, y pjdase al Superior Tribunal de la Provincia de Jujuy re- 
mita losautos, con citación y emplazamiento del acusador para 
que comparezca á estar á derecho en esta cau<a en el término 
de ley. Y proveyendo á la solicitud que contiene el escrito de 
foja "G, siendo ya la oportunidad de nacerlo, como se previno en 
el auto de foja 82, y habiéndose declarado procedentes loa 
recursos interpuestos, suspéndase todo procedimiento en el jui- 
cio criminal contra el referido Queirolo, dirijiéndose para el 
cumplimiento de esta resolución el correspondiente oficio al Su- 
perior Tribunal de Jujuy ; y repóngase el papel. 

ÜLADISLAO FRIAS. 



DISIDENCIA 

Vistos y considerando : que el recurso de que se trata se ha 
deducido contra un auto interlocutorio que no tiene fuerza de 
definitivo, ni resuelve cosa alguna sobre el fondo de la causa; 
que aunque se ha protendido deducir el mismo recurso contra la 
sentencia definitiva, no es mis que la reproducción del primero, 
con el mismo fundamento y sin que la sentencia contenga reso- 
lución alguna contraria ¿la Constitución, los tratados ó leyes 
del Congreso, ni contra derecho alguno fundado en ellos; y atento 
lo dispnesto en el artículo H de la ley de U de Setiembre de 
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1863, sobre jurisdicción y competencia do !o3 Tribunales Nacio- 
nales, su declara improcedente el recurso, y remítanse estas ac- 
tuaciones al Tribunal Superior do Jnjuy, previa reposición du 
sellos, 

SALGSTtATfO J. ZAVALU, 



CAUSA XXAIX 



Contienda de computaría cafn* *>t Jn *z F • / >rat </" U t' tfutat y 
el de la Sección de Córdoba, en ta eam i de //. íhneíicto \o- 
villo, contra 0* EUmishvt S traína de Luna ; sobre venta de 
una casa sita en Córdoba . 



Sumario. — Corresponde al Juea del domicilio del deman- 
dado, el conocimiento de la acción de compra, aunque la cosa 



Caso. — D. Benedicto Novillo, vecino do Córdoba, demandó 
ante el Juez Federal de esa Sección a O" KstanUlaa Saravn de 
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Luna, vecina, y domiciliada en la Capital» para que fuera con- 
denada á escriturarle tina casa sita en Córdoba, que dicha se- 
ñora le había vendido m 8000 pesos, segim cartas que acompa- 
ña ba, 

Citada la S fi de Lumi, promovió contienda de competencia 
ante el Juez Federal de la Capital, sosteniendo que debía ser 
demandada ante £1, por ser en la Capital su domicilio. 

El Jues; Federal de la Capital, una vez justificado este he- 
cho, aceptó la contienda, y libró al úv Córdoba oficio inhibi- 
torio. 



AITQ DEL JL'tZ F El) L II AL, DE C0HW)11A 

Autos y vistos : la contu nda de competencia deducida por la 
parte demandada en este juicio, y el pedimento de S. S. el 
señor Juez Federal de la Capital, Dr. Tedia, recaído sobre ella, 
solicitando á este Juzgado la remisión úo los autos por haber 
dado como acreditada, sin perjuido, la competencia de aquel 
Tribunal para conocer eii esta cuestión. 

Considerando : \° Que la demanda entablada por el Sr. Be- 
nedicto Novillo contra la es presada señora, versa sobre cum- 
plimiento de un contrato de compra-venta de inmuebles, adu- 
ciendo como prueba de) mismo unas cartas de dicha señora, en 
que dice le manifiesta su conformidad en la cosa y en el precio, 
y su propósito de venir a esta ciudad á otorgarle la escritura, 
caso qne do pudiera hacerlo el Dr. Pedro iloüua domiciliado 
en esta, su apoderado. 

2 tt Que la demandada, al pretender ser juzgada en Buenos 
Aires, su domicilio, se funda en que, en caso de estar obligada 
á vender la casa ¡i Novilln, su obligación siendo de hacer, se 
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resoltaría en daños y perjuicios que deben serle exigidos cu su 
domicilio. 

3 o Que sin emitir juicio sobre la eficacia de este contrato por 
curtas, para producir obligación por parte de la demandada, 
está justilicado por lo menos semi-plenamente con el jukiu peri- 
cial de foja..., que caso que esas caitas importen un contrato 
obligatorio para ella, habiendo manifestado en las mismas su 
propósito de venir á cumplirlo en esta, habrían fijado esplícita- 
mente esta ciudad como lugar de su cumplimiento. 

4 o Que prescindiendo de esta consideración, se puede suponer 
implícitamente lijada esta ciudad como lugar del contrato, desde 
que precisamente en esta debía hacerse la escritura pública 6 su 
protocolización para que el título de adquisición de ese bien raiz 
fuer eficaz, pues la Exina, Suprema Corte tiene resuelto que 
la trasmisión de bie»"* en cada uno de los Estados, debe hacerse 
según las leyes y solemnidades del mismo Estado, para ser vá- 
lidas; reputándose, dice Savigny, rol untariaiuente sometidas 
lus partes a seguir las leyes y solemnidades del Estado en quo 
se encuentra la cosa; (art. 10", Cód. Civ. ; Fallos de la Supre- 
ma Corle, Serie 2 a , t. 5", pág. 18). 

5" Que por el artículo 17 de la citada hy de 22 de Octubre de 
1869, toda transferencia de bienes raíces debo ser registrada en 
el Departamento Topográfico de esta ciudad, requisito sin el 
cual el título de transferencia no tiene valor alguno. 

6 Ú Que si bienes verdad que la obligación de que so trata im- 
porta una obligación de hacer, también lo es que ella no se re- 
suelve en daños y perjuicios á voluntad de la parte, sinó que 
primero debe ejecutarse la obligación convenida, pues los jue- 
ces pueden para tilo obligar á las partes, y estas no pueden es- 
cusarse, ofreciendo pagar dichos daños y 
y 631 del Cód. CU?.)- 

7 o Porestas consideraciones y otras que se omiten, se declara 
competente este Juzgado para el conocimiento de la presente 
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cansa, debiéndose oficiar á su S. S. el señor Juez Federal en lo 
Civil do la Capital, ron transcripción del presente y adjuntan- 
dolo copia del escrito que antecede, de las cartas de foja... y del 
dictámeu del perito calígrafo, y tugándole se digno avisar si 
continúa actuando el que suscribe ó si insiste en sostener «u 
competencia, para proceder según to establecido en el articulo 
57, Ley de Procedimientos Nacionales. 

C. Moyano (indina. 



AUTO IIKL Jl El PEDE» AL 1>K LA CAPITAL 



Buenos Aires, Seüembm Uh de 1887. 

Autos y vistos: Considerando: i n Que tanto D" Kstanislaa 
S. de Luna, como su demandante ante el señor Juez do Sección 
de la TroTinciade Córdoba, están conformes en que la demanda 
que ha dado origen á la presente contienda de competencia tie- 
ne por objeto exigir el cumplimiento de un contrato de compra- 
venta. 

£ Que por consiguiente, la acción deducida es de las que en 
derecho se califican do puramente personales, porque nace de un 
contrato consensual y su objeto esencial es protejer un dere- 

un axioma jurídico que ti actor en esta clase de 
acciones debe seguir el fuero del demandado, loque sígnificaque 
el Juez competente es el del domicilio de este último, como lo 
ha decidido la Corte Suprema en repetidos casos, á menos que 
los contrayentes hayau establecido un domicilio especial, en el 
instrumento del contrato. 

&° Que según el articulo 1212 del Código Civil, el lugar del 
cumplimiento de los contratos, que en ellos no 
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nado 6 do lo indicara La naturaleza de la obligación, es aquel en 
que eleontrato fué hecho, y suponiendo que haya un contrato 
por cartas, con relacim a la S r * de Luna y alas obligaciones que 
buya coutraido t debe entenderse celebrado en el lugiii doude 
aquellos lo han firmado y tiene su domicilio, cuando, por otra 
parte, no aparece implícita ni espiícitameute designado un do- 
micilio especial. 

5 o Que las consideraciones aducidas respecto á la ley que de- 
be regir la trasmisión de bienes raices, son por ahora inoportu- 
nas, poesto que no se trata de la trasmisión del dominio, sino de 
una acción deducida para el perfeccionamiento de un contrato 
consensúa!, á lo que, por otra parte, hay que agregar que su eje- 
cución en esta Capital no es un obstáculo para que se cumpla, 
en el lugar donde están situados [m biono», Jas leyes que rigen 
su trasmisión, una vez que el contrato sea llevado ;i debido 

Por estas consideraciones, este Juzgada resuelve insistir en 
su inhibitoria. En consecuencia, coumuíquese esta resolución al 
señor Juez de Sección de la Provincia du Córdoba, á lia de que 
remita á la Suprema Corte los autos que ante ¿I penden, y elé- 
vense los presentes á la misma, con el oücio de estilo. Notif ¡queso 
original. 

I i ni i lio M. Tedin, 

VISTA DEL SESOR PUOCUIUOOK CEJE UAL 

Uueooá Aires, Noviembre ¿ dt; 1887. 

Suprema Corte : 

Admitiendo que las cartas de fojas 2 y 3 importen un con- 
trato de venta, siempre resultará que la acción se dirije al cum- 
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plimientode la obligación do vender, que se supone haber con- 
traído la señora que las firmó, y esto no importa otra cosa que 
el cumplimiento de una obligación personal. El fuero lo deter- 
mina en tal ca^o, no es necesario decirlo, el domicilio de la parte 
demandada. 

La escritura no es sinó nn accidente, ó si se quiero, la conse- 
cuencia del juicio, si se declarase que la S ri Luna estaba obli- 
gada á otorgarla ; y no es exacto qne deba precisamente tener 
lugar el otorgamiento en Córdoba, pues bien podría estenderso 
en esta Capital, para ser protocolizada en el lugar de la situación 
del bien Tendido. 

Mo inclino por esto, á la competencia del Juzgado do esta Ca- 
pital. 

Eduardo Costa. 




Buenos Aires, Abril 12 de 1 888. 

con lo espuesto y pedido por el señor Pro- 
en el dictamen de foja cincuenta y dos, y por 
los fundamentos concordantes del auto dictado por el Juez do 
Sección de la Capital, sedeclara ine es este el Juez competente 
para conocer en la causado don Ueuedicto Novillo, contra doña 
Estanislaa S, de Luna, sobre cumplimiento de contrato; y pá- 
sensele los autos, avisándose al Juez do Sección de la Provincia 
de Córdoba, con el correspondiente oüeio. Kcpóugause oportu- 
namente loá sellos, 

RESIAMIS VICTOMCA. — ULADlSlAO 
FRIAS. — FfcUERlCO IOARCCREPÍ. 
— C S. ÜE LA TORRE. — SALUSTIA- 
NO J. /.A VA LIA. 

T. til 
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CAL-MA 



La Municipalidad de ta Capital contra doña Isabel A. de 
Elortondo, sobre expropiación : por inconstitucionalidad de 
ía ley de :u de 



Sumario.— La ley del Congreso, de 31 de Octubre de 1884, au- 
torizando, desde la plaza de Mayo hasta la calle de Entre Rios, Ja 
apertura de una avenida de treinta metros de ancho, en las man- 
zanas comprendidas entre las callea Rivadaria y Victoria, es 
inconstitucional en la parte en que autoriza la espropiacion de 
las fincas y terrenos afectados por la apertura de dicha avenida, 
escediendo del ancho destinado á la misma. 



Coso.— En cumplimiento de la ley de 31 de Octubre de 1884, 
sobre apertura de la avenida de Majo entre las calles Kivada- 
via y Victoria, el Procurador Municipal pidió la espropiacion 
de la casa calle del Perú X o * U, 16 y 18 perteneciente ála Sra. 
D a Isabel A. de Elortondo. 

La propietaria opuso que solamente estaba obligada á vender 
la parte de su finca necesaria para la apertura de la avenida, y 
no toda la finca, día parte de ella que eacedfi de la línea do 
los 30 metros destinados á la avenida. 
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Falla del 



Buenos Aires, Noviembre 12 Uc 18SG. 

Y vistos: estos autos iniciados por el Procurador Municipal 
contra la Sra. D* Isabtl A. de Elortondo, en cumplimiento de la 
Ley de Noviembre 4 de 1884, oídas las partea en juicio ver- 

nal 



Y considerando : I o Que las objeciones opuestas á la espro- 
piacion, solicitada por la Intendencia Municipal, de toda ta pro- 
piedad déla Sra. de Elortondo, se reducen á que la Lev de No- 
viembre 4de 1884 no autoriza laespropiacion de las propiedades 
sino* en la parte que tonga que ocupar ta Avenida de Mayo, cuya 
construcción ha sido declarada de utilidad pública; quelaL.y 
de Setiembre 13 de 1866, a que se refiere la anteriormente citada 
de 1884, solo permite la ocupación de ios bienes provinciales y 
de propiedad particular indispensables para la construcción de 
las obras, cuya utilidad pública ha sido previamente declarada 
por una ley ; y finalmente, que si las citadas leves comprendie- 
sen en sus términos la facultad de espropiar bienes que no han 
de ser ocupados perla obra en cuestión y cuya apropiación se 
hace con el confesado propósito de obtener por su enageuacion 
un provecho en favor déla Municipalidad, serían inconstitucio- 
nales como contrarias al principio de la inviolabilidad de la pro- 
piedad, consagrado por el artículo i7 de la Carta Fundamental. 

2' Que es inútil entrar á un exáraen detenido de los términos 
de las disposiciones legales ya citadas, desde que una y otra lo 
son tan esplícitas que no dejan duda sobre su inteligencia: «las 
lincas y terrenos que resulten afectados por la apertura de la 
espresada Avenida», dice la ley de 1884; y la de 1866: «aquellos 
bienes del dominio provincial ó de particulares, cuya "ocupación 
se requiera para ejecutar obras de utilidad nacional.. En el pri- 
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mor caso no se comprendería por qué la ley habría hecho aso do 
la frase genérica resulten afectados, cuando su alcance solo era 
del terreno ocupado porlaAvenida r yen el segundo, por qué al fijar 
la regla se refiere al terreno que se requiera si las necesidades de 
cada taso no habían de ser la medida de la espropiacion. 

3° Que establecido que las ley s que determinan la espro- 
piacion en este caso autorizan á la intendencia Municipal á ex- 
propiar, no solo el terreno que debe ocupar la Avenida proyec- 
tada, sino el todo de los terrenos y lincas afectados por ella, 
resta solamente traer á consideración si sus disposiciones están 
en contradicción con la Constitución, que es la ley suprema de 
la Nación. 

4° Que el artículo M contiene á la tez el principio de la in- 
violabilidad de la propiedad y la espropiacion por cansa de uti- 
lidad pública, quedando de esta manera consignados en el mismo 
artículo el principio general y su limitación consiguiente, y per- 
fectamente detiiiido lo que constituye la garantía con que la 
Constitución ha querido asegurar el goce tranquilo de la pro- 
piedad: t la espropiacion debe ser calificada por ley y previa- 
mente indemnizada*. La discreción de los poderes cu leg i si ado- 
ros y la indemnización del propietario, son elementos más que 
suficientes para asegurar con fundamento que la propiedad ea 
inviolable en todo el territorio de la Nación, ó por lo menos, no 
sería posible encontrar parte alguna en que estuviese rodeada 



los particulares, es evidente que corresponde ¿la ley á dictarse 
en cada caso fijar la esprupiaciou en la extensión que sea nece- 
saria para servir la utilidad pública, único limite lijado por la 
Constitución misma. 
6" Que las Ivyesque dicte el Congreso, haciendo uso de la 
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discreción que le confiere la Constitución en estos casos, no 
rueden ser atacadas |>or inconstitucionales, pues los argumen- 
tos en este sentido tenderían á demostrar que no habría iitili- 
dad publica en tosotr.s que las motivan, siendo, por otra parte, 
un punió decidido por la Suprema Corte en sus fallos registra- 
dos en la página 31 f, tomo 4», Sene |\ y página 67, tomo 6", 
Serie i" de la colecciun ; y 

7" Que tampoco sería obstáculo á la constitucional idad de las 
leyes citadas, el que por ellas ge autoriza laespropiacim de ter- 
renos que no van á ser ocupados por la Avenida, y que, vendidos 
en seguida de realizada esta, van á dejar un provecho en favor 
de la Municipalidad, siendo por consiguiente en perspectiva de 
un negocio y no por la utilidad pública que se hace la expropia- 
ción, pues tales provechos una vez indemnizados ampliamente 
los propietarios, representan úiiirament i el mejoramiento pro- 
ducido por la Avenida proyectada, y la legitimidad de este pro- 
vecho se demuestra por la disposición del artículo 15 de la ley 
de espropiacion de J8tít> y decisiones de la Corte Suprema, pá- 
gina 1G8, tomo II, Serie 2\ 

Por estos fundamentos: fallo no haciendo lugar á las escep- 
ciones deducidas en c4e juicio por la parte de la Sra. Isabel A. 
de Klortondo, decía ando que la Intendencia Municipal está 
debidamente atitori ada por ley de Noviembre 4 de i88i, á os- 
propiar toda la fin* ido la calle Perú números 1 i, tOy 18, per- 
teneciente ú la demandada, por encontrarse afectada por la traza 
de la Avenida proyectada. Kn su consecuencia, comparezcan las 
partes a efecto de nombrar los peritos que deberán avaluar el 
monto de la indemnización á pagarse por la espropiacion en el 
caso de no arribar A lijarlo de mutuo acuerdo, designándose el 
día del primer jueves hábil siguiente á la ejecución do extn len- 
tencia, á la una do la tarde, llágase saber uotilicáudose con el 
original, 

Andrés ! '(/arriza > 
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Suprema Corle: 



Los términos del artículo 5" déla ley sobro la Avenida do Ma- 
yo, origen de esta cuestión, son, d mi juicio, tan claros y esplf- 
citos t que admiten ser diversamente interpretados. 

c Se declara de utilidad pública, dice aquel artículo, y so au- 
toriza laespropiacion de las fincas y terrenos que resulten afec- 
tados por la apertura de la espresada Avenida. » 

Si la ley hubiera querido limitar la espropiacion á la parte 
indispensable para ta vía, lo hubiera establecido claramente y 
en términos precisos. Mucho más, cuando la duda surgió en la 
discusión. Por f fincas afretadas > no puede, así, entenderse 
otra cosa, en el sentido do la ley, que aquellas que ocupare la 
. venida en una porción cualquiera. 

Afectar, no es tomar ú ocupar en su totalidad una coaa, se- 
gún se pretende. Si la Avenida toma una finca entera, á nadie se 
le ocurrirá decir que tal finca ha sido afectada; si solo toma 
una parte, á cualquiera se le ocurro que esa finca está afectada, 
tocada, comprometida por la Avenida, y la primera de las reglas 
do interpretación es que las palabras de la ley debe j &er toma- 
das en el sentido en que son generalmente usadas. 

SÍ tal es la inteligencia de la ley, se dice, y es esta la cues- 
tión principal, stnó única en este caso ; ú el hecho de tomar la 
Avenida una porción de una finca, autoriza la ocupación del todo, 
la ley, en esta parte, es contraria & la prescripción constitucio- 
nal qie declara inviolable la propiedad. 

El señor Juez de Sección, muy oportu ñámete observa que es 
esta ya cuestión resuelta entre nosotros por la autoridad reco- 
nocida como único y último interprete de la Constitución. 
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Es bien sabido, en efecto, que las leyes que autorizaron el 
camino de fierro i Córdoba, autorizaron también la espropia- 
cion de una legua á cada lado de la vía ; y no es menos sabido 
cual fué la resolución en las diversas cuestiones que surgieron, 
con respecto á su constituciorialídad. 

cEstas leyes, dijo V. E., no pueden ser objetadas, ni discuti- 
da su constitucipnalidad ante las Tribunales, por razón de error 
en la clasificación de la utilidad pública en qué se funda ei de- 
recho de espropiacion, porque el artículo 17 de la Constitución, 
disponiendo en su inciso 2", que la espropiacion sea autorizada 
por ley, libra á la discreción esclusiva del Congreso, el juicio 
sobre la utilidad pública en los casos ocurrentes ; y es notorio 
además, que sin la concesión de tierras no hubiera sido reali- 
zable la construcción del Ferro-Carril, obra de una eonvenien- 
cie evidente para el progreso y aún para afianzar la paz y la 
tranquilidad de la República >. (Serie 1', t. 4*, pág. 3H; t. 6 a , 
pág. 67). 

Sí la ley ha declarado que es de utilidad pública la apertura 
de la Avenida de Mayo y ha juzgado que ella no podría llevarse 
á efecto sin la espropiacion de Las fincas afectadas, cómo no 
habría podido realizarse el Ferro-Carril de Córdoba sin las dos 
leguas laterales, la ley de la Avenida no puede, pues, ser objeta- 
da, ni discutida su constUucioualidad en uno ni otro caso; y si 
bien la utilidad no es perceptible en igual grado en ambos, la 
medida bastante á autorizar su declaración, es del resorte es- 
clusivo del poder a cuya discreción ha confiado la Constitución 
la facultad de hacerla. 

Objétase a este razonamiento, á mi entender, tan sencillo 
como concluyen te, que no es compatible con la índole de nues- 
tras instituciom i que un derecho consagrado por la Constitu- 
ción pueda considerarse sin garantía eu los Tribunales de Jos* 
tícin ; obsérvase, además, que no se concilia con los principios 
de justicia que la espropiacion de una parte autorice á tomar el 
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resto, que no es necesario para la obra, sin más objeto que lu- 
crar con ello; y se pretendo, por último, apoyar estas conclusio- 
nes en la autoridad de autores respetables. 

No obstante qu$, como se ha visto, es esta cuestión resuelta 
por V, E., considero de interés no dejar sin respuesta aquellas 
objeciones, y ha de permitirme V. E. me detenga con este mo- 
tivo en algalias consideraciones generales en materia tan nuera 
como de palpitante actualidad. 

La supremacía del Estado sobre la impiedad privada, A que 
Groc'odióel nombre de dominio eminente, esto es, la facultad 
de apodtrfirse el soberano de la propiedad particular, cuando la 
necesidad ú vi bien público lo requiere, es inherente a la sobe- 
ranía y no nace de la ley, que solo la Umita y reglamenta. 

« Al mismo tiempo que los romanos proclamaron la inviola- 
bilidad de la propiedad, observa el eminentu jurisconsulto Ro- 
magnosi, sancionaron también la espropiacion por cansa de 
necesidad pública. * 

Si de la legislación romana, fuente del derecho, descende- 
mos á nuestros dias, fácil sera darnos cuenta del camino recor- 
rido. 

La famosa declaración de los derechos del hombre, de !a revo- 
lución francesa, reconocía todavía la necesidad como causa efi- 
ciente de la espropiacion. « La propiedad es inviolable y sagra- 
da, decía en su artículo 17, y nadie podrá ser privado de ella, 
salvo cuando la necesidad pública, legalmente reconocida, lo 
eiija evidentemente, y a condición de una justa y prém indem- 
nización >. 

El Código de Napoleón, pocos ano i después, sustituyó la ca- 
li ücacion do necesidad por la de utilidad, y esta modificación 
al principio romano ha sido incorporada á la legislación de to- 
das las naciones. * La propiedad es ¡nviotab.", dice nuestra 
Constitución, y la espropiacion por causal de utilidad pública 
debe sur calificada por ley y previamente íuJiroaizada ». 
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Como se té, la ley, al requerir solo la utilidad y no la necesi- 
dad, ha dado el primer paso eu el sentido de facilitar la expro- 
piación do la propiedad particular á las conveniencias pú- 
blicas. 

Tero ¿ qué d.-be entenderá p^r utilidad pública? He ahí la 

Las exigí ncias, los gustos, las tendencias de la sociedad, en 
nuestros dias, son tan múltiples j varias, que es imposible de- 
finirlos. 

En una población que carece de es-Mielas, por ejemplo, la 
construcción de un teatro sería fuera do propósito ; pero dejaría 
de serlo en una ciudad rica y populosa» que necesita distraccio- 
nes y atrae la concurrencia do estrungeros. Una plaza de toros 
sería una abominación en Inglutera, y un motivo de felicita- 
ciones en España, 

Por esto, ni los profesores del derecho ni las cortes de jus- 
ticia han acertado á encerrar eu una fórmula concreta qué es 
lo que deba rntenderse por utilidad pública. Bien se alcanza que 
todo aquello que satisface una necesidad generalmente sentida» 
ó tas conveniencias del mayor número, es de utilidad pública. 
¿D¿nde principia, empero, la necesidad y concluyen las con- 
veniencias ? 

En la imposibilidad de definirlo la ley, por prolija que fuera, 
y puesto que en alguno había de ser depositada esta misión, ha 
debido serlo en el poder que, por la naturaleza de sus funciones 
y la renovación periódica de su mandato, está en más inmedia- 
to contacto con el pueblo, y puede apreciar mejor sus conve- 
niencias y sus necesidades. 

Esta conclusión es de por sí tan evidente, quñ no necesita ser 
demostrada, de muñera que si la materia de es pro p i ación pue- 
de dar lugar ii cuestiones delicadas y de difícil solución, nadie po- 
ne por un momento en duda que la facultad de espropiar es esen- 
cialmente política y csclubivadelPodeTLegisIíitivo. La ley háse 



í7 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

limitado á fijar dos estreñios: la utilidad pública; la indemni- 
zación prévia. Dentro do el los, la discreción legislativa no re- 
conoce límites, ni puede ser objetada ante los Tribunales de 
Justicia, los que solo serían llamados á interveuir toda vez que 
la Legislatura, salvando aquellos estremos* decretase la espro- 
piacioo de la propiedad de Juan, para darla ú l'edro, palpable- 
mente sin relación á uso público alguno ; ó nu acordase iudem - 
libación de ningún género. 

En esa inteligencia, observaré que no es eiaeto que la facul- 
tad eselüsiva y en la estensiou que umversalmente so atribuye 
a" la Legislatura, deje á la propiedad sin la garantía que la Cons- 
titución acuerda á todos los derechos. 

Si la Legislatura, empero, ha declarado que el uso á que la co- 
sa espropiada se destina, es de utilidad pública ; 6 si este uso 
fuera de tal manera dudoso que los Tribunales no puedan deci- 
dir quo no lo sea en la medida ó capacidad bastante á justificar 
la expropiación, el juicio de la Legislatura debe prevalecer en- 
tónces como üual y coucluyente. (Üiíton, Muh. Corp., pág. 501 
y 595). 

Las aspiraciones y tendencias de la sociedad moderna que, 
como se ha visto, han sustituido á la necesidad, la utilidad, 
vienen ejerciendo también su influencia en ta manera cómo ba 
de ser calificada esta utilidad pública, y fácil os observar que 
cada dia recibe una interpretación raásámplia. 

Fuerza es reconocer con esto motivo que las relaciones de co- 
mercio y la rapidez y frecuencia de las comunicaciones, siempre 
crecientes, han establecido una solidaridad entre todas las na- 
ciones y creado obligaciones recíprocas, desconocidas antes. 

La falta absoluta de higiene en las naciones del oriente 
ha causado á la Europa, ni este solo siglo, perjuicios in- 
calculables, con las invasiones periódicas del cólera, sin recor- 
dar otras pestes más mortíferas, en los anteriores. Y si la inten- 
sidad del mal no hubiese declinado, es muy posible que la ac- 
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cion colectiva de laa primeras potencias hubiera obligado á loa 
pueblos de donde venía, á mejorar sus condiciones higiénicas, 
para cortarlo de raíz, como alguna vez se pensó. 

Kstá reciente el recuerdo de la perturbación que causó entre 
nosotros la invasión del cólera, debido A las pésimas condicio- 
nes higiénicas de algunas ciudades de Italia, especialmente de 
Ñipóles. 

La necesidad de mejorar estas condiciones, para no ser un 
peligro para los demás, ba adquirida por esto entre los pueblos 
civilizados el carácter de una obligación internacional. 

En el seno de las mismas ciudades, construidas al acaso, y 
sin la más remota noción dejas exigencias de la vida actual, el 
mejoramiento de la higiene se impone por el instinto de la pro- 
pia conservación. 

Los progresos do la ciencia permiten boy aceptar como un 
axioma, que de los lugares infectos en que vivm apiñados seres 
humanos, en el desaseo y la miseria, surgen ¡os gérmenes per- 
niciosos que llevan la muerte á las moradas en las mejores con- 
diciones de higiene. 

Después de pintar el Dr. Jtawsin. con la viveza característica 
de su palabra, el cuadro de desolación que presentan los pala- 
cios de los ricos, invadidos por las emanaciones mortíferas de los 
hormigueros humanos que viven y mueren á su lado, resume su 
pensamiento en esta forma: « Este cuadro, dice en su estudio 
sobre los conventillos, parece una fantasía ; es, sin embargo, la 
fiel traducción de los hechos, como los estudia la ciencia y los 
confirma la esperiencia. Y si esto es así, la sociedad entera, los 
ricos y los poderosos, lo mismo que los pobres y desgraciados, 
están solidariamente interesados en suprimir con todas susfuer- 
zas esos focos de infección, que desde las profundidades de la 
miseria enrían la muerte paracastigar la indiferencia de los que 
viren en la opulencia de las capas sociales superiores ». 

No es, pues, de estrañar que una de las primeras preocupa- 
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ciernes déla actualidad sea el mejoramiento de las condiciones 
higiénicas, especialmente de las grandes ciudades, ni menos, 
que estas ciigcncias, desconocidas antes, layan hecho sentir su 
influencia en la legislación, dando un alcance m¡ía lato á lo que 
duba entenderse por utilidad pública. 

Desde luego, ocupa el primer lugar todo cuanto se relaciona 
con la viabilidad, y fácilmente abraza otros objetos á cuyo res- 
pecto la utilidad pública es menos perceptible. Las Cortes de 
Justicia de los Estados Unid ns, por ejemplo, han reconocido en 
repetidas ocasiones, como casos do utilidad pública, una escuela, 
una plaza, un parque, un molino, un cementerio y aún un 
teatro. 

Era asimismo de esperarse que al ampliar la ley los casos do 
espropiacion, ampliara á la vez los medios para la ejecución de 
las grandes obras, que doblan ser la consecuencia obligada de 
aquella mayor facilidad, y así ha sucedido. 

Ya el artículo 51 de la ley francesa de 3 de Mayo de 1811, 
que es fundamental en la materia, estatuía: que si la ejecución 
de los trabajos debía procurar un aumento de valor inmediato 
y especial al resto de la propiedad, este aumento sería tomado 
en consideración al estimar el importe de la indemnización. 

La leyde26de Marzo de 1859, dictada bajo el segundo Im- 
perio Francés, autorizó la espropiacion de la totalidad de las 
fincas afectadas, cuando Jas partes restantes no fuesen de una 
estension ó de una forma bastante á la construcción de edificios 
en condiciones de salubridad. 

Bajo el régimen de esta ley, ha podido la Municipalidad de 
Paria realizar la espropiacion llamada por zonas, hoy la más 
preconizada, abrirlas grandes avenidas de que so ufana, y cos- 
tearlas en parte con la venta de los sobrantes ú uno y á otro Jado. 

Este procedimiento fué seguido por UéJgica y por Italia, 
yendo esta última aún más allá en la amplitud que acuerda al 
espropiante. 
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La ley de 25 do Julio do 1865, dictada bajo el reinado de Víc- 
tor liarme! II, autoriza, no ya la apropiación por zonas, sinú 
la cotización, es decir, la imposición de las cuotas con que cada 
propinad colindante debe concurrir. 

«Cuando de la ejecución de la obra, dice el artículo 41 de 
aquella ley, se derive una ventaja especial é inmediata á la 
parte de la finca no espropiafia, esta ventaja será estimada y 
deducida de la estimación de la espropiada, 

■ Cuando en la ley que declara de utilidad pública una obra, 
agrega et artículo 77, se imponga d los propietarios de loa 
bienes colindantes ¿ contiguos, la obligación de contribuir á la 
ejecución, en razón del mayor valor que vienen á adquirir su 9 
propiedades, y no se determina en la misma ley la medida de la 
contribución, se observarán las disposiciones siguientes: 

f La cuota para cada propietario debe ser igual a la mitad del 
mayor valor resultante de la ejecución de la obra, y se pagarán 
por décimas partes al abonarse cada ano la contribución di- 
recta.» 

Con arreglo á estas sabias disposiciones, se procede en la ac- 
tualidad á las grandes mejonts de la ciudad de Jionia, y al sanea- 
miento de la de Ñapóles, abriéndose anchas avenidas por todos 
lados. 

El espíritu eminentemente práctico de los Americanos del 
Norte, había anticipado de medio siglo esta solución á los grandes 
problemas de la edilidad moderna, sin la que todo progreso fuera 
imposible, salvo el recurso más espeditivo, que se atribuye i 
Nerón, para proveer á una mura edificación déla antigua Roma. 

Los «¿trechos límites del distrito de Columbia y Ja creación 
tan reci.nlede la ciudad de Washington, no han requerido la 
ejecución de grandes obras m Territorio Federal, ni ha sido la 
política del Gobierno do !a Nación ejecutarlas en los Estados, 
Son muy escasos los antecedentes que sobre esta materia nos 
suministran la legislación y la jurisprudencia federal. 
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Abundan j sobran, empero, en los Estados cuya fiebre de pro- 
greso es proverbial. 

Terminada .penas laguerrade Ja independencia, la ciudad 
do Nueva-York inició la serie de inmensas mejoras que la han 
elevado al rango ieEmpirc City, según Ja espresion americana 
abriendo calles, avenidas, plazas, parquea sin fin y sin riva- 
les: todo, todo bajo el principio de que, aquellos que reciben el 
beneficio directo é inmediato deben concurrir á la ejecución 
con cotizaciones 6 cuotas (asséssments) proporcionales v equi- 
tativas. Este ejemplo, como era de esperarse, fué seguido por 
todas las grandes ciudades de la üoion. 

Ocuparía sin objeto la atención rlc V. E, recordando las nu- 
merosísimas leyes dictadas solo por el Estado de Nueva-York 
desde ladcaideMarzodelSOQhustalafeohujinvariabremente 
bajo la base de la proporcionalidad, Mo limitaré á hacer men- 
ción de la última de que tengo conocimiento, y que, á la verdad 
no puede ser más reciente, ni dar una idea más acabada del 
sistema, 

Leo en un diario de Nueva- York, de Junio último, lo que 
sigue : 

< La Legislatura del Estado ha espedido, en su última reu- 
nión, una providencia para la locación, adquisición, construc- 
ción y mejora de nuevos parques en Nueva- York. El objeto de 
esa providencia, es satisfacer una necesidad que cada dia sientan 
con más fuerza los distritos densamente poblados de la parte l aja 
de la ciudad. 

€ La tramitación que para el cumplimiento de la ley aludida, 
ae debe seguir, da* una idea clara de los principios observados 
por este país en materia de eipropiacioues para usos pú- 
blicos. 

• La ley autoriza i Ja junta respectiva, que es la de apertura y 
composición de calles, para que vaya estableciendo al sur de la 
calle 155, tantos parques nuevos cuantos juzgue necesarios 
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Una m que haya escogido sitio para cada ano de esos parques, 
la junta debe ocurrir á la Corto Suprema para que designe tres 
avaluadores, que han de ser gentes discretas y desinteresadas 
A estos avaluadores les toca fijar la indemnización que corres- 
ponde á los dueños y a los arrendataria de la propiedad tomada 
para el parque. 

«La junta queda autorizada para determinar dentro de qué 
área» las propiedades colindantes con la tomada para parque 
van á ser beneficiadas por él, y para señalar la porción del 
costo de dicho parque que, en compensaron del beneficio, Ies 
toque d;»r per junto á los respectivos dueños. Los avaluadores 
deben distribuir esa porción entre esos dueños. 

« La autorización más grave, entro Jas de la ley, esladehacer 
demoler los lenemente houses situadas en cualquier sitio, y do la 
ostensión que fueran, en cualquier parte de la ciudad, abajo 
de la calle 155, para el objeto de construir en su lugar un 
parque. ' 

« Las lenemente hous* t que no *<m simplemente casas de al- 
quiler, amó como hormigueros humanos en que dentro de es- 
pacios reducidísimos se amontonan sobre todo para dormir 
muchedumbres en que Ja miseria borra toda distinción de sexos* 
edades, etc., son ciertamentü un peligro para la higiene y la 
moral de la población. 

« Por esto, la autorización para irlas demoliendo á medida 
que vaya siendo necesario, no alarma, y antes sería de desear 
que su demolición se pudiera llevar á cabo simultánea y total- 
mente.» 

Hasta aquí L a América, revista mensual que se publica en 
español en la ciudad de Nueva- York. 

Como se vé, la autorización no puede ser más áüjplia ni más 
látala facilidad para espropiar. 

Tan natural y tan justo encuentra el pueblo de la Unioneste 
sistema, que algunos estados, entre otros Massachusetts, Kan- 
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sas, Indiana, Illinois, lo han incorporado á sus constituciones, 
para colocarlo fuera del alcance de los movimientos transitorios 
de la opinión. 

No han faltado, sin embargo, opositores, como sucede siem- 
pre que un interés particular se siente herido. 

En aquellos Estados en que la facultad en cuestión no estaba 
apoyada por una prescripción constitucional, se ha sostenido 
con frecuencia que era ella contraria al principio universal, de 
que los impuestos deben ser uniformes é iguales para todos. 
Las decisiones de las Portes do Justicia han sido invariable- 
mente en favor de la coustitucionalidad. 

cEsta cuestión, dice la Corte Suprema de Missouri en el caso 
de Palmira v. Mor ton, ha sido discutida con toda proligidad, y 
los principios que con ellu se relacionan, severamente analiza- 
dos en casi todos los Estados en que aquella facultad ha sido 
ejercitada, y está ahora tan firmemente establecido el principio, 
como cualquiera otro do la jurisprudencia americana *. (Por Ki- 
chardson in Pal mi ra v. Mor ton, 25, n* 593, 1857). 

En caso igual decía el Chief Justice de la Suprema Corte 
de Luisiana, Ilidell: «Debo repetir mi convicción do que el 
sistema de hacer pagar los gasto* de mejoras locales en su l« »a- 
lidad, por el tesoro general, es injusto, y conducente á grandes 
abusos (• injusticias. Pienso que el sistema de hacer que las 
localidades, especialmente beneficiadas, carguen con una parto 
especial del peso, es más seguro y rauchu más justo para la ge- 
neralidad de los ciudadanos, con cuyas contribuciones se forma 



«Que la legislatura, dijo la Corte Suprema de Pensilvania, 
en el caso de Junctium Itaiíroad C* v, Philadelphia, 88, 
pígina 424, puede conferir á las corporaciones municipales el 
poder de distribuir el costo de las mejoras locales entre las 
propiedades beneficiadas, ha sido frecuentemente decidido; y si 
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Ja cotización, assessment, hade ser sobre todas las propiedades 
beneficiadas, o salame nto sobre las colindantes, es materia d.i 
la eselusiva discreción legislativa, salvo que exista alguna res- 
tricción constitucional sobre !a materia.* 

El presidente de la Corte Suprema de lowa, J. F. Di 1 Ion, 
comentando las varias y múltiple* disposiciones de los Estados 
de la Union sobre la materia, dice lo aiyuknte : «Las Cortes han 
decidido muy generalmente qtv la facultad de eligir que las 
propiedades especialmente t>ene fletadas, sufraguen los -j^tos 
de las mejoras locales, es una rama del poder de imponer, ó* in- 
cluida en él, y los numerosos casos que han sido decididos es- 
tablecen mu resera la proposición de que una ordenanza ó una 
ley para abrir ¿habilitar calle*, ó ejecutar mejoras locales de 
este carácter, y distribur el gasto sobre aquellas propiedades 
que, en la opinión del tribunal ó comisarios nombrados, re- 
sulten especialmente beneficiadas por la mejora, en proporción 
a la importancia de la misma, o sobre los colindantes ó vecinos 
en relación al beneficio, s< guuei frente ó superficie, es, á falta 
do una rcslriceion constitucional especial, un ejercicio válido 
del poder de imponer, Si el gasto de tales mejoras ha de ser 
costeado por el tesoro general, ó distribuido éntrelas propie- 
dades linderas, ú otras especialmente beneficiadas; ó si, en 
este último caso, la cotización deba ser sobre todas las propie- 
dades que reciban el beneficio, ó solamente sobre las colindan- 
tes, en relación á sus frentes ó sus áreas, es cuestión que queda 
librada ála discreción del Poder Legislativo.» 

Terminaré esta reseña de la jurisprudencia Americana, con la 
decisión más importante de todas, puesto que parto de su más 
alta autoridad judicial. 

« La constitución, dice la suprema corte federal, en el caso 
de Williand v. Presburg, U Wall. (Í7Ü, 1871, conliere al Con- 
greso la facultad de ejercer legislación exclusiva en el distrito 
de Columbia, y el Congreso es por consiguiente comptente para 
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autorizar á 1n cindad de Washington, para cotizar el gasto de 
ejecutar mejoras locales en las calles sobre los colindantes, j 
el impuesto para tales mejoras, no necesita ser general para toda 
la ciudad .» — 

^^^^ 

Ahora bien : siendo de todo pumo iguales en nuestra Consti- 
tución y en la délos Estados Unidos las cláusulas referentes á 
la facultad de espropiary ála de imponer, bajo la seguridad de 
sentirnos apoyados, así por la legislación y la práctica de las 
naciones de Europa, como por la jurisprudencia uniformemente 
establecida por las Cortes de Justicia de los Estados Unidos, 
podemos sentar ron plena confianza, como eiactqs y conformes 
& nuestra Constitución, los principios siguientes, que dominan 
toda la materia: 

í° En ejercicio del dominio eminente, el Poder Legislativo 
esta investido del poder de hacer la declaración de utilidad 
pública, así sobre la totalidad, como sobre parte de la propie- 
dad, cuya apropiación las conveniencias de la comunidad re- 
quieren; y esta atribución es política y esclusiva ; y el uso que 
de ella haga el poder al que ha sido conferida, no puede ser 
objetado ante los Tribunales de Justicia, 

2? En ejercicio del poder de establecer impuestos y contribu- 
ciones, el Poder LejUlativo tiene la facultad de distribuir 6 
cotizar, assess, el costo de una mejora local entre aquellos pro- 
pietarios que reciban el benelicio inmediato y especial, deter- 
minando el radio dentro del que debe considerarse comprendido 
el beneficio y la cuota con que cada uno debe contribuir ; el 
ejercicio de esta atribución es también esclusivo, y no puede 
ser discutido ante los Tribunales de Justicia. 

Después de esta larga esposiciun, en que me be estendido 
más de lo que hubiera deseado, llega la oportunidad de hacer la 
aplicación de los principios quo ella deja, á mi juicio, fuera de 
toda discusión, á la Avenida de Mayo y al caso de la señora de 
Elortondo. 
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i* El Congreso ha declarado de utilidad pública la apertura 
de la Avenida; ha declarado igualmente de utilidad publica la 
espropiacion de la totalidad de las lincas que ella afectar?, cu 
cuyo caso se encuentra la propiedad de la señora de Elortondo; 
bajo el punto de vista del dominio eminente, la constituciona- 
lidad de esta declaración no puede ser objetada, ni admite dis~ 



2° El Congreso ha declarado igualmente que las fincas afec- 
tadas deben concurrir al costo de la Avenida con el mayor valor 
que ella misma les dá, que esto, y no otra cosa importa en 
definitiva la espropiacion déla totalidad; bajo el punto de vista 
de la facultad de imponer, esta declaración no se discute tam- 
poco. 

Pero ei poder de nacer declaraciones tales, so arguye, es 
tremendo, y ante él desaparece la propiedad. Es, por otra parte, 
atentatorio, se agrega, que se pretenda despojar á los prol 
pictarios de sus lincas para lucrar con la propiedad particular, 
al objeto de cortear obras de interés común que la Municipali- 
dad debe ejecutar con sus recursos propios, ó no ejecutarlas si 
no los tiene. 

No es difícil dar contestaciun satisfactoria á estas objeciones. 
No puede desconocerse, es cierto, eu primer lugar, que el po- 
der de apoderarse de la propiedad ajena para uso público, es un 
poder tremendo, sin limites teóricos ni restricciones legales, fue- 
ra de aquellas que la ley orgánica impusiera a la acción legisla- 
tiva. Tiene, empero, en la práctica limitaciones positivas esto 
poder, en el sentimiento de justicia que nunca falta en una co- 
munidad ilustrada, y del que no pueden prescindir por mucho 
tiempo los legisladores. La esperiencia no señala, por otra par- 
te, grandes abusos ; y nunca el temor del abuso ha obstado á 
que se deposite un poder necesario á la marcha de la socie- 
dad, en aquel departamento de gobierno al que, por la natura- 
leza de sus funciones, corresponde. 
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No puede desconocerse, asimismo, quo el valor jurídico déla 
propiedad se amengua con tas doctrinas que dejo espoestas. Na- 
die negará tampoco que la concepción de la propiedad ante Ins 
exigencias de la sociedad moderna» no tiene en la actualidad el 
mismo significa*! o j alcance qnu en tiempos no muy remotos, 
cuando un propietario caprichoso detenía la edificación da las 
Tullerias 6 afeaba un hermoso parque en Nueva-York, con sn 
resistencia invencible á la demolición de un ruin casucho. 

El derecho de la colectividad ha ganado en nuestros dias lo 
que ha perdido el privado ; es un hecho que no escapa á la pene- 
tración del observadar menos avisado. 

En la nación que mus respeto profesa al derecho individual, 
muchos propietarios fueron privados de sus tierras 4b Irlanda, 
por la sola circunstancia de tenerlas gravadas con esceso, Incum- 
bered States; y todo induce á creer que la agitación porque en 
estos momentos pasa aquella frac ion desgraciada del Reino Uni- 
do, no cesará sinó mediante una espropiacion en grande escala, 
para llegar duna repartición mas equitativa de la tierra. 

Cada uno reclama hoy ton imperio, fuerza es reconocerlo, una 
parte más amplia en el goce de los bienes que el Creador ha es- 
parcido para todos con mano pródiga sobre la faz de la tierra, y 
es bien sabido que no es el medio más seguro, cerrar, sinó por 
el contrario, abrir oportunamente las válvulas, para conjurar el 
peligro. 

Mejorar las condiciones de la vida, en los grandes centros de 
población sobre todo, facilitando las comunicaciones, mejoran- 
do las habitaciones de los pobres y trabajadores, abaratando las 
subsistencias, es boy el primer deber del gobierno de un pueblo 
civilizado, y este deber uo podría ser cumplido bajo el respeto 
sin límite? que se tributaba en otros tiempos i 
piedad. 

La argumentación en que más se insiste, el 
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La ejecución de obras do este género no es, ni ha sido nanea, 
materia de especulación para los poderes públicos, y lejos de 
esto, ha dejado casi siempre no pocos mil iones a cargo de los 
que las han emprendido, siendo muy posible así suceda coa 
respecto á nuestra Avenida. 

cambio de un valor, por otro equivalente; y si bien es cierto 
que la propiedad importa el derecho de aprovecharla de la ma- 
nera más absoluta, no lo es menos que el valor de estimación 
que no se satisface con el precio, es igualmente aplicable á la 
parte que se espropia como ala que se deja al propietario ; y si 
aquel valor moral obsta á la espropiacion de esta última, obsta 
de igual modo á la espropiacion de la primera, y á toda espro- 
piacion en general, porque se levantaría en todas de por medio 
esa entidad imposible de apreciar. Mejor sería eliminar de una 
vez la prescripción constitucional. 

Con más razón se diría que pretenden lucrar con los intere- 
ses de la comunidad aquellos que, ya que no piden se les pa- 
gue la parte necesaria para la vía, entienden que nada más se 
les puede eiigir que su abandono gratuito. 

Como miembros de la comunidad, reciben el beneficio co- 
mún á todos. 

Como propietarios, son beneficiados de ana manera imponde- 
rable con el aumento del valor de sus fincas. Este beneficio es 
real, positivo, inmediato; no aleatorio ni fortuito. ¿Esjustoqne 
el que lo recibe solo contribuya como los demás? ¿Es justo se re- 
cargue á la generalidad con impuestos en provecho de unos po- 
cos? ¿Puede sostenerse que exista la proporción y equidad que 
la Constitución exije en rl impuesto, que paguen lo mismo los 
vecinos de la Boca y do Almagro» y los propietarios de la Ave- 
nida? 

Si la Municipalidad, se dice todavía, no tiene recursos pro- 
pios para costear estas grandes obras, no las emprenda. Impor- 
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ta esto condenar todo progreso. Ni son los propietarios los que 
han de decidir si una obra hade realizarse, 6 no. Si la autori- 
dad competente ío decide, la obTa se Iterará a ejecución, contri- 
buyendo todos equitativamente, en proporción al beneficio que 
reciben. 

Es esta, á mi juicio, la verdadera doctrina; )a proporcionali- 
ad; la cotización. 

Esto es lo que se practica ya entre nosotros con respecto ¿ los 
empedrados, y no hay razón por qué no rija la misma regla en la 
apertura de una calle 6 de una avenida. El principio es el mis- 
mo; son todas mejoras locales. 

Sí la espropiacion se hubiera hecho por zonas, abrazando la 
série de manzanas hasta Entre Rios, para dejar dos Avenidas 
con el ensanche de las caites Victoria y Rivadavia, la Municipa- 
cidad, a más de la venta de los terrenos restantes en medio, hu- 
biera estado en su derecho, competentemente habilitada, para 
exijir que los propietarios de Victoria mirando al Norte y 
Rivadavia al Sud, concurrieran á la grande obra por raed 
cuotas radiales. Y si estas, con arreglo á la ley italiana, se limi- 
taban á la mitad del mayor valor que adquirieran sus fincas, 
nadie podrá decir que no fueran notablemente beneficiados. 
Quédales, en todo caso, optaT por la espropiacion. 
Tan natural y tan justo es lo que dejo es puesto, Exmo. señor, 
que se impone do por sí; y esto tiene de hermoso la justicia. 

La ley de la Avenida, es, sin disputa, deficiente; no prevé to- 
dos los casos que fácilmente habían de ocurrir, y puede autori- 
zar grandes injusticias. Es en efecto, notoriamente injusto que 
un propietario cuya finca no es afectada, 'por quedaT en la lí- 
nea precisa, reciba todo el beneficio, y en nada contribuya. 

No obstante esto, es bien sabido qne los propietarios, antici- 
pándose á la ley, han entrado en arreglos y combinaciones entre 
sf para concurrir á la ejecución; y es también de notoriedad que 
la Intendencia, interpretando el espíritu de la ley, acepta este 
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concurso que reemplaza i la «apropiación. Es ti no pudo tener 
otro objeto que la realización de la Atenida, y puesto que esto 
se consigne, sin el recurso á un medio estremo, debe ser ello un 



Debía aquí terminar esta ja demasiado estensa esposicion; 
la materia es, sin embargo, tau nuera y de tan grande impor- 
tancia, que merece no dejar nada sin contestar. 

Los que sostienen que la ley es contraria á la Constitución, 
han traido en su apoyo ei peso de autoridades respetables. 

En una cuestión de esta naturaleza no es de estrañar se ha- 
ya dividido la opinión, y ya se ha visto que ha sido llevada con 
repetición a los Tribunales de los Estados Unidos, 

Ala autoridad de Sedguick, Field, Fremy, Ligneville y otros 
que se citan en contra, podría oponer la de Dennay, Froudhon, 
DeUllawr, aparte de las decisiones de las Cortes Americanas que 
antes he recordado. 

Ed obsequio á la brevedad me limitaré á trascribir las pala- 
bras de Dennay: 

«La apertura de una calle, dice esto distinguido tratadista 



ore el que debe sor abierta, sinó en el conjunto de los medios 
pecuniarios, sea para adquirir este terreno, sea para los otros 
gastos que la obra exige ; queriendo el fin, es necesario autor i_ 
zar los medios para llegar á él. Proponer á una comunidad sin 
recursos» que haga gastos que no puede soportar, es exigir lo 
imposible, es impedir de una manera absoluta una operación 
que se reputa, sin embargo, de utilidad general y urgente. La 
espropiaoion para nn objeto determinado, debe recaer no sola- 
mente sobre el terreno necesario para lo principal, sinó también 
sobre aquel afectado ú los accesorios, sin los que la obra no po- 
dría realizarse. En este caso, el accesorio obligado de la calle, 





no solamente en el objeto ma- 
cucion, esto es, en el terreno so- 
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Esperando que» en consideración á la importancia de la mate- 
ria, escusará V. E. haber ocupada poT tanto tiempo su atención, 
terminaré pidiendo la confirmación de U sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



ñaenos Aires*, Abril 11 de 1888. 

Vistos los presentes autos traídos i la decisión de esta Su- 
prema Corte de Justicia por apelación de la sentencia del Juez 
Federal de la capital, corriente á foja ochenta y una vuelta, en 
que se declara por aplicación de la ley del Congreso de treinta 
y uno de Octubre de mil ochocientos ochenta y cuatro, su eta á 
espropiacion la totalidad de la finca calle Perú números ca- 
torce, dieciseis y dieciocho, de propiedad Je doña Isabel A. de 
Klortondo, a los efectos de la Avenida que se autoriza abrir por 
los artículos cuarto y quinto de dicha ley, cuyo tenor literal es 
como sigue : 

* Articulo cuarto, — Autorízase igualmente la apertura do 
una avenida de treinta metros de ancho por lo menoa, que par- 
tiendo de la plaza de Mayo, divida por mitad las manzanas cota- 
de Entre-Rios.i 

< Articulo quinto. - A los efectos del artículo anterior, so 
declara de utilidad pública y se autoriza la espropiacion de las 
fincas y terrenas que resulten afectados por laapi-rtura de la es- 
presada Avenida. » 

Y considerando: Primero: Quecomolo establece la senten- 
cia apelada y el señor Procurador General en su dictamen de 
foja ciento dos, y resulta además de la discusión y testo do la 
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ley citada, ella evidentemente comprende en la autorización 
que contienen los artículos transcritos, el derecho á espropiar no 
solo el trayecto necesario á la Avenida á que dichos artículos 
aluden, sinó también la totalidad de los inmuebles situados á 
uno y otro lado do dicha vía, que en cualquiera ostensión re- 
sulten afectados por la misma. 

Segundo : Que sentado este antecedente, y no habiendo los in- 
teresados puesto en duda la utilidad pública de la obra en sí, en 
lo que á la Avenida proyectada respecta, ni denegado la consti- 
tucionalidad de la ley sobre tal punto, la sola cuestión que sur- 
je á la consideración de esta Corte, es la de la regularidad y va- 
lidez de dicha ley, en lo que atañe á la espTopiacion de las frac- 
de aquella vía y á uno y otro costado de 




jo de observar que 
la Constitución sienta como un principio absoluto, la inviolabi- 
lidad de la propiedad privada, declarando precisamente con re- 
ferencia ú los poderes públicos, y para mejor ampararla contra 
toda posible agresión ú ocupación ilegítima de parte de estos, 
que nadie podrá ser privado de ella, sinó en virtud de sentencia 
fundada en ley. 

Cuarto : Que no es sinó escepcionalmente, y sin entender 
derogar aquel gran principio, que la Constitución acuerda al Es- ¿ 

os 



tado ó á sus representantes legítimos el derecho de ocupar los 
bienes privados por vía de espropiacion para objetos ó propósitos 
públicos ó por causa de utilidad pública. 

Quinto z Que siendo tal la regla y no pudiendo el Congreso 
derogarla, restringirla ni alterarla en la esencia, con arreglo 
al artículo veintiocho de la Constitución, que así lo estatuye es- 
plícitamcnte, prescribiendo que : e Los principios, garantías y 
derechos reconocidos en sus anteriores artículos, no podrán ser 
alterados por las leyes que reglamenten su eji'reicio » t la atri- 
bución deferida á aquel cuerpo por el artículo diez y s*ete para 
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calificar ¡a utilidad pública y definir loa casos dé expropiación 
por razón de cita, no puede entenderse ilimitada ni con un al- 
cance tal que lo autorice á disponer arbitrariamente de la pro- 
piedad de una persona para darla á otra, ni a incorporarla tam- 
poco, aun abonando el justo valor que pueda tener ella, al do- 
minio público, fuera de los casos y de las formas estrictamente 
fijadas por la letra de la Constitución ó por los principios fun- 
damentales sobre que ella reposa. 

Scsto*. Que la teoría fundamental del derecho de espropiacion 
por utilidad pública, tal como ha sido incorporado en la Cons- 
titución j tal como lo admite la legislación en general de los 
países libres, esotra además, y no se estiende á nada mas queá 
autorizar la ocupación de aquella parte de la propiedad pi irada 
que sea indispensable a la ejecución de la obra ó propósito pú- 
blico de que se trate, no pudiendo ir nunca mis allá, ni cum- 
plirse en consecuencia, respecto de bienes que no sean necesa- 
rios i aquellos fines. 

Sétimo : Que es de la misma noción, que tampoco pnede verifi- 
carse con propósitos meramente de especulación ú á objeto solo de 
aumentar las rentas públicas, ó sea en razón, no de una utilidad 
pública general ó comunal en el sentido legal? propio de lapa- 
labra, siaó de una utilidad pecuniaria y puramente privada del 
Estado ó de sus corporaciones, ni llevarse & cabo aún cuando la 
obra sea útil y conveniente á los intereses sociales, si puede eje- 
cutarse aquella, ó es dado atender á estos, sin recurrir á la es- 
propiacion ó por otros medios que esta/' 

Octavo: Que estas limitaciones, Binó esplicitaa en la 
Constitución, sarjen á la par que de los principios fundamenta- 
les que ella consagra, de la naturaleza misma del derecho de es- 
propiacion, el cual no tiene otra base ni otro fundamento, que las 
necesidades ó conveniencias sociales, y no puede por lo tan- 
to, estenderae mas allá que lo que estos fines supremos puedan 
reclamar, ni aplicarse de consiguiente, a bienes que el uso, el 
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propósito 6 la obra pública tenida en vista, no requieran como 
indispensable, ni á título simplemente del mayor valor resul- 
tante de una mejora pública cualquiera, en favor de las propie- 
dades adyacentes, cuya compensación tiene su forma espeeial y 
distinta por la Constitución y por la practicado todos lospaíseB 
libres, á saber : la cotización ó contribución en dinero, propor- 
ciona! y equitativa al beneficio recibido. 

noveno : Que tal es también la noción aceptada por el Congre- 
so en la ley general de espropiacion de trece de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y seis, al prescribir que si los bienes expro- 
piados para ejecutar obras de utilidad nacional, no reciben esto 
destino, puedan ser retraídos por su anterior propietario en el 
estado en que los enagenó y por el precio ó indemnización 
que recibió, haciendo así de la afectación ¿aplicación á un uso 
público de los bienes espropiadas, la condición absoluta del dere- 
cho de espropiacion. 

Décimo : Que si así no fuese» y debiese entenderse permitido 
y lícito á los poderos públicos, so color do utilidad común, in- 
vadir la propiedad privada más allá de lo estrictamente nece- 
sario al interés general y despojar al ciudadano de lo suyo, sus- 
tituyéndose á él en el uso y goce do sus bienes ya para some- 
terlos á una esplotacion más provechosa a ios intereses fiscales, 
ya simplemente para lucrar, vendiéndolos á terceros, con la di- 
ferencia entre el precio de compra y el de venta de los mismos, 
desaparecerla á la vez que todo límite at derecho, aunque legi- 
timo, uxhor hitante de espropiacion, la garantía única contra 
el abuso posible de tal derecho. 

Undécimo: Que con tal sistema, en efecto, para ejecutar obras 
de utilidad pública en un estremo de la República, por ejem- 
plo, sería permitido espropiar bienes en el otro, y atacar arbi- 
traria é indistintamente en todos los puntos del país el sagrado 
de la propiedad, pues que haciendo basar el derecho de espro- 
piacion no en la afectación ó aplicación material de los bienes 
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privados á servicios ú obran dadas de utilidad nacional, sino en 
la mayor 6 menor conveniencia pecuniaria de ello ó en la desig- 
nación discrecional y arbitraria del Poder Legislativo al respec- 
to, no habría razón para distinguir entre las propiedades adya- 
centes 6 más 6 menos próximas á las obras y las situadas en los' 
puntos más remotos de las Mismas, pndiendo todas ser agredi- 
das por igual, siempre que asi se entendiese convenir á los inte- 
reses fiscales ó fuese ello de la voluntad de aquel cuerpo. 

Duodécimo: Que tal doctrina importaría además, no solo des- 
naturalizar el derecho de espropi ación, haciendo de él, en opo- 
sición á los fines con que la Constitución lo cons.igra, una fuente 
ordinaria de recursos y un medio financiero inusitado y anor- 
mal, sino también cambiar las reglas asignadas por la Consti- 
tución y las leyes para la formación del tesoro público, confun- 
diendo todas las nociones legales y sustituyendo el ejercicio de 
tal derecho al poder ordinario de impuesto y de contribución. 

Décimo tercero: Que no es tal sin embargo, la noción de la 
Constitución, ni puede admitirse en ú terreno de ta razón y de 
la equidad que lo sea, porque ello constituiría en realidad, un 

el ciudadano nada. 

Décimo cuarto : Que haciendo aplicación práctica de estos 
principios á la ley de mil ochocientos ochenta y cuatro, debe 
reputarse por tanto, que ella, en cuanto autoriza no solo la es- 
propiaeiou de los terrenos necesarios á la apertura de la vía 
pública á que alude su testo, sinó también la de las fracciones 
situadas i uno j otro lado de la misma, que ni son necesarias 
ni reolsma absolutamente la ejecución de la obra, no es confor- 
me á las limitaciones impuestas por la Constitución al ejercicio 
de! derecho de espropiaoion, las cuales forman ó constituyen la 
manera de ser y la naturaleza propia de aquel derecho. 

Décimo quinto : Que debe decidirse otro tanto, del punto de 
vista de los propósitos de dicha ley, que, evidentemente, no 
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tiene en cuanto á la espropucion de las tracciones enunciadas, 
otro fin que el usufructo de las ganancias resultantes de aa 
inageuacion, obligando ut propietario á desprenderse de ellas, 
simplemente para que la Municipalidad las negocie. 

Décimo sesto : Que asi resulta con toda evidencia, de los ante- 
cedentes con que el proyecto de esa ley fué originariamente 
elevado por la Intendencia Municipal al Poder Ejecutivo de la 
Nación; de la exposición de los motivos con que el mismo fué 
apoyado y prestigiado por la Comisión respectiva, al tiempo de 
su discusión en la Honorable Cámara de Diputados; de las opi- 
niones de los miembros de dicha Cámara que lo impugnaron en 
su sonó; y finalmente, de la resolución municipal de siete de 
Octubre de mil ochocientos ochenta y cinco é informe que la 
precede, en que se alude á la conveniencia de fijar y se fija en 
treinta y dos metros, el ancho de la Avenida en cuestión, entre 
otras razones, porque asi podría espropiarse mayor número de 
fincas y el resultado de la operación ser más ventajoso á losin- 

Déetmo sétimo : Que para ta mayor autoridad de las ante- 
riores correlaciones, conviene recordar que ellas tienen en su 
apoyo tanto la doctrina de los espositores, como la sanción de 
la jurisprudencia de las Cortes Americanas de Justicia, que 
basadas en el derecho federal Americano, qiees nuestro propio 
derecho constitucional, ti;ne importancia decisiva entre no- 
sotros. 

Décimo octavo : Que importa mencionar desde luego, por su 
analogía con el caso actual, entre otras, la decisión de la Corte 
Suprema del Estado de Nueva York un el caso de una ley de 
dicho Estado, autorizando la apertura de una calleen la ciudad 
de Albany y facultando á tal fin, la expropiación no solo de lo 
estrictamente necesario ¿ dicha calle, sino de las porciones res- 
tantes de las propiedades que resoltasen afectadas por ella, para 
ser vendidas ó incorporadas en especie, al dominio municipal, 
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según posteriormente se resolviese, caso en el cual, aquel 
Supremo Tribuna!, decidiendo m terminis la cuestión pendiento 
ante esta Corte se expresó asf : 

■ Siesta sanción pudiese ser entendida en el sentido soto de 
habilitar á la Corporación á apoderarse de las propiedades pri- 
vadas con el consentimiento de sus dueños, no sería ella sin 
duda objetable, pero si se ha de estar á sus términos literales, 
los agentes locales pneden, aún rebasándolo aquellos, espropiar 
el todo de los lotes, no obstante que solo una parte de estos sea 
requerida parala obra decretada, y de este punto de vista, ne- 
cesario es reconocer, la legislatura asume un poder, que con 
todo respeto por aquel cuerpo, no posee ella. 

«Declarando la Constitución que la propiedad* privada podrá 
ser tomada para usos públicos, implícitamente declara que no 
podrá serlo para usos privados : lo contrario sería violatorio del 
derecho natural, y aún cuando no lo fuese de la letra de la Cons- 
titución, lo sería evidentemente de su espíritu, y no podría ser 
sostenido como válido. 

«Supóngase el caso en que solo unos pocos piés, algunas pul- 
gadas aún, fuesen únicamente necesarias del estremo de una 
propiedad para abrir una calle, y que una valiosa construcción 
existiese en el otro estremo. ¿Podría pretenderse que existe de- 
recho para espropiar el todo de esa propiedad, consienta ó no en 
ello su dueño? La poca ó mucha estension del sobrante no puede 
modificar los principios ni influir en U solución legal, y la 
Legislatura debe ser reputada tan incompetente para disponer de 
unos pocos piés, como para hacerlo de muchos acres de la pro- 
piedad privada en un tal caso.i (Matter of Albany Street, ii 
Wendl51). 

Décimo noveno-. Que en el mismo sentido y no menos impor- 
tantes que el anterior, sanios casos de Duun v. City Conncil, 
Harper !29¡ Cooperv. Williams, 5 Ohio 392, y Buckingham 
t. Smith, iO Ohio 288, en el último, de los cuales especial- 
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mente, se declaró que la propiedad individual no podía ser to- 
mada por los poderes públicos bajo el poder do dominio eminen- 
te coru'l único propósito de aumentar las rentas del Estado, y 
que en consecuencia, en la espropiacion de ana corriente de 
agua para facilitar la apertura de un canal de navegación, no 
podía tomarse nada que no fuera estrictamente necesario á dicho 
canal, con mira de crear una renta por medio de la venta ó et 
arriendo del uso del agua, terminando el Tribunal con estos con- 
ceptos qne por su pertinencia importa transcribir: 

tNo conocemos ejemplo de que la propiedad particular haya 
aido tomada por la autoridad del Estado, simplemente con el pro- 
pósito de fomentar la renta, vendiendo ó disponiendo de otra 
manera análoga de aquella, y si tal poder existiese, sería á la 
verdad destructivo del derecho individual, teniendo por efecto 
inmediato, aniquilar todas sus garantías y suprimir las natura- 
les distinciones entre lo mió y lo luyo, á voluntad del Es- 
tado. > 

Vigésimo: Que acorde con est03 principios de sanción gene- 
ral, entre otros espositores, Cooley, en su tratado Limitaciones 
Constitucionales, que tiene por objeto determinar las restriccio- 
nes impuestas por la Constitución á la acción de los poderes pú- 
blicos, condensando las opiniones de los autores y los princi- 
pios reconocidos y aceptados en la jurisprudencia á este respec- 
to, agrega en términos no menos claros y concluyeles: 

■La espropiacion debe ser siempre limitada á la necesidad 
del caso, y por consiguiente, nada más puede ser espropiado que 
lo que se juzgue necesario al uso especial para el que la espro- 
piacion hi sido autorizada. Cuando solo una parte de los terre- 
nos de un particular, es requerida por las necesidades públicas; 
la espropiacion de esta parte no justificará la del todo, aún 
cuando se acuerde debida compensación por ella, y desde el mo- 
mento en que se estienda más allá de la porción requerida por 
la necesidad del caso, cesará de ser justificada ante los princi- 
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pioa que rigen el ejercicio del derecho de dominio eminente.» 
(5* edición, páginas 670 á 691). 

Vigésimo primera: Que á esta opinión que es también la de 
Story, On the Conslitution, % n* 1956 y de KeduVId, On the 
Law o/ Haiiways, 1, p. 218, nota 4 a , puede especialmente aña- 
dírsela de Sedgwick Slatutory and Comtüutionallaw, p. 451, 
el cual dice : 

«La expropiación de la propiedad privada para objetos priva- 
dos, es un mero aboso de los poderes de legislación. Una resol u- 
cion dictada con tales propósitos, no tiene el carácter de una ley 
y está prohibida por las ideas generales que definen y limitas 
las funciones de la legislatura. Un estatuto que autoriza el 
traspaso de la propiedad de uno á otro, sin el consentimiento del 
propietario, es inconstitucional y prohibido, aunque se dé una 
compensación. Así, una Municipalidad no puede, con el objeto 
de hacer una calle» tomar el todo de un lote, si solamente es in- 
dispensable una parte, y la ley debe ser interpretada como si re- 
quiriese el consentimiento del propietario respecto á la parte 
actualmente no necesitada, pues de otro modo, es inconstitucio- 
nal y prohibida.» 

Vigésimo segundo: Que por consiguiente» solo por error ha 
podido invocarse en estos autos los precedentes americanos como 
favorables á la idea de un poder absoluto en el Congreso para 
disponer de la propiedad privada por vía de espropiacion t esten- 
diendo equivocadamente la doctrina que ellos consagran respec- 
to de la facultad de aquel cuerpo para hacer pesar en virtud de 
atribuciones de otro urden el costo de las mejoras públicas so- 
bre las propiedades con ellas beneficiada»: á laespnipiacion mis- 
ma de estas, que es denegada esplícitamente y sin escepcion 
en aquella jurisprudencia. 

Vigésimo tercero: Que si no son favorables á tal idea los pre- 
cedentes Americanos, no lo son tampoco Jos de otros países, 
siendo importante recordar a su respecto que si ea Francia, al- 
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gana vez par unagravey fuiJinuntal derogación de las reglas 
comunes sobre espropiacíon, de ha autorizado esta en mayor es- 
tonsion de la que aquellas permiten, no ha sido ella sino escep- 
cionalineate, y toda ta legislación vigente hoy, es encaminada en 
un sentido opuesto, no imponiendo á los propietarios el sacrificio 
del abandono de su propiedad en major ostensión que 1* indis- 
pfnsable á la obra pública que la motiva, 8 ¡nó cuando esta no es 
de posible ejecución de otro modo que por trabajos de conjunto 
que hagan indispensable la espropiacion total (Ley de trece de 
Setiembre de mil ochocientoa cincuenta, artículo trece) ó coando 
por consecuencia de expropiaciones llevadas á cabo para ensan- 
che, rectificación ó apertura de nuevas calles, los sobrantes de 
las propiedades que hayan de ocupar estas, no ofrezcan por su es- 
tüusion ó forma, la posibilidad de levantar en ellas construccio- 
nes higiénicas y salubres (Decretos de veinte y seis de Marzo de 
mil ochocientos cincuenta y dos; veinte y siete de Diciembre de 
mil ochocientos cincuenta y ocho y citorce de Junio de mil ocho- 
cientos setenta y seis) casos todos en los cuales, sin duda algu- 
na, media una razón de necesidad y de conveniencia social que 
autorizad procedimiento de la espropiacion Á su respecto. (Dn- 
foiir, De l'exproputíion, n« seis y siete ; Block Administración 
ae ta ciudad de París, página doscientos cincuenta y siete). 

Vigésimo cuarto; Que en todo caw, no son los antecedentes 
y prácticas de gobiernos regidos por instituciones monárqui- 
cas, que no san las nuestras, y en las cuales no ciiste el poder 
político que en nuestro sistema constitucional se acuerda á loa 
Tribuualea de Justicia para juzgar de ta validez de los actos le- 
gisiativos, los que conviene invocar en oposición a los de la Na- 
cion que nos ha dado el modelo de sus instituciones, esencial- 
mente contrarias por su índole á toda idea de absolutismo en el 

tierno y más en finidas por tanto, á la protección y con- 
servación de los derechos individúalos. 

Vigésima quinto: Que aunque se objeta que por la disposición 

T. III 
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constitucional corresponde entre nosotros al Poder Legislativo 
y solo á él, la calificación de la utilidad pública, y qae su juicio 
por tanto, debe ser concluyente y decisivo al respecto, Tácil es 
sin embargo, observar desde luego: 
Que tal atribución, según se ba sentado ya en el com 

fundamentales sobre que reposa la Constitución y 
tnyen Ja esencia de todo gobierno libre. 

Que al Congreso, por consiguiente, nole es dado en el ejerct- 
cicio de tal facultad, ni separarse de aquellos principios, ni pres- 
cindir de las reglas que constituyen la noción fundamental del 
derecho de expropiación. 

Que es elemental en nuestra organización constitucional, la 
atribución que tienen y el deber en que se hallan los Tribunales 
de Justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se 
traen á su decisión, comparándolas con el testo de la Constitu- 
c .n para averiguar si guardan 6 no conformidad con esta, y abs- 
tenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella t 
constituyendo esta atribución moderadora, uno de los fines su* 
premos y fundamentales del poder judicial nacional y ana délas 
mayores garantías con que se ha entendido asegoraT los dere- 
chos consignados en ta Constitución, contra los abusos posibles 
é involuntarios de los poderes públicos. 

Que tal atribución, que es por otra parte un derivado forzo- 
so de la separación de los poderes constituyente y legislativo 
ordinario, que hace la Constitución, y de la naturaleza esen- 
cialmente subordinada y limitada de este último, se halla es- 
pecialmente consagrada por las leyes de dieciseis de Octubre de 
mil ochocientos sesenta y dos y catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres, la primera de las cuales declara, que: 
c Uno de sus objetos (de la Justicia Federal) ea sostener la ob- 
servancia déla Constitución Nacional, prescindiendo, al decidir 
las causas, de toda disposición de cualquiera de los otros 
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rea nacionales que cató en oposición con ella y la segunda 
que: « Loa Tribunales y Jaeces Nacionales en el ejercicio dé 
sus funciones procederán aplicando la Constitución, como ley 
suprema de la Nación, las leyea que haya sancionado ó sancio- 
nare el Congreso, loa tratados con Naciones estrangeraa las 
leyes particulares de las Provincias, las leyes generales que han 
Tegido anteriormente á la Nación y loa prii 
de gentes... en el órden que ra establecido». 

Qnopor consiguiente, aunque no haya una linea 
deslinde y distinga loque es utilidad pública de loque no lo es 
á los efectos del ejercicio del derecho de espropiacion, lo cual 
enguadada, que se acuerde en todos los casos, la mayor de- 
ferenca al juicio y declaraciones del Congreso á tal respecto, to- 
da vez, sin embargo, que aquel cuerpo claramente exceda los lí- 
mites de su atribución constitucional, los Tribunales están en el 
deber de ejercitar su acción en protección y garantía del dere- 
cho individual agredido y de la propiedad tomada fuera de las 
formas autorizadaa por la Constitución. 

Que tal ea la doctrina consagrada por la más alta Corte Judi- 
cial de Estados Unidos, aún en relación al poder de impuesto 
que es en sí y por su naturaleza, ilimitado y mucho más ámplío 
y discrecional que el de espropiacion, habiendo dicho Tribunal 
declarado reiteradamente, que el ejercicio de tal poder por la 
Legislatura en los casos de naturaleza judicial, está sujeto, como 
el de todos los otros poderes legislativos, al control y revisión de 
las Cortes de Justicia, y analadoen consecuencia, como repug. 
nantesála Constitución repetidos impuestos creados a objetos 
reputados no ser estrictamente da interés general, aunque por 
ellos resultase colateralnurnte beneliciado el público (30 Wér 
llace's Reporte, 655; 106, United States, 485; U3, TJnited 
States, I); y finalmente: 

Que en el presente caso, según antes se ha establecido, no se 
ha puesto en cuestión ni denegado la utilidad pública de la obra 
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& que la precitada ley de mil ochocientos ochenta 7 cuatro se 
refiere, y no se trata por consiguiente, en rigor, de nna revisión 
do la declaración del Congreso á tal respecto, si nú propiamente 
de la ostensión que debe ser expropiada para tal obra, ó sea si 
debe tomarse á los particulares el trayecto solo ocupado por 
aquella tía pública, 6 también las fracciones situadas á derecha 
é izquierda de la misma, cualquiera que sea sn ostensión y 
aunque la línea de la calle no toque las propiedades á que per- 
tenezcan, sinó en su línea estertor ó en sus reboques. 

Vigésimo sesto : Que no puede deducirse un argumento sério 
contra estas conclusiones de la decisión anterior do este Tribu- 
nal en los casos del Procurador Fiscal de la sección do Santa Fe 
contra los señores Seiíorans y Rosas y contra don Francisco 
Ferré, invocados por el procurador Municipal en estos autos. 
Primero : porque en el caso de esos fallos, dictados con motivo 
de las espropiaciones que fué necesario realizar para hacer efec- 
tiva la entrega de una legua de tierras al costado de la vía del 
ferro-carril Central Argentino, estipulada en el contrato de 
construcción de dicha vía, mediaba una circunstancia que no 
media en el presente y que hace desaparecer toda paridad en- 
tre ellos, i saber : que la concesión de aquellas tierras fué he- 
cha teniéndose en mira y fijándose como condición de ello, 
sa población y colonización para proporcionar tráfico y vida á 
la ría proyectada, objetos en sí de verdadero é indisputable 
interés público, que justificaban legalmente la autorización 
conferida al Gobierno para espropiartas; y segundo: porque 
cualquiera que sea la generalidad de los conceptos empleados 
por el Tribunal en esos fallos, ellos no pueden entenderse sinó 
con relación á las circunstancias del caso que los motivó, siendo, 
como es, nna máxima de derecho, que las espresiones generales 
empleadas en las decisiones judiciales deben tomarse siempre en 
conexión con el caso en el cual se usan, y que en cuanto vayan 
más allá, pueden ser respetadas pero de ninguna manera 
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obligan el juicio del Tribunal para los caaos subsiguientes. 

Vigésimo sétimo: Finalmente, que de todas y cada una de 
las precedentes consideraciones, resulta que la ley de treinta y 
uno de Octubre de mil ochocientos ochenta y cuatro, en cuanto 
declara sujetos i enagenacion forzosa otros terrenos, en su to- 
talidad 6 en parte, que los que haya de ocupar la vía pública á 
que se refieren los artículos cuarto y quinto de dicha ley, es 
contraria & la Constitución, y no puede por lo tanto, ser aca- 
tada ni aplicada en el presente cat»o. 

Por estos fundamentos, la Suprema Corte considera que debe 
revocar y retoca la sentencia apelada á foja ochenta y una vuel- 
ta, y declara que no es procedente la espropiacion de la finca 
de la demandada doña Isabel A. de Elortondo, sitió en la parte 
necesaria y que haya materialmente de ocupar la avenida á 
que estos autos se refieren. Repóngase el papel, notiffquese con 
el original y devuélvanse en oportunidad los autos. 
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—FEDERICO IBABCtREN. — C. S. DE LA 
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DISIDENCIA 



Vistos : La ley del Congreso, de treinta y nno de Octubre de 
mil ochocientos ochenta y cuatro, que autorizó la apertura de 
ana gran Avenida en el centro de Buenos Aires, para facilitar la 
circulación de su inmensa población y el tráfico de su activíai- 
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mo comercio, que so hacen cada vez más difíciles por sus caites 
estrechas, ha sido objetaba de inconstitucional por doña Isabel 
A. de Elortondo, cuando ha llegado el caso de proceder á )a es- 
propiacion de su casa calle de Perú números catorce* diez y seis 
y diez y ocho, necesaria para la construcción de aquella obra. 

Estando declarada por dicha ley la utilidad pública de la ex- 
propiación de todas las fincas y terrenos que resulten afectados 
por la apertura de la Aren ida, la objeción de ineonstitucionali- 
dad se refiere á la parte deesas fincas ó terrenos que no quede 
comprendida en el ancho de la Avenida, y que el propietario 
pretende conservar, alegando que esa parte no es necesaria para 
la obra pública decretada, y que su espropiacion teniendo por 
objeto revenderla para lucrar con el mayoT valor que la reali- 
zación déla obra ha de darle, no es un objeto de utilidad públi- 
ca en el sentido de la Constitución, sino una violación del dere- 
cho de propiedad. 

Esta cuestión ha sido extensa y luminosamente estudiada 
por el Procurador General y poco hay que agregar á los funJa* 
mentos de su vista de foja ciento dos, para dejar establecida la 
perfecta constitucionalidnd de la ley y la inconsistencia de los 
argumentos aducidos enntra ella. 

Las leyes que dicta el Congreso tienen en general la presun- 
ción en su favor de ser conformes á la Constitución, que es la 
ley suprema del país, por el jaramente de cumplirla que han 
prestado sus miembros, por la competencia que estos deben te- 
ner para el ejercicio de la misión soberana del lejislador, por la 
larga tramitación, detenido estudio y discusión que precede á su 
sanción, y por la ilustración de los miembros del Poder Ejecuti- 
vo qne concurre á ella y que han prestado el mismo júrame uto 
Pero si hay un caso especial en que esa presunción adquiere 
doble fuerza y escluye hasta lo posibilidad del error, ese caso es 
el presente, en que se trata de una ley de progreso y de utilidad 
común, cstraña á la política, en que las pasiones y los intereses 
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de partido no han entrado para nada f que ha sido detenidamen- 
te estudiada, ampliamente debatida, y dos reces sancionada, 
pues es sabido que pedida recientemente su derogación, no por 
razón do inconstitucíonalidad sinó en vista de otros proyectos 
más Tastos, el Congreso la negó con el aplauso unánime de la 
opinión. 

¿Por ventura la Municipalidad, el Cungreso, el Gobierno Na- 
cional, todos han estado ciegos ó tan ofuscados por el error que 
no se lian apercibido de que sancionaban una ley monstruosa 
que ensuelve una violación del derecho de propiedad. 

No; han procedido conscientemente con la convicción de no 
contrariar ningún precepto constitucional, ni violar derecho al- 
guno, siguiendo la huella de otros Congresos y otros Gobiernos 
¿o la República Argentina y ajustándose á la jurisprudencia es- 
tablecida sobre la materia por repetidos fullos de su Corte Su- 
prema. 

En efecto, el caso del Ferro-Carril Central Argentino es ton 
concluyente, que no se concibe cómo la cuestión de constitucio- 
nalidad de esta ley haya podido traerse ante esta Corte, si algún 
respeto han do merecer los precedentes establecidos: la espro- 
piacionde una legua de tierra á cada lado de la vía en toda su 
longitud, es seguramente algo más que la espropiacion de las 
lincas ó terrenos afectados por la Avenida; los mismos argumen- 
tos que se hacen contra esta, son aplicables y se hicieron contra 
aquella; esatierra no era necesaria para la ría, no iba i ser ocu- 
pada por ella ni por sus estaciones, su espropiacion solo respon- 
día á un propósito de especulación ior el mayor valor que de- 
bían adquirir con el farro-carril que iba á cruzarla y con la faci- 
lidad qu«este ofrecía para su colonización, y el provecho directo 
de esa especulación no era siquiera el Estado quien iba á reco- 
jerlo, sinó ana empresa particular. 

Sin embargo, la concesión se hizo y la Corte Suprema la de- 
claró constitucional ; de manera que ai en el presente caso la ley 
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fuese declarada inconstitucional, habría que agregar á la lista 
de los Poderes Públicos de mil ochocientos ochenta y cuatro y 
mil ochocientos ochenta y siete que violaron la Constitución, el 
Congreso del Gobierno de mil ochocientos cincuenta y cinco y 
de mil ochocientos sesenta y tres, y la Corte Suprema de mil 
ochocientos sesenta y siete y mil ochocientos sesenta y ocho, 
donde figuraban los hombres más eminentes del país y los auto- 
res mismos de la Constitución. 

Pero admitamos como posible tan est ra fio fenómeno y exami- 
nemos la ley de que se trata, á la luz de Los principios constitu- 
cionales que rigen en la materia. 

El artículo diez y siete de la Constitución consagra en estos 
términos la inviolabilidad déla propiedad, estableciendo formas 
protectoras para garantirla y reglas seguran para fijar sus 
límites* en relación con el dominio eminente del Estado: «la 
propiedad es inviolable, nadie puede ser privado de ella sinó en 
virtud de sentencia fundada en ley; la espropiacion por causa 

indemnizada». 

Es con esta prescripción fundamental que hay quo confrontar 
la ley de que se trata, para saber si es 6 no constitucional. 

Desde luego, hay que observar que no se trata de privación 
de la propiedad y que por consiguiente no es necesaria la senten- 
cia fundada en ley ; se trata de espropiacion por causa de uti- 
lidad pública y entonces basta que esta sea calificada por ley y 
previamente indemnizada. 

Ambas condiciones concurren en el presente caso ; la espro- 
piacion de las fincas ó terrenos que resulten afectados por la 
apertura de la Avenida, ha sido calificada como de utilidad pú- 
blica por la ley y rá á ser previamente indemnizada. T es opor- 
tuno observar» á fin de evitar enéticas interpretaciones, que no 
es la apertura de la Avenida lo que la ley declara de utilidad 
publica; en su artículo cuarto autoriza la apertura de la Aveni- 
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da y en el quinto declara de utilidad pública la espropiacion de 
los terrenos que resalten afectados por olla. 

Pero se objeta que esa calificación es errónea por ser esee- 
sira, que solo el terreno comprendido en la eatension de la Ave- 
nida es necesario, y que no hay necesidad ni utilidad pública 
que justifique la espropiacion de los sobrantes de las propieda- 
des que resulten afectadas por su apertura. 

Esto eseiijir una nuevo requisito para la espropiacion, que 
no ha establecido la Constitución. 

¿Quién ba de juzgar ai la calificación de utilidad pública he- 
cha por ta ley es errónea ó e&cesiva ? 

Son los Tribunales, según se pretende; ltítegaá más de la cali- 
ficación j la indemnización previa, se requiere sentencia de juez 
que declare acertada y justa la disposición de la ley. 

Pero estoes alterar el texto constitucional y ob id arlos prin- 
cipios más elementales de la administración de justicia. 

No es dado á los jueces juzgar de la justicia de las leyes ; 
pueden bnjo nuestro régimen constitucional juzgar de suconstU 
tucíonalidad; pero no habiendo en la Constitución cláusula al- 
guna que defina lo que debe entenderse por utilidad pública y 
hasta dónde se estipnde, el juicio de los jueces declarando qne 
no hay utilidad pública allí donde la ley ha declarado que la 
hay, no ea un juicio sobre la constítncionalidad de la ley, 
sinó pobre su acierto, sobre su justicia: la ley declara c esto es 
necesario para el bien común >, y el juez dirá : «el Congreso se 
eqniToca, esto no es necesario y es injusto espropiar más de lo 
necesario.» 

Pero no as al criterio de los jueces á quien la Constitución 
ha librado el discernimiento de las necesidades públicas y el 
cuidado de proveer á ellas, sinó al criterio del Congreso y del 
Poder Ejecutivo : calificada por tey, dice la Constitución, no 
«calificada por sentencia» t como habría sido necesario que se 
dijese para que los jueces estuviesen llamados á juzgar si hay 
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6 no utilidad pública allí donde la lej La ha declarado; y es 
muy significativo el uso de loa términos empleados en el árti- 
ca lo diez 7 siete de la Constitución para escluir la interven- 
Tención délos iueoesenel ejercicio de esa facultad: para la 
privación de la propiedad, requiere sentencia fundada en ley, y 
parala espropiacion, á renglón seguido, requiere solo utilidad 
pública calificada por ley f es decir, juzgada en cada caso por el 
Congreso y el Poder Ejecutivo. 

La ley de espropiacion, de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y seis, así lo ha establecido, reglamentando el ejercicio 
de esa facultad constitucional y así lo ha resuelto esta Suprema 
Corte en fallos memorables, que han hecho jurisprudencia y 
tienen una autoridad decisiva en la materia: tesas leyes, ha 
dicho esta Corte, no pueden ser objetadas, ni discutida su 
constítuoionalidad ante los Tribunales, por razón do error en la 
calificación, porque el articulo diez y siete de la Constitución, 
disponiendo en su inciso segundo, que la expropiación sea auto- 
rizada por ley, libra á la discreción esetusiva del Congreso el 
juicio sobre la utilidad pública en los casos ocurrentes. 

Un escritor y jurisconsulto notable, argentino, es verdad, ha 
sostenido lo contrario, pretendiendo primero, que esa resolu- 
ción se limita < a separar de su conocimiento la apreciación de 
la utilidad pública, pero de ninguna manera la aplicación que 
de ella deba hacerse sobre la propiedad particular» ; y segun- 
do, que si la Suprema Corte hubiera sancionado lo que se 
pretende, habría incurrido en error, porque es un error supo* 
ner que la Constitución ha establecido la omnipotencia del 
Congreso, y la impotencia de la Corte para defenderla ante 
la opinión de uno de los poderes del Gobierno Federal, (Aman- 
do Aí corta. Avenidas y expropiaciones). 

Lo primero, es insostenible en presencia del texto tan explí- 
cito y terminante de la sentencia referida ; no es la aprecia- 
ción en abstracto de la utilidad pública, sino la apreciación en 



DB JUSTICIA fJJLCIONAL 




concreto, aplicada á la propiedad particular en los casos ocur- 
rentes, lo que según ella ba librado la Constitución 4 la dis- 
creción escluBivn del Congreso. 

Lo segundo, es una aten tu rada afirmación, fundada en un 
argumento que no prueba nada á fuerza de probar demasiado. 

Hay muchos poderes conferidos por la Constitución al Con- 
greso en cojo ejercicio no intervienen para nada los Tribuna- 
les; los que sería necesario subordinar al juicio de la Corte, 
según esa manera de argumentar, para no caer en la omni- 
potencia del Congreso, que se presenta como un fantasma ¿ la 
imaginación asustadiza de los propietarios. 

Dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería, 
fijar anualmente el presupuesto de gastos déla Nación, legis- 
lar sobre aduanas, imponer contribuciones directas, declarar 
la guerra ó hacer la paz, son poderes del Congreso ouyo ejer- 
cicio está librado á su prudencia y sabiduría, mucho más im- 
portantes que el de autorizar la espropiacion por causa de utili- 
dad pública; y sin embargo, á nadie se la ba ocurrido ni aún 
so pretesto de defender la propiedad, la libertad y aún la vida 
del ciudadano contra la omnipotencia del Congreso, qne los 
Tribunales pudieran rever sus actos para averiguar si la justi- 
cia ha sido bien consultada en los códigos que dictó, si las 
penas establecidas para los delitos son escesivas, ó ai las con- 
tribuciones impuestas son necesarias para la defensa y segu- 
ridad del Estado. 

No; la Suprema Corte no ha estado en error al hacer tal de- 
claración sinó en Ja verdadera doctrina constitucional, y en 
esto ha estado de acuerdo con la jurisprudencia establecida 
por laa Cortes Federales de Estados Unidos, no obstante aer 
la Constitución Americana al respecto menos esplícita que la 
nuestra, pues es menos el uso público que la utilidad pública. 

«t El poder del Gobierno respecto a mejoras públicas, han di- 
cho aquellos Tribunales, es un poder soberano. Corresponde á 
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U sabiduría del Congreso determinar cuándo y de qué manera 



«La eonsütucionalidad del derecho, no está medida por el 
importe ó grado preciso del beneficio público i conferirse. 

■ Siempre que haya interés público; aunque sea aparente, 
para sostener una ley , el Poder Legislativo ó la persona ó cuer- 



petente de sn necesidad. La cuestión en todos estos casos no 
es de si la ley es indispensable, sino" si puede ser útil y con- 
veniente (Newoemb v. Smith; Chand, 71». Véase Decisio- 
nes Constitucionales de los Tribunales Federales, por Nicolás 
A. Calvo, tomo segundo, página trescientos cuatro). 

T si los Tribunales de Estado se han creido autorizados para 
intervenir en cuestiones de esta naturaleza, es por escepcion 
« en cato* de palpable é injustificable abuso de pederé cuando la 
evidencia de una separación de la regla para el uso público es- 
tá manifiesta sobre la faz del acto*, como se resuelve en el caso 
últimamente citado y porque ni en la Constitución de Estados 
Unidos ni en la de los Estados, se ba establecido como en la 
nuestra, que la espropiacion por causa de utilidad pública sea 
calificada por ley. 

Se ha invocado también en contra la autoridad de Cooley y 
una sentencia de la Corte de Estado de Nueva York que decla- 
ró inconstitucional una ley que disponía € qne siempre que una 
parte solamente de un lote ó fracción de tierra fuese requerida 
par* los propósitos de nna calle de ciudad, si los comisionados 
para asignar compensaciones estimasen conveniente incluirla to> 
talidad del lote en la asignación, tendrían poder para hacerlo» . 

Pero es nna pretensión cuando menos estravagante la de atri- 
buir mayor autoridad i una sentencia de una Corte de Estado, 
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que á dos sentencias de la Corte Suprema de la República Ar- 
gentina jotras dos de las Cortes de Circuito da tos Estados Uni- 
dos i siendo además de notaT la diferencia considerable que hay 
entre librar al juicio de comisionados, «i se ha de espropiar una 
parte ó la totalidad del lote, A que este punto sea resuelto di- 
rectamente por el Congreso, al declarar la utilidad pública de la 
espropiaoion. 

Y en cuanto á la opinión de Cooley t es verdad que este au- 
tor sostiene * que cuando una parte solamente de la propiedad 
es necesitada por el público» la necesidad de la apropiación de 
esa parte no justificará la toma del todo» aunque se dó una 
compensación por ello ; j que desde el momento en que la apro- 
piación vé máá allá de la necesidad del caso, cesa de estar justi- 
ficada por los principios que sirven de fundamento al derecho de 
dominio eminente ». 

Pero esta no es una opinión, sino un principio sobre el cual 
todos están de acuerdo y que el legislador debe tener presenta 
cuando vá i ejercer el poder de espropiaciou. 

En cuanto á la autoridad competente para juzgar déla ne- 
cesidad, la opinión de Cooley está de acuerdo con la jurispruden- 
cia de la Corte Suprema, 

« La autoridad para determinar en cada caso, dice, si es ne- 
cesario permitir el ejercicio de este poder, debe quedar con el 
Estado mismo; y la cuestión es siempre una, de carácter estric- 
tamente político, no requiriendo audiencia alguna sobre los he- 
chos, ni determinación alguna judicial. 

« Sin embargo, cuando un trabajo de adelanto, de importan- 
cia local solamente, se tiene en vista, cuya necesidad debe ser 
determinada en vista de los hechos que los habitantes de la ve- 
cindad deben suponerse en aptitud de entender mejor, la cues- 
tiende necesidad es generalmente referida á algún Tribunal lo- 
cal, y puede aún ser sometida i un jury para que la resuelva so- 
bre etidencia. 
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■ Pero las partes interesadas no tienen derecho alguno cons- 
titucional para ser oídas sobre esta cuestión, ámenos que ta 
Constitución del Estado clara y espresamente se lo reconozca j lo 
provea. 

«En principios generales, la decisión final queda en el de- 
partamento legislativo del Estado ; y si la cuestión es referida 
á algún Tribunal para ser juzgada, la referencia y la oportuni- 
dad para ser nido, son materia de favor y no de derecho. 

* El Estado no está sujeto á obligación alguna de hacer provi- 
sión para nna contestación judicial sobre esa cuestión». (Cons- 
iitutional Umiiations, página seiscientos sesenta y ocho). Cita 
en apoyo de esta doctrina numerosas resoluciones de tos Tribu- 
nales de Estado y trascribe ín esíenso la del caso de People 
v. Smith, 21, Nueva York, 595, de la cual conviene copiar 
aquí los siguientes párrafos: 

« La necesidad de apfo'ptttriie-lTrprop i E tlai piumán jibu < JUj ü . 
del público 6 del Gobierno, no es una cuestión judicial. El po- 
der reside en la legislatura. Puede ser ejercido por medio de un 
estatuto que de una vez desígnelas propiedades á ser apropia- 
das y el objeto de la apropiación, ó puede ser delegado á oficia- 
les públicos, 6 como se ha hecho repetidas veces, á corporaciones 
privadas, establecidas para llevar acabo empresas eu que el pú- 
blico está interesado. No hay restricccion á este poder, es- 
cepto aquella quer equiere la compensación que debe darse . 

c T allf dondeel poder es cometido ¿oficiales públicos, es ob- 
jeto de discreción legislativa determinar qué reglas prudencia- 
les deben ser establecidas para asegurar un discreto y juicioso 
ejercicio de la autoridad. La provisión constitucional asegurando 
el juicio por jurado en ciertos casos, y aquella que declara que 
ningún ciudadano será privado de su propiedad sin el debido 
proceso de ley, no tienen aplicación al caso. El juicio por jura- 
do solopuede ser reclamado como un derecho constitucional, allí 
donde la cuestión es de carácter judicial >. 
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« EL ejercicio del derecho de dominio eminente descansa en el 
mismo terreno que el poder de imponer. Ambos son emanacio- 
nes del poder de hacer la ley. Son ios atributos de la soberanía 
política, para cuyo ejercicio la legislatura no está en la necesi- 
dad de dirijirse á las Cortes. Al establecer un impuesto, 6 al 
apropiarse la propiedad de un ciudadano 6 de una clase de ciu- 
dadanos para objetos públicos, con una provisión adecuada para 
compensación, el acto legislativo es el debido proceso da ley, 
etc. La apropiación de la propiedad es un acto de administración 
pública, y la forma y manera de ejecutarse es tal cual la legisla- 
tura en su discreción lo prescribe. » 

La ley ha juzgado en el caso presente necesaria la apropia- 
ción de la totalidad de las fincas afectadas por la Atenida; ese 
juicio no puede ser remado por los Tribunales, ni el criterio de 
estos puede sobreponerse al criterio del fim^^ x^jfrhm, 
...■£111 iiiuOM JJléutíltlurro^"conatitucionalidad. 

Pero quiero suponer que esté en las facultades de la Corte re- 
visar la calificación do la ley, y veamos á la luz de la razón y 
del buen sentido, puesto que no hay leyes que definan lo que 
debe entenderse por utilidad pública, si estaba sido 6 no con- 
sultada en esa calificación. 

Desde luego no puede desconocerse que hay utilidad y pro- 
vecho evidente en apropiarse las finca* que van á quedar con 
frente á la Avenida, por el mayor valor que van á adquirir los 
fondos de las casas actuales transformados enfrentes sobre la 
más central y la más hermosa de las calles. 

Tampoco puede negarse que esa utilidad es de carácter pú- 
blico, porque es la Municipalidad y no un simple particular 
quien va ¡i aprovechar de ella. 

Pero esto es una especulación, se dice, en que se buscan ga- 
nancias con la propiedad privada, y la utilidad pública á que se 
refiere la Constitución, no puede convertirse en un negocio ni 
en propósito de renta, sin desnaturalizarla. 
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La objeción tendría fuerza y sería muy atendible, sí la dis- 
posición de U ley tuviera efectivamente por objeta especular 
con el mayor Talor que la tierra vá á adquirir con la obra pú- 
blica á ejecutarse, en beneficio del tesoro municipal. 

Pero no es así, y es fácil demostrar que la ley lia sido inspi- 
rada por elevados propósitos de equidad, de justicia y de con- 
veniencia pública. 

No son conocidos los presupuestos de la obra, pero no es aven- 
turado afirmar, dado el valor actual de la propiedad en Buenos 
Aires, que la apertura de la Avenida no costará menos de doce 
millones de pesos al municipio, calculando, á razón de un mi- 
llón, término medio, por coadra. 

El resultado inmediato de esa obra, tal vez será duplicar j 
triplicar el valor de los fondos délas casas actuales, convertidos 
en frentes á la Avenida ; ese mayor valor creado por la Munici- 
palidad á costa de tan enorme gasto, no pertenece al propie- 
tario Binó al municipio; justo es entónces que el municipio lo 
tome, y este es nno de los objetos de la espropiacion total de 
las fincas afectadas por la Avenida, para revender los sobran- 
tes. 

¿ O so pretende por ventura que e3G m lyor valor pertenece 
de dereohj al propietario ? La ley general de espropiaciones lo 
niega espesamente, y en esto está de acuerdo con todas las le- 
yes de la materia, al disponer u que el valor de los bienes debe 
regularse por el que hubieren tenido si la obra no hubiere sido 
ejecutada ni aún autorizada». 

Renunciar á ese mayor valor en favor del propietario, es im- 
poner al municipio un enorme sacrificio, que nada justificaría y 
que sus recursos no se lo permiten. 

Si es posible llevar á ejecución una obra de tal magnitud, 
es porque la hace posible el mayor valor que han do tomar los 
sobrantes délas fincas espropiadas, los que vendidos en remate 
han de reembolsar á la Municipalidad gran parte de su costo. 
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Sin ese recurso la obra seria irrealizable y seguramente nadie 
habría pensado en ella. 

* 

Pero suponiendo que lo fuera, su realización escollaría en un 
inconveniente de otro género no menos insuperable : no habría 
equidad en hacer pesar sobTe la comunidad el costo de la obra, 
para enriquecer á los afortunados propietarios de un barrio, pa- 
gándoles generosamente el valor del terreno que se les espropia- 
ae y triplicando ti valor de sus propiedades por el frente que 
se les daría de balde sobre la Avenida. 

¿ Podríala Municipalidad tomar en otra forma el valor creado 
por ella y evitar estos inconvenientes? 

El sistema de las cotizaciones responde á ese proposito, im- 
poniendo ¿cada propietario la cuota con que hade contribuir 
al costo de la obra ; este camino está abierto por la ley y per la 
ordenanza reglamentaria, en la única forma en que es realizable 
en la práctica, esto es, por el acuerdo de los propietarios de ca- 
da manzana, y ya se ha hecho en alguna ; pero impuesto por la 
• ai ri aridad wat» solacio úaá» jM ^Maw- ' ffliW ¿afta s y" 
tan grandes dificultades que parece impracticable por falta de 
una base cierta y segura para determinar con equidad el mon to 
de cada cuota en relación de la obra, al valor actual de cada ter- 
reno y al mayor valor que han de adquirir. 

En presencia de esas dificultades, el Congreso ha optado por 
la eapropiacion como el medio que mejor consulta la equidad y 
la conveniencia pública. 

Habría podido espropiar todas las manzanas por cuyo centro 
ha de cruzar la Avenida, como se há hecho en Francia donde la 
eapropiacion por zonas y por barrios enteros se ha practicado 
sm resistencia y con escelente resultado ; pero ha procedido con 
prudencia y moderación limitando el ejercicio del derecho de 
eapropiacion á lo estrictamente necesario. 

Se dice que la espropiacion por zonas solo se ha admitido co- 
mo legítima para trabajos de conjunto, sin definir con preci- 

Ü 
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sion lo que por tales trabajos debe entenderse ; pero si disecar un 
pantano y sanear un barrio insalubre, son trabajos de conjunto, 
no lo es menos la Avenida decretada, que abriendo ana ancha 
tía en la parte más antigua y densamente poblada de la ciudad, 
responde & propósitos de higiene, de viabilidad y de embelleci- 
miento y requiere trabajos múltiples y complicados. 

Otra consideración de conveniencia y utilidad pública concur- 
re á justificar la espropiacion total de las fincas afectadas por 
la Avenida, y es la de poder entregar nuevamente al dominio 
privado ios sobrantes sujetos i restricciones y condiciones á que 
no se bailan actualmente sometidos. 

Cuando se emprenden obras de esta clase, destinadas entre 
otros objetos al embellecimiento de una gran ciudad y á la co- 
modidad desús habitantes, no se puede librar á la voluntad de 
los dueños de las propiedades adyacentes que edifiquen como 
quieran, y á>ste propósito responde el artículo sestode la orde- 
nanza reglamentaria, imponiendo la obligación de presentar á 
la aprobación de la oficina de Obras Públicas, los planos res- 
pectivos, á fin de que las fachadas se ajusten en lo posible á 
un mismo plano arquitectónico. 

« Si el interés público, dice Kent, puede en alguna manera 
S¿¿ promovido par la toma de la propiedad privada, debe que- 
dar A la síbTdurf» db*U J.egi ¡datura determinar si el beneficio 
para el público ha de ser de suficiente importancia para autori- 
zar el ejercicio del derecho de dominio eminente ». Y el mismo 
Cooley, que solo admite con reserva esta regla, no puede menos" 
do reconocer « que el término uso público como es empleado 
en la ley de dominio eniiuentu, tienu un significado muy con- 
trolado por la necesidad, y en alguna manera diferente del que 
Heva generalmente * ; y cita en su apoyo una decisión de la 
Corle de Michigan en que se establece esta doctrina: «Si se 
examina á fondo la materia, se encontrará que la consideración 
más importante en el caso del dominio eminente, es la necesi- 
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dad de realizar algún bien público que de otra manera es ira- 
practicable; y se encontrará también que 4 j ley, no tanto mira 
¡i los medios, como á la necesidad.. (Comtüutionat limüatwm, 
piigina seiscientos sesenta y cinco). 

E D el caso presente, la sabiduría del Congreso Argentino La 
juzgado que el beneficio que la Avenida de Maro ha de repor- 
tar al público, es de suficiente importancia para autorizar la 
espropiacion de las fincas afectadas por ella ¡ y la necesidad de 
osa espropiacion se halla justificada como el único medio de 
hacerla practicable, no solo bajo el punto de vista de su costo 
y de les recursos municipales, sino bajo el punto de vista de la 
justicia y de la equidad, que no permite qne unos propietarios 
sean enriquecidos con el sacrificio de los demás. 

¿Juzgaran de distinta manera los jaeces ? Si así fuera t Bue- 
nos Aires, por el egoísmo de unos pocos, quedaría condenada con 
su medio millón de habitantes á ahogarse entre las calles es- 
trechas que delineó el fundador hace más de tres siglos. 

Por estas consideraciones, se confirma la sentencia apelada 
de foja ochenta y una vuelta. 
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< 41 NA XI.I 



Ifan Emilio Castellanos, contra don .losé Luis Amadeo, 
Administrador de Aduana; sobre abuso de autoridad. 



Sumario— ha declaración de un solo testigo, no hace fé en 
juicio. 



Caso. — Se estica en el 

Valí* del Juez federal 

Buenos Aires, Agosto 17 du 1886, 

Y Tistes estos autos seguidos por D. Emilio Castellanos 
contra ol Administrador de lío utas Nacionales I). José Luis 
Amadeo, por abuso de autoridad; y considerando: Que esta- 
blecida como está la acción del actor, en el hecho de que habien- 
do tenido que ocurrir al despacho del demandado para obtener 
el despacho de unas mercaderías de la casa de Honoré, había 
Bido espulsado violentamente de 61 con duras y amenazadoras 
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palabras, se recibió la causa a prueba para establecer la verdad 
de los hechos citados que fueron negados por el señor Amadeo 
eu la contestación de la demanda. Que en este estado el señor 
Castellanos presentó el testimonio de los testigos Francisco 
Salermo, Luis Itenaudier y Julio Migoya, de los cuales solo este 
último declaró á foja 56 vuelta, haber oido que el Adminis- 
trador gritaba con palabras duras que expulsaran á Castella- 
nos; los otros, Renaudier, personalmente, foja 58, no sabe nada 
y lo que declara es por haberlo oido decir á Salermo, foja 53 
vuelta, y este dice solamente que oyó un incidente en el despa- 
cho del Administrador, habiendo visto que Castellanos tenía 
los brazos apoyadoB sobre la mesa. Quo por consiguiente, el 
actor no ha justificado la verdad de los hechos en que fundó su 
demanda, ¡pues la declaración de un solo testigo no hace fú en 
juicio. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando al Administrador 
de Rentas don José Luis Amadeo libre de la presente demanda, 
siendo á cargo del demandante las costas del juicio. Hágase 
saber y repónganse los sellos, 

Andrés (¡(¡arriza. 
WmUm de tm Huprem» Corle 

Jliifnos Airea, Abril M «f* 1888. 

Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el señor Procurador General, ae confirma, 
con costas, el auto apelado do foja sesenta y nueve; y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO MAR- 
CAREN.— C, S. DE LA TORRE. 
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«AUNA AMI 



Don José fí. Lezamdy en la ejecución del Doctor Don Emilio Vi* 
llanueva contra don Itartolomé Carret e; sobre tercería de 
dominio. 

Siímario.— La dación en pago de una finca, hecha por el 
deudor después de haber sido embargada por el acreedor, j no 
escriturada ademas, ni inscrita en el Registro de Propiedad, 
no da derecho para oponerse á la ejecución de dicha finca. 



Cajo. — Se osplica en el ^ 



Falle Éel lucí Federal 



Buenos Airei, Agosto 2 i Je 18&7. 

Y vistos estos autos sobre tercería de dominio deducida por 
don Leandro García, en representación de 1), José Gregorio Le* 
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zama, en el juicio ejecutivo seguido por el Dr. D. Emilio C. Vi- 
1 la nueva contra D. Bartolomé Carrére. 

Considerando: i" Que el teicerista funda su preferente de- 
recho en que la finca embargada, calle de Jtinin número 310 
como de propiedad del deudor ejecutado, le corresponde en do~ 
minio á en representado por haberle sido dada en pago por el 
mismo Carrére en el afio de 1875 habiéndosele puesto poste- 
riormente en posesión con consentí miento de Carrére, segan 
todo aparece de los espedientes seguidos par B. José Gregorio 
Lezama contra D, Cúrlos Puyrredon y por el Dr. D, José B 
Gorostiaga contra Bartolomé Carrére. 

* Que traídos esos autos adeffectum vüíendt) si bien consta 
a foja», del espediente seguido por Lezama contra Puyrredon 
el arreglo entre el primero y Carrero sobre dación y adjudica- 
ción en pago, á que se 1.a hecho refrenda, resolta también de 
ese espediente, que el embargo trabado á solicitud de Viltannera 
sobre la misma finca objeto del convenio, lo fué eon antcrj*riw- 
dad á este. El embargo fué trabado en 10 dojfertlj d¡TlS75 y 
la transacción recibió la aprobamoj^fcSTi, en 13 de Noviem- 
bre del mismo año. ^ 

rQn^m^íísWnte eita circunstancia la que princi- 
naijMireea-io mérito al auto dictado ene! espediente ejecutivo 
seguido por Villanueva contra Carrére, haciendo lugar al le- 
vantamiento del embargo solicitado en el oficio del señor Juez 
de Comercio Dr. García, cuya medida se pidió en mérito de los 
mismo» fundamentos que se invocan en el escrito de foja 4 

Que no habiéndose escriturado a Lezama la propiedad por 
estar subsistente el embargo trabado antes de la fecha del 
arreglo sobre adjudicación y dación en pago, y disponiéndose 
por el artícnlo 1184 del Código Civil, que deben ser hechos por 
esentura pública, so pena de nulidad, los contratos que tuviesen 
por objeto la trasmisión de bienes inmuebles en propiedad 6 
usufructo, es fuera de duda que en tanto no se cumpla esta for- 
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malidad, D. José Gregorio Lezama no pnede fundar so oposición 
en el dominio que no ha adquirido sobre el bien embargado. 

Por estos f andamentos, fallo : declarando qne don Joié Gre- 
gorio Lezama no ha fundado su oposición, con especial condena- 
ción en costas. En su consecuencia, llévese adelante la ejecución 
manteniéndose el embargo trabado á solicitud de Villanueva so- 
bre la finca calle de Junin número 316. Hágase saber, repóa- 



Vistos j considerando: Qoe siendo el acto de dación en pago 
á favor de don José Gregorio Lezama, en que este basa su de- 
manda, posterior en fecha al embargo trabado en la finca de su 
referencia i solicitud del ejecutante don Emitió C. Villa- 
nueva, según lo demuestra la sentencia apelada y resulta del 
convenio de foja quince j certificado de foja veintiuna de los 
autos agregados, seguidos por dicho Lezama contra don Pedro 
Bailado sobre propiedad de la misma finca, no ha podido dicho 
acto cumplirse con perjuicio de los derechos resultantes del 
embargo en favor del espresado Don Emilio Villanueva, con 
arreglo á la disposición que contiene el artículo mil ciento se- 
tenta y cnatro del Código Civil y qne consagra también el arti- 
culo doscientos cuarenta y dos de la Ley Orgánica de los Tribu- 
nales de la Capital. 

Por estos y los fundamentos concordantes de la sentencia 




Andrés Ugarriza. 




Ihieiios Aires. Ahril H Ap. 1*88. 
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apelada de foja diez y nneve, se confirma dicha sentencia con 
costas; j repuestos los sellos defuílvanse los autos. 

BENJAMIN VICTOR t€ A. — ULADIS- 
LAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
GCREN. — C. S. DE LA TORRE. 
- SALUSTIAWO i. ¿A VA LIA 



CAUSA XI.UI 



Don Adolfo de la Torre contra Don Delfín Yieyra y Don Juan 
Hecalt, por devolución de unas boletas de venia ; sobre in* 



Sumario. -La justicia federal es incompetente para enten- 
der en Jas demandas en que el actor y uno de los demandados 
son estrangeros. 



Cojo.— D. Adolfo de la Torre, chileno, demandó á los seño- 
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i« Don Delfín Vieyray Don JuanRccalt por la devolución do 
unas boletas de venta. 

Los demandados opusieron Ib escepcion de incompetencia por 
ser francés Don Juan Recalt, como lo probó con el certificado 
de nacionalidad espedido por ei Consol General de Francia. 

Wmlf «el lu«i Meral 

Buenos Aires, Setiembre 7 de 1887. 

Y vistos: Habiéndose justificado por el documento de foja 24, 
que uno de los demandados es estrangero, atento lo dispuesto 
en el articulo 10 de la ley de 14 de Setiembre de 1863 sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, este 
Juzgado se declara incompetente para entender en la demanda 
de foja 4. Repóngase el sello sin más trámite. 

Virgilio if. Tedin, 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Jíueuos Aires, Mano 16 de 1888, 

Suprema Corte: 

La sentencia recurrida es de una evidencia tan palmaria, que 
no necesita ser demostrada, y ba de servirse V E, confir- 
marla. 



Eduardo Costa 
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Fallo de I* Suprema C«rte 

Himnos Aires, Abril M de 1888. 

Vistos: Por sus fundamentes, y de conformidad con lo pedi- 
do por el señor Procurador General, se confirma con costas, el 
auto apelado de foja cincuenta y una; y previa reposición de 
sellos, devuélvanse. 

DIMJAMIN V1CTOR1CA. — ULADIS- 
LAO FRIAS. — FEDERICO 1BAR- 
GtiREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZA VALIA, 



C AMA ILIf 



Doña Emitía Vmllac de ttodriguez contra don Nicolás Schiaf- 
fino } por cobro de pesos; sobre inhabilidad del titulo ejecu- 
tivo. 



Sumario.— certificado espedido por un escribano eütTa ri- 
gen* ala parte actora, no es título hábil para fundaT una eje- 
cución. 
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Caso.— Lo esplica el 

Fallo del Juex Federal 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1H87, 

Y vistos estos autos ejecutivos iniciado* por ü. Luís J. Ro- 
dríguez en representación de su esposa doña Emilia Visillac de 
Rodríguez contra los señores Sivori y Schiaffino, por cobro de 
la cantidad de 6104 pesos con 67 centavos nacionales . 

Y considerando: I a Que iniciada la ejecución con el certifi- 
cado de foja 1 espedido por el escribano D. Juan P. Ruiz y 
dirijido á constatar que en los autos que se siguieron por las 
mismas partes citadas, para el cobro ejecutivo de un crédito hi- 
potecario en la ciudad de Montevideo, vendido que fué el bien 
hipotecado, quedó aún un saldo á favor del ejecutante por la 
cantidad que so persigue en el presente juicio. 

2 o Que espedido el auto Je sofrendo y deraáá preliminares 
del juicio, el deudor ha opuesto, en la estación correspondiente, 
U eseepcion de inhabilidad del título de ejecución, fundándola 
en que el certificado espedido por un escribano de país estran- 
geroy referente á actuaciones de un juicio pasado también en el 
estrangero, no constituye título de los que por las leyes del 
país traen aparejada ejecución. 

3 rt Que recibido el punto á prueba por el anto de foja 44, se 
solicitó y obtuvo del señor Juez Letrado de la República Orlen- 
tal del Uruguay, el testimonio de la sentencia dictada por este 
Tribunal en el juicio citado de la señora de Visillac de Rodrí- 
guez con Schiaffino, 

4" Que según el inciso 3 o del artículo 249 de la Ley de Pro- 
cedimientos» la escritura pública, presentando testimonio en for- 
ma, es instrumento que trae aparejada ejecución; y no se puede 
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decir que el presentado no sea tal, desde que se encuentra debi- 
damente legalizado y revestido de las demás formalidades le- 
gales. 

Por estas consideraciones, fallo no haciendo lugar con costas 
a la escepcíon de inhabilidad del título opuesto por el ejecutado; 
y en consecuencia, llévese adelanto la ejecución hasta hacerse' 
trance y remate del bien embargado para el completo pago del 
capital, intereses y costas. Repónganse los sellos y notifiquesc 
con el original, 

Andrés Vtjarriza. 



V a » II* de I* SupremCvrte 

Unenos Aires, Abril 17 de 1888. 

Vistos: No revistiendo a certificado de foja primera en que 
se basa esta ejecución, los caractéres de una escritura publica; 
ni apareciendo espedido por funcionario competentemente au- 
torizado para hacerlo» se revoca la sentencia apelada de foja 
ochenta y dos, y se declara no haber lugar á la ejecución, sien- 
do las costas del juicio & cargo del ejecutante, conforme á lo 
dispuesto en el artículo doscientos setenta y siete de la Ley de 
Procedimientos. Repónganse los sellos y devuélvanse Jos autos. 



BENJAMIN VICTO HIGA. — ULADfSUO 
FIUAS. — FEDERICO IDARGtiKEK. 
— C. S. DE LA TOIIHE, — SALUS- 
TIAJÍO J. ZA VALIA. 
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« AUMA xia 



Don Javier Alvarez toníra don Romualdo Gauna, por ciéro de 

/tesos; sobre competencia. 



Sumario.— ¥,ñ las acciones personales, la jurisdicción compe- 
tente es la del jaez del lugar donde tiene su domicilio el deman- 
dado j fué contraída la obligación. 



too.— Los señores Bonadeti j Beloni, de Santiago del Este- 
ro, recomendaron á don Javier Alvarez, de Córdoba f á don Da- 
vid Lascano, para que le vendiera mercancías, ofreciendo su 
garantía hasta la suma de 500 pesos. 

Alvarez vendió por valor de 575.34 pesos, y se hizo dar por 
Lascan o un pagaré á 17 de Xoviembre de 1884. 

Alvarez, vencido el pagaré, entabló demanda contra don lio- 
mualdo O auna, de Santiago, cesionario del activo y pasivo de 
la cosa de Bonadeti y Beloni. 

O auna entabló contienda de competencia ante el Juez Fede- 
ral de Santiago, 
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VISTA DEL PROCURADOR MSCAL 

Sontiago, Junio 8 de 1887. 

Señor Juez nacional de Sección : 

Martin A Herrera, Fiscal adhoc, en el incidente promovido 
por den Rolnu.ldo Gauua, atrita de un. ejecución S. 

seno, duB j BTOI Alvar.z, pidiendo* V. E. ee declare ¿mpe- 

ente para .1 conocimiento de eea causa, en reren de ,er .1 
de™n d a d0 . de , sta j & ^ - 

de aquel a, ..gu..ndo el principio de que el acter debe seguir el 
fuere del reo. respetuosam.nte y como mejor proceda, digo : 

Que no obelante el principio general de derecho alegado por 
.par t ,delseñ.rGaun..eI infrascrito ee de opinión que V E 
debo desestima, 1, conti.nd.de competencia inicié, declaran: 
do» «competente par. el conocimiento do la causa do q„. , 
trata, ,n mérito í la, siguientes consideraciones 

Sibicne, cierto, que el principio general invocado por el 
señor G.„na nna Terdaí ^ a P « 

mena, certo que. en su aplicación practica ese principio .uf" 

las partes qno intervienen en el acto, da cuja ejecución !, 
cumplimiento ..trata.,, por ..untura!.,, de ¿¿¡S£¿ 

0KO i t ; bJUdÍee trÍt8 " d8 " 'i™'™ * «»» obliga- 
conde garantí., otorgad, por los señores Bonrieti yB.leni de 
, .one.es .uceara. «norGauna. 4 favor de! señor don J, i 
Alv.,.. del comercio de Có oba, en mérito de otr. obl.Z," 
eontr.,da con .1 mismo por¡ .eñor don Dnvid Uscnn, M o 
que consta de las .nteced,,,, q u. oorren en lo. .u"o, 



FALLOS DE LA 8UMBIIA CORTB 



Desde luego, la obligación de Lascano, no determina el logar 
en que se ha de cumplir; debiendo, en consecuencia, cumplirse 
en el lugar en que la obligación lia «ido contraída, como lo dis- 
pone el articulo 01 5 del Código Civil, en su segunda parte. 

Contraída, pues, la obligación de Lascano en ta ciudad de Cór- 
doba, no determinando el lngar de su cumplimiento, es consi- 
guiente , de conformidad a la prescripción legal citada, que ella 
debe cumplirse en la ciudad de Córdoba, donde la obligación ha 
sido contraída. 

£1 lugar del cumplimiento de la obligación determina por 
otra parte, la competencia de las autoridades que deben conocer 
de la demanda sobre su ejecución, como lo tiene resuelto la 
Corte de Justicia Nacional en sus fallos, Série I a , tomo 9, pá- 
gina 102, y siendo la ciudad de Córdoba el lugar del cumpli- 
miento de la obligación contraída por Lascano, como queda 
demostrado, es consiguiente que son los jueces de Córdoba ios 
competentes para conocer en la demanda sobre su ejecución, 
aunque no sea ese el lugar del domicilio del obligado ó deudor. 

Ahora bieu, la obligación de los señores Bonadeti y Beloni, 
hoy don Romualdo Gauua, ha sido contraída en garantía de la 
obligación de Lascano, y como tal, es accesoria de esta según 
lo dispuesto por el artículo 1986 del Código Civil. 

Si hemos de aceptar como un principio inconcuso de derecho, 
que lo accesorio sigue siempre i lo principal, es forsoso concluir, 
que la obligación de garantía de los señores Bonadeti y Be- 
loni, aunque haya sido contraída en la estación San Pedro, 
jurisdicción de esta provincia, y sus otorgantes ó el señor Gau- 
ua, en su caso, sean domiciliados en la misma, debe cumplirse 
en la ciudad de Córdoba, donde tiene su cumplimiento la obli- 
gación principal y sujeto i la jurisdicción de las autoridades 
competentes para el conocimiento de la demanda sobre la eje- 
cución de esta. 

De lo contrario, se establecerían dos jurisdicciones distintas 
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para el conocimiento de una misma cosa; es decir, ana juris- 
dicción para el conocimiento de la obligación principal, y otra 
dirersa para el conocimiento de la obligación necearía; lo que 
sería una aberración jurídica, y contrario á la jurisprudencia 
adoptada por la Suprema Corte de Justicia Nacional en su re- 
solución que dice: cEI juez competente para lo principal, lo es 
también para lo accesorio.. (S. V, t. 4, pág, 352 de sus fallos). 

En consecuencia, siendo el Juez Seccional de Córdoba, el 
competente para conocer en la demanda sobre ejecución de' la 
obligación principal, que lo es la del señor Laseano, es consi- 
guiente que el mismo juez es competente para conocer de U 
demanda sobre ejecución de la obligación accesoria de garantía 
do loa señores Bonadeti y Belonf, ó Romualdo Gauna t otorgada 
a favor de Don Javier Alaroz. 

Sí los señores Bonadeti y Boloní contrajeron esa obligación 
fuera de los términos del contrato presentado por el señor Gau- 
na, será una defensa que este podra hacer valer en sosten de 
< derechos, en el tiempo, forma y antequien corresponda, 
pero en manera alguna influye para determinar la competencia 
de V, S, en el conocimiento de la causa de que se trata. 

Tales son, señor Juez, las consideraciones que han influido 
en el ánimo del infrascrito para opinar se proceda en el sentido 
indicado, salvo el más acertado juicio de V. S. 
Por tanto, V. S. se servirá resolver, como lo dejo pedido. 

¡H. A . Herrera, 



Santiago, Junio 14 do 1887. 

I vistos: en mérito délas consideraciones aducidas en el 
precedente dictámen fiscal, que este Juzgado estima arregladas 

T, ... > 
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á derecho, se declara incompetente para conocer de la causa 
deque se trata. Hágase saber y archívese este espediente, caso 
de no ser apelada cata resolución. 

Oiaecfiea y Alcona. 

VISTA DEL SESOIl PROCURADOR GENERAL 

Buenoa Aires, Abril 13 de 1888. 

Suprema Corte: 

El pagaré que dá origen á este incidente, j cuja copia se re- 
gistra á foja 18, no determina domicilio especial, ni espresa el 
lugar cu que debe ser pagado. Lo natural es que lo fuera en 
el lugar en que fuá firmado, en Córdoba; y si el que lo firmó 
se encontrara en dicha ciudud, aún accidentalmente y aún 
siendo vecino de otra provincia, allí debiera ser de preferencia 
ejecutado. 

Pero, encontrándose el deudor en distinta provincia, más 
natural es todavía que el actor siga el fuero del reo, según lo 
tiene d< clarado V. E. cu la causa S. 2 a , t, 4, pág. 339. 

Esto solo, justifica la revocación que pido do la sentencia re- 
currida, sin que sua necesario entrar a investigar si la remota 
conexión de Gaunacon el pagaré en cuestión, bastaría á suje- 
tarle al fuero de! que lo suscribe, cualquiera que él fuera. 



Eduardo Costa. 
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Falto de la ■ N pnM> Cario 



Buenos Airos, Abril 17 de 1W. 



mm Tratíndose de un. acción personal emanada déla 
<ar .de crídito corriente en copia á f j. diea y ocho, .oscrit» 
en la proTincia de S. n ti.go del Estero, de donde aparece ser 
wc.no el demandado, obligación par. coyo c.mpl ¡miento no « 
la de.,gn«do domieilio e.peoi.1; y de conformidad con I. pedi- 
do por el Procurador General, se rema el .ato .pelado de foja 
Te.nte„,cte rnelta, , se declara,™ el Jaes competente para 
conocen esta cansare] d, Sección de dicha proriaci.de 
Santiago. Repuestos los sellos, devuélvanse. 
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< AUNA Xl-VI 



It. Manuel (iorostiaga contra I). Vicente García Aguilera', sobre 
desacato cometido por la prensa. 



Sumario. — La justicia federal es incompetente para conocer 
y reioher en los delitos cometidos por medio de la prensa. 



Caso. — ¡Se esplica claramente en el fallo del Juez Federal y 
en el de la Suprema Corte. 

r»ll« del Jm* F«4ml 

SaDtiago, Noviembre 24 de 1885. 

Autos y Tistos : esta causa criminal por desacato seguida 
contra D. Vicente García Aguilera, de ella resulta : que este úl- 
timo publicó una hoja suelta que corre á foja 1, en la que ha- 
cía apreciaciones de la conducta del diputado al Honorable Con- 
greso de la Nación» D. Manuel Gorostiaga, con ocasión de las 
opiniones Teitidaa por este en el seno de la Honorable Cámara 
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de Diputados il tratarse del proyecto de Ley del presupuesto 
general de la nación en La pirtida relativa al sueldo del Rector 
del colegio nacional de esta ciudad, cujo cargo era ejercido por 
el referido García Aguilera ; que el diputado Gorostinga, hizo 
presente al Juzgado ñor su escrito de foja 2, la existencia de la 
ya oitnda hoja suelta por medio de la cual creía so había come- 
tido por su autor el delito previsto y penado por los artículos 
30 (inc. 2") y 32, título VI de la ley nacional penal de 14 de Se- 
tiembre de 1863 y artículo 60 de la Constitución x acionali p ¡_ 
diendo en consecuencia, se diera al Ministerio fiscal la interven- 
ción que le correspondía, dada la naturaleza legal del hecho co- 
metido ; que García Aguilera lia reconocido ser autor de la 
mencionada hoja su. Ha, ratificándose en su contenido (declara- 
ción de f. 10). 

Habiéndose promovido por el apoderado de García Aguilera á 
foja 68, el incidente relativo d la personería del diputado Go- 
rostiaga para intervenir en esta causa, el Juzgado lo resolvió de 
conformidad con lo pedido por Gorostiaga, como consta á foja 
86. de acuerdr. con las consideraciones aducidas en el escrito quo 
corre de foja 79 á81. 

Porestrafio que parezca el hecho de la intervención simultá- 
nea del Ministerio fiscal y del diputado Gorostiaga en esta cau- 
sa, él es, sin embargo, autorizado por tas leyes comunes cuan- 
do se presentan casos de la naturaleza del $ub judice en los que 
la continencia de la causa así lo requiere. 

Porque, en efecto, segoo lo prescriba el artículo 32 de la ley 
nacional citada, la gravedad de la pena que se fija para castigar 
el delito previsto por el artículo 30 de la misma, depende de 
que el insulto sea grave ó de que eiista calumnia ; es decir, que 
fijándose la pena de cuarenta á cuatrocientos pesos fuertes de 
multa, ó prisión de dos á doce meses, los jueces la aplicarán se- 
gún las circunstancias distintivas de cada caso que se cometa 
á su resolución. 
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T para quesea posible que se haga constar en autos ta exis- 
tencia del insulto ó injuria grave, y sobre todo, de la calumnia, 
te hace indispensable dar participación al mismo miembro del 
Parlamento que haya sida atacado, porque solo mediante su in- 
terés directo y personal se conseguirá esclarecer los hechos que 
han motivado el ataque que da origen al juicio. 

Sí no fuera a$f, y si el juicio por injuria y calumnia, debiera 
seguirse y resolverse por distinto juez del que entiende en el 
juicio de desacato, resultaría que la penalidad que se impusiera 
por este último delito, dependería de la resolución del juez que 
entendiera en el juicio de calumnia é injuria ; pues que, según 
que resultara comprobada la existencia de una ú otra, sería 
menor 6 mayor la pena que se impondría por el desacato. 

Asi quedaría violaba !a . continencia de la cama ; pues que re- 
sultaría que dos jueces conocerían de una misma causa, bajo fa- 
ses distintas : ta una pública puramente (desacato) y la otra pri- 
vada (calumnia ó injuria) dependiendo la penalidad que debiera 
imponerse por el delito público, del falto del juez que conociera 
del delito privado ; loque no es lógico y contraría y hace ilusorias 
todas las ventajas y conveniencias, así como los principios gene- 
rales que aconsejan mantener la continencia de la causa. 

Además, se contrariaría el principio dominante en materia 
penal, según el cual no debe nanea castigarse dos veces por un 
mismo delit>á un mismo individuo; non bis in idení; 7 es indu- 
dable que importaría violarlo, penar á un mismo individuo se- 
paradamente, por desacato y por calumnia ó injuria, siendo así 
que no puede cometerse el primero sin el segundo, lo que equi- 
vale ¿¡decir que la comisión del segundo, es condición sitie qua 
non de la del primero. 

En vista de estas consideraciones y otras que se omiten, es 
que ha sido aceptada la intervención simultánea, en este juicio, 
del Ministerio fiscal y del Diputado Gorostiaga, en calidad de 
querellante. 
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Continuando con el eximen de la* constancias de autos, re- 
sulta ademas: Que tomada la confesión con oargos á García 
Aguilera, ¡te dio por parte de aquella su declaración de foja 
10; manifestando en su descargo, que había oreido al publicar 
su hoja suelta, hacer aso de su derecho do legítima defensa, para 
levantar los cargo, que le habíadihjido el diputado Gorostiaga 
en el seno de la Honorable Cámara de Diputólos, sin q (1Éi 
mente hubiera sido lesionar derecho .le tercero. Que formu- 
lando la acusación, pur su parte, el diputado G^tinga, dedu- 
jo acción de calumnia é injuria, fundado en que el acusado le 
injuriaba al vertir los siguiente conceptos: * traficante políti- 
co, hombre sin conciencia y demás que contiene el párrafo 
26 de la hoja suelta He foja t ; y de calumnia, porque en su opi- 
nión, le imputaba delitos do malversación de dinero* que ad- 
ministró como funcionario público, j estafa, cuando en el ci- 
tado párrafo de Ja hoja suelta, dice el Br. García Aguilc-ru . 
«que en mí vida no hay testamentarías de frailes ni monjes, que 
nunca he pagado mis deudas con el óbolo de la caridad pública 
estoes con el hambre y la denude* del pobre, del desgraciado', 
declinando en mi padre la responsabilidad do tal hecho...* y fi- 
nalmente, cq lJB jarrón mi conducta como funcionario, he dado 
ugar á que se pase sobre mí una nota, como la que copio. . • i 
^nota de la Contaduría General de la Nación de 12 de Marzo de 
1881). Que deduciendo por .u parte el fiscal la acusación res- 
pecta, le imputa á García Aguilera, el delito de desacato fun- 
dado en que ha injuriado al diputado Gorostiaga, por razón de 
sus opmiones en el seno del Congreso, afirmando, que si bien 
era OI erto que García Aguilera había usado del derecho de le- 
gítima defensa, se había escedido en su uso, incurriendo a S í 
en el delito especificado por la ley penal de 14 de Setiembre de 
18b3, en sus artículos 3", inciso^, y 32. Que contestando á la 
acusación, el defensor del acusado sostuvo, que su defendido no 
había incurrido en la comisión de delito alguno, desde que se 
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había limitado á ejercer su derecho de defensa legítima, para 
levantar loa cargos calumniosos que en su contra había vertido 
el diputado Gorostiaga en el seno ¿el Congreso ; que al verse 
calumniado no podía dejar de levantar los cargos que se le ha- 
bían hecho, los que proyectaban sombras sobre su reputación 
de funcionario público, agregando que al usar de su derecho no 
fué su mente inferir ofensa alguna á nadie. Que eu atención á 
afirmarse la existencia de la calumnia, se abrió esta causa á 
prueba, con todos caí gos, con arreglo á lo dispuesto en el artí- 
culo 357, título 38 de la Lev do Procedimientos Nacionales ; 
Que el acusador, diputado Gorostiaga, produjo, como prueba de 
su parte, la que corre de fojas 252 i 259 y los espedientes traí- 
dos adeffccium videndidv la testamentaría de Mouje, y del jui- 
cio de jactancia seguido entre 1). Manuel Gorostiaga j el Héc- 
tor del colegio nacional de esta ciudad los que corren agrega- 
dos á la cabeza de estos autos. Que el defensor del acusado 
produjo, como prueba de su parte, la que corre de foja 34- á foja 
197, de foja 908 á foja 228 de los autos» consistentes en va" 
. iios números de los periódicos que se publican en esta localidad 
El Vais y la Opimon Pública, en el ¡Harto de Sesiones de la Ho- 
norable Cámara de Diputados, cu las declaraciones de foja 208 
á 211, en la copia de la nota de foj^ 231 con mas el informe 
del Juez de I a Instancia en lo criminal de esta provincia, so- 
bre la existencia de un juicio por calumnia é injurias, seguido 
ante ese Juzgado, entre D. Manuel Gorostiaga y el acusado, el 
que corre a foja 223. Que ademas se pidieron ad effectum viden- 
di los documentos á que se hacía referencia en la nota de foja 
223, los que consisten en 50 recibos y el libro copiador de plani- 
llas del colegio nacional, todos Jos que comn agregados á la ca- 
beza de estos autos. Que se pidieron, además, para mejor pro- 
veer: I o copia autorizada de la nota que dirijiera en 22 de Mar- 
zo de 1876 al Ministerio de Instrucción Pública, el encargado 
de la dirección del colegio, que lo era entónees D. Pedro Vieyra; 
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2 o que la Contaduría General de la Nación informara acerca de si 
habían sido aprobadas las cuentas de este colegio nacional, cor- 
respondientes al mes de Enero de 1876; 3> que el Juzgado del 
crimen de esta provincia remitiera, ad effectum vidmdi los au- 
tos seguidos ante él por D. Manuel Gorostiaga contra D. Vicen- 
te García Aguilera por injurias y calumnias; no siendo remitida 
la primer copia solicitada, porque, según lo espuso el V ice-rec- 
tor, encargado de la dirección del colegio, en su nota de foja 
263, era ininteligible la copia que cíe ella existía en el libro res- 
pectivo. 

Haciendo un estudio de las pruebas producidas por una y 
otra parte, empezaremos por la del acusador. 

Este ha producido como tal los espedientes traídos ad effec- 
tum videndi de la testamentaría de Monje y del juicio de jac- 
tancia que siguió contra el Héctor del colegio nacional, entún- 
res D, Martin Pifiero. 

Además, las copias de la sentencia dictada por el juez del cri- 
men de la provincia de Tucuman, en el juicio que por calumnia, 
siguió ante aquel juzgado contra D. 1'ablo Groussac. 

Del primer espediente resulta que I). Manuel Gorostiaga era 
y es aún curador ad liiem y liquidador de la testamentaría del 
Dr. D. Domingo Monje, constando de las últimas diligencias 
de los autos de la materia, que Gorostiaga rindió cuentas é hizo 
la liquidación respectiva, las que aún no han sido aprobadas por 
la autoridad competente, por baber sido observadas por la viu- 
da de Monje, por sí y por sus hijos. 

Del segundo espediente, resulta : que en efecto D. Manuel Go- 
rostiaga iniciú y siguió un juicio de jactancia y por cobro de 
pesos contra el Héctor del colegio nacional, sin que hasta la fe- 
cha haya sido fallado por el Ju< z competente. 

De las copias de la sentencia del Juez del Crimen de la pro- 
vincia de Tucuman, que corre de fojas 252 á 259, resulta que 
en efecto, Gorostiaga siguió juicio por calumnia, ante aque 
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Juzgado contra D. Pablo Groussac, con ocasión do loa ataques 
que este le dirijió, relativamente a la disposición arbitraria, de 
los fondos que se recolectaron cu aquella provincia, con destino 
á los inundados de esta, y que el juez de la causa declaró que 
había habido calumnia, en atribuir á (¡orostiaga la disposición 
arbitraria de esos fondos. 

Las pruebas producidas por el acusado, consisten en los 
ejemplar^ de los periódicos de esta localidad, La Opinión Pú- 
blica y el i'ah t que corren de foja 18* á foja 194, en las decla- 
raciones testimoniales de foja 208 á foja 21 1, en el informe del 
Rector del colegio nacional de fojas 212 a 21 5 t y en ti informo del 
Juez del Crimen de f*-ja 225. 

De los ejemplares de los periódicos adjuntos resulta, que en 
Ei País de 1883 y 1881, se insertaron varios sueltos contra tíar- 
cÍjí Aguilera, contestándolos este en la Opinión Pública de 
1883 y 1881. 

Es de advertir que El País, es considerado por García Agui- 
lera, como órgano de (¡oros tinga. 

üe las declaraciones do fojas 208 á 211* resulta qtifl el Vil-e- 
rector, D, Manuel (¡oro-ítiaga, encargado de la dirección del co- 
legio nacional, segun el testigo 1), Pedro Vieyra, no rindió 
cuenta del producido de los derechos de matrícula, venta do 
testos y de las bumas destinadas á gastos internos correspon- 
dientes á los meses de Enero y Febrero de 1876, habiéndolas 
rendido respecto de los sueldos de profesores. 

El testigo D. Tendomiro F. Paz, declaró do acuerdo con lo de- 
clarado por el testigo Vieyra. 

Del informe de fojas 112 á 21"» del Jícetur del colegio nacio- 
nal, resulta: que la Contaiiuría General de la Nación, dirijió* 
en efecto, la nota que García Aguilera, transcribió en su hoja 
suelta de foja 1, relativa a la rendición de cuentas del co- 
legio. 

Del informe de foja 225, del Juez del Crimen de c>ta provin- 
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cia t resalta: que en efecto, se seguía ante este Juzgado, un jui- 
cio de calumnia é injuria entro Gorostiaga y García Agui- 
lera. 

Del informe de Ja Contaduría General de la N aciou.de foja 226, 
resulta : que esta oficina aprobó definitivamente, por resolución 
do fecha 2 de Octubre del corriente ano, la cuenta del colegio 
nacional de esta provincia, correspondiente al mes de Enero de 
1876, formando cargo al ex Yice-rector, I), Manuel Gorostiaga 
parla suma de pesos mil ochocientos sesenta, recibidos para 
el abono de sueldos y becas ¡ y al es-Rector I), Pedro Arnú 
$ot vesos ciento treinta y ocho, treinta y im centavos, por ob- 
servaciones varias. 

Be los documentos remitidos ad effectum videndi por el Rec- 
tor del colegio nacional, á que hace referencia su nota úv foja 
133, y que corren agregados á la cabeza de estos autos, consis- 
tentes en cincuenta y nueve recibos de los profesores y emplea- 
dos del Teferido colegio, por sueldos y gaslos correspondientes 
al mes de Enero de 1876, resulta : que el total de los recibos ar- 
roja la suma de mi/ ochocientos ochenta y dos pesos diez cen- 
tavos, ta que escede en la cantidad de veintidós pesos diez 
centavos, á la de mil ochocientos sesenta pesos por la que forma 
cargo la Contaduría al oí Yice-rector Gorostiaga. 

Además de esos recibos se adjuntó también el libro copiador 
de planillas, á fojas 12 y 13, en el cual seencuentra la planilla 
de sueldos correspondiente al mes de Enero de 1876. 

Del espediente traido ad effectum videndi del Juzgado del 
Crimen de esta provincia, resulta : que Gorostiaga inició juicio 
por calumnia é injuria contra García Aguilera, el que está aún 
en tramitación. 

Ahora bien, el diputado Gorostiaga deduce uüeion do ca- 
lumnia á injuria contra García Aguilera. 

Respecto de la procedencia de estas es necesario, ante todo, 
definir estos delitos para ver si son procedentes aquellas. 
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Comencemos por la lujuria. Los autores li definen diciendo : 
que, ella consiste en ta imputación de todo hecho perjudicial á 
otro contra derecho : quod non jure fit (Tejedor, Curso de Dere- 
cho criminal) ; mas, tomada en un sentido estricto, es sinónimo 
de contumelia, de la palabra contemnerc, insultar (L. i\ [,. de 
injurits). Specialiter autem injuria diciiur contumelia. 

La Ley i\ título 9 o , partida define la injuria: desfunra 
que es fecha o dicha a otri a tuerto o a desprectamento de el. 

El proyecto de Código Penal para la República Argentina, 
confeccionado por los Ores. Villegas, Ugarriza y García, define la 
injuria, en su artículo 240, diciendo : « comete delito de inju- 
ria el que deshonra, desacredita ó menosprecia á otro por medio 
de palabras, escritos ó acciones ». 

Y tratándose délas injurias, es necesario distinguir las gra- 
ves de las leves, pues lis leyes mismas hacen esta distinción á 
los efectos de la aplicación de las penas. 

Así, se reputan t/raves las injurias, cuando consisten en la 
imputación de un delito, cuya acusación no corresponde al Mi- 
nisterio ílsoal ú no da lugar á procedimientos de nGcio. 

Al deducir su aeración el diputado Uorostiaga, ha sostenido 
que se le imputaban los delitos de estafa y malversación de 
fondos, como curador att litem ; y como estos delitos no son pú- 
blicos, y no provocan por tanto, el ejercicio de la acción del 
Ministerio fiscal, quiere decir, que ellos importan una injuria 
grave. 

Y a este respecto ea preciso considerar la diferencia ojie debe 
hacerse entre la injuria ó calumnia manifiesta y la encubierta ó 
equivoca. Corresponde interrogarse : ¿ para que exista calumnia 
ó injuria, es acaso indispensable que haya imputación franca y 
definida del delito á persona determinada ; o basta por el con- 
trario, que esa imputación se haga encubiertamente, mediante 
el lenguaje figurado, haciendo uso de alusiones más o menos di* 
rectas ó espresas ? 
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Loa autores todos convienen en q ue puede cometerse la ca- 
lumnia Ó la injuria, ya sea en una forma 6 en otra, haciéndoselo 
una diferencia en ta pena que ha de aplicarse en uno ú otro caso. 

Asi, es regla, que cometiéndose la calumnia ó la injuria de una 
manera encubierta ó equívoca, y rehusándose el reo á dar en 
juicio esplicacioncs satisfactorias -sobre ella, sufrirá la pena que 
correspondería á la injuria ó calumnia maniíiesta, disminuida 
en uo tanto, que el proyecto de Código Penal argentino dispone 
sea la tercera parte. 

Aplicando estos principios al caso sut, jntlicc, resulta q ue 
García Aguilera ha injuriado encubiertamente, al miembro del 
Honorable Congreso, D.Manuel Gorostiaga, cuando en el pár- 
rafo 26 de su hoja suelta dice : « ...que «orostiaga es un tra- 
bante político, que ha vendido su ccnciencia al mej.r postor 
jugando á dos barajas, etc., etc. , ;y i e ha injuriado también 
encubiertamente cuando le atribuye en el mismo párrafo de su 
hoja suelta, les delitos de estafa y malversación de fondos sobre 
lo que García Aguilera no ha dado esplicacion alguna que pue- 
da considerarse satisfactoria, como debió hacerlo con arreglo á 

í I^Z^ no haber sid0 su iüteüCiüü m tar eso * deiitoa 

Pasemos ahora á ocuparnos de la calumnia. 

¿Qué se entiende por calumnia? Los criminalistas están con- 
formes en definirla, diciendo : que ella existe, cuando hay la fal- 
sa imputación de un delito de aquellos que provocan el ejercicio 
de la acción publica, es decir, tratándose do delitos públicos 

De la definición dada, resulta que para que ella exista, es ne- 
cesario : i« quo «I hecho que se imputa no sea verdadero • 
2* que se refiera á un hecho concreto, que constituya delito pena- 
do por la ley, pues de lo contrario no habría más que insulto ó 
mjunaj y 3* que el delito no sea de los que solo pueden perse- 
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Sin embargo de que la concurrencia de todas estas circuns- 
tancias es necesaria para caracterizar la existencia del delito de 
calumnia, también se reconoce que aquella puede cometerse, no 
solo manifiestamente, sino por medio de alegorías, caricaturas, 
emblemas ó alusiones, como por otra parte lo hemos establecido 
ya al tratar de la injuria. 

Debemos considerar ahora el punto relativo al delito de pe- 
culado que se atribuye á Gorostiaga con la publicación de la 
copia de la nota de la Contaduría General de la Nación de 12 
de Marzo de 1881. 

En efecto, esa nota existe en el colegio nacional, según resul- 
tado la copia de ella que corre á foja 231 de estos autos. 

Además, del informe de La misma oficina que corre á foja 26ti t 
solicitado por este Juzgado, para mejor proveer, resulta que las 
cuentas del colegio correspondientes al mes de Enero de 187G i 
han sido aprobadas recién el 2 de Octubre último, formándose 
cargo á Oorostiaga por la suma de pesos mil ochocientos se* 
senta. 

Ahora bien, de los documentos traídos ad effectum videndi, 
que corren agregados á la cabeza de estos autos, consta que el 
Yice-rector Gorostiaga, encargado de la dirección del colegio, 
abonó los sueldos de los profesores j á los becados como los 
gastos inL-rnos y sut'ldosdc los ordenanzas, arrojando los 59 
recibos la suma de mil ochocientos ochenta y dos pesos diez cen- 
tavos, superior á la que arroja la resolución de la Contaduría Ge- 
neral de mil ochocienots sesenta, pues Tüsulta un saldo de vein- 
tidós pesos diez centavos a favor de Gorostiaga, 

De todo lo cual se colije que ha habido una omisión de parte 
de los directores del colegio en no remitir esos comprobantes á 
la Contaduría, como debieron hacerlo. 

Y como ellos paraban (los comprobantes) en el archivo del co- 
legio, del que ha sido Rector García Aguilera, durante Insanos 
1883 y 1884, hay lugar á suponer que los conociera, debiendo 
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estar impuesto, como era de su deber, de las existencias del 
archivo del establecimiento que estaba á su cargo. 

Así, pups, si bien es cierto, que la nota que trascribe Aguile- 
ra eu su lioja suelta existía en el archivo, no lo es menos, que en 
el mismo archivo, existían todos los comprobantes que justifi- 
caban la inversión de la suma de que se hace cargo d Gorostiaga, 
babiendo por tanto en el fondo y en verdad una imputación ca- 
lumniosa. 

Considerando, en cuanto á las inmunidades de loa miembros 
del Cougreso: Que ellas están es presamente consagradas por el 
artículo 00 de la Constitución Nacional que establece lo siguien- 
te : Ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado, 
interrogado judicialmente ni molestado por las opiniones ó dis- 
cursos que emita desempeñando su mandato de legislador. 

Esta disposición tiende á garantir la más completa indepen- 
dencia del Poder Legislativo y la mayor libertad de acción de 
sus miembros. 

Sin ella, no sería posible que esa rima del poder público ejer- 
citara su saludable influencia en la economía de nuestras insti- 
tuciones en el sentido de controlar la marcha de los otros po- 
deres. 

Que además de osa prescripción constitucional, existe la de la 
ley nacional penal que establece su sanción positiva. 

Así, esa ley definiendo los delitos que caen bajóla jurisdicción 
de los tribunales federales, enumera el desacato, por el cual pena 
i los que violan esas inmunidades. 

Ks tal la impurtancia que tienen esas inmunidades que todos 
los pueblos civilizados las consagran de una manera espresa en 
sus constitucioues, como tutelares de la independencia del Po- 
der Legislativo. 

De modo que es de la mayor trascendencia hacerlas efectivas, 
cuando se presentan casos prácticos como el sub judict, en los 
que Be las viola, injuriando á un miembro del Honorable Con- 
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greao por razón de sus opiniones, en el seno del Parlamento en 
el desempaño de sos augustas funciones de legislador. 

El artículo 30, título 6 a , en su inciso 2", dice : Cometen desa- 
cato contra las autoridades, ios que calumnian, insultan ó ame- 
nazan á algún diputado ó senador por las opiniones manifesta- 
das en las Cámaras. 

Fara, constatar, pues, la existencia de este delito, es indispen- 
sable demostrar previamente ; i* que ha habido calumnia, insul- 
to 6 amenaza a un miembro del Congreso; y t que esa calum- 
nia, insulto ó amenaza ha sido inferida por las opiniones ma- 
nifestadas en las Cámaras. 

De lo espuesto anteriormente resulta ja comprobada la exis- 
tencia del insulto ú injuria á un miembro del Congreso. 

Reata pues, demostrar que esa injuria lia sido dirij ida por 
las opiniones manifestadas en las Cámaras por esc miembro del 
Congreso. 

Para evidenciar esta última circunstancia, basta la simple 
lectura del primer párrafo de la hoja suelta de foja 1, que dice 
textualmente : La conducta incalificable del diputado Gorostia- 
ga en el seno del Congreso al tratarse del presupuesto de este co- 
legio... 

Resulta déla lectura de este párrafo que todos los ataques que 
García Aguilera dirije á Gorostiaga, son en mérito de concep- 
tuar incalificable la conducta de este último en el seno del Con- 
greso, es decir, por las opiniones manifestadas por el diputado 
Gorostiaga en el seno de la Honorable Cámara de Diputados, al 
tratarse del proyecto de ley del presupuesto, como consta de las 
hojas sueltas, en que se publicaron las sesiones respectivas y 
corren á fojas 193 y 194 de estos autos. 

Que García Aguilera conocía perfectamente las inmunidades 
con que la Constitución y las leyes rodean á los miembros del 
Congreso, pues así resulta del contenido del penúltimo párrafo 
de su hoja suelta, cuando dice : Gorostiaga... ha elejido para 
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difamarme el seno del Congreso, donde es irresponsable por sus 
opiniones... r 

Queda así demostrado que existen en autos los dos ele- 
mentos jurídicos que concurren íí caracterizar el delito de 
desacato. 

Examinándola defensa hecha de García Aguilera, resulta que 
aunque no se dice de una manera espresa, parece alegarse, como 
circunstancia, no solo atenuante, sinÓ justificativa de! proceder 
de Aguilera, la provocación, considerando tal, la esposicion he- 
cha por el diputado Gorostiaga en el seno de la Cámara respecti- 
va para pedir la suspensión de la partida del presupuesto que fi- 
jaba el sueldo del Rector de este colegio. 

Que aunque dada Ja irresponsabilidad de los miembros del 
Congreso por opiniones vertidas en el seno de aquel, no puede 



aceptarse que ellas importen provocación, sin embargo, aún su- 
poniendo que así fuera, es decir, aceptando que mediara provo- 
cación, esta solo exonera de responsabilidad al que injuria ó 
calumnia, cuando se trata de injurias verbales y de las escritas 
leves; sin que por tanto, proceda esta cau*a de justificación 
tratándose de las injurias graves. 

Que tampoco es causa que pueda exonerar de responsabili- 
dad á García Aguilera, el hecbo alegado por su defensor, deque 
hubiera dinjido ataques análogos a los que la hoja suelta con- 
tiene, al mismo Gorostiaga, antes de que fuera diputado, por- 
que esa circustancia no hace desaparecer el hecbo de que ios 
últimos ataques han sido ocasionados por la. opiniones vertidas 
por el diputado Gorostiaga en el seno del Congreso, en el ejer- 
cicio de sus funciones de legislador. 

Que habiéndose hecho constar la existencia de las injurias 
graves, su autor no se exoneraría de responsabilidad por el 
hecho de que mediara provocación, lo que no es admisible como 
queda ja establecido. 

Considerando que las opiniones de] diputado Gorostiaga que 
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han motivado las injurias que le ha inferido García Aguilera, 
fueron aceptudus por la Cámara de Diputados, por cuanto se 
sancionó la moción que formulara el referido diputado en mé- 
rito do las opiniones por él manifestadas, injuriarle por estas, 
importa desacatar á la Cámara misma, levantándose contra sus 
resoluciones. 

Que tampoco puede aceptarse como causa que escuse siquiera el 
proceder de García Aguilera, la circunstancia manifestada por su 
defensor, de habeT respondido sus ataques, al propósito de de- 
fender los actos del Poder Ejecutivo Nacional, desde que no tenía 
personería para ello, y que por otra parte, consta que en la se- 
sión de la Honorable Cámara de Diputados, en que se trató de 
este asunto, se encontraba presente el señor Ministro de Instruc- 
ción Pública, quien intervino también en el debate, como pue- 
de verse en el diario de sesiones que corre ú fojas 103 y 194. 

Considerando, por otra purte,que hay contradicción en el pro- 
ceder de García Aguilera, en cuanto, reconociendo, como reco- 
noce, la iirespunsabilidad de un congrcsal, por sus opiniones 
en el seno del Congreso, no debió proceder como lo hizo, con- 
trariando conscientemente las prescripciones legales que san- 
cionan con toda amplitud , las inmunidades de los miembros 
del Parlamento. 

Que por el hecho de afirmar García Aguilera en su confesión 
con cargos, que al publicar su hoja suelta solo había creido 
hacer uso de su derecho de legítima defensa, sin que hubiera 
sido su mente lesionar derecho alguno de tercero, que tal hecho 
no es en numera alguna bastante para librarle de responsabili- 
dad, por cnanto, si en efecto, no quiso injuriar al diputado Go- 
rosüaga, pudo y debió dar esplicacioaes satisfactorias al con- 
testar el escrito de acusación, sobre los conceptos injuriosos 
contenidos en su hoja suelta, lo que no hizo, pues el párrafo 
que su defensor dedica á este punto en el escrito de defensa, sulo 
contiene una apreciación que importa una evasiva, limitándose 
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á decir, que el acusador, diputado Gorostiaga- pretondía exhi- 
birse como historiador, lo que, como se comprendo, está muy 
lejos de implicar una satisfacción. 

Que, si aceptamos, como causa de justificación la circunstan- 
cia de que las injurias dirijidas en la hoja suelta, lo fueron ya 
untes de que el atacado fuera miemhro del Congreso, resultaría 
como consecuencia lójica, que serían completamente ilusorias 
as inmunidades de los Congrcsales, desde que podría injuriárse- 
les impunemente, sin más razón que la de que esas injurias 
hubieran sido dirijidas ya anteriormente á la investidura de' 
congresal. 

Hay otra cuestión que ha sido materia de discusión al tra- 
tarse del delito de desacato contra las Cámaras, en la per- 
sona de sus miembros, la que no ha sido ventilada en estos an- 
os, pero que no es impertinente hacerla, desde que guarda re- 
lación estrecha con la razón de ser de este proceso ; y es Ja si- 
guiente: ¿Es privativa de las cámaras que forman el Poder 
Legislado, la facultad de castrar por los desacatos cometidos 
contra ellas? 

Después de luminosas y largas discusiones, se ha resuelto la 
cuest.on en el sentido negativo, reconociendo, que si bien por 
escepcion, pueden en ciertos casos las Cámaras legislativas 
ejercer funciones judiciales y penar algunos actos por ellas con- 
ceptuados como desacato, por regla general, es de resorte de 
los tribunales federales entender en las causas que se inicien 
por esos delitos, ejerciendo así la jurisdicción que espúmen- 
tele confiere la ley Nacional penal de 14 de Setiembre de 

Así lo ha resuelto la Suprema Corte de Justicia Federal con 
ocas,on de un recurso de habeos cavpus deducido ante ella por 

E 1Seü AceTedo > <l ue s * encontraba preso por orden del Ho- 
norable Senado Nacional. 

s t que erau los Tribunales Naciona- 
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les los únicos competentes para entender y resolver en las cau- 
sas sobre desacato, conforme á lo estatuido por la ley antes ci- 
tada. 

Otro punto que se relaciona íntimamente con este proceso es 
el siguiente : para que un Tribunal Federal conozca y resuelva 
en una causa por desacato, de los previstos y penados por los ar- 
tículos 30 y 32 de la ley penal ya mencionada, ¿ es indispen- 
sable que proceda oscitación de la misma Cámara, ó basta la 
denuncia del lucho ante tribunal competente, para que el Mi- 
nisterio liscal ejercite la acción que le competo en atención i la 
naturaleza del delito denunciado ? 

Desde luego, el evidente que constando ante un tribunal la co- 
misión de un delito público y llegando este á conocimiento del 
Ministerio liscal, no le es lícito, ni siquiera facultativo, el ejer- 
citar ó no su acción, pidiendo la aplicación de la ley al caso 
ocurrente, porque' basta que conste la ejecución de un delito pú- 
blicu para que proceda inmediatamente al ejereíeio de la acción 
pública. 

Así, pues, seesplicay justifica el hecho de la intervención y 
acusación del Ministerio liscal en una causa, ramo la de que se 
trata en estos autos, por la simple denuncia de la ejecución de 
un delito público, de los que tiene obligación de acusar. 

Por otra parte, ¿ seria en ningún caso lícito á un tribunal, 
dejar de aplicar la ley penal, cuando se justificara ante 01, con 
arreglo á derecbo, la existencia de un delito que es de su compe- 
tencia juzgar ? 

Xadie podría sostener razonablemente semejante tésis, que 
choca con los más elementales principios de legislación y de pro- 
cedimiento. 

De modo que no sería causa legítima ni bastante, el hecho de 
que una Cámara no se pronunciara previamente, sobre la exis- 
tencia de un delito que afectara sus privilegios, por cualquier 
causa, pora impedir el ejercicio de la jurisdicción de un tribu- 
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nal declarado competente per la ley para conocer de delitos 
determinados. 

Y esto aparte de que es singular y chocante el que una Cá- 
mara que hace de acusadora, empieza por juzgar ella misma, si 
hay o no delito de desacato, y después de declararlo así, se He- 
Te recien a su presunto autor, ante el tribunal competente, i¡ua 
es et ÚWCO que puede y debe declarar, previa la formalidad de 
W juico regular, si realmente se ha cometido el delito y qnien 
sea su autor. 

Porque podría suceder, por ejemplo, que una Cámara decla- 
rara que se la había desacatado, en mérito de los ataques que S(í 
dmj.eraná uno de sus miembros, por razou de sus opiniones 
egresadas en su seno, por conceptuar calumniosos los ataques 
V»r ejemplo, y que llevado el caso ante el Juez competente, esto 
declarara, después de sustanciar la causa con arreglo A derecho 
v en mentó de la prueba producida, que no había habido ca^ 
luuima, y que por tanto no había tampoco desacato. 

¿Qué efecto tendría entonce* la declaración previa de la Cá- 
mara, de que existía debato, si después el Juvz competente 
declarase que no lu bahía? 

Ninguno elicaz, porque la misma Cámara no podría castigar- 
lo Riéndose en juez, en mérito de facultades implícita, que le 
han sido desconocidas por los Tribunales, y porque la producción 
de un hecho tal, que es muy posible suceda, desautorizaría á la 
(-amara. 

Y se le ha desconocido la facultad de erijirse en Juez, tanto 
porque sería á la vez Juez y parte, juzgando do los desacatos 
corneados contra ella misma, 1, que no es admisible, en mérito 
del prmcipjo universamente aceptado, en cuya virtud no se 
puede ser Juez y part., ,imnlt ; i n , ai „ente, en un mismo jui-io 
cuanto porq llo e l ejercicio de facult tdes judiciales de parte de 
a Cámara, choca y contradice con el principio fundamental de 
la dms.on de los poderes, que sirve de ba*e á nuestras institu- 
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ciones políticas : y el Poder Legisla Ufo legista y el Fuder Eje- 
cutivo ejecuta, y el Poder Judicial juzga j aplica la ley á los ca- 
sos ocurrentes. 

T solo se hace «acepción á este principio, cuando la Consti- 
tución expresamente lo dispone asi, como sucede cuando esta- 
blece que el Senado ejerza funciones judiciales, en los casos de 
juicios políticos. 

Así, pues, por las razones es puestas queda demostrado, que 
son únicamente los Tribunales Federales los competentes para 
declarar, juzgando con arreglo á derecho, si ha habido ó no de- 
sacato, y graduar la pena, según las circunstancias peculiares 
de cada caso, como lo prescribe el artículo 32 citado, según que 
hubiere habido insulto grave o" calumnia* 

De todo lo espuesto resulta probado, que D. Vicente García 
Aguilera lia injuriado gravemente ¡i un miembro del Honorable 
Congreso de la Nación, por las opiniones por e*:¡.e ultimo verti- 
das, en el ejercicio de sus funciones de legislador , en e! seno del 
Congreso. 

Por estos fundamentos y los concordantes délos escritos de fo- 
jas 128 á 152, definitivamente juzgando, fallo: que debo declarar 
como declaro, que D. Vicente García Aguilera ha injuriado 
gravemente á un miembro del Honorable Congreso Nacional, por 
razón de sus opiniones vertidas en el seno de este último, en el 
desempeño de su mandato de legislador, y que por tanto, ha in- 
currido en )a comisión del delito de desacato, previsto y penado 
por los artículos 30, inciso 2\ y 32 de la ley nacional penal de 14 
de Setiembre de 1803. En consecuencia, y en atención & haber 
estado el acusado en prisión preventiva por el término de 8 días, 
le condeno al pago de la multa de cien pesos nacionales, con 
más los gastos de papel sellado, debiendo abonarse la multa i 
la Sociedad de Beneficencia, con destino a la obra del hospital 
que debe construirse bajo su dirección ; todo de conformidad con 
lo pedido á foja 151. Hágase saber con el original y archívese 
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este espediente, cjso de no ser apelada esta sentencia, d "bien- 
do desglosarse oportunamente los documentos y espedientes traí- 
dos nd effectum videndt y remitírseles á su respectiva proceden- 
cia. Repónganse los sellos. Chuncélcse la fianza otorgada & foja 
i 22. Y en Tista de que los conceptos contenidos en el último 
párrafo de la página ciento sesenta y tres vuelta, son poco 
respetuosos para el Juzgado, se ordena sean ellos testados por 
Secretaría, recomendándose mayor ¡rcunspeccion en lo suce- 
sivo al defensor de Aguiler.i. Devueltos que sean oportuna- 
mente los documentos que corren á la cabeza de estos autos, 
consistentes en los cincuenta y nueve recibos del colegio nacio- 
nal, ja mencionados, manifiéstese á su director que debe remi- 
tirlos á la Contaduría General á los fines de la ley. 

/'. (itaerhea y Aicortu. 



r«tl» 4*1» tiuiirriM* Certr 



Buenos Airrs. Abril IU du lBSti. 

Vistos en apelación estos autos promovidos por D. Manuel 
Gorostiaga contra Ü, Víante Aguilera por injurias y calum- 
nias, resulta : 

Que el demandado, contestando las publicaciones hechas en 
el periódico El País, en las que se l< atacaba gravemente, se- 
gún se vé por los números corrientes á fojas ciento ochenta y 
siete, ciento ochenta y ocho y ciento noventa y una, publicó 
contra el demandante, á quien se atribuían dichas publicaciones, 
los sueltos que se leen en los números de La Opinión Vública¿ 
foja ciento ochenta y t¡eís. 

Que con motivo de estos sueltos, don Manuel Gorostiaga acu- 
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sóante el Juez del Crimen de la provincia de Santiago del Ks- 
fcero, ádon Vicente García Aguilera por la cal munia é injurias 
que ellos contenían según consta de los autos seguidos antedi- 
chu Juez que se tienen ú la vista. 

Que pendiente este juicio fué nombrado el demandante dipu- 
tado al Congreso Nacional, y al discutirse la partida del pre- 
supuesto relativa al sueldo de Rector del colegio de Santiago, 
que lo era entóneos el señor Aguilera, se opuso á su sanción, 
atacando la conducta de este en los mismos términos en quclo 
había sido en los números de El I'ais ya citados. (Acta de la 
Cámara de Diputados, de foja ciento noventa y tres). 

Que conocido esto por Aguilera, publicó el impreso do fuj a 
primera en el que reproduce sustancial mente los conceptos ver- 
tidos contra ííorostiaga en el número de la Opinión I'úOitcn de 
foja cii nto Oi hcntay seis, y que motivaron el juicio aún pen- 
diente ante el Juez del Crimen de la Provincia, con curo moti- 
vo dicho señor Gorostiaga, invocando la> inmunidades y privi • 
legios do que goza como diputado de la Nación, acusó ante el 
Juez Federal do Santiago al citado Aguilera por ia calumnia é 
injuria que en dicho impreso se le inlu-ren. 

Que resuelta la causa en primera instancia, han venido los 
autos fría Suprema Corte por apelación de la sentencia pronun- 
ciada en ella. 

Y considerando : Primero : Que los delitos que motivan el 
presente juicio, han sido cometidos por medio de la prensa, só- 
brela cual ia justicia federal no ejerce jurisdicción, pues por el 
artículo treinta y dos de la Constitución Nacional, so prohibe 
espresamente al Congreso dictar leyes que restrinjan la libertad 
do imprenta, ó establezcan sobre ella la jurisdicción federal. 

Segundo: Que asi resulla de los términos generales y abso- 
lutos de la disposición constitucional y se halla evidenciada p or 
las espiraciones dadas á su respecto en el seno de la Convención 
Constituyente cu que se promovió y tuvo oríjen ella, según su 
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lee tanto en el informe de la Comisión encargada de formular 
las reformas que habían de intro.lmir.se á la Constitución, co- 
mo en el informe oral del miembro encargado de fundar tai ante 
aquel cuerpo, en la primera de cuyas piezas se dice : 

« Siendo la palabra escrita ¿hablada uno de los derechos na- 
turales de los hombres, que derivan de la libertad de p, usar, él 
se halla comprendido éntrelos derechos intrasmisibles do que 
se ha hablado. La sociedad puede reglamentar y aún reprimir el 
abuao ; pero esa reglamentación y esa represión, es privativa de 
la soberanía provincial, es decir, es privativa déla sociedad en 
que el abuso se comete, y á la cual puede dañar inmediatamen- 
te, ya sea á toda ella en su conjunto, ya á los individuos aisla- 
da rúente. 

« Aun considerándolos abusos de la palabra escrita romo ver- 
daderos delitos (que en realidad no son sirio aetos dañosos á la 
sociedad), ellos no podrían c:;er bajo la jurisdicción nacional, 
como no caen los delitos comums, y seria un contrasentido qué 
fuese tribunal nacional un jurado de imprenta, y no lo fue<e un 
juzgad, civil Ó criminal, bel < ontosto de la Constitución no re- 
sulta que tal haya sido su mente, pero entendiéndose general- 
mente de otra manera por los publicistas argentinos que concur- 
rieron á su confección, teniendo el Congreso por el inciso once 
del artículo sesenta y cuatro, la facultad do dictar las leyes que 
requiera el establecimiento del juicio por jurados, y existiendo 
precedentes (aunque no de un carácter legal), que hacen presu- 
mible una intervención indebida del Gobierno Federal, en mate- 
ria tan privativa de la soberanía provincial, es prudente preca- 
verse contra tales probabilidades, como lo hicieron los Estados 
de Norte-América en m enmiendas que presentaron al Congre- 
so »; x en la segunda; .La reforma importa decir que la im- 
prenta debe estar sujeta á las leyes del pu, blo en que se use 
de ella. Un abuse de la libertad de imprenta nunca puede ser 
un delito, dirá así, nacional. El Congreso dando leyes de i in- 
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prenta, sujetaría el juicio a los Tribunales Federales sacando el 
delito de su fuero natural.». [Diario de sesiones de la Convención 
del Estado de fíuenos Aires, mil ochocientos sesenta, páginas 
noventa y siete y ciento noventa y una). 

Tercero: Que contra la limitación impuesta por aquel artícu- 
lo i la jurisdicción federal, no pueden alegarse los privilejios do 
que gozan los miembros del Congreso, pues ella en nada afecta a 
los que se les acuerda por el artículo sesenta dé la mism i Cons- 
titución, de no poder ser acusados, ni interrogados judicialmcn- 
menteporlas opiniones que emitan desempeñando sus funcio- 
nes de legisladores ; y eu cnanto al de no ser molestados si por 
serlo, se constituyen en acusadores por alguno de los delitos defi- 
nidos por el artículo treinta de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Nacionales, se hallan según esta 
misma ley, en las mismas condiciones, resprcto á fuero, que los 
Ministros del Gobierno Nacional, los jueces y demás autori- 
dades nacionales en el ejercicio de sus funciones. 

Cuarto : Que no gozando e>tos funcionarios de! fuero federal, 
en los delitos cometidos contra ellos por medio de la prensa, tam- 
poco pueden gozar de él los miembros del Congreso; pues la pro- 
hibición constitucional antes citada, no hace escepcion, ni sal- 
vedad alguna respecto de ellos ; sin que pueda decirse por esto, 
que quedarían impunes las ofensas que se les i nfi riesen por aquel 
medio, desde que tienen espedita su acción para obtener ante la 
justicia ordinaria competente, la reparación debida. 

Por estos fundamentos, y atento lo dispuesto por los artículos 
primero y tercero de la Ley de Procedimientos, se declara que 
el Juez Federal de la provincia de Santiago del Estero carece 
de jurisdicción para conocer en esta causa, Notifiques* con el 
original, y repuestos los sellos devuélvanse. 

t LADISLAO FUIAS.— FEDERICO IBAU- 
GtREK. — C. S. DE LA TOHHE. 
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CALKA Xl.VII 



Famm hermanos contra don Polonia Velastfiiez, por reiviii' 
dtcacion de un campo; sobre pruebas. 

Su mario.— Vencido el término, no son admisibles á la prue- 
ba de reconocimiento, documentos privados que no emanan de 
la contraparte, 



Caso.— En la causa de Farani hermanos contra don Polonio 
Yelasquez por reivindicación da un campo, después de vencido 
el término probatorio, el represe titán te de los primeros acom- 
pañó conjuramento de haberlas recién conocido, unas cartas del 
Coronel Santa Cruz, de I). Domingo Si Pereyra y 1). Pedro 
Hamos, parte de un inventario tomado en 1872 del campo, y 
un contrato do sociedad entre Ramos y el Coronel Santa Cruz, 
pidiendo se ordenara el relativo reconocimiento. 

Fallo del Juei Federal 

Paraná, Setiembre 27 de 1830, 
Estando vencido el término de prueba, y no siendo por otra 
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parte, los documentos que se acompaña», públicos ú privados 

que emanen de la contraria, no ha lugar. 

- 

l'itfueroa. 



Falto 4« I* «uprrann Corte 



Bw'iios Aires, Abril 1» ili> ÍH88. 



t: Por sus fundamentos, se confirma con costas el ¡mto 
apelado de foja once y devuelva* se prúria reposición de sellos. 
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OE JUSTICIA NACIONAL 



Dmmhvm daCamam fanio y don José hns Vicente Ma- 
chado. cotUra do» Isidoro J. iteynera ; sobre restitución de un 
establee úntenlo de campo ron sus haciendas, tj daños y per- 
juicios. J " 



Sitmuno.-i» Es j «Icbc considerarse como acción de despojo 
la q»e se funda en ,\ hecho de haber el demandado apoderádose" 
de un establecimiento de campo j sus haciendas por autoridad 
propia, usando y aburando de la fuerza pública, y que se dirije 
á pedir la restitución de la cosa tomada violentamente, y la 
indemnización de daños y perjuicios. 

2" Xe probados los hechos que constituyen el despojo, debe 
absolverse al dimandado. 



Caso. — Lo es plica el 



Corripiilus, Junio lfi de 1886. 

Y vistos : Don Federico Prats y Argento, apoderado de 
don Kstevanda Cámara Canto y don José Luis Vicente Macha- 



do, brasileros, entabló formal demanda contra don Isidoro J. 
Reguera, argentino; y espuso: 

Que en ol año 1878 sus representados habían celebrado coa 
don Antonio Pujol un contrato de arrendamiento del estableci- 
miento de campo denominado Palmitas, con la fianza del señor 
Hoguera, como consta del contrato que presenta; que durante los 
años trascurridos han abonado puntualmente la anualidad cor- 
respondiente, como puede justificarlo con los recibos respectivos . 

Que habiéndose convenido verbalmente rescindir el contrato 
de arrendamiento con un ailo de anticipación, bajo bases que 
después debían reducirse á escritura pública, y antes de quo 
esto se Terilicase» el señor Reguera estableció un tribunal arbi- 
tral sin concurso del señor Pujol y sin intervención del señor 
Cámara Cauto, cuyo poder no está inserto en la respectiva 
escritura compromisoria, la cual adolecía de otras nulidades, 
como U de no haberse señalado en ella ot modo cómo debían 




t, ni el término para fallar, ni la multa que 



debía pagar el que no se conformase con el laudo; que el tribu- 
nal arbitral principió á funcionar sin oir á las partes, basta que 
Machado presentó la protesta que acompaña bajo el número 5, y 
no obstante olla, laudaron separadamente sin oir á las partes» y 
apoyado en eselaudu se apoderó del establecimiento, disponien- 
do de sus haciendas como si fuese dueño; y concluye pidiendo 
se condene al demandado á la restitución del espresado estable- 
cimiento con sus haciendas en el estado en queso hallaba cuan- 
do se apoderó de é!, con más los daños y perjuicios causados y 
las costas del juicio. 

Don Desiderio D. Dante, apoderado do Reguera, contestó la 
demanda después de larga dilación, á causa de una escopetan 
dilatoria puesta por la parte de Reguera y de la apelación que 
interpuso de la resolución de este Juzgado. Dijo que los de- 
mandantes confiesan en el poder que dieron áPrats, que habían 
celebrado con el coronel Reguera, su representado, un convenio 
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verbal relativo a la rescisión del contrato de arrendamiento ; 
que tal convenio no era de rescisión sinóde cesión del arrenda- 
miento, puesto que la rescisión no podía otorgar ningún derecho 
a su representado, que solo era iiador en el contrato de arrenda- 
miento; qui' la naturaleza de un contrato no depende de la 
errada denominación que se le dé. 

Que la demanda conlirmaba esa confesión, puesto que decía 
que se había convenido vcrbalmente en rescindir el ar renda- 
miento, pero que era falso que se hubiese convenido en reducir 
i escritura pública las tases estipuladas, como se afirmaba en la 
demand.i. 

Que un el compromiso arbitral se dice que babían convenido 
en rescindir el contrato de arrendamiento, y para veriCcar la 
entrega se convino en nombrar los arbitros, y que además les 
conferían ií los arbitros la facultad de ♦asadores. 

Que su representado tomó posesión del establecimiento Pal- 
mitas, avista v paciencia de Machado y sin oposición dreste, en 
virtud de] contrato de cesión que está perfecto y quedo consuma- 
do con la eulrega. 

Que Machado se negó i entregar la casa cuando vió el fallo 
do los arbitros, que ponía en evidencia el estado ruinoso del 
establecimiento, y lo siguió ocupando con su familia, en actitud 
belicosa y amenazante, y así continuo »? n ser molestado por su 
representado hasta que se retiró dejándola carrada. 

Después manifiesta los motivos por qué gestionó y obtuvo la 
cesión del arrendamiento, y discuto largamente la protesta que 
presentó Machado á los arbitros y la carta de su representado 
presentada por el demandante. 

Que reconociendo los demandante la existencia y bases de 
los convenios para rescindir el arrendamiento y someter á arbi- 
tros su ejecución, no podían pedir la restitución de lo que entre- 
garon eu virtud do ellos á su representado, á menos que pro- 
basen la nulidad de ellos, lo que no conseguirán jamás. 
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Que aunque su representado no hubiese cumplido con la*; 
cláusulas del contrato, no podría la otra parte rescindirlo, como 
lo diapone el artículo 1204 del Código Cítü. 

Que el arrendamiento de t Pal mitas» ha terminado y su re- 
presentado ha sido demandado para el desalojo y restitución 
de la propiedad arrendada ¡ y concluye pidiendo sea rechazada 
la demanda, con costas ; teniendo presente las pruebas produ- 
cidas por las partes y sus alegatos de bien probado. 

Y considerando: i" Que para resolver este litis, es conve- 
niente estudiar las siguientes cuestiones que se han traido al 
debate: i" Si los demandantes celebraron con el demandado 
algún convenio ó contrato relativo ú la terminación del contra- 
to de arrendamiento del establecimiento «Palmitas» que aque- 
llos tenían con don Antonio Pujol; qué clase de contrato fui- 
aquel, si rescisión del arrendamiento ó cesión del mismo, y si 
tal contrato estaba perfecto cuando Hediera tomó posesión del 
establecimiento -Palmitas»; 2" Si Reguera tomó posesión de 
dicho establecimiento en virtud de haberío sido entregado por 
Machado, ó la tomó por autoridad propia y sin que mediara 
tradición por parte de aquel ; 3» Si Reguera debe ser ó no con- 
denado á la restitución del espresado establecimiento, con los 
daños y perjuicios causados y las costas del juicio. 

¥ aspecto á la primera cuestión, no consta de autos 
que se haya celebrado un contrato perfecto cutre Hoguera y los 
arrendatarios del establecimiento cPalmitas» para la rescisión 
6 cesión del arrendamiento. Tanto en la demanda como en el 
poder de foja 2, dado a" Prats y Argento, se dice que se había ce- 
lebrado un convenio verbal p ira la rescisión de! es presado con- 
trato; pero no consta sinó por la protesta de Machado de foja 3, 
cuáles fueron las bases ó condiciones de ese convenio, y por 
consiguiente, no habiendo manifestado Reguera hallarse confor- 
me con esas bases, no hay prueba en autos de que se haya cele- 
brado un contrato en virtud del cual pudieran ser obligados los 
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demandantes á entregar a Reguera el establecimiento arren- 
dajo. Un contrato so dice que está perfecto cuando las partes 
que lo celebran lian con ve n id o en los requisitos esenciales para 
su perfección, como ser la cosa y el precio, y cuando se han lle- 
nado las formas qtie las leyes exijan como requisitos indispensa- 
bles para su validez; y en el acto sub jtulice no consta sinó que 
habían convenido los demandantes con el demandado en rescindir 
el contrato de arrendamiento que aquellos tenían con Don An- 
tonio Pujol, y esto porque así lo confiesan; pero discordando en 
los demás requisitos esenciales, no existe en autos la prueba de 
que haya celebrado un contrato perfecto con aquel objeto, y solo 
puede decirse que los demandantes aceptaron en general res- 
cindir aquel contrato, aunque no llegaron á perfeccionar esto 
convenio. La escritura publica de compromiso para el nombra- 
miento de árbitr Of, firmada por ftegucra y Machado, ha sido 
tachada de nulidad por los demandantes, por no haberse tras- 
crito en ella el poder que se dice tenía Machado de su socio 
Cámara Canto, de conformidad al artículo 1001 del Código 
Civil, que ordena se trascriban los documentos habilitantes en las 
escrituras, so pena de nulidad, y porque siendo el objeto de 
dicha escritura un negocio estraordinarío, no podía uno de los 
socios obligar i !a sociedad, como lo establecen los artículos (ü9i 
y 1881 , inciso 7* del mismo. Pero prescindiendo do estas consi- 
deraciones, el compromiso arbitral no demuestra tampoco quo 
entre los demandantes y el demandado se hubiese celebrado un 
contrato ó convenio perfecto para la rescisión ó cesión del arren- 
damiento, pues el objeto de dicho compromiso no fué hacer 
constar tal convenio sinó nombrar árbitms, señalándoles los 
puntos que debían resolver en caso de controversia entre los 
interesados; así, en la escritura do compromiso, que corre á 
f"ja H, se toca incidcntalincnte, ó mejor dicho, solo se enuncia 
que entre Hoguera y los demandantes se había convenido en 

de arrendamiento 4110 tenían con 
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Pujol, espresando en seguida que nombran árbitros para la 
entrega del establecimiento con arreglo al contrato. 

Como Reguera era solo fiador de los demandantes, manifies- 
tamente no tenía facultad pura rescindir el contrato do arrenda- 
miento, y para que tal convenio tuf ase algún significado jurí- 
dico, era menester constase por sepurado y se espresasen sus 
bases, y que Reguera hubiese obrado orno apoderado de Pujol; 
de lo contrario, no puede decirse que los términos de la escri- 
tura arrojen la prueba de la celebración de un contrato válido 
para la rescisión del contrato de arrendamiento. La parte de 
Reguera, notando que de loa términos de la escritura no resulta 
que se huya celebrado el convenio de rescisión, puesto que 
Reguera no figura como apoderado de Pujol que era el dueño 

, BOStiene que ese convenio 





y que 

tampoco resulta de la escritura de compromiso la 
haberse celebrado el contrato de cesión, pues este 
diferente del contrato fie arrendamiento que los demandantes 
tenían con Pujol, y no es posible suponer que no so fijasen bases 
y condiciones para ceder a Reguera un derecho valioso, como el 
arrendamiento de que se trata; así, no se espresa si la cesión era 
gratuita ó por un precio dado, ni ninguno de los requisitos 
esenciales tífe'ra qu" un contrato se perfeccione, y solo se dice 
que habían convenida en rescindir el contrato de arrendamiento 
que los demandantes tenían con Pujol, Es verdad que en se- 
guida nombran árbitros para la entrega del establecimiento 
arrendado á Reguera con arreglo al contrato que tenían con 
Pujol; sin embargo, esto solo indica que Reguera se había com- 
prometido á ent regar el espresado establecimiento al venci- 
miento del plazo á su dueño, con arreglo al mismo contrato; mas 
este compromiso no constituye por sí solo la cesión; debían na- 
turalmente estipularse otras bases relativas al precio de la 
cesión ó espresarse que la cesión era gratuita ; y nada de esto 
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se dice en la escritura de compromiso que examinamos ; la que 
se refiere i un convenio cuyas bases no constan y respecto de 
las cuales no hay conformidad de partes. Antes de firmada la 
escritura de compromiso, ya existía al parecer el convenio sobre 
rescisión del arrendamiento entre Humara Canto, Machado y 
Reguera, según se deduce de la carta que este último les diri- 



foja 19, 



jió á aquellos, con fecha 9 de Diciembre del año 
en la que habla de entrega del establecimiento ; pero así como 
en la escritura de compromiso no se consignan las bases de ese 
contenió, tampoco resultan de la carta ni de ningún otro docu- 
mento que obre en autos; sin embargo e<o convenio es el único 
quepodiaconstituirunverdad.ro coutratode cesión entre Re- 
guera y los demandantes, pero no eptando de acuerdo las partes 
ni en el nombro, pu>s el uno le llama cesión y el otro rescisión, 
ni mucho menos en las estipulaciones esenciales, que los con- 
tratantes debieron hacer para darle existencia, sobre la cosa y 
el precio, no existe tal contrato, ni se puede clasificar su natu- 
raleza, que debía depender de las bases estipuladas y de las 
personas que hubiesen intervenido en su celebración. El laudo 
arbitral tampoco puede ser un t'.uto hábil que legitime la po- 
sesión que Reguera adquirió íel establecimiento arrendado. 
Antes que '.os demandantes en ablacen su acción, Reguera soli- 
citó se librase ejecución pork. vía de apremio para el cumpli- 
miento del laudo arbitral, pero, por auto que corre i foja 44 
Tuclta del espediente agregad^ no se hizo lugar á la ejecución, 
de cuyo auto no apeló Reguera y se limitó á pedir que los arbi- 
tros reconociesen sus firmas, ni dedujo tampoco acción ordtna- 

juiciolas causas de nulidad ron que los demandantes lo tacha- 
ban, nulidades que se referían á la misma escritura de compro- 
miso y habían sido espuestas en la protesta de foja 13, que 
presentó á los árbitros dos ó tres días después de firmado el 
compromiso, y no obstante ella, procedieron aquellos á laudar 
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sin resolver previamente si eran 6 no atendibles los motivos 
que alegaba M adiado como causas de nulidad; tales documentos 
110 pueden pues ser aceptados como títulos que legitimen la 
posesión de Reguera del establecimiento arrendado, sin que se 
discutiesen en juicio contradictorio las causas de nulidad 
alegadas y se resolviese á favor de la validez. Sin embargo, 
Reguera no ha entablado acción alguna á este respecto j se limi- 
tó a pedir que se agregase, como por vía de prueba, el espediente 
sobre ejecución del laudo, y aunque así se ordeuú, esto no sig- 
nificaba dar fuerza de cosa juzgada, ni legitimar lo que está 
fuertemente controvertido por la parte contraria como nulo é 
ineficaz, sino simplemente declarar que se tendrían presentes 
esos antecedentes para cstudú.r su mérito al tiempo de la reso- 
lución de la causa. Siendo un hecho perfectamente conocido y 
justificado que la posesión del establecimiento «Palmitas» cor- 
respondía alos demandautes, como arrendatarios de Pujol, según 
el contrato de a ere mi utn unto que figura en autos, incumbía á 
Reguera la prueba deque su posesión es legítima, por haberla 
adquirido en virtud de tradición fundada en juáia causa, pues 
al que afirma un hecho en juicio corresponde probarlo, siendo 
Reguera el que hace la afirmación de que Machado le entregó 
el establecimiento mediante un contrato de cesión de arrenda- 
miento, contrato que, como se ha visto, no aparece justificado en 
los autoB. 

3° Que respecto al segundo punto, debe decidirse igualmente 
que Reguera tomó posesión del establecimiento ipalmitas» por 
autoridad propia, y sin que mediase la tradición traslativa de 
dominio. Antis de examinar ia prueba de testigos, es menes- 
ter consignar ciertos hechos que resultan de loa documentos 
presentados, ¿fin de comprender mejor el mérito de aquella. 
El objeto del compromiso arbitral celebrado entre Reguera y 
Machado solo, sin intervención de Cámara Canto, era para ve- 
rificar la entrega del establecimiento con sujeción al contrato 
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de arrendamiento; parecía pues natural que la entrega de aquel 
si' hiciese con intervención de ios árbitros; híii embargo, aparece 
de la solicitud de Reguera á !os árbitros, á foja 27 del espedien- 
te agregado, de fecha 21 de Diciembre, que se le había entregado 
ta hacienda, al parecer, por Machado, sin íutcrvenciiui ninguna 
de lo* arbitros ; y pn la carta que líeguera dirigió á Machado, 
con fecha 20 de Diciembre, foja 20, dice rjuv el mismo Machado 
le había entregado las haciendas, y en virtud de esa entrega Lizo 
ocuparlas poblaciones con su gente; de estos antecedentes se 
deduce que la entrega no se hizo ante losárí'itros y también que 
había discordia entre Machado y Hegiura, sosteniendo aquel 
que no había entregad.) por su voluntad las haciendas del esta- 
blecimiento, y este, que había mediado entrega; no obstante de 
que en la misma carta le avisa que el recibo do las haciend-s y 
poblaciones se halla en po 1er de los arbitros, siendo así que los 
árbitros no presenciaron la entrega, y que si Machado la hubiese 
verificado le habría dado á £1 el recibo de lo que le entregó. 
Además, habiéndose f ir mido el compromiso con fecha 15 de 
Diciembre, aparece protestando Machado el i 7 del mismo mes y 
año, es decir, dos ó tres dias después, tiempo insignificante pa- 
ra hacer el recuento y entrega de un establecimiento que tenía 
más de diez mil cabezas de ganado. Si protestó con tanta ener- 
gía contra la validez de la escritura de compromiso, no puede 
suponerse que á pesar de la protesta se prestase á verificar la 
entrega en virtud de un título que él mismo caliticaba de nulo. 
Todos los testigos, tanto los de Reguera romo los de los de- 
mandantes, están conformes en que se recontó la hacienda del 
establecimiento, de común acuerdo entre Machado y Reguera ; 
pero este acto del recuento no constituye por sí mismo la en- 
trega 6 tradición de] mi rao; podía ser una operación preparato- 
ria paraTeriüoarla cuando se hubiese formalizado el convenio 
de Teseision ó cesión lijando sus bases ; porque la entrega de- 
bía ser la consecuencia ó consumación del contrato, pero antes 
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de perfeccionado este no podía Machado entregar el estableci- 
miento, á menos que hubiese habido error sobre la perfección 
del contrato de una y otra parte, y juzgando que estaban de 
acuerdo, hubiesen di bordad * después, afirmando uno, que la 
entrega se hizo bajo un convenio determinado, mientras que el 
ülro sostuviese que se había hecho en virtud de otro conve- 
nio muy diferente; en ta! caso, la entrega debía quedar sin efec- 
to, desde que el que recibió no pudiese probar la causa justa en 
virtud de la cual se le hizo la entrega. La tradición traslativa 
de dominio no so verifica sitió cuando hay un título suficiente 
para trai.sferirlu, articulo 2tí0:l del Código Civil, y ya se ha 
demostrado qu ■■ tal título ó contrato, no ciiste ó no resulta 
probado de autos. Pero aunque la hacienda hubiese sido recon- 
tada y entregada ¡i Ilegiiera, no habría mediado tampoco la 
tradición del estableciini 'nto «Palmita* >. porque el estableci- 
miento se compone de los edificios y demás cosas ex ¡sientes eti 
él, y era memst erque además de las haciendas hubiese ent.o- 
gad-. *ambicu las demás cosas que componían dicho estableci- 
miento; de lo contrario y hasta que esto no sucediese, el acto 
de la tradición permanecía imperfecto, porque todavía faltaba 
que el tradente le diese facultad de di-pouer de todo lo que 
constituye el establecimiento, sin lo cual no hay tradición, pues 
esta requiere la voluntad de aquel, como requisito indispensa- 
ble (art. 200.1 del Cód.Civ.). 

No puede afirmarse siquiera que .Machado ha va entregado las 
haciendas á Reguera; nada hay en autos que lo compruebe. K^te 
al absolver la3« posisiou.á foja 177, dice: que cuando tomó pose- 
sión del establecimiento solo llevaba consigo un solo hombre, 
confundiendo claramente el recuento con la toma de posesión. Lo 
natural habría sido que si el recuento se hacía para entregar á 
Reguera las haciendas, este habría llevado peones que las cui- 
daren por sn cuenta desde ese inistno monieutu; de o contrario, 
el recuento no aparece haber sido sinó una opera, ion prepjra- 
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toría para verificar la entrega después, desde que las haciendas 
recontadas un podían ser cuidadas por un solo hombre. La con- 
fusión de la toma de presión con el recuento, resulta también 
de la contestación ¡í la tí" posición, en la que dice que no fue 
apoyado por ninguna autoridad sino que nombraron arbitros, 
ante quienes recibió, pero no consta de ninguna pieza de los 
; utos que Machado entregase el establecimiento ante ios arbi- 
tros, j si solo hubiese sucedido habría dado Reguera el recibo 
á Machado y no ;i los arbitros, como le avisa en la carta de fo- 
ja 20, Lo que probaría que estos le hicieron la entrega sin inter- 
vención alguna de Machado. Ks verdad que lus testigos de 
foguera afirman, contestando á la V pregunta del interruga- 
torio de foja 253, que Machado entregó el establecimiento a 
aquel, pero no dan razón de su di.: lio, y parece que todos ellos 
confunden el re< uento que se hizo de común acuerdo, con la 
entrega. La entrega ú tradición traslativa es un acto jurídico 
que debe reunir condiciones indispensables para que se verifique, 
y los testigos han debid declarar cuáles son los Iludios que 
constituyen la entrega á que se refieren, y solo afirman el he- 
cho del recuento que, como se ha visto, no constituye por si selo 
la tradición traslativa de dominio, y no puede por consígnente 
servir d razón del díchu de lus testigo- que afirman que hubo 
entrega; fácil es suponer que los testigos hayan tomado por 
tradición el recuento, tanto más cuanto que de- pues Reguera 
se apoderó del establecimieiu por un hecho posterior, que 
aunque no consentido por Machado, no fué tampoco rechazado 
. de facto, seguramente porque no tuvo medios para resistir. 
Además, esta afirmación de los testigos de Reguera esta en 
abierta oposición con todas las circunstancias á que se ha bocho 
referencia y no puede ser aceptada como la prueba de que efec- 
tivamente Machado efectuó la tradición traslativa del estable- 
cimiento, especialmente cuando han podido confundir fácilmente 
el Tecuent j con la entrega y cuaudo no esplicau los hechos que 
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mediaron, fuera del recuento, para afirmar que hubo entrega. 

Por el contrario, los testigos de Machado, a pesar de la mul- 
titud de preguntas inconducentes sobre que han nido interroga- 
dos, afirman un hecho ó conjunto de hechos no negados, y antes 
bien, confesadas por el apoderado de Hediera; tales son, el de 
haber Reguera ordenado á sus peones encerrar una tropa de 
hacienda que traía de Libres, en uu potrero del establecimien- 
to j ocupar en seguida un galpón del mismo, centra la Tnluutad 
espresa de Machado ; que dichos peones venían armados con 
armas particulares y hasta traían una carabina remington ; estos 
hechos son importantes y sirven para comprender cómo pasa- 
ron las cosas, explicando al mismo tiempo el alcance que debe 
darse á las declaraciones de los testigos de Reguera, En efecto, 
si primero hubo un recuento de las haciendas en curo acto se 
encontró Reguera solo y nu pudo por consiguiente hacerlas 
cuidar por su gente, se comprende que después s<- apoderó del 
establecimiento cuando vino acampanado de sus peones arrean- 
do unatrupaj iu ocupó contra la voluntad espresa de Machado, 
que no es es t rano no haya podido rechazar por la fuerza esa ocu- 
pación, desde que los peones Tenían armados de fa -ones y pis- 
tolas. El hecho do la ocupación del galpón con sus peones, 
contra la voluntad da Machado, está plenamente justificado, 
tauto por las declaraciones dolos testigos de los demandantes, 
especialmente Enrique lrineo Kilreyra, foja 123, Manuel SÜ- 
veyra, foja 132, Antonio Tereira Cuadra, foja 137, José Gómez 
Gardiu, foja 141, que contentando ¡i la 5" y V pregunta afirman 
esto, con más ó menos claridad, como por las repreguntas que 
hizo el apoderado de Reguera, señor Echazú, afirmando quo 
Reguera vino arreando una tropa desde Libres y la hizo encer- 
rar en el potrerillo y en seguida ordenó á los peones que se 
alojasen en un galpón, a pesar de que Machado no quiso darles 
permiso, pero que esto sucedió como uumesdespues del recuen- 
to, foja 135. Se ha querido desvirtuar las consecuencias de esta 
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ocupación, afirmando que ella sucídió como un mes después del 
recuento, sin violencia, y que los peones no traían otras armas 
que las que acostumbran llevar los hombres que tan en viaje; 
pero apareciendo que hasta entonces mantenía Machado la po- 
sesión del establecimiento, que no había mediado sino un 
recuento délas haciendas, las que permanecían todavía cuida- 
das por Machado, porque Reguera asistió acompañado de un 
soto hombre á aquel acto y después se ausento para Libres á 
traer la tropa de hacienda, resulta claramente demostrado 
que Reguera tomé posesión «1. 1 ^UMmmi^ito. haciendo ocupar 
por su propia autoridad y contraía voluntad espresa de Macha- 
do, el palpan y potrerillo, disponiendo desde entonces como 
dueño de Jas haciend a, mientras que Machado no dispuso ni 
podía dispont r de ellas, desde que lleguen» se apoderó de 61. 
Que Reguera no usase de violi-mia, se comprende, desde que 
Machado solo se opuso de palabras y no de hecho á la órden que 
lieguera ti ¡ó ú sus peones de ocupar un galpun, seguramente 
porque estaban armados y no tuvo cómo resistirlos ; pero esta 
oposición demuestra que no entregó el establecimiento, porque 
la entrega es un acto voluntario, incompatible con ta oposi- 
ción que hizo. Debe prescindirse de las tachas opuestas por la 
parte de Reguera á tos testigos Silveyra, padre é hijo, por estar 
casado un hijo de Machado con una hija y hermana de aque- 
llos, resp. divamente, pues no hay parentesco de afinidad sino 
entre el marido y ios parientes de la mujer, ó vice-versa, entre 
la mujer y los parientes del marido, pero no lo hay entre los 
parientes de uno y otro, como lo prescribe el artículo 364 del 
Código Civil, confirmando lo establecido por el derecho español y 
canónico á este respecto. Tampoco deben ser admitidas las tachas 
opuestas por parte de los demandantes á los testigos de Reguera, 
por ser algunos de estos agregados Ó peones de Pujol, porque 
este figura como una tercera persona en este litis, y no resulta 
tampoco demostrado con claridad en qué grado de dependencia 
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esté cada ano de ellos respecto de Pujol. Pero no puede pres- 
oindirsecon igual facilidad di: las tachas opuestas ¿ los testigos 
Don Antonio Mueedo y duu Cinto Hejarauo, que fueron los jue- 
ces ár Litros que pronunciaron el huido, cuya ejecución fué de- 
negada, porque es bien espresa la ley 10, título i ti, Partida ;l\ 
que prohibe ser testigo al juez encausa que La fallado ó que ha 
de fallar; y si bien es cierto que la parte dé Cámara Canto y 
Machad*» incluyó en la lista de sus testigos á Slaicedo, lo 
tachó después por este motivo, y solo fué interrogado Bobre 
las tachas, siendo de notar que de su declaración, que corre á 
foja 194, resulta que solo fué encargado por Reguera para 
transar con Machado, pero que habiéndose ausentado este para 
el Brasil, no tomó parte alguna en desempeño de su cometido, 
y que no turo peones á su cargo, ni dispuso de cosa alguna del 
establecimiento. Sin embargo, estos testigos nada añadeu ¡i 
lo que consta de los documentos sobre arbitraje, ni se puede 
aceptar lo que dicen, de que Machado entregó el establecimien- 
to á Reguera, porque como los demás testigos no dan otra razón 
de su dicho que el haberse hecho el recuento de comuu acuerdo 
entre aquellos, confundiendo este acto con la entrega del esta- 
blecimiento, cuando las constancias del espediente demuestran 
que después del recueuto Machado pi-rmanuefa en las casas y 
disponía de todo, hasta que Reguera riño de Libres con sus peo- 
nes y lo ocupó contra su voluntad. 

Respecto de la carta-poder que la parte de Reguera sostiene 
dió Cámara Canto á su socio Machado para la entrega del esta- 
blecímíento, aún dado caso que estuviese probada, es incon- 
ducente para justificar ninguno de los puntos capitales en que 
las partes apoyan sus pretensiones, porque no consta que Ma- 
chado haya invocado poder de Cámara Canto, ni cuando firmó 
la escriturado compromiso, ni cuando recontó la hacienda; de 
lo contrario habría presentado la carta al escribano que auto- 
rizó la escritura; además deque no se comprende cómo no exijió 
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Reguera Id presentación de la carta-poder cuando celebra- 
ron e! compromiso, si sabía que existía en poder de Maohado, 
Tudo este tener poder de (Ornara Cauto y no haber hecho uso 
de él, y eu tal caso sus actos, ejecutado, en nombre propio, no 
obligan á su socio ni á la sociedad, aparte de que estafeta- 
ría que hubo gran culpa por parte de Reguera en no exijir la 
presentación del poder para la celebración du un contrato que 
no afectaba solo á Machado, sitió á la sociedad que este tenía con 




resultando de los anteriores considerandos que no ha 
ningún contrato válido entre Reguera y Machado, que 
pueda llamarse cesión del arrendamiento del establecimiento 
«L'almitasi, en virtud del euil haya sido entregado a Reguera, y 
apareciendo, por el contrarío, que este tomó posesión del mismo, 
por autoridad propia cuando vino de Libres arreando una tropa 
de hacienda, acompañado de peones armados, la solución da 
la 3* cuestión .ósea si debe ser condenado á la restitución del 
establecimiento y les daiio* y perjuicios, debe ser afirmativa, 
puesto que es de rigurosa justicia que sea obligado á la restitu- 
ción aquel qtie se apodera de cosas que no le pertenecen, 
cuando no ha mediado la tradición en virtud de una justa causa! 
y en tal caso, la restitución de lo principal lleva consigo la de" 
los frutos, sean n itu rales ó civiles, y tos daños y perjuicios que 
haya sufrido el pose-dor legítimo, por lubt-r sido desposeído» de 
■ onfurmidad a los ártico^ y siguiente del Código 

DM1. Pero desd-- que se entabló la deinan la hasta el presente, 
han intervenido hechos que hacen imposible la restitución del 
establecimiento en los términos indicados. Así, durante el plei- 
to se ha cumplido « I término del arrendamiento, y Reguera 
fué demandado por l'ujol para su restitución con arreglo at 
contrato de arrendamiento, y aquel lo ha entregado sin dar 
participación alguna ú Machado y Cámara Canto, lo que signi- 
lica asumirla responsabilidad de todo loque baya hecho fuera 
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de los términos del contrato y que los arrendatarios no habrían 
consentido si lo hubiesen cumplido por si mismos, pues de lo 
contrario los habría citado para que interviniesen en la entre* 
(ra, ya que estaba pendiente el pleito que aquellos le promovie- 
ron sobre la restitución del mismo. Sin embargo, desde que 
Reguera se posesionó del establecimiento arrendado, hasta el 
vencimiento del contrato de arrendamiento y la restitución á 
Pujol, transcurrió un año próximamente y debe por consiguiente, 
restituir los multíplices de las haciendas durante eso tiempo, 
así como los arrendamientos que hará percibido de los demás 
arrendatarios de Machado y Cámara Canto, ó cualquier otra 
especie de frutos que Reguera baya percibido hasta que entregó 
el establecimiento; y así mismo debe restituir el escódente de 
la hacienda que baya quedado después de la entrega del esta- 
blecimiento á Pujo! con sus multíplicos remediros y los daños y 
perjuicios que los demandantes hayan sufrido á causa de haber 
sido desposeídos del establecimiento; y no siendo posible fijar 
las bases para hacer la liquidación de lo que Reguera debe abo- 
nar á los demandantes por razón de daños y perjuicios, debe 
dejarsepara otro juicio, de conformidad al artículo 15 Je la ley 
nacional de procedimientos. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo y de- 
claro: que el demandado don Isidoro J. Reguera se apoderó 
por autoridad propia y sin que mediase tradición traslativa, n* 
ju&ta causa, del establecimiento denominado «Palmitas* , que Los 
demandantes tenían arrendado á Don Antonio Pujol, y en con- 
secuencia, debe responder por los daños y perjuicios que por 
este motivo hayan sufrido, no siendo posible la restitución del 
mismo establecimiento, por haber manifestado el demandado que 
lo entregó al dueño señor Pujol luego que se venció el término 
del arrendamiento; pero no habiendo hecho citar para ese acto 
á loa demandantes, debe también responder por los daños y per- 
juicios que los demandantes hayan sufrido si hubiese habido 
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eiceso en el cumplimiento del contrato» dejando á los deman- 
dantes su derecho á salto para deducir su demanda detallando 
los daños y perjuicios que bayau sufrido, ó fijando las bases 
para hacerse la liquidación de ellos, á fin de que se discutan en 
juicio y pueda determinarse su monto; y siendo las costas de 
este juicio una parte dé los daños y perjuicios, debe abonarlas 
«1 demandada. Hágase saber con el original y repónganse. 

Cárlos Luna. 

Wmtf de la Suprema C«He 

JUionos Aires, Abril 31 de 1888. 

Vistos y considerando: Primero: Que el hecho que sirve de 
fundamento a la demanda, es til de haber el demandado apoderá- 
dose del establecimiento de campo denominado Las Palmitas y 
sus haciendas pur autoridad propia, usando y abusando de la 
fuerza publica y privada como si fuera dueño absoluto de él ; y 
la acción entablada, aunque no se le haya dado su nombre téc- 
nico en la demanda, es la de despojo, pues en virtud del hecho 
referido, se pídela restitución de la cosa tomada violéntame uto 
y la indemnización do pérdidas é intereses. 

Segundo : Que ese hecho ha sido negado por el demandado 
quien sostiene que tomó posesión de dicho establecimiento en 
virtud de un convenio celebrado con los demandantes, sobro ce- 
sión del contrato de arrendamiento que estos tenían celebrado 
con el propietario, con la lianza de aquel. 

Tercero : Quede los documentos presentados por los mismos 
demandantes, resultan confirmadas las afirmaciones del deman- 
dado y la falsedad del pretendido despojo; el poder do fo a doü, 
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con que se ha instaurado la demanda, es de fecha posterior á los 
hechos referidos en ella y no hace mención alguna de tal d->spojr> ( 
ni de acto alguno de violencia de parte de lieguora ; y por el con- 
trario, confir toa la existencia de un convenio verbal culebra do 
con Reguera sobre rescisión del contrato «le arrendamiento, ha- 
biendo conformidad en cuanto al fondo aunque no la baya en 
cuanto á la denominación jurídica de ese convenio, tenía por 
objeto poner término al arrendamiento del establecimiento que 
por parte de los arrendatarias Machado y Cámara Canto, un año 
antes del vencimiento del plazo, mediante la ¡institución del fiador 
Reguera en los derechos y obligaciones de aquellos con rela- 
ción al propietario Pujul. Esc poder es do fecha treinta y uno de 
Diciembre de mil ochocientos ochenta y cuatro, y H demanda 
establece que el diez y siete de Diciembre laudaron los arbitros, 
y que « apoyado en ese laudo, el ^eñor Reguera * mpezó á tomar 
cuenta del establecimiento, arreando como si fuera dueño abso- 
luto de él, usando y abusando de la fuerza pública y privada, 
etc. i ; y si alguna duda pudiera quedar todavía sobre la poste- 
rioridad del poder al pretendido despojo, desaparecería por 
completo ante la sola confrontación de su fecha con la asignada 
á aquel en la cuarta pregunta del interrogatorio de foja rento 
dieciseis. 

Entretanto, el poder no tiene jur objeto reclamar ta restitu- 
ción del establecimiento a los otorgantes ni el pago de p» : rdi- 
dase intereses, si n"» gestionar en nombre de lo- otorgantes la li- 
quidación y entrega del campo y dé las haciendas «emendóse 
en todo al convenio verbul hecho con e] coronel don Isidoro líe- 
guera, sobre rescisión del contrato del montada arrendamiento, 
etc. i, y t en caso de no llegarse á un arreglo amigable á satis- 
facción del señor l'rats, Bumaudataíío, sobre Ja re-cisiou deles- 
presado arrendamiento y con¿¡gunnte entrega del campo v ha- 
ciendas, habrá él, su mismo mandatario, por existente dicho con- 
trato, y gestionará la declaración do nulidad de todo cuanto se 
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ha ja obrado en el depártame uto de Monte Caseros, judicial ó 
estra-judicialmente, á instancias del coronel don Isidoro F. Re- 
guera», lo que si bien implica la existencia de procedimientos 
nulos ó nr.ulables á juicio de los otorgantes, escluye toda idea 
de despojo. 

Cuarto: Que de la carta de foja diecinueve, resulta que la en- 
trega del establecimiento a Reguero era cosa convenida con Ma- 
chado y Cámara Cinto, pues contestan a o ¡í la nota de estos, de 
la misma fecha, les dice: t Creo convenirte para la mejor inte- 
ligencia y ¿lito de la entrega del establecimiento, que nos en- 
tendamos personal m-nt*-, a" ctrye efecto les pido una entrevista, 
etc. », y de la de foja veinte, resulta que la entrega se efectuó, 
pues en ella dice Hoguera á Machado : « Usted no tiene razón 
ni derecho de privarme las recojidasde las haciendas que usted 
tío ha entregado por rescisiun del contrato... los terneros que les 
compro á ustedes ú cinco pesos uno, que los recibí á íin de res- 
cindir el contrato ron ustedes el señor Pujol, cumpliendo en un 
todo con las bases de mi compromiso para con ustedes, estando 
ya en posesión de todas las haciendas y poblaciones, etc. »; y 
la fuerza probatoria de esas cartas, es irrecusable para los de- 
mandantes que las han presentado y que no pueden acojerse á 
lo favorable y rechazar lo adverso que ellas contengan, sin pre- 
sentar otras pruebas que lo destruyan. 

Quinto: Que la prueba testimonial producida por los deman- 
dantes, csinclicaz para justificar los hechos espuestos en la de- 
manda y hasta su mismo interrogatorio los contradice : en la pre- 
gunta cuarta se establece que fueron despoj.idos de sus hacien- 
das en Diciembre do mil ochocientos ochenta y cuatro por don 
Isidoro F, Reguera, y en la quinta se dice que cUon Isidoro F. 
Reguera, después de efectuad» el despojo se presentó acompaña- 
do de muchos peones invadiendo el establecimiento, la mayor 
parto armados *, de lo que se desprende que en el acto del pre- 
tendido despojo Reguera estuvo solo sin sus peones, que Macha- 
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do pudo resistirlo dicazmente cotí los suyos y que no hubo uso, 
y mucho menos, abuso tío la fuerza pública y privada para 
apoderarse de las haciendas como se afirma en !a demanda , y en 
cuanto á las declaraciones de sus propios testigos, más bien 
prueban lo contrario dp lo que se proponen probar con ellos. 

Urreti, foja ciento veinte, dice que: * terminado un año an- 
tes el plazo del arrendamiento, ron vinieron ambas partes en la 
entrega del establecimiento, verbal mente, y el señor Reguera en 
tal virtud tomó posesión de las haciendas >. 

Enrique Silveira, foja ciento veinticuatro vuelta, dice : 
que hubo despojo; pero repreguntado en este punto, dijo; 
«que le consta que no hubo discordia, videncia ni atropello 
entre las partes, y que por el contrario, el recibo y recuenio de 
las haciendas se verilearon tranquilamente y do comuu ac.ier- 
do, en la misma fecha indicada ni la pregunta *. foja ciento 
veintisiete. 

Márquez de ileueses, foja ci- nto veintinueve vuelta, dico 
que no sabe. 

Manuel Silveira, foja ciento tre nta y tres, dice: « que le 
consta que el señor Reguera quedó á cargo de las haciendas ha- 
biéndose contado al «tfecto, pero que nu habiéndose hallado 
presente, nada podía aseverar respecto al despojo*. 

Pereira Cuadros, foja ciento treinta y siete vuelta, dice: «que 
no sabía que hubiese habido despojo ». 

Gómez Faustino, foja ciento cuarenta y dos vuelta, dice: «que 
sabe que fueron despojados, porque vio qne[el señor Ileguera to- 
mó cuenta délas haciendas del establecimiento y que el de- 
clarante entendió eso por des pujo 

Homero, foja ciento noventa y ocho, dice: « que no entiende 
lo que es despojo, y que no hubo discordia en el momento de 
contar las haciendas *. 

Sesio: Quoen presencia de este resultado de la prueba de los 
demandantes, ya se hace innecesario detenerse en el examen de 
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las del demandado ; ainembirgü, conviene tenor presente : pri- 
mero, que Machado ha confesado, absolviendo posiciones, que hi- 
zo el recuento de las haciendas, fo j i doscientos cincuenta vuelta, 
y si bien nie^a la entrega, ese recuento era inútil si las ha- 
ciendas debían quedar en su poder ¡ segundo, que firmu la escri- 
tura de foja cuatro, por sí y en representación de su socio Cámara 
Cauto, en ejecución del convenio sobre rescisión del contrato de 
arrendamiento, nombrando arbitros para dirimir cualquier difi- 
cultad que ocurriese en la entrega del establecimiento; tercero, 
que Machado pretendió entorpecer el cumplimiento del compro- 
miso arbitral, bajo el frivolo pretesto de que lo firmó erando en- 
fermo y que no tenía la representación de su socio; y cuarto, que 
los arbitros proerdieron á llenar su cometido y pronunciaron su 
laudo resolviendo las cuestiones que les fueron sometidas. Si 
sus procedimientos son objetables, á juicio de los demandantes, 
debieron reclamar de ellos, no por medio de protestas, que son 
ineíicaces en el caso, ainó deduciendo los derechos legales. 

Sétimo: Que estando comprobado <jue el detnaudadu no pro- 
cedió con violencia ni clandestinamente al tomar posesión del 
establecimiento y sus haciendas, sinó que esta le fué entregada 
por el socio administrador del mismo, don Luis linchado, ya 
sea que hubiese procedido con autorización de su socio Cámara 
Canto ó sin ella, desaparece por completóla base jurídica de la 
acción entablada. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja trescientos sesenta y cinco vuelta, y se absuelve al Coronel 
don Isidoro P. Hoguera de la demanda contra él interpuesta. 
Kotifíquese con el original, y prévia reposición de sellos, 
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CAUSA XMAX 



¡K Francisco /,. Oliveros, español* contra Martina Fernandez 
de (ioytia. argentina* por cumplimiento de vn contrato de 
arrendamiento; sobre fianza de arraigo y absolución de posi- 
ciones. 



Sumario. — 1* No procede la fiauzp de arraigo ainó en el caso 
del artículo 74 de la ley de procedimientos. 

2° Las posiciones deben ser absuettas en la forma prescripta 
por la ley, y no por medio de un escrito. 



Caso. — Seesplicaenel 

Rosario, Mayo 12 de 1887. 

Y vistos : resulta que la parte de B a Martina Fernandez de 
Doy tía, por su escrito de foja 609, pide se le ordene ¿D. Fran- 
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tai 1 TI " a ' íi0 '" ,le81 '""«^"se ea q.,e son públicos y no- 
or.os os eohos invocados por su mismo representante en estos 

ñ ultir su3 bienes? ha ««.u 

z n r ■ co,nffl así,,,isaI<, • hech ° s4i¡r s » f »«"'¡» i» 

«bi. N.col.s, SB antiguo domicilio, p ar » trasladarse 4 otra 

532??^ 8U Pet¡CÍ0 " esti ' eT,sti<,a íe niayor 
justicia cuanto que después de haberte renunciado el poder su 

procurador, el sefior Olirercs, manifesté per domicilio en esta 
ciudad una casa en que jamí 3 se | e ha encontrado para notiO- 
arlo podiendo acreditar con el mismo Secretario, se, i„„.c- 
ta su residencia en ell.¡ y ,„ e pw e , escrí( ■ '- • - 
mumo representante de la señora de Gortia 
glose y deceba á D, Francisco L. OliTeros su 

+¡m± mm* d. ta, SÍSISSX 

por habers * no habiéndolo efectuado allí 

ri.uí erSC Comeiido Ia om¡ íiion de no remitir el documento oue 
de ía se, recenocido; ,ne .., posiciones no se abauelrcu pe, 2 

.ToesT" Tí' 8 " Presen " ,ci< « 1 »¡«° «stemporáuea 

en an esc,ito de foja 0,5, pidiendo sean .,U, 
Íenúh f, ( , eP ° r0bjet0 BaraBtÍrá 103 
do. en . paf , como 1, ha resuelto la Suprema Corte de Justi- 

Zt T U S4rÍC 2 "' t0m ° ,2 ' *«»■ «8, y porque 1. 

concón puede verificarse, no solamente contestando 3¡¿ 

cTañd 'T "'' 8Ín< tlml,ien f« «2 succÍ 

cuando al contestar la demanda, reconoce al d am ^ ajlA j a 
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ticia de la acción entablada, según el artículo 80 de la ley na- 
cional de Procedimientos. 

De la relación que en estrado acaba do hacerse, fluye lógi- 
camente que las dos cuestiones á resolverse, son las siguientes : 

l s ¿Es procedente solicitar y ordenar que un estrangero do- 
miciliado en la República dé | fianza de la haz para responder á 




de ausentarse ? 

2* ¿ Puede un litigante llamado á absolver posiciones, hacer- 
lo legalmente por medio de un escrito ? 

Y considerando respecto del primer punto : I o Qoe es un prin- 
cipio consagrado por nuestras leyes de procedimientos j acep- 




tado por la jurisprudencia uniforme de nuestros tribunales, que 
siendo el demandante estrangero, no domiciliado, puede el de* 
mandado alegar la escepoion dilatoria de arraigo del juicio, 
lo cual equivale en sus efectos, á la lianza del haz 6 judimtum 
solví; establecidas en derecho para responder á las resultas de 
un juicio como muy bien lo ha reconocido D. Francisco L. Olive- 
ros en su escrito recordado (art. 74 de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863. y 77 de la ley de procedimientos de la provincia, 
y fallo, pag. 559. 1. 12, série 2», de la Suprema Corte de Justi- 
cia Nacional), 

2° Que debidamente estudiado el espíritu filosófica de tales 
prescripciones, no debe ser otro que garantiré poner á cubierto 
á los vecinos de la República, de que no sean molestados con de- 
mandas de estraujeros no domiciliados, las cuales pueden mor 
bien tener por ubjeto imprimirles la intranquilidad y el descrédi- 
to, validos de su ninguna vinculación al país y de la facilidad 
con que pueden abandonarlo, después de ocasionarles grandes 
gastos y perjuicios. 

3° Que según esto, en el mismo caso deben hallarse los es- 
traujeros que á pesar de estar domiciliados en la República* ena- 
genan sus bienes y tratan de ausentarse, para eludir las respon- 
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sabilidadcs que pueden caberles en nn juicio, siéndoles por la 
misma razón, aplicable la misma disposición legal. 

4* Que siendo la fianza de arraigo un derecho acordado por 
las leyes al demandado, esto puede hacerlo valer en cualquiera 
estado del juicio, tan luego como se suscito el peligro de que se 
trata de ponerlo á cubierto, como sucedo con la gereralidad de 
las escepcíones, y su petición seríi tanto más fundada y justa, 
cuanto más próximo é inminente estó do producirse el hecho 
cuyo peligro se teme. 

5* Que en estos autos consta, por la petición que en el mismo 
sentido hicieron el Abogado y Procurador dd señor Oliveros, 
que este estaba vendiendo todos sus bienes con el objeto de au- 
sentarse de San Nicolás, lugar de su domicilio, para irse al cite- 
rior, concluyendo el último, por renunciarla el poder, sin duda 
con, la mira de salvar su responsabilidad en este asunto. 

6 o Que D, Francisco L. Oliveros, no ha dado lianza alguna, 
al menos que conste en estos autos, para garantir los trabajos' 
de fc u Abogadoy Procurador, que han retirado su intervención en 
el juicio, no quedándole al demandado ni siquiera la responsa- 
bilidad que las leyes imponen al persone™ ó Procurador, y lejos 
de levantar el cargo que le han hecho, lo confirma, diciendo que 
no necesita se le nombre curador, pues Í\ puedo disponer libre- 
mente de lo suyo. 

7 o Que de autos consta también, que nunca se le encontró 
para notificarle, en el domicilio constituido en esta ciudad, lo 
que proeba, que no es un domicilio real sinó puramente á 'loa 
efectos del juicio, para evitar la rebeldía, por otra parte, y 
siendo Oliveros, vecino de otra provincia, no solo se complementa 
y ratifica la anterior afirmación, sin¿ que ello hace difícil otra 
clase de justificación de los estreñios legales. 

Fundado en estas razones, y atenta la especialidad del caso, el 
que suscribe resuelve la primera cuestión, en el sentido afirma- 
tivo. 
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Y considerando en cuanto al segundo punto: I o Que el reco- 
nocimiento pedido está comprendido en las posiciones, qne la 
parte de D* Martina Fernandez de Goytia, ha pedido qne ab- 
suelva D. Francisco L. Oliveros, según consta del pliego agre- 
gado á foja 450 (posición cuarta), 

2 o Que las posiciones, á parte de ser muy personales, tienen 
una forma especial determinada por la ley para ser absneltas, 
tales : como la designación del dia en que debe presentarse la 
persona, que debe absolverlas, el juramento, y que se conteste las 
preguntas por sí, sin recibir instrucciones» ni borradores de 
otra : requisitos que no pueden llenarse por medio de un escri- 
to, el cual generalmente no es hecho por el mismo litigante, 
sinó por el Abogado que lo patrocina, artículos 110, 111 y 112 
de la ley de procedimientos nacionales. 

3° Que no hay paridad en la comparación establecida por el 
señor Oliveros, entre el reconocimiento ó confesión, que se ha- 
ce de los hechos de una demanda, con la absolución de posicio- 
nes, pues prescindiendo de los requisitos ó forma especial, que 
la ley asigna á esta?, aquella se presenta descubierta, clara y 
conocida de todo el que quiera verlas, por lo cual y sin reserva 
alguna, se corre traslado de ella, precisamente para qne se con- 
teste en la misma forma, mientras que las posiciones general- 
mente se presentan en pliego cerrado, y cuyo contenido descono- 
cido para todos, hace imposible so contestación par escrito. 

4° Que aún la misma confesión de los hechos de una deman- 
da, que puede hacer el demandado al contestarla» necesita para 
su validez y para que el Juez pueda apreciar i a en su carácter 
de verdadera confesión ó reconocimiento, que aquel comparez- 
ca i su presencia, y se ratifique bajo juramento; articulo 87 de 
la misma ley citada. 

5" Que habiendo sido citado D. Francisco L. Oliveros, por se- 
gunda vez bajo apercibimiento y actisádosele la rebeldía corrien- 
te á foja 605 vuelta, por no haber comparecido, et reconocimien- 
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to que lia hecho por su cscrit ► presentado posteriormente, es 
de todo punto inútil por ser informal é intempestivo; pues do- 
bia dársele por confeso y reconocido el documento de la refei en- 
cía, según lo estatuye el artículo 1 15 de la misma lev. 

Estas razones han inducido al Juez provecen te, á resolver la 
segunda cuestión negativamente. 

Por estos fundamentos y en virtud de las leyes y considera* 
ciones citadas, fallo : que D. Francisco h. Oliveros, debe otor- 
gar la fianza solicitada por la suma de cinco mil pesos naciona- 
les de curso legal, para responder á las costas que se originen 
en este juicio, y revocándose por contrario imperio la providen- 
cia que manda agregar el escrito de foja 607, dú$e por recono- 
cido el documento de foja 340, y desglósese y devuélvase al 
señor Oliveros el escrito presentado por él, haciendo dicho Te- 
conocimiento. 

Notiffquese con el original y repónganse los sellos. 

Pedro A. Sánchez. 

Falto de la Snprem Carta 

Buenos Aires, Abril 24;dc 1888. 

Vistos : no hallándose el presente caso comprendido en la dis- 
posición del artículo setenta y cuatro de la ley de procedimien- 
tos, y no habiéndose justificado tampoco los hechos en que se 
funda la petición de arraigo, so revoca á esto respecto el auto do 
foja seiscientos veinte y una, declarándose no haber lugar á di- 
cho arraigo. En cuanto á lo demás, atento to dispuesto por los 
artículos ciento diez, ciento doce y ciento quince de la ley cita- 
da, se confirma dicho auto. Y notándose que el Juez titular de 
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la Sección de Santa Fé, no obstante su carácter de tal, ha con- 
tinuado desempeñando las funciones de Abogado en esta cansa, 
pásesele la nota acordada. Previa reposición de sellos, 
vanse los auto. 



liOJAMIN VICTO MCA. — ILAMSUO 
FltlAS. — FEDEHICO llUKCCHEtS. 
— C. S. 1»E LA TOHRE. — SALLS- 
TIANOJ. ZA VALIA, 



CAIKA I, 



Criminal contra IK Angel l'garriza, por injurias graves de 
hecho inferidas al Secretario del Juzgado Federal. 



Sumario. — Las injurias de hecho inferidas al Secretario del 
Juzgado Federal, con ocasión y por razón de sus funciones, cons- 
tituyen uu delito justiciable por los Tribunales federales. 



Caso. — Lo es 
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ralla riel Juei Ferie»! 

Salla, Oclubrc 15 de 1886. 

T vista esta causa criminal seguida por denuncia del Secre- 
tario del Juzgado, D. Mariano Hurtado Mendoza, contra D. An- 
gel Ugarriza, por graves injurias cometidas por este contra 
aquel en la calle, á horas tres é cuatro de la tarde, el dia 28 de 
Mayo; vista la acusación del Fiscal, la petición del injuriado, y 

Considerando: l" Quédela propia confesión del procesado 
consta quedió una bofetada al Secretario, porque lo hostilizaba 
en los asuntos que sigue ante este Juzgado y anto el Juez ad 
hoc t por escusacioo del suscrito, contra I). Pedro Cortázar, fojas 
17yl& 

2 o Que el abogado y defensor, Dr. D. Damián Toríno, en cuya 
presencia aconteció el hecho, declara que la agresión consistió 
en dos bofetadas y una patada, á consecuencia de las hostilidades 
mencionadas, fojas 20 y 21; declaraciones de D. José A. Fer- 
nandez, procurador de Ugarriza, de foja 22 vuelta ; D, Jo lio 
Dousset, fojas 23 y 24; D. Benjamín Zerda, foja 26 vuelta; 
D. Faustino Al varad o, foja 30 vuelta; FacundoCabrera, foja 31 
vuelta; y escrito do fojas 47 y 48, do Ugarriza. 

3* Que tanto del escrito de recusación del Secretario, presan- 
do al Juez ad Aoc, que en testimonio corre de fojas 6 á 10 y del 
de fojas 47 y 48 t firmado por Ugarriza y su abogado, como por 
las declaraciones pedidas por el apoderado de aquel, se vé que 
la agresión se repitió más de una vez. 

4 o Que Ugarriza no niega en ninguna parto de euf defensa 
cómo asaltó á Mendoza, ni ha tratado de sincerarse siquiera det 
cargo contenido en la denuncia de fi>jas 11 ú 15, en cuanto á la 
forma y modo cómo llevó el ataque, circunstancia que agrava 
mayormente su delito; ni tampoco ba contradicho la afirmación 
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de) Secretario en virtud de la cual se había negado i abrir la ofi- 
cina fuera de sus horas, se había negado igualmente á entregar 
el espediente, y por último, que la resolución del Juez ad hoc 
babía sido notificada ese mismo dia á su procurador Fernandez, 
5 o Que la única escepcion alegada por Ugurriza no es aten- 
dible, porque si el Secretario cometía faltas en el desempeño de 
sus deberes, que se traducían en hostilidades contra aquel, Unía 
en sus manos el remedio legal, y de ningún modo, suponiéndo- 
las ciertas* hacerse justicia por sí mismo. 

6 a Que las pretendidas hostilidades, que es plica el procesado 
en su confesión, ni son tales, ni constan, .según él mismo, en el 
espediente do la causa seguida ante el Juez ad hoc, reduciéndose 
todo á decir «que hay ciertas pequeñas cosas por las cuales se 
traduce la mala voluntad del Escribano j que uo son acusable^ 
«ate el Juez, pero que manifiestan el proceder del hombro que 
no obra con los diotados de su conciencia, todo to cual ha venido 
preparando su ánimo é irritádolot . 

7* Que esto último manifiesta su deliberada intención de sepa- 
rarle de la intervención en sus pleitos, y que buscó el medio de 
injuriarle para fundar la recusación que dedujo y obturo, tanto 
del Juez ad hoc como del titular, según se Té & fojas 4 y 10. 

8* Que las injurias cometidas contra el Secretario, consisten- 
tes en haberle dado de bofetadas en la calle, sin que este haya 
contestado tan brutal agresión, como se comprueba en estos au- 
tos, j con la circunstancia esplicada en la denuncia, no contradi- 
cha por el procesado, por la naturaleza de aquellas como por la 
persona agredida, son de las que la ley 20, título 9, Partida 7*, 
clasifica de graves, porque ellas fueron inferidas aun funciona- 
rio público, en el ejercicio de su cargo, invocándose esta cali- 
dad por el mismo injuriante, con menosprecio de la investidura 
que representa, en la calle y en el punto más concurrido de es- 
ta ciudad y á horas tres ó cuatro déla tarde en que se ocupaba 
j, practicando las 
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9» Que clasificada la injuria en la categoría de las graves, 
ella cae bajo la sanción penal del artículo 32 de la ley nacional 
de 14 de Setiembre de 1863. 

Por estas consideraciones, con arreglo á las leyes citadas y lo 
pedido por el señor Fiscal, condeno a D. Angel Ugarriza por el 
delito de graves injurias inferidas al Secretario de este Jugado 
Nacional, á satisfacer en el término de diez dias la multa de cua- 
trocientos pesos fuertes ó su equivalente en moneda nacional, 
en favor del ofendido, con las costas del presente juicio, 
je con el original y repónganse las fojas. 



fienjamin Figueroa. 



VISTA DEL SESon PROCURADOR CEUERAL 



Buenos Aires. Abril 17 de 1888. 



El mismo procesado reconoce que la cansa de la agresión fué* 
la hostilidad encubierta del Secretario, que venía preparando su 
ánimo, y la negativa inmediata del mismo á abrir la oficina y 
entregar el espediente. La razón determinante, el motivo direc- 
to á inmediato fué entonces, el ejercicio de las funciones oficia- 
les de Secretario. La ofensa fue por razón y con ocasión de sus 
funciones, y no cambia su naturaleza el que la agresión tuviera 
lugar en momentos en que el ofendido no las desempeñara» 
como se pretende. La ofensa afecta en este caso, no al individuo 
particular, sínó al funcionario, cuya autoridad ultraja y vili- 
pendia. La ofensa fué con ocasión y por razón de sus funciones, 
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contemplatúme officü, y no cambia tampoco su naturaleza el 
que la agresión turiera lagar fuera de la oficina. 

De otra mar.*ra, si bastara salvar los umbrales del recinto en 
qne una autoridad ejerce su funciones, para colocar al agresor 
fuera de sn alcance» abríase burlado el objeto de la ley, que, bien 
se comprende, no es otro que garantir la independencia de todo 
funcionario, no dejándole librado á estraña jurisdicción para la 
represión de amenazas y atropellos, á que á cada paso podia 
verse eapuesto, por razón de sus actos en el desempeño de su 
cargo. 

Tal es la doctrina de distinguidos tratadistas, y la que ha sen* 
tado V. E. en la causa Série 2-, tomo 6 o , página 204. 

La tardía escepcion de competencia, no es por tanto admisi- 
ble, puesto que se tTata de un verdadero desacato. 

En cuanto á la pena, si algo podría observarse es que es por 
demás benigna. Dar de bofetadas en plena calle, es una de las 
ofensas más graves que se puede hacer Aun hombre : es poco 
menos que la provocación al duelo. La multa de cuatrocientos 
pesos es apenas bastante, aunque vaya recargada con el pago 
de las costas y costos del proceso* 

Sírvase V. E. así declararlo al confirmar la sentencia ape- 



lada. 



Eduardo Cotta* 




Buenos Aires, Abril 2 Í de 1888, 



Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con lo espues- 
to y pedido por el señor Procurador General en su precedente 
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Tista, se confirma con costas la sentencia apelada de foja seten- 
ta y cuatro vuelta; y prévia reposición de sellos, devuélvase. 

BENJAMIN VICTORICA * — EL A* 
D1SLAO FRIAS. — fe S. DE 
LA TORRE. — SALUSTIANO 
2A VALIA. 



■ 
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Contienda de competencia entre el Juez Federal de ta Capital y 
el de Paz de la 5* Sección, en la causa de D' ignaeia Gómez 
de Cáneva, argentina! contra don Galo Llórente, español; 
por desalojo. 

* 



Sumario. — La prorogacion tácita de la jurisdicción local, 
prevista por el artículo 42 de la ley sobre competencia de loa 
Tribunales Nacionales, se determina solamente por la contesta- 
ción de la demanda, y no por otros actos verificados ante ella. 
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Caso. — La señora de Cáneva demandó por desalojo á don 
Calo Llórente, ante el Juez de Paz de la 

Este opuso la escepcion de ii 
tratarse de alquiler de 250 pesos 
escrito, el asunto pertenecía al Juozdc 1' 

No se hilo lagar á !a escepcion, por sentencia ejecutoriada. 

Citadas las partes á juicio verbal, el demandado recusó al 
Juez de Par y pidió la suspensión del juicio por haber entabla- 

El Juez de Paz no hizo lugar á la recusación ni á la suspensión 

Ocurrido por la inhibitoria á dicho Juez, se dictó el si- 
guiente 



V«ll» M Juca Federal 



Buí-ims Airos. Noviembre! 28 de 1887. 



Resultando acreditada la competencia del Juzgado, por la 
distinta nacionalidad de las partes comprobada por la ratifica- 
ción de loa testigos quo precede, de la que consta que es un 
estrangero el demandado por un ciudadano argentino, declárase 
este Juzgado competente para conocer de este asunto, y en con- 
secuencia, líbrese oficio al Juez de Paz de la Sección 2\ acom- 
pañándole testimonio de este escrito y del presente noto, pi- 
diéndole se inhiba de su conocimiento y remita á este Juzgado 
lo obrado ante él ; todo de acuerdo al artículo 46 de la Ley de 
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ALTO DEL JUEZ Dfc PAZ 



Buenos Airea, Enero 21 de 1888. 

Considerando queen el acta de foja 5 melta el demandado 
«edujo ja la rscepcion de incompetencia de jurisdicción de cate 
Juzgado, fundándose en la existencia de un contrato de arren- 
damiento en que el alquiler mensual escedía de250 pesos límite 
Danta el cual pueden conocer los Jueces de Paz. Que lamisma 
«eepcion dilatoria, fundada en la calidad de las personas ha 
sido deducida por el demandado mucho tiempo después de la 
primera y sin contestar aún la demanda. Que según lo estable- 
cen los artículos 86 y 75 de la Ley de Procedimientos para los 
Tribunales de la Capital y de la Ley de Procedimientos Xacio- 
Dales. respect.vamente, < el demandado debe alegar a un 
tiempo y en «n mismo escrito, todas las «acepciones dilatorias y 
que no haciéndolo así solo podrá asar délas que no aleiase 
contando a la d,manda,, (Véase Caravantea, LeudeEn'- 
mmmi% t. K° 626). Q lie por lo tanto, «"deman- 
dado, al deducir las escopcioues sucesivamente y en diferentes 
escritos, ha faltado abiert-imanto ¿ i , a- ■ « u " en?nwa 

I á las disposiciones legales 




íes, no se hace lugar á la reclamación 
solicitada; y ensu consecuencia, ofícieaeal Juez reqnirente con 
inserción del presente auto, para que, dando por formulada Ja 
contada de ^competencia, remita los antecedentes a la Suprema 

* remítase este espediente á eso Tribunal. 
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VISTA DEL SESOR PUOCUHADOIt GESEIVAL 

Buenos A i roí, Febrero 10 üe 188H. 

Suprema Corte: 

Demandado don Galo Llórente, anto el Juzgado do Paz, por 
desalojo, opuso la escepcion de incompetencia, por esceder el 
alquiler del límite fijado al conocimiento déla Justicia de Paz. 
Nada absolutamente dijo de la inconipetuueia, por razón déla 
diversa nacionalidad. 

£1 Juzgado de Paz se declaró competente, y apelada su reso- 
lución, fué confirmada por la Cámara respectiva. 

Como se té, el recurrente no opuso la escepcíou de incompe- 
tencia, por la diverta nacionalidad, dentro de los nueve días, ni 
ante el Juez que juzgaba competente, ni unte el que no lo era á 
su entender. Implícitamente renunció, por consiguiente, al be- 
neficio de la ley, aceptando la justicia local, ante laque la causa 
debe continuar, según la jurisprudencia establecida por V. E. 
en numerosos casos (S, 2», 1. 11, pág. 100; t. 13, pág. 277). 

Eduardo Costa, 



BliüiiOj* Aires, Abril ¿6 < 




Vistos; y considerando: Primero : Que estando ú los térmi- 
nos del artículo doce, inciso cuarto de la ley sobre jurisdicción j 
competencia de los Tribunales nacionales, para que la jurisdic- 
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cion federal se entienda prorogadapor el demandado, que tiene 
derecho ¿ella por razón de la diferente nacionalidad ó vecindad 
do Las partes, o* necesario que la demanda sea contestada, sin 
oponer la es ce pe ¡o si de declinatoria. 

Segundo : Que al usar la ley de tales términos, nada autoriza 
áafirmar que lo baya hecho en un sentido general, diferente de 
la significación técnica que tienen la contestación á Ja demanda 
y sus efectos en los juicios; y así la Suprema Corte en los nu- 
merosos casos que ha resuelto sobre próroga de jurisdicción por 
el demandado, ha tomado siempre por base la contestación i la 
demanda y no otras gestiones de carácter previo, como una 
manifestación inequívoca de la voluntad del estrangero ó vecino 
de otra provincia de renunciar á su fuero privilegiado y some- 
terse á la jurisdicción ordinaria. 

Tercero: Que en el presente caso, demandado un estrangero 
por un ciudadano argentino auto un Juzgado de Paz de la Capi- 
tal, por desalojo, y citado á juicio verbal, opuso lacscepcion de 
incompetencia formando artículo preño; y aunque fundada en 
otros motivos estrauos al fuero federal, osa escepcion no revela 
el propósito de renunciar á él, ni do someterse á la jurisdicción 
de dicho Juez f sinó todo lo contrario, y no estando contestada la 

demanda no puede entenderse prorogada la jurisdicción fe- 
deral. 

Por estas consideraciones, se declara que el conocimiento de 
esta causa corresponde al Juez Federal de la Capital. Remí- 
tansele en consecuencia los autos y comuniqúese al Juez de Paz 
próvii reposición de sellos. 



T, llt 



BENiAMitf viCTOhiCA (en disiden- 
cia). — FEDERICO IBARGÚAEIt. 
— ULADISLAO FRIAS. — C. S. DE 
LA TORRE. _ SALUSTIAHO J. 
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Vistos; y considerando : Que la escepcion de declinatoria, 
opuesta por ei demandado ante el Juez de Faz de la Sección 
segunda, ha sido fundada en el hecho soto de tratarse de uu 
asunto de mayor cnantía y de jurisdicción, por tanto, de los 
Jueces de Primera Instancia, sin hacer valer su culidnd de es- 
trangero, ni el fuero federal que como á tal le correspondía. 

Que por consiguiente, ella ha tenido por objeto, no declinaren 
absoluto la jurisdicción local por razón de la calidad personal 
de los litigantes, sinó solo obtener la remoción de la causa de 
un Juez local, el de Faz, ante el cual pendía, áotro del mismo 
órden aunque de mayor graduación. 

Que esto determina, sin lugar i dudas, la aceptación de la ju- 
risdicción local por el demandado, y virtual mente la renuncia 
del fuero federal por él mismo, según es de principio y doctrina 
común. 

Que lo preceptuado por el artículo doce, inciso cuarto de la 
ley nacional de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y siete, estableciendo precisamente «n el caso la prorogacion tá- 
cita por la contestación de la demanda, no escluye la sumisión 
tácita 6 espresa en otra forma autorizada por la legislación j ju- 
risprudencia general. 

Que de otro modo, se daría, como es comiin opinión de los au- 
tores, ocasión á la malicia de los litigantes y causaría dilaciones 
indebidas, determinando por ello las leyes desde el Derecho Ro- 
mano, que toda gestión seguida ante Juez incompetente pero de 
jurisdicción profogabie, importa admitir y someterse á sn juris- 
dicción. 

Que tratándose de incompetencia no absoluta sinó relativa, la 
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acepción fundada en calidad personal debe ser opuesta antes 
de toda otra cscepcion y defensa. 

Por estos fundamentos y de coníonnídid á lo pedido por el 
«mor Procurador General; se declara q ÜC el couocimJtode 
esta causa corresponde A la justicia local de la capital. Ren.f- 
tause en consecuencia los autos al Juez de Paz de la Sección se- 
gunda, avisándose por oficio al Juez Federal; y 



BENJAMIN VICTORICA. 



CAUSA LII 



Crimnal contra el profesor de la xnela anewa al Colegio Na. 



Senario. - V Toda corrección corporal esti ocluid, de lo, 
r,,M lM e > MM ™°«» **mm de edo- 



8- Las le,¡o„e» 4ae con notiT.de un. corrección se infieran 
í los alumnos, son pasible» do pena. 
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Caso. — Be ©aplica en las siguientes resoluciones. 



NI* M Jiies Federal 



T vista la querella criminal por injurias de hecho, seguida 
por el Dr. Domingo Herrera contra D, Francisco de la Mota, 
con lo que resulta de autos. 

Y considerando: 1° Que á estar á la disposición del artículo 
3°, inciso 4' de la ley de 14 de Setiembre de 1863, sobre ju- 
risdicción y competencia de los Tribunales nacionales , y i lo re- 
suelto por la Suprema Corte en la causa que registra la Série 
I a , tomo 5\ página 38 de los Faltos, es indudable que el cono- 
cimiento de la presente corresponde á este Juzgado de Sección. 

2 o Que el delito que se imputa á D. Francisco de la Mota, se 
baila probado y confesado por €1. Así lo revelan las constancias 
de autos, su declaración de fojo 19 y la transacción de foja 58, 
por la que se comprometía á abonar nna suma de dinero á D. 
Domingo Herrera á trueque de que renunciara este á la acción 
entablada, si bien tal convención no se llevó i efecto, por ha- 
berla aquel rechazado después en el mismo acto, fundándose en 
que con ella podría perjudicar los intereses de la educación pú- 
blica, evitando la solución judicial del litigio, sobre el cual abri- 
ga las convicciones que tiene manifestadas en sus escritos de fo- 
ja... y foja... ¥ si bien el carácter de la acción deducida se de- 
termina por el escrito de demanda y esta fué instaurada prime- 
ro por lesiones corporales, cambiándola en seguida por la de 
injurias, antes de ser contestada (f. 13 y 22), no es menoa cierto 
que la calificación dada por el litigante ó por el Juez, no des- 
virtúa su naturaleza y debo entonces aplicarse, según sea esta, 
ta pana prescrita por la 
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3* Qae el inculpado no ha probado, ni intentado hacerlo, que 
en la penitencia impuesta al menor Pedro Lucas Herrera haya 
ante todo observado los reglamentos vigentes de los Colegios 
.Nacionales y demás establecimientos de educación pública en 
su parte disciplinaria, á cuyas disposiciones debía primordial- 
raente subordinar sus procedimientos como profesor. 

Entre este y el alumno disten derechos y obligaciones recí- 
procas que ¿ninguno de ellos es lícito desconocer ; y en tonto el 
segundo debe respeto y obediencia á los mandatos del primtro 
en cuanto obra este en la esfera de sus atribuciones. 

Los castigos afrentosos y depresivos do la dignidad, se en- 
cuentranproscriptoshoy.no solo de la legislación escolar sinó 
también de los Códigos penales que reglan las relaciones de los 
hombres en la sociedad. 

En consonancia con el espíritu liberal de la Constitución de 
la República (art. 18), los artículos 34 y 35 del reglamento para 
los Colegios Nacionales, de fecha 29 de Octubre de 1875 en su 
capítulo 15, De las Penas, establece y gradúa las únicas que 
pueden infligirse Ú los alumnos, según la gravedad de sus fal- 
ta., concluyendo con la espulsion, que es la más severa de todas- 
los artículos 11 y 13 del plan de esludios v reglamento para las 
escuelas públicas de esta Provincia, el reglamento general para 
las de Buenos Aires, en su capítulo 11 , el de Entre Rios, en su 
capítulo 5, sobre discipliua, y otros análogos designan las penas 
que podrán imponerse, prohibiendo ellos absolutamente el uso 
de todo castigo aflictivo ó afrentoso que corrompa la moral de 
la juventud, así como las penitencias que hagan al niño obje- 
to de burla para con sus condiscípulos. . Si, como dice Horacio 
Mannen sus Lecturas sobre la educación, todos Jos castigos con- 
siderados por sí mismos son un mal », con mayor rasen deben 
serlo aquellos que se aplican inmoderadamente y fuera de los 
límites permitidos por Los reglamentos. 
4° Que el hecho cometido por el Sr. Mota reviste los elemen- 
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toa que caracterizan la injuria real reagravad» coa ka circuns- 
tancias especificadas en el título 3°, sección i\ libro 1°, Código 
Procedimientos de esta Provincia, existiendo también en su per- 
petración el abuso de autoridad que señala dicho Código en su ar- 
tículo 383, incisos 15 y 18, y que la misma ley castiga con arre- 
glo al artículo subsiguiente, inciso ultimo. En todo acto criminal ó 
ilícito, la ley presume el dolo(art. 13, Cód.cit. y Sene 2\ t. 5% 
p;»g. 417 de los Fallos), Y en cuanto & la acción en sí misma, 
ella ka sido ejecatoda con violencia, entregándose su agente á 
las vías de hecho y produciendo así afrenta ó ignominia, aunque 
no hubiera originado lesión alguna ( L. 6', tic. 9 o , Part. 7'; 
art. 309, Cód. Proced.). 

5* Que de acuerdo con el artículo 93 de la Ley penal de U 
deSetiembre de 1863, los delitos sujetos á la jurisdicción na- 
cional que no se hallen previstos en aquella, ser an castigados 
con arreglo á los códigos que forman el derecho común de las 
provincias, con la moderación que ha introducido la práctica de 
los Tribunales. 

6* Que en tal virtud, y pudiendo aplicarse al delito de inju- 
ria una pena pecuniaria, con sujeción á la ley 21 , título 9, Parti- 
da?*, segnu lo ha resucitóla Suprema Corte en la causa déla 
Serie fc 1 , tomo 2°, página 290, es deber del Juzgado adoptarla, 
en lugar de lasque designan las disposiciones citadas en el 4 o 
considerando, porque es prudente mitigar el rigor de la ley, 
consultando los sanos principios de equidad. 

Por estas consideraciones, definitivamente juzgando, fallo y 
condeno á D. Francisco de la Mota á pagar á D. Domingo Her- 
rera, por reparación de la injuria inferida, la cantidad de 100 
pesos moneda nacional, con las costas causadas, 
original, repónganse los sellos y archívese. 



P, £. Migucz, 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea, Judío 10 de 1887. 



No puedo pedir la confirmación de la sentencia apelada, ya se 
considere la acción deducida por lesión corporal, ja por in- 



En el primer caso, falta el hecho material, la lesión, como si 
dijéramos, el cuerpo del delito. 

Las facultativos que reconocieron al niño Herrera, informa- 
ron que las lesiones fueron insignificantes: una tijera equimo- 
sis, dice el Dr. Foster, y de nuero interrogado, agrega ;í foja 15, 
que las lesiones no pudieron imposibilitarle de asistir á tas au- 
las por ningún tiempo determinado. El Dr. Fiermestti infor- 
ma en el mismo sentido: un pequeño rasguño que parecía 
hecho con la punta de un alfiler, dice á foja 9 del examen practi- 
cado el mwnodia del suceso; agrega, á foja 1 7, que me hace pre- 
sumir que dicho niño no podía de ninguna manera quedar impo- 
sibilitado de asistir á tas aulas con toda puntualidad, pues las 
lesiones eran insignificantes. 

No ea permitido colocar estos informes o reconocimientos 
médicos legales, que hacen fé en todo proceso criminal, en con- 
traposición con las declaraciones de los otros niños, condiscí- 
pulos de Herrera, cuyo testimonio no solo es objetable porra- 
ion dolaedad, sinó sospechoso, tanto por el compañerismo que 
existe, por regla general, entre los alumnos de una escuela, co- 
mo por la ojeriza que rara m deja de existir contra' los 
maestros. 

No es este, pues, el caso ; del artículo 233 del Código Penal, 
y mas bien, por analogía parecía caer bajo la disposición del 
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345, que cionera de responsabilidad criminal á los que/wr cor- 
regir las faltas de sus hijos les cúuzt.ren lesiones leves. 

En cuanto á la injuria, es todavía más destituida de funda- 
mento la acción deducida á falta de otra. 

>o es po&iblo suponer que los castigos que un preceptor im- 
pone á sus discípulos tengan por objeto afrentarles 6 deprimir- 
les en el concepto público, ó de terceros, sin lo que no puede de- 
cirse exista injuria. De otra manera, los maestros estarían á ca- 
ri:* paso espuestes á ser llevados ante la justicia. La presunción 
natural es que el castigo se impone por el bien del alumno 
mismo. 

Es posible que en el presente caso, el preceptor Mota se dejara 
dominar por un momento de ira y exagerara un tanto la cor- 
rección que merece el niño indisciplinado. 

Era, empero, á sus superiores, no á los tribunales do justicia, 
á quienes correspondía castigar esta infracción á los reglamen- 
tos, si la bahía, con apercibimiento, suspensión ó separación del 
puesto, según la gravedad del caso. 

V. E. revocar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



r«U* de la ñuprvmm Ccvto 

Buenos Aireg, Abril 26 de 1888. 

Vistos; y considerando: Que estando absolutamente escluido 
de los reglamentos que rigen los establecimientos de instrucción 
pública nacional, todo castigo ó vía de hecho corporal como me- 
dida de corrección disciplinaria, las faltas de quo A tal respecto 
se hagan pasibles los maestros no tienen ni pueden encontrar 
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escusa en sus facultades decrrreccion, si se hallan sometidas en 
un todo á las disposiciones del derecho penal coman. 

Que el hecho imputado al acusado, de haber asido por el cue- 
llo y golpeado violéntamete contra una pizarra mural al alum- 
no Lúeas Herrera, sin hecho ni falta grate de parte do éste 
produciéndole lesiones, aunque li jeras a juicio de los facultativos 
quelas reconocieron, en el cuello y región parietal derecha, ya 
se califique como delito de lesiones corporales 6 como de injurias 
reales, cae evidentemente bajo las disposiciones déla ley sesta, 
titulo noveno, Partida sétima, que resumen los artículos ciento 

cód^oT^ '/T 1 "* 8 ' y cient0 setenta 7 nueTe deI actual 

Por estos y los fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja sesenta y siete, se confirma con costas dicha senten- 
cia en cuanto por ella se declara al acimdo don Francisco de la 
Mota penalmente responsable del hecho materia de este proceso 
modificándose en cnanto á la pena impuesta, la cual se fija en 
Ja suma de veinticinco pesos, que deberá aquel abonar á favor 
del fisco. Comuniqúese esta resolución por oficio al Poder Eje- 
cutivo de la Nación, i los efectos del articulo trescientos sesen- 
ta y siete de la Ley de Procedimientos; y devuélvanse estos 
autos. 



FEDERICO lBARGtiRENt- 
U TOKHE. 



S. DE 



Mi voto es por la revocación de la sentencia y la absolución 
), en virtud de las razones que en su vista aduce el 
•.iirnHm. General. 




I LADISLAO FRIAS. 
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Hoh HV/íces/rtO Yorki, con ios señores Toledo é hijos, 
por disolución de sociedad; sobre declaratoria de pobreza 



Sumario. — Ko procede la declaratoria de pobreza, no justi- 
ficándose tsta y la i m posibilidad du olí tonar recursos. 



Cojo. — Seesplicaenel 



Ml« del J«e* fr>«er«l 



Gómenles, Octubre 23 de 1833. 

Y vista la sumaria información producida por don Wen- 
ceslao Yorki, & objeto de ser declarado pobre de solemnidad para 
litigar con sas socios los señores Toledo, en el pleito sobre 
nulidad del contrato social que tiene celebrado para la compra 
de terrenos y plantación de caña, Tifias, etc., y sus incidentes, 
como sobre el que tiene que promover por daño* y perjuicios 
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que dice le han cansado ; con lo espuesto por la parte d« 
los Toledo ye! Procarador FiscaL 

T considerando: 1" Que los testigos que han declarado, ase- 
guran qne el solicitante don Wenceslao Torki es pobre j no po- 
see bienes de ninguna clase, no conocen á fondo el estado de 
fortuna de aquel, pues consta por los artículos *> y 3 o del con- 
trato de sociedad qne celebró con los señores Toledo que es 
dueño en unión conestí, de la tercera parte del campo denomi- 
nado «Rincón de Lagra.la., que la sociedad compró por el pre- 
cio de 16.000 pesos, 

2* Qoe según se vé por la carta prosentada por !a parte da 
los Toledo, Yorki les encargó el año 1884 la compra de un 
destilador de Talor de 700 pesos oro, manifestándoles que tenía 
listo un capital de 2000 pesos oro para emprender la zafra qi.o 
se proponía hacer; lo que demuestra que hace cultivos y no lo 
es imposible proporcionarse Tondos para seguir el litigio ó liti- 
gios que están en tramitación y los que después pueda entablar 
sobre daños y perjuicios. 

3° Que los artículos 558 del Código de Procedimientos pro- 
vinciales y 127 del Reglamento de Administración de Justicia 
combinados, eligen para la düdaraciou de pobreza, una prueba 
circanstanciada, no solo sobro la pobreza en general, sinó tam- 
bién sóbrela imposibilidad de poder obtener recnrsosy la nece- 
sidad, y ha debido interrogarse á los testigos acerca de su estado 
profesión, familia, salud y edad del postulante, á fin de qué 
la prueba de estas circunstancias pudiera conducir a] conoci- 
miento pleno de si los recursos con que cuenta son estrictamen- 
te necesarios para vivir; siendo, por otra parte, muy vaga la pre- 
gunta de si no le conocen bienes de fortuna y vive de sutrabajo 
diario, pues este modo de vivir solo conviene al jornalero ó tra- 
bajador que se conchava por días ó por meses, y no al quema- 
neja nn capital y lo esplota de diferentes modos para obtener ga- 
nancias. Fero sí las declaraciones de los testigos han sido 
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limitada», se ?é por al contrato de sociedad, que el postulante 
es dueño de la tercera parte de un campo valioso y es socio y 
administra los bienes de la sociedad Toledo y Yorki, y por la 
carta de foja 10, que maneja capitales para cosechar sus pro- 
ductos; siendo por lo tanto improbable que al que, como el so- 
licitante, es propietario y gira capitales, haciendo uso del 
crédito, le sea imposible obtener recursos para los gastos de un 
pleito. 

4 o Que estos gastos en el presente caso, no son sino los de 
papel sellado y no los de abogado y procurador, porque Yorki no 
ba pedido que se le declare pobre y se le nombre abogado que 
lo defienda como ta), sinó que tiene abogado y procurador que 
han tomada su defe nsa desde el principio, y ante la Suprema 
Corte no se ha defendido tampoco por el Ministerio de Pobres» 
8irjó #i qiie lo, ba defendido el -abogado á quien él' encomendó eK 
pleito, y por consiguiente, los gastos que debe hacer para la 
prosecución de los juicios iniciados y por iniciar, no son de 
tanta consideración que lo pongan en el caso de no poder seguir- 
los por falta de recursos ; pues según aparece, puede obtener 
recursos, como los obtiene, para emprender sus trabajos. 

Por estos fundamentos» fallo: no haciendo lugar, con costas, 
á la declaratoria de pobreza, solicitada por don Wenceslao Yor- 
ki; en su consecuencia, que está obligado á reponer los sellos 
en este espediente y los que se han seguido mientras se resolvía 
sobre la declaratoria. Hágase saber con el original y repón- 
ganse. 

Cártos Luna, 

Buenos Aires, Marzo 1* de 1888. 
Vistos ; por sus fundamentos y de acuerdo con lo espnesto y 
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pedido por el señor Procurador General en la vista de foja cua- 
renta y seis, ae confirma con costas el auto apelado de foja diez j 

siete 



U LADISLAO FRIAS. — > FEDERICO 
IBARCtiREN, - C. S. DE LA 
TORRE, 




« AUNA MV 



Toledo é hijos, contra D. Wenceslao Yorki t por cobro de pesos; 

sobre incompetencia 



Sumario. — Contenida la jurisdicción arbitral para todas las 
cuestiones relativas á una sociedad, pertenece álos árbitroa re- 
solver sobre la fecha en que «no de los socios debe restituir á los 
otros los anticipos qne, según convenio, lo han hecho para el 
aporte social que le correspondía. 
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Casa., - Los señores Toledo é hijos, hicieron con D Wen- 
ceslao York i un contrato de sociedad, por el cual los primeros 
debían suministrar dos terceras partes del capital, y York i la 
otra tercera parte, que los señores Toledo convinieron en anti- 
ciparle. 

Dichos señores «apusieron que por tal razón habían anticipa- 
do á este la suma de 11,688 pesos, 25 centavos oro, y como no 
se había señalado fecha para la restitución, pedían que el Juez 
señalase el térmuo dentro del cual debía hacerse con sus inte- 
reses. 

Pidieron también la devolución de la suma de 330 pesos, 88 
centavos, que le habían prestado particularmente. 

Yorki opuso la incompetencia del Juez Federal, fundándose 
en que por el artículo 11 del contrato social estaba convenido 
que todo desacuerdo entre los socios debía ser sal\ 
de árbitros arbitradores. 



Corrientes, Febrero 9 de 1887. 

Y vista la escepcion de incompetencia de este Juzgado, de- 
ducida por Don Wenceslao Yorki, para conocer originariamente 
de ta demanda entablada por el apoderado de los señores To- 
ledo, padre é hijos, cobrándole cantidad de pesos que dicen les 
adeuda, con lo espucsto por las partes y documentos presenta- 
dos. 

Y considerando : I o Que los compromisos que las partes con- 
traen, son la ley á que deben sujetarse, y por el artículo 1 i del 
contrato social, que figura en copia á foja 82 y siguiente, se com- 
prometen espesamente á no recurrir á los tribunales y se obligan 
á salvar por medio de árbitros arbitradores cualquier desacuer- 
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do que surja entre los socios; y conviene, por consiguiente, eia- 
minarsi el carácter de esta cuestión es social ó no, para decidir 
si debo ser resuelta por árbitros ó por i-ste Juzgado. 

2* Que estableciéndose por el artículo 7 del contrato social, 
que el capital debo ser suministrado por el señor Toledo é hijos, á 
medida que la industria lo reclame, cargándose la tercera parte 
a Yorki en cuenta particular, y consistiendo la cuestión en la di- 
versa interpretación y alcance que cada una de las partes dá a es- 
te artículo, sosteniendo los añores Toledo que pueden cobrar á 
Yorki las cantidades adelantadas, cúmo y cuando quieran, sin 
más limitación que el plazo que debe señalar el Juez por ser una 
deuda particular, mientras que Yorki sostiene que no está obli- 
gado á abonar sino después de vencido el término del contrato ; 
no puede ponerse en duda de que la cuestión es esencialmente 
4ttial?.M»w-remln -pr^rUitrós, con arreglo al contrato, 
porque se trata de establecer los dore olios y obligaciones de los 
socios entre sí ¿ de uno de ellos con relación á la sociedad con 
arreglo I lo estipulado espresa 6 tácitamente en el contrató so- 
cial. 

3° Que aunque se diga que la deuda de Yorki es particular y 
una vez contraída nn tiene relación con el contrato, esta afir- 
mación pugna con el testo espreso del artículo II del mismo 
por el cual se obligan los señores Toledo á adelantar el capital 
necesano, y naturalmente, toda cuestión que surja relativamen- 
te a ta falta de cumplimiento de tal compromiso y que esija 
para su decisión la interpretación de una cláusula del contrato 
debe ser resuelta por arbitros y no por ol Juez, conforme á lo" 
estipulado; y versando la cuestión en el presente caso sobre el 
plazo en que debe abonar l'orki la cantidad adelantada por los 
señores Toledo y adeudada por él, la lijacion dw dicho plazo no 
puede ser heclia sinó por los arbitros, únicos jueces facultados 
por las mismas partes para interpretar el contrato y resolver 
cualquier cuestión que surja entre los socios. 
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Por estos fundamentos, se declara que este Juzgado es incom- 
petente paraconocer de esta causa originariamente, debiendo el 
demandantesoltciturloque corresponda para el nombramiento 
de árbitros, si desea llevar adelante la cuestión iniciada; con 
costas. 

Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 

Cárlos Luna. 



rsll*éelti apnM . cmrtm 

Bucdos Aires, Mayo Pdc 1888. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma el anto apelado de 
foja ciento cuatro, en lo que se refiere á los aportes sociales; y 
considerando en cuanto á la suma de trescientos treinta pesos 
ochentay ocho centavos, que no tiene esta relación alguna con 
el contrato social, se revoca en esta parte, declarándose que cor- 
responde al Juez de Sección conocer en lo que se refiere al co- 
bro de dicha suma. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VICTO RICA. — U LADISLAO FRIAS. 
—FEDERICO ¡BARGLreS — C. S. DE LA 
TORRE.— SAL USTUNOJ. ZAVAUA. 
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t'AUBA Wi 



Don Animar Correa, contra Don Pedro San Kermes y Don Gas- 
^™oada, por reivindicación de un terreno; sobre emp* 

Sumario.— El haber sido vendido un terreno por los síndi- 
cos jjwz de un concurso, no es razón para declarar que la 
remndicacion del mismo, promovida entre dos vecinos do dis- 
tintas Provincias, no sea de competencia do la justicia federal. 



en el 



Santiago, Setiembre 1* de 1883. 

Autos y vistos: Resultando del examen de estos autos que á 
pean de la distinta vecindad de las partes litigantes ó su distin. 
ta nacionalidad, ya sea que se considere como tales á Correa y 
Tabeada ó á Correa y San Germos, se trata en este pleito según 
resulta de la contestación á la demanda, de materia que no 
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compete conocer á la justicia nacional, por las razones que so 
cspresan á continuación : 

i a Correa demanda á San (iermes, por reivindicación de unos 
terrenos denominados «Chuiubasque», que posee el demandado 
San Germes; 

2 o San Germes cita de cviccion á don Gaspar Taboada, á 
quien ha comprado el terreno en cuestión ; 

3° Taboada, tomando la intervención a que tiene derecho en 
el asunto, por haber sido citado de eviccion, esproaa que com- 
pro el terreno cuestionado á los síndicos del concurso formado 
al fallido don Carmen Correa, como sucesor del cnal se pre- 
senta Don Antenor Correa reivindicando d « Chumbasque»; 

4° Que el juicio de concurso corresponde, por su naturaleza, 
á la jurisdicción provincial, avocándose todos los asuntos en que 
pueda tener interés el fallido; 

5 a Que de Jos documentos exhibidos por Taboada, consta que 
os síndicos del fallido vendieron «Chumbasque» á Don Gaspar 
Taboada, previa autorización del Juez de Provincia compe- 
tente; 

6 a Que se vendió A un precio superior al que se le había asig- 
nado al inventario do los bienes del fallido ; 

7° Que Coi rea afirma que la estension de «Chumbasque» es la 
de un cuadrado de tres leguas por costado, citando al efec- 
tomensuras y autos judiciales do la autoridad provincial com- 
petente ; 

8 o Que Taboada, á su vez, afirma que esa estension es solo la 
de un cuadrado de legua y media por costado, citando también 
actos y resoluciones judiciales de los jueces locales competentes, 
en pró de sus afirmaciones; 

9" De todo lo cual resulta evidenciado que, para conocer y re- 
solver esta causa, hay que rever los actos judiciales de loa 
Jueces de la Provincia y juzgar acerca de su validez ó nu- 
lidad. 



* 
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T considerando: i 9 Que en mérito do la espuesto anterior- 
mente, esto pleito versa sobre ejecución y cumplimiento do 
actos judiciales emanados de los Tribuaales de la Provincia, 
puesto que los síndicos del concurso formado á Correa Tendieron 
a Tabeada el terreno de « Chumbare., con autorización judi- 
cial, siendo aprobados por la misma autor idad los actos de men- 
sura, deslindo y posesión judicial dada á Taboada. 

2 o Que del juicio sobre cumplimiento de las obligaciones que 
hizo nacer el acto judicial aprobatorio de la venta del terreno 
en cuestión, como de todos aquellos en que se trata de la eje- 
cución de los actos judiciales, debe conocer la misma jurisdic- 
ción ante la cual pasaran, y á la cuaUa dado la ley el imperio 
para que no sean eludidos sus mandatos. 

3' Que en atención á la naturaleza déla causa, el conoci- 
miento de la presento corresponde á la jurisdicción provincial 
(Fallos déla S. C. do J. N., S. i', t. 4", pág.468). 

4° Que la validez de los actos de la justicia provincial, no 
puede ser revisada por los Tribunales Nacionales, sinó en' los 
casos del artículo 14 de la Ley Nacional de jurisdicción y com- 
petencia de aquellos, de 14 de Setiembre do 1803 (Fallos cita- 
dos, S. l* f t. 5% pág. 59). 

5 a Que los Tribunales Nacionales deben declarar de oficio 
su incompetencia, en cualquier estado de la causa en que apa- 
rezca (Fallos ya citados, S. 2% t. i*, pág. 177). 

6* Que el juez incompetente, puede remitir original el en- 
diente obrado al Juzgado i.q*i efl cmmpoüU^oñoúmi^lo 
déla cansa (Fallos ya citados, S. 2*, t. 3 o , pág. 231). 

7 o Que los jueces nacionales carecen de jurisdicción para 
conocer de los vicios que se alegan, cometidos en los Tribunales 
de las Provincias (Fallos ya citados, S. 2-, t. 4 o , pág. 415). 

8* Que el juicio radicado en los Tribunales de Provincia, 
debe seguirse y fenecer en ellos, cualquiera que sea la calidad 
personal de las partes (S. 2', t. 1", pág. 171). 
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Y en el presente caso, debe reconocerse radicado et juicio, 
por cuanto sus orígenes, sus causas generadoras, están en los 
actos de los jaeces de provincia que han dado margen al derecho 
de Tahoada, como al de Correa. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con la jurisprudencia 
sentada por la Suprema Corte en sus fallos mencionados, se 
declara que este Juzgado es incompetente para el conocimiento 
de esta causa, revocándose por tanto, y por contrario imperio, 
el auto de foja 50 vuelta, debiendo ella remitirse con todo lo 
obrado al señor Juez de I a Instancia en lo Civil de esta Provin- 
cia, para su conocimiento y resolución, con el oficio correspon- 
diente. Hágase saber. 

P. Olaechea y Alcorta. 

VISTA DEL SESOH PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1©J. 

Suprema Corte: 

Una demanda reivindicatoría entablada contra un poseedor 
cuyo título emana de un corenrso ya fenecido» no puede conside- 
rarse como incidente de él, ni está, por consiguiente, amparada 
por el artículo 12 de la ley de jurisdicción y competencia. 

Esta doctrina, establecida por V. E. en la causa XXI, Série 
2*, tomo 5\ página 425, e* perfectamente aplicable al presente 
caso. 

Don Gaspar Taboada compró al concurso de Don Cármen Cor- 
rea, en 4874, la finca cuya reivindicación solicita hoy Don 
Autenor Correa. 

La compra al concurso fue un acto perfecto, que transfirió la 
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plenitud del dominio al comprador. La cuestión que hoy surge 
entro los derechos qne croe tener Don An tenor y los que Taboa- 
da adquirió por Ja compra.es independiente y no un incidente 
del concurso que quedó cerrado con la venta de los bienes del 
fallido. Por la diversa nacionalidad, su conocimiento corres- 
ponde i la Justicia Federal, y 
entre uno y otro título. 
Sírvase V. E. declararlo asi al revocar 



Eduardo Costa. 



Falto de I» Suprem Corte 

Vistos: correspondiendo el presente asunto á la jurisdicción 
nacional, por razón de las personas, y no hallándose él compren- 
dido en las escepciones contenidas en el artículo doce, inciso 
primero de la ley de jurisdicción y competencia de los Tribuna- 
les Nacionales» de catorce de Setiembre de mil ochocientos se- 
*fienta y tres, se revoca el auto apelado de foja ciento treinta y dos. 
Repuestos tos sellos, devuélvanse para que reasumiendo el Juez 
de Sección la jurisdicción de que se ha desprendido, proceda 
con arreglo á derecho. 

BENJAMIN VICTO RICA* — U LADISLAO 
FRIAS. - FEDERICO IBARGÜREN.— 
C. S, DE I A TORRE. — SALVSHANO- 
J. Z A VA LIA. 
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CAIN A MI 



O, Angel t'yartiza, contra fl. W« V. Cortázar ; sobre payo 

de intereses 



Sumaria. -Cn pagaré en que se espresa haber sido abonados 
los intereses hasta uoa focha dada, no causa obligación de pa- 
gar intereses desde esa fecha hasta el dia de la demanda. 



Caso, — D. Pedro V. Cortázar, estrangero, otorgó en 21 de 
Majo de 1883 á D, Angel Ugarriza, argentino, un pagaré por 
50.000 pesos bolivianos, á 21 do Mayo de 1884, declarándose en 
dicho pagare que quedaban abonados al Sr, Ugarriza los inte- 
reses correspondientes de esa cantidad hasta el 21 du Majo de 
1884. 

El Sr. Vgarriza demandó el pago del documento, y por cuer- 
da separada demandó el pago du los intereses, desde el 21 de Ma- 
jo du 1884 hasta el dia do la interpelación judicial, solicitando 
que el Juez lijase su tasa, por no estar fijada" en el pagaré, 
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Wmif del Jwi Merü (ad hoc) 

Salta, Muyo 17 de 188f>. 

Y vistos : Los antecedentes formado* con motivo do la domau- 
da por cobro de intereses que bu promovido ü. Angel Ugarriza 
contra D. Pedro Valentín Cortázar» intereses devengados por el 
capital de 50.000 pesos bolivianos constantes en el documento 
de préstamo cuyo testimonio corre d foja 2 vuelta, do estas 
obrados, de los quo resulta. 

Que el Dr. D. José Bt> Solá pidió, por el Sr. Ugarriza, quo 
estando estipulado el pago de intereses en ol documento citadr», 
sin espresion de su tasa, procediera el Juzgado á fijarla con arre- 
glo á la ley. Afirma que los préstamos comerciales nunca se pre- 
sumen gratuitos; que por el sentido del pagaré, se debfn abonar 
tos intereses corridos después del 21 de Mayo de 1881. invocan- 
do para ello cu su favor las disposiciones de los artículos 717 del 
Código de Comercio y la del 622 del Civil. 

Corrido traslado al demandado del escrito resumido de la parte 
actor», aquel lo evacúa pidiendo : 

Que sea rechazada la acción con condenación en las costas, 
fundándose para ello en que el documento presentado no con- 
tiene pacto de intereses para después del 21 de Mayo, cayendo 
el easo bajo la prescripción del artículo 7H del Código de Co- 
mercio. 

Respecto al carácter comercial del documento, pide la aplica* 
ciondel articulo 917 de la misma ley. Sostiene igualmente ser 
aplicable el testo del artículo 707, el cual, concordado con el 
del 71 i ya citado, hace solo surjir intereses cuando el deudor 
incurre en mora, la cual sobreviene desde el día de la demanda, 
en cuya oportunidad hizo Cortázar consignación de ellos. 
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Se alega también por et demandado haberse realizado noa no- 
vación de la primera obligación con intereses, por nna posterior 
¿ plaio fijo, pues que no trae el documento presentado tipo nin- 
guno de intereses ni designación de tiempo en que empelarán i 
correr, correspondiendole por lo tanto, la disposición del artículo 
7Í3 del Código de Comercio. Conduje esta parte por observar 
no haber cumplido el acreedor en el documento presentado, con 
la formalidad ó requisito del protesto exijido á su vencí miento 
por el artículo 017 que se refiere á las que se establecen para 
las letras de cambio. 

Y considerando : í° Que la obligación contenida en el paparé 
de foja 2 vuelta, contiene la estipulación del abono de intere- 
ses, pues los arreglados hasta el 21 de Majo de 1884, plazo del 
vencimiento da la obligación principal, no forman parte del 
capital, sino que son muj distintos de él, porquo los términos 
mismos en que está concebido el pagaré, son espresos j claros 
«quedando abonados los intereses correspondientes de esta can- 
tidad », es decir.de la de 50.000 pesos que constituje el capital 
adeudado, estando por ello rejido el caso por lo dispuesto en los 
artículos 711 y 717 del Código de Comercio. 

2° Que aunque el documento de obligación solo espresa la 
circunstancia del abono de intereses por un término dado, hasta 
el 21 de Majo, transcurrido este sin que se haja verificado el 
del capital, ha habido próroga de aquel, por todo el tiempo 
demorado en la entrega del principal. (Ultimo artículo citado). 

3° Que no obstante la estipulación sobre intereses en general, 
se ha omitido fijar su tasa ¿proporción, naciendo de ahí la ne- 
cesidad de averiguarla ocurriendo á la que señala la lej comer- 
cial en au artículo 713 que la fija en los que cobran loa Bancos 
públicos. 

4° Que la cita hecha por una de las partea del artículo 707, 
carece de oportunidad é importancia legal en el caso sub judice 
por no proceder la mora, dada la estipulación espresa exijida 
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por el articulo 7ii antes recordado, estipulación constante en 
la obligación por escrito que sirve de punto de partida para la 
presente gestión, 

5" Que la aplicación hecha al presente caso de las distintas 
prescripciones del Código de Comercio relativas á las letras de 
cambio, contenidas en los artículos 890, 899 y 012, es comple- 
tamente improcedente, por la misma salvedad « en cuanto pue- 
da ser aplicable » con que termina el artículo 91 7 del título N 
De tos Vates, Mlletes ó Pagarés. 

6 o Que el legislador, al bacer estensivas á esta clase de docu- 
mentos las disposiciones establecidas para las letras de cam- 
bio, con el agregado transcrito en el considerando anterior, su- 
po muy bien lo que preceptuaba, marcando distinciones que a 
ser olvidadas, hubieran producido confusiones inadmisibles en 
toda buena legislación. 

7 a Que á pesar de existir muchos puntos de semejanza entre 
las letras de cambio y los demás documentos endosables exis- 
ten también entre ellos señaladas diferencias, y entre otras la 
falta de la necesidad del protesto en los que no han sido endo- 
sables. 

8* Que estipulada la obligación con intereses entre los Sres 
CortaMryUgarrizaá favor del ultimo, el documento que la 
contiene ha permanecido hasta el presente sin alteración alguna 
respecto del único acreedor y único deudor originarios, couser- 
vándase igualmente inalterables las relaciones de derecho entre 
ambos, por la falta de endoso que pudo modificarlos, viniendo a 
ler innecesario, por consiguiente, todo protesto por falta de 
pago. 

O 3 Que la ley comercial al exijir esta formalidad en las le- 
tras de cambio y demús documentos endosables, lo hace tenien- 
do en cuenta su carácter especial y la existencia do distintas 
obligaciones á la cancelación del documento, que surgen con los 
endosos, originarios á su vez de las acciones reversivas, 
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10* Que 611 toda letra de cambio, intervienen necesariamente* 
trea personas, siendo el librador y el girado alternativamente 
obligados, según ta aceptación ó no aceptación de la letra y la 
verificación,' ó no verificación del pago, mientra* que en un pa- 
garé como el de foja 2 vuelta, solo eiiste el suscritor (Cortázar) 
y el titular ó acreodor¡(ügarriza), siendo el primero el único obli- 
gado al pago. 

11 a Que no habiendo mediado endoso en el documento pre- 
sentado, y si es, comodice Hravard, en el tomo 3*, página 5.35 
« qoe el mismo suscrita: es quien se obliga á pagarlo, prn me- 
tiendo un hecho propio y en consecuencia d« ello, que tampoco 
haya aceptación ni protesto por falta de ella >, y continúa más 
adelante, * también es consecuencia de esta cualidad (el no va- 
doso) que en el vale no haya provisión de fondos ni giro por 
cuenta de un tercero, como pne¡ir> suceder en la letra, pues el 
suscritor procede á nombre propio y no como mandatario >. 

12* Que esta doctrina nace y se impone por la naturaleza 
misma de un documento que aunque endcsable, no ha sido en 
el hecho endosado, siendo la admitida también por el competen- 
te profesor Dr. Castellanos, en sus Lecciones sobre el C&tigo 
de Comercio Argentino, página 314, y de otros autores mis. 

Por las citas y consideraciones legales expuestas, declaro que 
el Sr. D. Pedro Valentín Cortázar, está obligado á pagar los in- 
tereses del documento cuyo testimonio corre á foja 2 vuelta de 
estos obrados, desde el 21 de Mayo de 188 i en adelante, según 
eltípo del interés fijado por los Bancos establecidos en esta 
plata; repónganse los sellos. 

Aniceto ¡Mor re. 



DE JUSTICIA RACIONAL 



315 



rallo de l* ftnprem C«rtt» 



üucnos Airas. Mayo l«de 1888. 

Vistos y considerando: Primero : Que los préstamos no cau- 
san obligación de pagar intereses, si nu se han pactado espresa- 
mente y por escrito, futra del caso de mora, y es ineficaz en jui- 
cio toda estipulación sobre intereses hecha verbalmente (artículo 
setecientas once del Código de Comercio). 

Segundo : Que el documento de foja dos, con que se ha ins- 
truido ta demanda, no contiene pacto espreso que obligue al 
deudor al pago de intereses, sinó la constancia de haber estos 
sido satisfechos, la que si bien hace presumir implícitamente 
la existencia anterior de esa obligación, no equírate á un pacto 
espreso por escrito que la establea, no pudiendo confundirse 
la constancia del pago, con la constituciou de Ja obligación en 
la forma prescrita por la ley. 

Ternero : Que no se puede pedir, como se pide en la demanda, 
que se fije judicialmente la cuota del interés por no haberse fi- 
jado en la obligación, sin incurrir en manifiesta contradicción 
con clónico fundamento a-incido para demostrar que ha habido 
estipulación da intereses, pues si consta del documento que es- 
tos han sido pagados, se deduciría lógicamente que su cuota ha- 
bría sido fijada por las partes, y entonces no sería el caso de pe- 
dir su determinación por el Juez, sino lisamente su pago con 
arreglo á lo pactado, 

Cuarto : Que no hay cuestión sobre la obligación de pagar in- 
tereses después de constituido en mora el deudor, desde que este 
la reconoce, y solo la hay respecto el tiempo transcurrido desde 
el vencimiento del pegaré hasta Ja demanda, en que, como queda 
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demostrado, el deudor no estaba obligado á pagarlos, por falta de 
estipulación espresa al respecto. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia apelada de 
foja veintidós y se absuelve á don Pedro V, Cortázar de la de* 
manda contra él interpuesta; y prcria reposición de sellos, 
devuélvanse los autos. 

BENJAMIN V1CTORICA. 



Hi opinión es que debe confirmarse la sentencia por sus fun- 
damentos. 

U LADISLAO FRIAS. 



FEDERICO IRARGÚREff. — C. S. 

de la torre (en disiden- 
cia). — SALUSTIANO J. ZAVA- 
UA. 



DISIDENCIA 



Pienso que ladeclaracíon contenida en el documento de la deu- 
da de quedar abonados al acreedor los intereses del capital adeu- 
dado hasta el día del vencimiento doi crédito, ó sea el veintiuno 
de Majo de mil ochocientos ochenta y cuatro, demuestra evi- 
dentemente unaesplfcita estipulación de intereses entre las par- 
tes hasta esa fecha, que con arreglo al articulo setecientos diez 
y siete del Código de Comercio, debe entenderse prorogada y vi- 
gente hasta el dia del pago efectivo del crédito, pero como en 
esta segunda instancia, se ha alegado y ofrecido probar por el 
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demandante que no hubo tal pago de intereses j que aquella 
cláusula se consignó simplemente para evitar cualquier ulterior 
reclamo del demandante á tal respecto, lo cual á ser cierto qui- 
taría toda la fuerza á dicha cláusula, mi voto es porque se abra 
la causa á prueba sobre la verdad de la alegación del demandado, 
conforme al artículo doscientos veinte de la Ley Nacional de 
Procedimientos. 

C. S, bt LA TORRE. 



CAUSA IíVII 



Don Anrjet Ugamza, contra Don redro V. Cortázar; sobre 
liquidación de un crédito á pesos bolivianos 



Sumario.— La determinación del cambio que, en las obliga- 
cienes á moneda especial, la ley de 15 de Octubre de 1885 fija 
para el dia del vencimiento, se entiende cuando el dia del Ten- 
cimiento es también el del pago. En caso de YeriBcarse este 
con posterioridad, el cambio debe determinarse según su curso 
en el dia del pago. 
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(too.-- Don Angel TJgarrita demandó ejecutivamente, en 14 
de Agosto de 1885, & Don Pedro V. Cortázar por cobro de un 
figaró de 50000 pesos bolivianos, que venció el 21 de Majo 
W de 1884. 

"Joadenado Cortázar al pago, se suscitó una cuestión sobre la 
liquidación del crédito, en laque el Contador nombrado liquidó 
«1 oambiode los pesos bolirianos, según su curso en el día del 
ieimientodel pagaré, con arreglo á la ley de 15 de Octubre 
1885. 



MI* del J«ea fr>4«r«l (ad hoc) 

r t % 

Salta, Julio G de 1886. 

T fíalos: el incidente sobre liquidación definitiva del capital 
^ de 50.000 pesos, seguido en estos obrados entre los señores 
Ugarriza y Cortázar, emergente del cobro del documento cujo 
testimonio corre á foja í , de los que resulta: 

I o Que Don Pedro V. Cortázar se obligo* á abonar el 21 de 
Ifajo de 1884 aquella cantidad adeudada desde Mayo 21 de 
1883, en moneda boliviana efectiva. 

2 o Que no satisfecha la obligación en el plazo convenido, el 
señor Ugarriza exigió judicialmente la chancelación del pagaré, 
el 14 de Agosto del año próximo pasado. 

3* Que con este motivo se siguió una ejecución, durante la 
I cual se hicieron algunas entregas parciales por el deudor, á 
cuenta del capital constante en el documento de foja I. 

4° Que la parte del señor Ugarriza sostiene que para la defi- 
nitiva liquidación de aquel y cubierto su valor total, debe ser 
hecho el abono del capital, con la diferencia de premio que ha 
alcanzado la moneda de plata boliviana sobre el billete decurso 
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Y tonsiderando: f* Que aunque la obligación confuida i 
moneda de plata venció el 21 de Mayo de 1884, ha transcurrido 
eae término llegando hasta el li de Agosto de 1885, sin que se 
entregara ni exigiera antes su importe. 

2 o Que entrega no hubo, como se prueba por la misma existen» 
cia de estos obrados, ni cobro en forma que autorice á partir da - 
una facha anterior al 14, por haber incurrido en mura para al ' 
pago el señor Cortázar. 

3* Que no tiene aplicación antes del día de la demanda, U 
última parte del artículo 3 o de la ley de Octubre de 1885, por* 
que aunque hubo determinación de plazo para el pago en el 
documento de foja 1, él no se halla en ninguna de las condicio- 
nes establecidas por los dos inciso* del artículo 509 del Código 

4' Que no consta haya mediado ni requirimiento estra-judi«Ul 
para el cobro antes del 14 de Agosto, porque el papel corriente •■' 
á foja 39 de loa autos, no constituye prueba alguna, por falte 
de reconocimiento de su firma (arts. 1028, 1031 é ino * del* 
1035 del Cód. Civ.) ; y 

5* Que habiendo realizado el señor Cortázar entregas de di- 
nero en distintas épocas, á cuenta del documento cobrado por el * 
aeñor Ugarriza, ellas deben ser tenidas en cuenta en el acto de 
la liquidación definitiva. 

Por estos fundamentos, resuelvo : vuelvan estos obrados al 
Contador señor Torres para que reforme la liquidación presen- 
tada, en el sentido de tomar en cuenta desde el 14 de Aguato de 
1885 las alternativas del cambio entre la moneda boliviana de ¿ 
plata, de que habla el documento de foja 1 , y el billete de curto 4 
legal hasta la fecha de este auto, ton deducción de las cantida- 
des sucesivamente entregadas, 

A. ¿atorre. 
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r*lh»del» Suprema C»rte 

R 

Bueno* Aires, Mayo 3 d& 1888. 

Vistos y considerando : Primero: Que aunque según el tenor 
literal del artículo tercero de la ley de quince de Octubre de mil 
ochocientos ochenta y cinco, para determinar el curso del cam- 
bio en tos casos de Aligaciones á moneda espacial, que hayan 
de ser solventadas con los billetes declarados de curso legal 
por dicha ley, debe atenderse al valor corriente que estos ten- 
gan en el dia del vencimiento de la obligación, tal disposición 
no puede ser atendida rectamente, como de un modo esplícito 
lo reconoce el propio apilante, sin ó del caso en que el pago se 
efectúe al vencimiento del crédito, y en que no medie en conse- 
cuencia mora de parte del deudor en el cumplimiento de la 
obligación. 

Segundo: Que existiendo aquella, ó tratándose de obligaciones 
ja vencidas á Ja fecha de la ley citada, sus términos no pueden 
ser tomados si nú como equivalentes al dia del cumplimiento de 
la obligación. 

Tercero: Que en el presente caso, uno y otro de estos estre- 
ñios aparece cumplido contra el deudor, pues por una parte re- 
sulta que la consignación en que basa su oposición no fué veri- 
ficada por él, si nú después de librada ej.cncion por el pago de la 
deuda y aún de dictada sentencia de remato cu su contra y es- 
tando ya por tanto clara j evidentemente en mora, y por otra, 
que la obligación porgúese le ejecuta estaba ya vencida, no solo 
á la fecba de aquella ley, Binó aún antes de los decretos del 
Poder Ejecutivo Nacional á que ella su refiere, no pudiendo 
tener, en consecuencia, á los efectos de tal disposición, otra 
fecha de vencimiento que la del dia de su pago. 
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Cuarto: Finamente, que no puede alegarse con los término. 
ití «oto de foja 23 vuelta y próvido de foja 20, qae h. y» eos. 
jugada en contra de las aut.nores conclusiones, pues nol. 
const.tuye en realidad la simple referencia contenida en esas 
resolucones al artíealo tereero de la ley de «jl ochocientos 
ochenta y cinco, de.nenrado WIU0 m halla cuál es el alcance 
de esto articé y evidenciado m & no es contrario en manera 
alguna á aquellas conclusiones. 

Paréalos fundamentos, y sin considerar la apelación inter- 
puesta por U parte de ügarrha, en atención illa rebeldía de fo- 
ja cientu dos. seconlirmaconcoslas el auto apelado de foja se- 
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B* Petrona Díaz Itedoya de del Campo, contra el Dr. IK Juan 
E. Torrent, por nulidad de una venta y devolución de 




Sumario. — La reivindkanon por nulidad de venta no 011 n- 
riza el einbaTgo preventivo de la cosa demandada. 



Caso. — La señora de del Campo, vecina de La Plata, entabló 
ante el Juezdel" Instancia de La Plata, contra el Dr. D. Juan 
£. Torrent, vecino déla capital, demanda de nulidad de la ven- 
tada una estancia y hacieudas en el Saladillo, hecha en los úl- 
timos dias de su liiuido padre, y devolución délo vendido, por la 
paite que le correspondía. 

En otrosí pidió el embargo preventivo du la cosa demanda- 
da, invocando el artículo 447 del Código de Procedimientos. 

El Juzgado confirió traslado de la demanda y ordenó el embar- 
go preventivo. 

El Dr. Torrent ocurrió á la Justicia Federal invocando la dis- 
tinta vecindad de las partes, por medio de inhibitoria, y la can- 
sa pasó al Juez Federal de La Plata. 

Remitidos los autos, pidió el levantamiento del embargo. 



■ 



■ 

■ 



La Piala, Enero 24 de 1888. 

Y vistos nuevamente; y considerando: que el juicio ordinario 
puede miciursc auto la J.rsticia Federal coa embargos preventi- 
vos (sentencia corriente en la pá £í . 445, t. 7", Sene 2< ( Fallos 
de la Suprema Corte), y eu este caso uo se encuentra la presen- 
te causa iniciada, sin que pueda hacerse valer que el embargo 
tiene por objeto arraigar 6 asegurar el resultado del juicio 
pues aun para este caso, se haría necesaria una escritura pública 
o uua escritura fehaciente que justificase el derecho de la de- 
mandante (inciso fc& art. 55 de la ley de procedimientos nacio- 
nales, y sentenciado la Suprema Corte corriente en !apd- 552 
t. U t Serie 2- de sus Fallos), y l os antecedente s agregados á 
estos autos no alcanzan a esado.nostracion; levántese elembar- 
go decretado por el Juez de Provincia, á f..„ en la parte que 
afecta los bienes é intereses del Dr. D. Juan E. Torrent, notifi- 
cándose al efecto al encargado del Kegistrode la Propiedad, y 
librándole las demás úrdenes necesarias, 
el sello y not 

fsüloro Albarracm, 



Fallo de I» 



finónos Aires, Mayo 5 de 1888. 

Vistos : no resultando justilicados los estreñios legales re- 

fo solicitado, se confirma, con 



queridos para 
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el auto apelado de foja doce. Repuestos los sellos, devuél- 



hK >JANl"S VICTOMCA. — LLAIH v 
l.AO FIllAS.— KKDKlllCO [J1AR- 
CCtlLN, — <;. S. DE LA TORRE' 



«Al* i LIS 



K, bteinke t l hijos, contra el Cn¡Htan dei vapor l.mhj Si. Ger- 
mán*, ftot enín'tfa de mercutterias; 



Sumario, — Loa&geutcs de un vapor están liabilitadus para 
representar at Cantan, en el juicio sobre entrega <k* mercade- 
rías. 



Caso. — Meiukc ¿ hijos, demandaron al Capitán .leí vapor 
«Lady Saint Gcrmatu, por entrega de mercaderías, y ¡miaron 
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que los señores Johnston y Compañía, «gentes de dicho vapor/ 
manifestaran si asumían la personería del Capitán. 

Los señores Johnston, manifestaron qoe do asumían la per- 
sonería del Capitán; luego, después üV notificada á este la dcnian- 
m se pactaron asumiéndola, y constando aquella. 

Meiube é hijos, pidieron se les desconociese la personería que 
asumían, y se diera por contenida la demanda en r.boMía del 
Uapttan, 

Johnston y fompanín, sostuvieron que como agentes del va- 
por podían representar al Capitán, como lo reconocieron los 
demudantes en suscrito de demanda, y acompañaron la con- 
formidad do D. Avelino Rolon, apoderado del Capitán, con lo 
obrado por ellos al contesUr la d-manda. 



rallo tlrl Jur* tViteml 



Himnos Ain-f. Jntjn 28 ik 1887. 

t visto, : Por lu, fundamentos aducido, en el precedente es- 
crito, y tiendo ademáa en consideración que la parte deman- 
dante ha reconocido esplíeitamente qu, los señores Johnston y 
Compañía, eran agenf-s del <Udy Saint Cennan»; que si bien 
estos miuufcstaron cu la diligencia de foja 17, qtl e no admitían 
la personería del Capitán, están habilitados en su calidad de 
agentes del buque, para defe nder m derechos ¡ que ,1 proceder 
adoptado por Johnston y Compañía, ha sido aprobado por el 
representante constituido ,n forma, del Capitán; no ha lugar á 
lo ped,do en el escrito de foja t2. y autos, como están llamados 

Repóngase el sello. 



yirytito M, Tettm, 



m 
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FrII» 4e la 



Vistos: por 
de foja cinoi 



Buenos Aires, Mayo 5 de 1888. 

fundamentos, se confirma con costas el auto 
)s sellos, 



BEMAJHX VICTOIUCA. - ILAMSLAO 
FRIAS, —FEDERICO IBARGÚREN. 
- C. S, DE LA TOHRE, 



CAUNA MsX 



D. Miguel ferrar, contra el [Gobierno de la Provincia 
Hios, 



Sumario- — venta hecha de un ( ampo en litigio, no im- 
porta sinó la cesión do los derechos del vendedor á la cosa dispu- 
tada; y en tal caso, para que la cuestión corresponda A la juris- 
dicción federal, es necesario que concurra la distinta vecindad 6 
nacionalidad estrangera, tanto del cesionario, como del cedente. 





Caso. — El Gobierno de Entre Rios Tendió áD. Miguel Bro- 
che, vecino de esa provincia, un sobrante del campo «La Cua- 
dra*. 

Pedida la mensura y entrega de dicho sobrante, aquella fue* 
protestada por la señora D* Isabel Millmi , y en el juicio con- 
teucioso-aü ininistrati vo qiin se siguió, el Gobierno declaró mal 
vendido el sobrante y aula la venta, y negó la entrega del cam- 
po ; de cuya resolución Brocho apeló para ante el Tribunal Su- 
perior de Entre Hios. 

Durante la cuestión. Broche vendió el sobrante á D. Miguel 
Fcrrer, español, por escritura otorgada m la Capital, y este en- 
tabló demanda contra el Gobierno de Entre Rios, para que fue- 
ra condenado ¡i entregarle el sobrante vendido. 

El representante del Gobierno demandado opuso la escopetan 
de incompetencia, por tratarse del dominio de la tierra pública, 
cuyo ejercicio y administración es un atributo esclusivode la 
soberanía de la Provincia, y por hallarse radicado el juicio ante 
la jurisdicción provincial, á cuyo Superior Tribunal se había re- 
currido. 

Opuso también la falta de personería del actor, por no haber- 
se manifestado al Gobierno la venta que Broche le había hecho, 




rrario un la resolución. 



VISTA DEL í 



l PnorXKADOIl GENEIUL 



llücuos Aires, Marzo 2G de 18*7. 



Suprema Corte : 



A principios del ano próximo pasado, D. A, Broche, argen- 
no, inició ante (1 Gobierno de la Provincia de Entre Rios, de 
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ora Teoino, la cuestión quo hoy se pretende traer al cono- 
'ento de esta Corte. 
En Enero pidió la posesión que hoy 30 solicita de V, E., y no 
iéndola obtenido, en Noviembre último interpuso apelación 
ante el Tribunal Superior do la ya citada Provincia de Entro 
Rios. 

Durante la prosecusiou de la cuestión seguida con la parlo 
que pretendía mejor derecho al terreno disputado, aparece el 
mencionado Broche Tendiéndolo al recurrente, D. M. Ferrer, 
por escritura pública otorgada en esta capital en Junio del año 
próximo pasado. 

Apoyado en esta escritura, el comprador I). M. Ferrer, ocur- 
re á V. E, en sn calillad di* cstraugero. 

Prescindiendo de toda otra consideración, hasta esta simple 
espo8Ícion t para poner en evidencia que la enajenación, admi- 
tiendo que fuera perfecta, no ha podido cambiar la naturaleza 
del fuero. Pendiente el pleito, ta renta no ha podido realizarse, 
sino en oí estado en que el bien vendido se encontraba. 

La escritura de foja 6, no importa, entonces, otra cosa que 
una simple cesión de los derechos que el vendedor suponía tener 
á la cosa en disputa. 

El derecho que el recurrente pretenda hacer valer, 110 sería, 
por consiguiente, en ningún cuso originario y no bastaría á traer 
la causa al conocimiento de V. E. 

Es esto, íí mi juicio, tan claro que escusa toda otra considera- 
ción tendente á demostrar la incompetencia de esta Corte. 

Diré, sin embargo, algo más. 

La escritura ;mt. - mencionada, no ha sido protocolizada en la 
Provincia donde está ubicado el bien vendido. 

La venta no está, por tanto, perfeccionada, y el señor Ferrer 
no puede ni debe ser considerado, ni por V. E., ni por el Gobier- 
no de Entre Rios, como verdadero dueño del terreno en cues- 
tión. 




■ 
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Es, Alo sanio, un simple cesionario de derechos en litigio. 

La representación del primitivo propietario nnte las autori- 
dades de Entre liios, no había cesado, y .su representante ante 
las mismas, pudo legítimamente deducir el recurso pendiente 
ante el Tribuna! Superior, y< L uc ante él debe concluir. 

Pido se sirva V. K. declarar su incompetencia en esto caso. 

Eduardo fasta. 



Fullo ilc I» »«|ireiiiA Corle 



lineaos Aires. MayoS d> \im. 



Vistos : constando de la escritura de foja seis, fi »e Don Anto- 
nio liroclio, cedente de los derechos y acciones pe se pretende 
hacer valer en este juiciu, es vecino de la Provincia de Entre 
Ri»s;yde conformidad con lo dispuesto por el artículo octavo 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu nales Na- 
cionales, y con lo expuesto y pedido á este respecto por el señor 
Procurador General, en su vista de foja sesenta y un a, se declara 
que la Suprema Corte carece de jurisdicción para conocer en 
esta causa, con costas ;tt demandante: y a rehírese, prévia reposi- 
ción de sellos. 



HENJAM1N V1CTOKIGA. •- ü LADISLAO 
FltlAS, — FEDEBICO IBARGCRE».— 
C. S, DC LA TORBE, — SALLSTf ANO 
J. ZAVAI.U. 



Criminal, contra Eugenio Saucedo, p&p muerte dada A José 
Estigarribia el O de Abril de ÍSS5, en ta colonia Hesis- 
iencia. 



Sumario. — Lj pena de ocho anos de presidio impuesta al 
delito de homicidio voluntario, es justa. 



Caso. — Lo esplicala 

Resistencia, Setiembre 4 du 188*). 

Y TÍstos estos autos iniciados y seguidos de olicio contra 
Eugenio Saucedo, por homicidio perpetrado etita persona de Jo- 
sé Esdgarribia, de los que resulta: que el dia Ü de Abril de 1885, 
yendo por el camino que parte de este pueblo con direcciou á 
loa obragts del Centro una tropa de carros con peones de D. 
Agustín Adrianiy D. Antonio Brignole, al llegar al punU 'eno- 
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minado la puente grande, donde abren dos camino» en dirección 
á los respectivos obrages de aquellos, se detuvo Ja tropa para 
apartarse las peones con los carros que conducían y seguir el 
comino del destino especial que llevaban ; que de la tropa de car- 
ros formaba cabecera uno cargado de víveres, el único desti- 
nado al obrage de Adriani, manejado por el peón José Mariano 
(a) Manantío, uno délos rarios peones que seguían, á pié unos, 
y en los carros de Urignole otros, basta el punto citado y todos 
en estado de ebriedad, por las bebidas que durante el camino 
iban tomando. 

Que de la peonada perteneciente ai obragede Adriani forma- 
ban parte Eugenio Sancedo y José Estigarribia, quienes en el 
momento do fraccionarse el convoy de carros para seguir sus 
respectivos destinos, Saucedo infirió una puñalada á Estigarrí- 
bia que le causó la muerte instantánea. (Certificado de f. 1 » 
declaraciones de f. 10 vta., 11 y 15). 

Y considerando l'Kn cuanto al hecho: que no es posible 
apreciar la fuerza probatoria de las circunstancias que precedie- 
ron al acto homicida, por cuanto todos los testigos presen- 
cíales so encontraban en ese momento en estado de ebriedad y 
como reconoce la defensa, las circunstancias especialísimat en 
que se encuentra el Juzgado y el mismo Defensor, sin medie- 
eficaces de acción, son sin duda alguna la causa primordial de 
estasdeücienciasy de aquí resulta la desigualdad en las decla- 
raciones, sugeridas por las visiones que cruzaron por la imagi- 
nación de los testigos producidas por efecto del alcohol, dedon- 
de no puede sacarse datos contestos y precisos para definir de 
un modo acertado las circunstancias del hecho, pero en manera 
alguna los efectos producidos por estas deliciencias pueden apro- 
vechar favorablemente en particular al acusado, cuando que to- 
dos son obligados a soportar los defectos comunes y aun cuando 
se tenga en cuenta la hipótesis que la misma defensa alega en 
su favor al suponer, que entre borrachos, « podría ser que otro 




bubiese cometido el delito y que ae arrojase la responsabilidad 
sobre el defendida que estaba durmiendo una borrachera», — esta 
presunción sería aceptable y obligaría la reflexión al Juez, si la 
víctima no fuera Esti^arribia, precisamente sobre quien recaían 
resentimientos y amenazas que Saucedo guardaba de antemano, 
quien sobre el hecho ba aceptado la responsabilidad del de- 
lito. 

2 1 Que no obstante los defectos para establecer la plenitud de 
la prueba en la manera como se efectuó el delito, en cuanto ala 
causa del hecho, resulta de las declaraciones posteriores. Ma- 
nuel Armenio Martínez, diee á foja 17, que Saucedo Efuarbaba 
resentimientos :i Kstí^arribi.i por haberlo este castillado una vez 
y que decía que alguna vez le pagaría, 

José Mariano a) Maririnitit, a foja I!*. dice: que Saucedo re- 
cordando de Kstigarríbia, decía, jio hny cuidado, eih (¡he he de 
ser gratuky ¡o fie tío matar " es(e hijo de una ¡¡rnn... t cuyas 
declaraciones se reproducen respe ct i v amonta á fojas 30 vuelta y 
38 con pequeñas variantes en la relación, pero consideradas en 
el fondo, son lo> detalles que van precisamente á converger á un 
solo punto, que es la muerte de ICstigarnbia, y es en estoque la 
acusación estriba para establecer la premeditación. 

3°Quo la cansí para aceptar que el acusado abrigaba inten- 
ción determinada contra Kstigarribin, .se halla establecida por 
la declaración del mismo á foja 10, que dice: t/ue Estit/anibia 
lo aproi >chó dñndole das garrotazos; á foja 17 vuelta, el ha- 
berlos encontrado Manuel A. Martínez por pelear en el camino, 
el mal tratamiento que Esti^arribia daba á la madre de Sau - 
cedo, son circunstancias especiales que tienden ¡I establecer y 
robustecer una presunción cumplida déla premeditación delhe- 
oho consumado en la persona de José Estigarribia. 

4* Que la doctrina en esta materia criminal sobre la prueba 
«que debe ser tan clara como la lux deldia» y que la defensa 
la abraza en toda la materia, es cxijible para los casos en que 
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el delito deba castigarse con la última pena; en el presente caso 
Manuel A. Martínez y José Mariano son contestes en sus decla- 
rado nes lasque se encadenan con las circunstancias tiel consi- 
derando anterior y suple á toda otra prueba más recular j or- 
dinaria, mucho más cuando los testigos que declaran sóbrelos 
antecedentes del tiecho na son tachados, los fine hacen una prue- 
ba bastante, en qué fundar tina condenación. 

5" Que la indeterminación del tiempo, como parle de pena, 
pedida por la acusación, n» puede ser aplicable o ti estos terri- 
torios, que todavía ^uín exentos de lugares de seguridad para 
la guarda de los detenidos y para el ra-.i que aquella deba lle- 
narse en lugares destinados al efecto Hiera del lugar de este 
juicio, el tiempo debe ser determinado para ser cumplido y su 
trrad nación juzgada \ >>r derediu común. 

ü *¿ue de losante -o desprende el móvil que impulsó á San- 
cedo á concebir y ejecutar el delito, a saber: de haberlo una 
tez castigado Estigarribia y dado mal tratamiento ásu madre, 
que por más desgraciada que esta sea, se resiente el am-ir propio 
en el corazou del hijo y domina la pasión de la venganza, las que 
no pueden menos de considerarse como circunstancias atenuan- 
tes acompañadas de la embriaguez en el acto homicida, y aún 
la menor edad y falta de instrucción del acusado. 

l'or «¿tas consideraciones fallo: declarando á Eugenio 
Saucedo convicto del delito de homicidio voluntario perpetrado 
en la persona de José Ksligarribia, y de acuerdo con las conclu- 
siones de la acusación liseal fundadas en las constancias de au- 
tos, y haciendo uso de la facultad conferida por el articulo 93 
de la Ley penal del i i de Setiembre de tW>3, se cutí de na al pro- 
cesado Eugenio Saucedo á la pena de ocho años dt> presidio, 
contados desde el seis de Abril de mil ochocientos ochenta y cin- 
co, que deberá ser cumplid* donde la autoridad superior de este 
punto designe, y ¡1 las costas de este proceso. 

llágase súber oportuna mente al Ksmo. .señor Gobernador de 
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estos territorios esta sentencia para su cumplimiento. Actúen 
dos testigos y suscriban el reo y su defensor. 

Sil rano Dante. 



Fwllo del Juez Federal 

■ 

Y vistos : esta causa criminal seguida de oficio por el Juez 
de Paz de la Colonia Resistencia contra Eugenio Saucedo por 
muerte dada á José E&tigarribia y traída en apelación ú este 
Juzgado, por recurso interpuesto por el n o acompañado úa su 
defensor, de la si ntencía pronunciada por dicho Juez de Paz, 
con lo t-spuesto por el difen^or del reo en el escrito do es pre- 
sión de agravios y el procurador fiscal cu su contestación. 

Y considerando: I a Que aunque Laya alguna deficiencia res- 
pecto de la prueba de las circunstancias del hecho, resulta ple- 
namente justificado el cuerpo del delito y su autor, ó sea, que 
Eugenio Saucedo dió muerte de una puñalada en la región del 
corazón á José Estigarríbia eldiaGde Abril de 1885, durante 
elviageque hacían conduciendo una tropa de carros, en unión 
con otros peones desdo la Colonia Resistencia a] obrage de D. 
Agustín Adri;iui, y ¡i la altura del lugar llamado La Puente 
Grande, de cuya herida falleció Estigarribia casi instantánea- 
mente, [mes el peón Romualdo Harpas, en sus declaraciones de 
fojas 12 vuelta y 31, dice: haber visto cuando Estigarribia se 
bajó del carro cu que iba y lurgohe bajó también Eugenio San- 
cedo, y siguiéndolo, hasta que lo alcanzó le infirió una herida, 
déla que falleció instantáneamente después de dar algunos pa- 
sos, y aunque algunos peones con escepcion del indio Marianito, 
no vieron cuando Saucedo le infirió la herida, porque venían 
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atrás ó porque no venían mirando hacia esa lado, lo supieron 
acto continuo, y vieron el cadáver de Estigarribia, encontraron 
el cuchillo bañado en sangre, que el heridor había arrojado en- 
tre unos pastos, aprehendieron inmediatamente á este, que te- 
nía sus ropas manchadas en sangre, conduciéndolo junto con el 
cadáver á la comandancia, todo lo que consta de las declaracio- 
nes de los peones que obran en el sumario, sin que hará de esto 
la más leve contradicción ó duda, á lo que se agrega que el in- 
formo médico, que corre a foja I, na deja lugar a duda, de que 
lá muerte provino necesariamente de la herida, por haber llega- 
do hasta buena parte del corazón, según lo pudo apreciar el fa- 
cultativo, aunque no hiciese la autopsia del cadáver. La prue- 
ba de estos hechos es pues completa, aunque no Lava visto sinó 
un solo testigo cuando Saucedo infirió la herida a Estigarribia, 
por cuanto los demás peones que declaran como testigos vieron 
también acto continuo el cadáver de este, y pudieron apreciar de 
un modo indudable que Sancedo fué el que le hirió, sin que este 
pretendido negarlo en aquel acto, ni lo haya negado des- 
pués. 

2» Que no hay ia misma plenitud de prueba, respecto al modo 
como tuvo lugar el hecho, pues solo el testigo Homualdo Bar- 
gas, asevera haber visto á una distancia como de 50 metros, que 
Sancedo seguía á Estigarribia, y que luego que lo alcanzó le 
infirió la herida, de que murió en el acto, sin haber visto ni oído 
sí hubo amenazas previas. 

El indio Marianito que dice, áfoja 33, que Saucedo hirió a 
Estigarribia, porque rehusaba darle la damajuana de anis, que 
aquel le pedía, para convidar á los compañeros, que iban á se- 
pararse para ir al obrage de Brignole, no puede sct aceptado co- 
mo un testigo mayor de toda escepcion, pues en las declaracio- 
nes de fojas 6 y Í8, dice que no presenció el hecho, por haber- 
se quedado atrás, y aunque esta contradicción puede provenir de 
mala redacción cuando declaró primeramente no habiéndosele 
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interrogado especialmente á este respecto, ni dado ninguna es- 
plicacion cuando se ratificó, no puede aceptarse como verdadera 
ninguna de sus declaraciones. Sin embargo, por la declaración 
del testigo Bargas, y la circunstancia de haberse hallado Sau- 
cedo en estado de embriague?, eonio lo estallan los demás peo- 
nes, puede presumirse lp* no hubo riña ó lucha, que motivase la 
agresión de Santedo, y que este cedió á algún movimiento de 
ira producido por su mismo estado, t* íjtn* >r disperta 1 1 rl anti- 
guo resentimiento, y lo llevó ¡í efecto escitado por el lic<ir. 

3'* Que también hay deficiencia de prueba respecto del grado 
de embriaguez, en que si- encontraba Saucedo cuando cometió 
el homicidio de que es acusado, pues si bien los testigos dicen 
que no estaba cmnpletament.- .'brio, ño puede dat se crédito á 
esta afirmación, p.irqu.- tratAndi.se de la apreciación del grado 
de perturbando d^ 1 ri - fVu¡ud--s qu- la embriaguez había pro- 
ducído, lian podido equivocarse con facilidad csp. ei a luiente cons- 
tando que todos los peon-s n»n eseepcion del indi- Marianito ve- 
nían tomando licor, siendo de notar que el testigo Romualdo 
Barbas, á foja i t, dice que tanto Estigarríbia como Saucedo, 
iban muy snutaatfas, pero que EsUgarribi», estaba más mareado, 
añadiendo este testigo á foja II vuelta, Snnrmio lloraba 
aturdido, ;í la vista di* la monstruosidad (pie había hecho, á 
esto puede agregarse, que no hay constancia de haber mediado 
pelea ni provocación que motivase la agresión de Saucedo, ó si 
hubo alguna discusión como la que refiero el indio Mariano, so- 
bre que Ksügarribia se negaba á darle la dama] uaná dé mis 
que aquel le pedía, no fué de tal gravedad que pudiese provo- 
car la ira en un hombre sano, hasta el punto de decidido á in- 
ferirle sin iiiiis motivo una puñalada mortal, y qu** Saucedo en 
sus declaraciones ha manifestado que lo que motivó el hecho, 
fué el estado de ebriedad en que se encontraba, y no obstante 
de ijue en la primera declaración que prestó ante el Juez (foja 
2), reeuerdaal parecer los hechos, mientras que en las siguicn- 
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tes so manifiesta completamente ignorante, ó inconsciente de lo 
que hizo, en lo que, sí bien puede haber malicia de su parte de- 
be tenerse presente que la primera declaración 110 está firmada 
P»r él, como lo están las doma,, y si. aducción no es tan clara 
im pueda afirmarse que lo, hechos declarado,, Jos supiese, por 
propio ti cuerdo, ó porque riño en conocimiento de ellos, después 
que bo les pasó la embriaguez, cuno lo ha manifestado en las 
deiuas declaraciones y ni su confesión, 

T"dasesta,cimm>tanciu* uo forman una prueba plena sobre 
el grado de embriaguez, ou que se encontraba el probado en 
el momento de cometer el delito, p,ro MmW ¿creer que su 
embriague fue completa y así debe establecerse porque en caso 
d dtida es m* jor la condi ion del ívo. 

4' Que además, resultan fuertes apechas de que Saucedo era 
¿brio habitual, tenía el vicio de la embriaguez, como le afirma 
la rnadr.de este en su declaración de foja i I vuelta, añadiendo 
qiu- cuando estaba en ese estado, era moderado y no belicoso 
v asi pareee deprenderse de las declaraciones de' Manuel \ 
Martínez, cuando dice aloja 17, que estaban por pelear Sancc- 
doy Utigarribia y el declarante los separó, < /U e<lan<h aquel <i 
ihrmir ¡stm^w ,0a hurmetm, y de la del indio José Mariano á 
foja m ruelta. cuando dice • Qn Sanccdo profería siempre ame- 
naza, de muerte contra Kstigarribia, en ausencia de este y en 
estado de embriaguez. 

Asimismo aparece improbado por las declaraciones de los 
testaos Martinez, f„j a lü, (; armülo M ,, ]¡n¡l( U¡A ^ y ^ 

Mariano, foja 33 vuelta, que Saucedo manifestó siempre que te- 
nía rencor á Ksíigarribia, por haberlo castigado una fft, que 
siempre profería amenazas de que lo mataría, cuando se hiciese 
grande, y que varias reces habían estado por pelear, pero estas 
constancia, no bastan para justificar plenamente, que San- 
ado hubiese formado el proyecto de matar á Esti^ambia ni 
mucho menos que so hubiese embriagado con aquel objeto, pÚes- 

T. III 

n 
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to que según los mismos testigos y especialmente Martínez, di- 
cen : que trabajaban juntos y vivían en armonía y que si tal pro- 
Pasito hubiese tenido Saucedo, lo pudo cumplir en los montes 
donde trabajaba con Estigarribia, ni tampoco hay indicio algu- 
no, que induzca á creer que Saucedo se procuró la embriaguez 
con aquel objeto. 

5 o Que el homicidio cometido por el procesado, debe ser con- 
siderado como homicidio simple, y no romo asesinato, pues este 
solo se comete cuando hay premeditación ó alevosía (art. 207 
del Cúd. Pen.del Dr. Tejedor, vigente en la Capital y en esta 
provincia), y aunque resulten sospechas de que Saucedo tenía 
rencor a Kitigarrilia y aún en varias ocasiones había proferido 
palabras amenazantes, no hay prueba de que hubiese resuelto 
con anterioridad darle muerte, y por el contrario, trabajaban 
juntos y en armonía, encontrándose solos en el interior de los 
bosques, no habiéndose notado tampoco el dia del suceso dis- 
cordia ¡tisuria entre Saucedo y Kstigarribia, ni que aquel 
tomase precauciones pura cumplir su proposito preconcebido. 

Tampoi'o puede deducirse que haya mediado alevosía, del 
hecho de haber inferido Saucedo á ll&tigarríbia la herida de 
que falleció, sin haber precedido al parecer disputa ó riña de 
palabras, lo que tampoco consta del proceso, por cuanto el tes- 
tigo que vio cuando lo hirió, pudo no oir, por la distancia, las 
palabras, pues la alevosía consiste, coiu»> l> dice el urtículo 
del Código, en dar una muerte segura atacando de improviso, 
con cautela, turnando desprevenido el paciente; en el prcs<iite 
caso no concurre ninguna circunstancia que demuestre que 
Sancedo se haya valido de traición, ó algún artificio, para 
atraer á la víctima y tomarla desprevenida; por el contrario, 
todas las presunciones concurren á demostrar, que su estado de 
embriague/, más ó menos completa, lo impulsó á cometer e l 
delito en un momento de ira producida por una ligera contra- 
dicción de Kstigarribia. 
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6° Que mm Alojes 6-, título 2-y 5". título 8-, Partida 
1 . 1. , Primer. t . Ilm dc pwu „ q „ e ^ . W* 

o le «l„ spi „, j u s( .,, lln(|a . h ■ 
t.erro a! que se embrease ,„ nto . qu , Mt , M 4 "™ 
beodez. ea este filti», cas. c„,„ C(ll p,ble K 

«■tal tales «n,,^, han sid0 consideradas o Ia £ 
aprudencia y la práctica d, ,„s «ribuuafos mSSÜÍi 
-ases « que la hrilt „ ocí ^ ^ inl ,, u » 

Ve, « aunque voluntaria, no quedase duda de qu, fué con- 
P e • ; Pero rosn.tnbaduda .sobro el grado de embriague IZi 

muco ° ""• " í,m ' a amCÍMÍOa de wt " ^-taucias 
«moa como crcmstaacia esima dt . , c " 

-epciou do cubría,,,, , U^¡ ZZSgB£& 
vrsa*. y aún contrarias, aunque p., r U „ 1¡slua Xr a I do 

emnnague, f uc co„,plota de modo que privase abantamente 
pae,u te , uso do sus facultades iu.elecua.e, ó si " h 
'«laalpuim alteraron parcial iie ellas se ha ,fpin ( i n .1 . ? 

^e.uocircuus.aJiaalenuan.e' 7^555552 

M , p.g. 202 y «.gmentes; fvrffe, rfe /„ ComSuprem 2 
"ene. t. 1", p¿g. 334 y 1. 12, pig. 38üj * 

»" fj«e la l. gislaciou aplicable á este caso, es ] a antl v ua can 
-odoración eu las peas introducidas por U práeS de 

" según !o establece el articulo <J3 de la ley penal m 
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cioual, y hallándose vigente en la Capital y otras provincias, el 
proyecto de Código Criminal del l)r. Tejedor, deben aceptarse 
sus disposisiones para graduar la pena de los delitos por haber- 
se mitigado el rigor de las un Liguas U ves, estableciendo penas 
más moderadas con arreglo á la práctica va vigente y fl las más 
modernas d<- ta legislación criminal. 

8 J Que la pena señalada por el artículo lüti del Código Cri- 
minal citado, para el h omitid i o simple, es la de seis años d¡e pre- 
sidio ó penitenciaria; y según se lia establecido en los anteriores 
considerandos, el homicidio cometido por Sancedodcbe ser consi- 
derado como homicidio simple y un como asesinato, con la cir- 
cunstancia atenuante de haberse hallado en estado de embria- 
gues!, aunque no resulta plenamente probólo que e-ta fuese 
completa, y además hay sospechas de inte era ebrio habitual, y 
de haber proyectado la muerte de ÍMiüarribia p<>r el rencor 
que manifestó tenerlo, y amenazas ijnfl pretirió varias vetes 
contra este. 

Por estos fundamentos, se reforma la sentencia apelada de foja 
Ü, reduciéndose lapemujue por ella se impone á I-Ingenio San- 
cedo, ;í seis »m>s de prisión con trabajos forzados cu el lugar 
que designe el Poder Ejecutivo, computándose el tiempo de pri- 
sión sufrida durante el proceso con las costas del juicio, y luego 
que quede ejecutoriada esta resolución, remítase copia de ella 
al Poder Ejecotivo á lia de que la haga cumplir. 

llágase saber con ul original y oportunamente devuélvanse al 
Juzgado de su procedencia. 



fVirlns Lima. 
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Büínoi Aires, Setiembre 3<) IhHl. 

Suprema forte: 

La defensa en primera instancia ha ido demasiado lejos, al 
pretender negar la culpabilidad de su defendido, envolviéndola 
cu dudas y pro * une ion s, inadmisibles en presencia de los 
hechos. 

La muerte de Estigarribia tuvo hipar en pleno día. Se en- 
contraba él solo con Saucedo, á TiO metros de los que reñían de- 
trás. Un testigo declara haber visto dar el go'pe deque resultó 
la muerte instantánea; los otros peones si bien no presencia- 
ron ol hecho» encontraron á Estigarriolfl muerto, á Saucedo sal- 
picado desangre y a! cuchillo del mismo, ensangrentado. 

La conciencia de todos fué que Saucedo era el autor de la 
muerte, y m esta inteligencia procedieran atándolo y entregáis 
dolo á la autoridad. ¿ Ni qué otro podía ser ? Las dudas que sus- 
cita el defensor, no tienen en su apoyo la más remota circuns- 
tancia, et hecho más pequeño. 

El mismo Saucedo, por último, no ha negado ser 0*1 el autor 
de la muerte. 

Revestiría esta caracteres odiosos, ¡i no ser ol estado de 
ebriedad, en que hay toda probabilidad se encontraba el proce- 
sado. 

Sin provocación, sin lucha, sin que Estigarribia tuviera ar- 
ma alguna, para su defensa, Saucedo le entierra de improviso 
el puñal en el corazón! ¿Qué móvil pudo llevarlo á hecho tan 
atroz ? Se úh e que tenía resentimientos antiguos con la vícti- 
tima y con frecuencia había manifestado el deseo de ven- 
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Si tai hubiera sido el motilo, que moría su brazo, siendo no- 
torio que con frecuencia trabajaban juntos en la espesura de 
los montes, es natural suponer hubiere elegido un Jugar mas 
propicio, j no precisamente el momento, en que numerosos tes- 
tigos lo entregarían sin remedio i la justicia. 

Lo natural es suponer que se encontraba en completo esta- 
do de embriaguez, bastante para perder el sentimiento de la 
responsabilidad, Sobre este particular la prueba es sin embargo 
deficiente. 

Los testigos que declaran bajo la primera impresión, recien- 
te al hecho, dicen que Saucedo había tomado algo, pero que no 
estaba ebrio (Manuel A. Martínez, foja 4 ; A. Andriano, foja 
5 ; Mañanita, foja 4, y IUciri, foja 7). 

En las declaraciones posteriores se a- enttía el estado de em- 
briaguez. 

José Mariano, dice á foja vuelta, que encontró á M. A. 
Martínez, cerca del cadáver de Estigarribia, mestado de mucha 
ebriedad j i Saucedo también embriagado, 

Carmelo Molina, dice que Saucedo estaba un poco zahu- 
mado. 

Por todo esto, encuentro exacta la clasificación del delito, ú 
que arriba el Juez de .Sección. 

Este desgraciado suceso no reviste, á mi juicio, los caracte- 
res que clasifican el asesinato, y menos, ¡í traición y ale- 
vosía. 

Es nada más que un homicidio simple, con la circunstancia ate- 
nuante del estado de embriaguez en que se encontraba el pro- 
cesado, así como todos Jos testigos del sumario. 

Encuentro también fundada la reducción déla pena á seis 
años de trabajos forzados. 

El defensor pretende se reduzca á tres, en consideración al 
estado de ebriedad, pero esta circunstancia se ha tenido ya en 
cuenta para la clasificación. 
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Sin ella, el hecho es en sí demasiado atroz, f aera de lucha y 

de improviso, para que do mereciera ser clasificado iseti nato, 
con premeditación y alevosía, y castigado con la última peía. 
Pido la confirmación de la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Airea, Mayo 12 tic loas. 

Vistos : Por sus fundamentos y de eunforuiidad con lo em- 
pácate y pedido por oí sefior Procurador General, se confirma la 
sentencia apeada de foja sesenta y nueve; y deruélvanse. 
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Contienda dv ca tM/l ctenn t t entre eUitez Mémlyüdé t» ins- 
tancia de La BfaiQ, en fos m ( m fe ¡, h'tnum de íi^ 
doya de del Vamju^ contra /j. mn £\ ftmm, .y />. tfé/í)jis He- 
cnldc; sobre nntídtut de una renta. 



un 



Sumario. — YA conocimiento de una causa promovida por 
vecino de La Plata, contra vuriiios do la Gapal, corresponde á 
la justicia federal. 



Ouo. — La seilora Díaz de Bedoya, vecina de La Plata, de- 
mandó* ante el Juez de 1" Instancia, á ü. Juan ffi. Torrcnt y 
D. Felipe Recaída 6 sus herederos, para que se declarase nula la 
la venta de unos tern nos y haciendas en el Saladillo. 

El señor Torrent y 1). Felipe X. liccalde, que fué* citado como 
heredero, probando que eran vecinos de la Capital, promovieron 
ante el Juez Federal de La Plata, contienda de competencia, que 
dicho Juez aceptó, pidiendo que el Juez do i* Instancia, se inhi- 
biera del conocimiento del asunto. 
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Auto del June dr I' Inafanrin 



U !'¡;it.i, J ti lio 37 tic 18S7. 

V vistos: relativamente ni Dr. I). J ua n E. Torrent, de con- 
formidad de parir, y A-,nte tárase incompetente este 
Juzgado, y remítase al señor Juez Federal el espeáejite que se 
formara por separado, con desglose ú testimonio de \ M p ic Zas 
necesarias ; y en cu nto ;í la parte de Recálde* resultando 
del escrito do fuja 5, pe quien se Ija presentado ante el se- 
ñor Juez referid... iniciando la eolítica la de competencia, es don 
Felipe y. liecalde, diciéndose heredero del demandado 1), Felí- 
pe líe-alde, y adjudicatario de una part» el id campo cuestiona- 
do, entremos que n-i aparecen j tiüt i íi-^i-íus y que la parte deman- 
dante reconoce, contéstese ojh e esto Juzgado sestiime so juris- 
dicción, por no reconocer personería en quien se ha presentado á 
discutirla. 

Repóngase la foja. 

Adolfo Mirnmla ,X«an. 

Ante ni : 



Hada vista, I). Felipe N. Recaído dijo que la testamentaría 
liecalde estalla concluida, que la demanda se entabló contra 
lU-ehpe llcratdeúsiu herederos, y que le fué notificada á ¿I, 
para contentarla ; por lo que tenía personería para promover la 
contienda. 
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VISTA DEL SESüR PROCCRADOR FISCAL 

Bueno* Aires : Setiembre IT de ¡837. 

Señor Juez : 

Pienso que V. 8. debe mantener su jurisdicción, do acuerdo con 
loque sos tiene liecalde. 

Jase A. Víale. 

Auto del Jurz Federa! 

La Pial*, Setiembre ¿7 do 1837. 

De conformidad á la precedente vista iiscal j concordantes 
del escrito de foja 1 1 , éste Juzgado sostiene su competencia; y en 
su consecuencia, elévenle los autos á la Suprema Corte, para 
que dirima la contienda, y contestase al señor Juez Dr. Miranda 
Kaon, paraqne remita los autos que tramitan por su Juzgado. 

Repóngase el sello . 

A Ibarracin. 

VISTA UEL SE$OR PROCURADOR G EXERAL 

Buenos Ai reí. Noviembre 28 de 1887. 

Suprema Corte : 

Esta demanda Ua sido dirijída contra D. Felipe Recalde, ve- 
cínode esta capital, y D. Juan E. Torrcnt, de la provincia de 



DE JUSTICIA RACIONA L 347 

Corrientes, por nulidad de ana compra que conjuntamente rea- 
tizaron. 

La acción es, por consiguiente, solidaria, como lo es el inte- 
rés, y su conocimiento no corresponde á la justicia federal, en 
virtud de la conocida disposición del artículo 10 de la ley de ju- 
risdicción y competencia. 

Se pretende hoy dividir la acción, y ejercitarla ante la justi- 
cia local, con respecto á Itec aide, y ante la federal, con respec- 
to á Torren t. 

Se hace valer para esto el consentimiento de las partes. 

Ahora bien : siendo la materia de jurisdicción, de úrden pú- 
blico,)' esclusiva la do los Tribunales déla Nación, es evidente 
que la voluntad de las partes no puede atribuirá dichos Tribu- 
nales Nacionales, la jurisdicción de que carecen en este caso. 

Pido a V. & bc sirva así declararlo. 

Eduardo Costa. 

Fnlio de la Suprema Corle 

Ruinas Airea, Mayo lU de 188$. 

Vistos : resultando que la presente causa versa entre un ve- 
cino de la provincia de Buenos Aires y un vecino de la Capital, 
y que este es un caso de jurisdicción íedtral, se declara que el 
conocimiento de ella corresponde al Juez Federal de la Sección 
de Dueños Aires; en su consecuencia, remítanse á este los autos, 
haciéndose saber al Juez de Primera Instancia de La Plata, la 
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CAIN. i I.XIII 



I¡. Tmnifs Vivtrmma, tunint f.arawlio tj i' \- sote entrega '!>• 
mi'rvfnk'ffns tj funjo fie fie*' juicios. 



Sumario. — 1* La negativa di* entrega sin justa causa, por 
parto de los agilites del buque, de las mercancías conducidas t< s 
hace responsables (Je tos daños y perjuicio» ¡i favor (leí car- 
dador. 

2" No es justa cansa. la exigencia «le un sobre- 11 < to por los 
gastos de cuarentena ordinaria. 



Cusn. — Lo e-pl¡i i a el 

Wmm d*l Juez Federal 

Buenos Afrea, vi.no 13 do 188fi, 

Vistos estos autos promovido* por U. Tomás Pietr riñera con- 
tra los Sres. Lavarelio y (\como agenta ó consignatarios del 
vapor Perico, por cobro do la cantidad de 1 100 pesos moneda 
nacional por indemnización de danos y perjuicios. 
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Resulta: P Que en el viajo que efectuó A este puerto dicho 
vapor ec el mes de Noviembre del año 1881. trajo á consigna- 
ción tleí $effit|Mtanteeíuru< uta cajonea aceite de olivo, citn cajo- 
nes de limones y una raja de anchoas saladas, y huldéndose aper- 
sonado aquel ai Sr. Medina, lanchero délos agentes del ÍWseo a 
objeto de que se los entregaran, le contestó que tenia orden de 
estas de no entregarlos mientras no *e comprometiera por es- 
crito tí abonar mi sobrehílete, pur razón de ios gastos ocasiona- 
dos por íp i uarentemis, á J- que si upuso por no considerar 
justa esa exigen-aa, r^ocedieiulo en seguida á formular una 
protesta el día 30 de Oich-ml.r. , ante Eseiilíano J?¿Ulico, por los 
daños y perjuicios, 

ti' Qoe t'ii tal virtud «'curri-'. á este Juzgado Federal, con fe- 
cha 1 1 de Abril d-- IM8r», eutabl:indu formal demanda contra La- 
varellov Capara que seles condene oportunamente ¿i ta entrega 
de las ítte;c adi r ía^v in- itri-iiiadas, deulr-> de un lirevc término, y 
al re<aiv¡mÍL-utu di- los perjuMo^ que lv había oc; s iuuado, los 
íjuo estima ha en la suma de mil i'ieu pesos moneda nacíotuL 

3 1 * Que el demandante (¡titee derivar e*o* perjuicios de ta im- 
posibilidad de haber di*pff&&, desde el dia 30 de Diciembre 
de todas las mercaderías en operaciones que tenía calculada 
para na fvvfm, dado el m vimienUi rápido de su conocida casa 
de comercio por mayor; v consisto, según él, tn ta disminución 
de valor experimentada por la partida de limón-- que debió 
recibir el dia treinta, pues en dicho dia había ese&sezy fácil 
venta, en congruencia, de los limones, midiendo falet cada cajón 
doce pesos nacional'-*, y en la actualidad solo tres pesos, loque 
le daba un perjuicio de novecientos pesos; agregando que el per- 
juicio real y total que >e lo ha causado por no habérsele hecho 
entrega de sus mercaderías el treinta, ascenJú á mil cien pe- 
sos, aunque sin indicar de dónde proceden los demás. 

4" Que los Sres. Lafarciloy G* contestaron á foja ,fó t q v ,e el 
vapor /Vraeu llegó á este puerto el i" lie Noviembre y recha- 
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zftdo por las autoridades argentinas y orientales, contra toda 
previsión, pues el buque había salido de Genera cuando ya no 
existía el menor amago de epidemia y traía patente de sanidad 
eu perfecta recia, consiguieron sus agentes su admisión, previa 
una cuarentena estraordinaria que se le impuso en Montevideo, 
á contar desde el 18 de Noviembre, terminada la cual regresó 
¿esta ciudad en libre plática el 27 de Diciembre, no quedando, 
sin embargo, listo para despachar* en la Aduana hasta el día 
31, porque el manifiesto general du la carga pasó ú Toutaduria 
recien el dia 30á las tres y media pasado meridiano ; que el pri- 
mer curro de mercadería fué descargado el 2 de Knero de 
18&>y los primeros veinticinco cajones de limones de Pictra- 
neTa solo pudieron descargarle] 7 del mismo mes ; que la ór- 
dendada por ¡os agentes al lanchero Medina de no entregar la 
cargad los respectivos consignatarios, mientras no abonaran ó 
garantieran el pago de la parte que les correspondía en la avería 
común cansada por la cuarentena, fm'dada el iíí de Diciem- 
bre y retirada por carta dírijidaá dicho Medina el 31 del mis- 
mo mes; que elílOse presentó Píetranera para que se le pu- 
siera el conforme en sus Conocimientos para la entrega de su 
carga, y como se le Hiñera saber la órdeu aludida se retiró, 
no presentándose después, á pesar de haberse dejado sin efecto ; 
que estos hechos, n-í como el retiro de la orden eran di l 
dominio de todos los consignatarios, incluso e! mismo de- 
mandante, pues ha debido saberlo, nu solamente por la noto- 
riedad que han revestido, sitió también por dos de sus hijos, que 
tenian mercaderías á bordo del farseo y las han descargado, 
como los demás, sin entorpecimiento. De los hechos espuestos 
deducen que han tenido derecho para espedir la orden que mo- 
tiva el reclamo de Pietranera, pues los gastos de cuarentena 
constituían una avería común, según el articulo U7G del fódigo 
de Comercio, cuyos gastos habían sido satisfechos por el buque, 
y para asegurar su pago podían tomar las medidas protectoras 
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que les acuerda el artículo i H 5; y qué, aún en la hipótesis inad- 
misible de no haber tenido derecho para dar esa úrden, los per- 
juicios que el demandante afirma haber sufrido no losarían im- 
putables, pues laórdcn fuÓ dada el 29 y retirada el 31, no ha- 
biéndose podido absolutamente descargar antes del 7 de IJnero 
las mercaderías de Pietranera, ]o que revela que dicha orden 
ninguna influencia ha tenido en la demora. 

5° Que la causa fué recibida ú prueba por el auto de foja 50, 
para quese justifique por el demandante Jos hechos abados en 
la contestación, habiéndose producido en tiempo hábil la que 
espresa el certificado de foja 135. 

Y considerando: 1* Que ha quedado establecido, por la pala- 
bra del mismo demandante en su escrito de foja 30, que la causa 
generadora do los perjuicios que reclama, en cuanto á la partida 
de cien cajas de limones, consiste, en Ja imposibilidad de haber 
dispuesto de ellas el dia 30 de Diciembre, por cuanto en rsc día 
había ^ran escasez de dicho artículo, L, que dice haberle origi- 
nado, según sus cálculos, una pérdida de novecientos nacionales, 
ignorándose el origen de losdemás perjuicios hasta completar la 
suma de mil cien pesos nacionales que demanda, pues él ha guar- 
nado complrto silencio sobre este detalle; de modo que para re- 
solver la cuestión debe fijarse la responsabilidad directa que in- 
eunibeá los demandados, por la imposibilidad en que m encon- 
tró Tietranera de disponer de sus limones dicho dia 30 de Di- 
ciembre, biendo este puuto de vital importancia, porque, como 
dice muy bien aquel, esta mercader: i tiene precios lluctuantes, 
que dependen de la mayor ó menor existencia en plaza y cuya 
naturaleza, por otra parte, impone ¿estas mismas Jluctuaciones 
brevísimos tí rmi nos. 

2* Que el informe de foja... espedido por las dependencias de 
la Aduana, comprueba: que el vapor Perseo, á cuyo bordo vi- 
nieron tas mercaderías reclamadas, formalizó su entrada el 29 

jsc pasado el '30 una de las copias del ma- 
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ni tiesto á Contaduría, quedando recién desde entoVes los con- 
signatarios de la carga habilitad o fl para solicitar su despacho; 
que la descarga principió recién el día S de Enero, y el 7 del 
mismo fueron recibidos en lo» depósitos fiscales los primeros 
veinticinco cajones de limones consignados á Pietranira. 

3* Que si bien es cierto que los demandados dieron una 0> 
den á sus lancheros rara a* entregar carga* á sus rvsifectitofl 
dueños, ¿consignatarios, srgiia lo han confesado al contestarla 
demanda, mientras estos no pagaran 6 afianzaran los gasto* de 
una cuarentena extraordinaria, que comidera han enm-* av. -ría 
gruesa, resulta también de los hechos precedentemente consig- 
nados, confirmados Cuja b fuerza legal de los instrumentos pú- 
blicos, contra cuyas constancias ninguna prueba ni c,ieriu>tan- 
cia lia aducido el actor, qui! dicha órden absolutamente ningu- 
na influencia ha tenido ¡ ira la indisponibíüdad de la* merca- 
derías el d ¡a 30 de Diciembre, ni .uní en b><¡ día* posteriores, 
puesto que hasta el 7 de Huero no habían sido descargadas, de- 
biendo observara (¡pesebre esfeg hecho, ni siquierase ka insi- 
nuad» culpa 6 negligencia de los agentes del vapor que pudiera 
ser cusa de respons abüidades. 

4" *¿ue en •*! mismo informe se hace Constar que lus primeros 
veinticinco cajones dulimums pertenecientes á Pietraucra tur- 
rón girados por lo> lancheros Medina? C\ el :i de Enero, á 
despacho dilecto por la Auiuna nuera, euya papeleta fui* anu- 
lada por la de depósito en el mismo punt i solicitado el 7 del 
mismo mes, no teniendo ■ .-Le hecho otra espliearion satisfactoria 
que ta negatínade Pietranera ;í recibirlos entre los dias del 3 al 
7, pues entonces ya tenían dichos lancheros U órden de ios 
agentes del Persco para no oponer objeción á la entrega de las 
mercaderías á sus respectivos consignatarios. 

5* Que, además, según el artículo 218 «luí Código de Comercio, 
los daños y perjuicios soto se deben eiuudo el deudor ha caído 
en mora de cumplir su obligación, ó cuando la cosa que se había 
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comprometido* dar ó hacer no podía sor |ü ¿ hecha siaú en 
determinado tiempo, 

tí' t¿ue la ni^ra dol deudor solo se p duce por I.. interpela- 

nonjua^l ú otro acto equivalente, ^uupr^ribe el articulo 
21. i del Código citado, 

7" <Jue Jo primero, ovantemente, no ha tenido lugar, *m no 
hay mtem* tli tóeneion siquiera de que ,| anor hará reque- 
r.doj t ,dieiul,», ni, la eutre-Md- su car^a ante, de 'formular 
cía demanda, v si bien consta que f.rmutr, una protesta, de ,1, 
niHina f, cha recita que j ;i ,fectoú antes de que se hubiera 

M " ,,rn i in » ,í " * Ia de ^ ir ^ >* P'-r eunsij.uie.iUs ante, que los 
agentes del Perseó hubiesen ett condiciones de hacer «5 no ha- 
cer la entrega. |$r acto deliberado de su voluntad 

8' '¿nú ad .más para s,r equiparada en sus efectos á Ja inter- 
planon judicial. lia debido ferrarse en su notificación Eos 
ri-jiiisiMí que h< leves d,, procedí mi* uto. prescriben pun ta 

TTTf?** nUla ** arrCgl0 * lu '^"^ por el artícu- 
lo H de Uley naebnal de enjuiciamiento, por no haberse ob- 
servado Jas realas establecidas en el articulo «3 de la misma 



IVr estos fundamentos r concordantes del escrito de foja 
loü fallo; absolviéndolo, Sros. Uvarello j C- déla deman- 
da de fvja 38, con costas al actor. 



Viqfitio tfe 7W/«. 



Buenos Aires, llar™ 19 de |8S3. 

Visto, r encerando: Primero: Que consta de autos que 
llegado el vapor /W, á este puerto r concluidas las operacio- 
t. m 
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nos de su descarga en lanchas, el demandante requirió por dos 
veces directamente, tanto del lanchero don % Medina, como de 
los señores Lavar el lo y compañía, la entrega do las mercade- 
rías a que se refiere la demanda, rehusándosele ella en ambas 
ocasiones, mientras no se abanase ó se comprometiese por escrito 
á abona: el valor de un sobre-flete por razón de los gastos de la 
cuarentena impuesta al vapor á su llegada á las aguas de la 
República, 

Segundo: Que en seguida y atenta aquella negativa, formu- 
ló antu Escribano Público la protesta que corre ú foja siete por 
las daños y perjuicios que aquella 1c ocasionaba, protesta 
que no se ha desconocido por los demandados les fuera notifica- 
da á tiempo. 

Terrero : Que contra tales hechos han alegado estos últimos, 
por una parte, que tratándose de un gasto que la ley clasiiica 
de avería gruesa, y de cuyo cobro desistieron en el interés so- 
lamente de evitar cuestiones, pudieron legalmente retener has- 
ta su pago las mercaderías aludidas, sin que pueda imputárseles 
culpa en ello ; y por otra, que la Orden de no entrega de dichas 
mercaderías, trasmitida ú los lancheros del rapor, fué retirada y 
dejada sin efecto antes de puestas aquellas en tierra, y ningún 
perjuicio pudo en consecuencia causar ella al demandante, que 
estuvo en posibilidad de conocer inmediatamente la nueva 
disposición y retirar asi ú tiempo los efectos. 

Otarlo : Que es de observar, sin embarco, en relación á la 
primera decías alegaciones, que los demandados no han justi- 
litado el hecho principal en que ella se ba>a, ó sea que se tra- 
tase en el i aso de una cuarentena extraordinaria imprevista al 
tiempo del co ii trato de lleta mentó, y cuyos gastos, por tanto, 
debieran ser de cargo cnpin del buque y la carga conjunta- 
mente, y no del buque - ó< pues lo contrario aparece ya del de- 
sistimiento mismo de los demandados, ya de los demás an- 
tecedentes contantes de autos y especial mentó del informe y 
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«ota del Ministerio de B.laciones Añores, que corren á foja, 
«7 de este espediente y 1)59 del Boletín agregado i dicho infor- 
me, de cuyas piezas resulta onc desde un mes antes próvimn- 
me»to de que el vapor Pe™, zarpara de .¡¿nova con destino 
al B.o de la P ata, hasta después de la llegada del ,„ismo á la 
rada e.teuor de Buenos Aires, los puertos de la Hepñblica se 
hallaban cerrados para las procedencias de aquel puerto, por 
di.posic.on del Poder Kj-cutiro Nacional, hecha saber olicial- 
mente por telégrafo al Cónsul Ocneral Argentino en Oeuova, 
7 que no fu, sini i consecuencia de la infracción ,| e „„„,,,, 
disposición que se impuso :,l v, r „ r la ,-„arentena referida, quede 
ninguna manera puede en tales circunstancias considerarse 
como imprevista aún admitiendo C0TO0 cierto el hecho no jns- 
Ulicado de que dicho f unsu | utorgara ¡, lt¡ebi(jaiJIt , ntc 
de sanidad á aquel vapor. 

Quinte: Que aún cuando así no íuese. con arreglo á | a d ¡ s - 
pos.c.o„ espresa del artículo 1115 del Código de Comercio I, 
relencon de las mercaderías en cuostion no patio hacerse' de 

'Ibl'l idaT° rÍJ, ' <i ' ,0r lM aSe, " fS íaP ° r * ÍnCUrr " M res '' "- 
Sala : Que cu relación i la segunda de las alegaciones de loa 
demandados, aún siendo cierto el hecho en qnc ella se basa 4 
-aber, el retir» y suspensión de la órden de retención de las ,„„. 
cadenas, antes de ser puestas estas c» tierra, es de observar 
«Mínente q,.o tampoco han justift ado aquellos que tal dispo- 
s,cion llegara directa ni ind¡rc< lanjent, ú todooiMfentO del de- 
mandante ant-s de la fecha del escrito de foja dieciseis, en qne 
manifestaron hallarse las mercaderías á di,no S ¡c[ „ «fe „¿j 
m animad,, siquiera qucd¡, r.„, ,, lSlJ »,,„,„„ ,.„ e| ^ ¿ 
hacérselo saber d tiempo, con, o, tu no obstante desu deber ha 
corlo, dado el antecedente de sus negativas anteriores v prt (es- 
ta a que ellas habían dado |„ Kar uc parte ,,„, " ^ 
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Sétimo : Que de estos ante edcntes resulta que loa demanda- 
dos deben ser reputados resp usables de los danos que por su 
mora en la entrega de las me; .aderías hayan podido causarse 
al demandante. 

Octavo : Quedo ius informes de la Aduana, corrientes o* fojas 
ochenta y una y ciento veinticuatro y siguientes, aparece que 
el veintinueve del mes de Diciembre i speetivo se descargaron 
los últimos bultos de la carga existente á Sordo del vapor l'erseo, 
y que desde el treinta del misino qiiedaru. los consignatarios 
de aquella hábiles para presentar sus despachos, habiendo co- 
menzado la desrarga en tierra el das de Knero ¡guíente, y gi- 
Tíídose el tres del mismo per los lancheros C, Me Jiña y cumpa- 
nía, á despacho directo, los primeros veinticinco "njotie* de 
limones pertenecientes al demandante, sustituyendo en se- 
guida este giro por otro de depósito el día siete del A r opio 
mes, en cuya fecha fueron aquellos recibidos en Us ulmaeei. *s 
liscales. 

Noveno : Que per consiguiente, procediendo con la debida di- 
ligencia, que i s de presumir, atento lo que demuestran los prime- 
ros patíos de su reclamo, el demindante pudo sin duda obtener 
al menos el cuatro de Enero la entrega de sus mercaderías, á no 
mediar las negativas délos demandados. 

Ikrww: Que de ta prueba testimonial rendida de fojas noven- 
ta y ocho á cíen puede deducirse que e! precio de los limones 
de Italia en plaza, del primero al doce de Huero, fué de cuatro á 
seis pesos moneda nacional el cajón, descendiendo luego hasta 
tres pesos de la misma moneda por las importaciones que se 
hicieron. 

Undécimo : Finalmente, que de esta diferencia de valor, que, 
prudencial y equitativamente puede fijarse en un peso por ca- 
da cajón de limones, deben ser responsabilizados los demanda- 
dos, según se ha dicho antes y lo sancionan los artículos 1109 
del Código Civil y 219 y 221 del de Comercio. 
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Por cstoa fundamentos, y sobrentendiéndose que el deman- 
dante está en libertad de ocurrir ¡i recibirse en cualquier mo- 
mento di 1 las mercadería* un cuestión, que por el escrito antea 
citado de foja diez y seis, de que se le dió debidamente traslado 
manifestaron los demandados se hallaban á su libre disposición, 
satisfaciendo ron ello :í su redamo á tal respecto: se revoca la 
sentencia apelada de foja ci« nt<> cincuenta y nueve en cuanto 
por ella se absuelve á los últimos de toda responsabilidad por los 
daños y perjuicios demandados y se declara que están dios 
obligados á -at¡sl';ie-rliK i-n ' proporción fijada de un peso por 
cada cajón de limones, Hágale saber con el original, repónganse 
los sellos y devuélvanse los autos. 

LLAMSLAO HilAS (m disiden- 
cia),— FEnEiiuio iitAiurf ue*. 
— s. n i; i,a touiie. 



DISIDENCIA 



\ istoá ; por sus fundamentos; y considerando: que el 
puí'fco sobre la entrega do las mercaderías, quedú fuera de cues- 
tionj Ú»,Aq que los demandados, con motivo déla acción dedu- 
cida por el demandante ante el Juzgado de Comercio, las pu- 
sieron espresamento á su úrden, y el pleito se trabó en ese con- 
cepto, según resulta de la contestación á la demanda ante el 
Juzgado de Sección, en la cual solo se trata de la indemnización 
de los daños y perjuicios; se confirma con costas la sentencia 
apelaba de foja ciento cincuenta y nueve ; y devuélvanse, previa 
reposición de papel. 



tLADKl.AO FRIAS. 
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4' A UNA M á XW\ 



Dan Cárlus Itetñ contra Ihn rrixtuitü Guentm ; sobre despojo . 



Sumario, — Sici l;i prnuba de 1» posesión anterior, no es po- 
sible admitir la acción de despojo. 



frt.v»». — Si.- espliea en el 

fallo d<*l Juez iedeml 

Mt-iiiiii/iip Julio i) u> 1^7. 

Y vistos; Don Carlos Dchi, naturul de Italia, entabla juicio 
de interdicto de retener la posesión dñ un fundo ubicado en el 
Departamento de Sun Martin, l Mijar llamado «Chapanay*, con- 
tra Do:: Cris auto '¡ueTara, argentino. 

En apoyo de su aectun, alega ser poseedor y propietario del 
inmueble por compra que de él hizo á la testamentaría do Don 
Pericles Orliz, lepra la escritura que acompaña á foja 2; y (jue 
estando en posesión de él, el espresado li-uevera se liabia intro- 
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duoido violentamente en la propiedad, estableciéndose en ella 
como dueño. 

Observa, además, que su posesión es á título de propietario j 
qua ella escede de un año, por haberla ejercitado su causante 
largo tiempo; nn , circunstancia hace Taler, como fundamento 
de la demanda, en virtud de lo dispuesto por el artículo 2474, 
que establece que el poseedor puede unir su posesión á la de 
le quien la tiene, sea á titulo universal ó parti- 




Deraanda igualmente los daños y perjuicios que dice haberle 
ocasionado Guevara, conduciendo las aguas de sus terrenos, 
derramándolas en su propiedad, y arrojándolas en seguida aun 
desatine que construía especial mente para mejorar y regar sus 
terrenos; cuyos perjuicios estima en 2300 peso* nacionales. 

Citadas las partes ajuicio verbal» en conformidad ala pres- 
cripción de la ley, y modificada en este acto la acción por el 
demandante, quien deduce el interdicto de recobrar en vez del 
de retener que interpusiera en un principio, el demandado, señor 
Guevara, la contesta negando y protestando de todos los hechos 
en que ella se funda, y espone: 

(¿ue Delú jamás había poseído el terreno cuya posesión pre- 
tende recobrar, y que, pur el contrario, hacía cinco años que el 
poseía pública y pacificamente dicha propiedad en virtud do 
compra hecha al doctor don Pedro X. Ortiz, otorgada ante el 
notario Lemos en 31 de Agosto do 1882, cuyo hecho ofrece 
probar con el testimonio de las personas que indica, y respecto 
á los daños j perjuicios reclamados, observa que, en v\ supuesto 
de ser ellos procedentes, tendrían que ser materia de un juicio 
especial ordinario, y no sustanciarse, como se pretende, por la 
vía sumaria de lo> interdictos. 

Atento lo relacionado; y considerando; 1- l¿ue para que ttrtga 
lugar el interdicto de recobrar la posesión, la ley requiere como 
circunstancias esenciales: i' que el que lo intenta o su cau- 
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sante, hayan tenido la posesión ó tenencia do la cosa demanda- 
da; 2 o qoc la persona que lo intenta, haya sido efectivamente 
despojada de su posesión ó tenencia, designando, n la vez, los 
hechos y el autor del despojo (arts. 328, L. Jo Proc, v 2 té 7 
Cdd. Civ.). 

2* Que si bien por la escriturado foja 2 se acredita la com- 
pra hecha pur el demandante, de los terrenos que la misma es- 
presa, en dicha escritura no so designan, con ladtbida precisión, 
los límites del terreno transferido á los compradores Delti y 
Don Bernardo Soto, no pudieudo, por lo tanto, conocérselos 
puntos hasta en que e*tos y sus causantes han podido ejercer 
su posesión, por lo menos, hácia el rumbo en qtu- él colinda con 
la propiedad do Guevara, 

3" Que, por otra parte, la prueba rendida por c! demandante 
no ófrico ni respecto datos bastantes para determinar la es- 
tension, ubicación y límites exactos que comprenda la posesión 
que invoca por sí y sus cansantes; pues si bien es verdad que los 
testigos Manuel .Vivare/, Delfín Zapata, Juan déla Cru?, y Va- 
lentín Ortega y José Aran juez dudaran de fojas 23 vuelta á 2(J, 
contestando de conformidad alas preguntas íl" á O del interro- 
gatorio respectivo, ni en dichas preguntas, ni en estas declara- 
ciones, se espresa la ostensión de terreno que comprendiera la 
posesión de Delú y sus causantes. 

4 a Que, además, los mismos testigos contestando á !a>epuuda 
pregunta deleitado interrogatorio, que versa sobre la interrup- 
ción de la posesión de Delú, quu se dice ejecutada por Guevara, 
manifiestan contestemente ignorarla, quedando así completa- 
mente improbado el despojo que se imputa á u*te y que funda 
la acción deducida. 

5 n Que faltando entóneos la prueba de la posesión del deman- 
dante y el despojo que se atribuye al demandado, hechos que 
constituyen, como so ha dicho, el interdicto de recobrar, la 
acción deducida es por consiguiente de todo punto improcedente. 
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6 o Que, por otra parte, el demandado ha comprobado á sd vez, 
coa la escritura de foja 37, su derecho de propiedad en los ter- 
renos á que la misma se refiere; y con el testimonio de los so- 
ñores Valentín Ortega, Delfín Zapata, José Aranjuez, Gregorio 
Silva y Mti miel Alvaroz, de fojas 51 d 51, que se halla en pose- 
sión de ellos desde varios anos atrás; si bien á este respecto es 
también deficiente la prueba ofrecida, cu el sentido de consta- 
tar la estén s ¡un de terreno que abarcara esa posesión. 

7* Que del croquis levantado con motivo do la inspección 
ocular practicada aparecí- que La parte de terreno subre que 
versa el interdirlo de lucido, se halla entre las propiedades del 
demandante y demandado, habiendo, por lo tanto, una confusión 
en los límites de ambas; rn cuyo caso y á falta do una designa- 
ción exacta di' « líos, ante la oscuridad de sus respectivos títulos, 
la acción que correspondería, sería, entonces, la do reivindica- 
ción, que debe interponerse y tramitarse por la vía ordinaria 
(art. 27 17, tod. Civ.). 

8 1 Que como consecuencia de to apuesto, no corresponde 
tampoco al Juzgado entrar á considerar la procedencia de la 
acción secundaria ó accesoria entablada, en relación á tos per- 
juicios que se dicen emanados del despojo; ni apreciar, de consi- 
guiente el mérito de la prueba rendida á su respecto; porque 
ciertos ú falsos, y procedentes ó no, dichos perjuicios, no te- 
niendo origen en el despojo que funda ta demanda, solo podrían 
reclamar-e por la vía ordinaria. 

Por tanto, no se hace Ittgatj con costas, á la demanda de in- 
terdicto interpuesta. 

llágase saber con el original y repónganse tos sellos. 



Juan del Campillo. 
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r»II« d« l« luprema Corl* 



Himnos Airt-á f May* 3<í de 1888. 

Vistos: Tor sus fundamentos, con excepción del eonsi< 
en el considerando sétimo, por 110 ser pertinente, se confirma 
con costas la sentencia apelada de foja sesenta y dos vuelta; y 
devuélvanle, prtria reposición de sellos. 



RESJAM1S YICTOMCA. — FeilEMCO 
[BARGÚRE3, —C.S. DE LA TORRE 
— S.lLLSTUNO J. ka valia. 
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ÍP Stlmtm Ihuz. contra \K José Hodrujuez i 'haz : • sobre rendición 
de cuentas y cubra de mido de administración 



Suma no . — 1" Al apoderado que nit* ga haber ejercido el poder, 
solo ¡mede obligársele á rendir cuenta do los negocios que se 
pruebe haber administrado, 

2" Mientras no rinda esa cuenta, es improcedente sti acción 
por cubro de saldo de cuentas. 



¿Vis». — Lo reliere el 

rallo ürl Juez l>il«rnl 

San Juan. lUt'ii'iutirr i tj.^ lHJS»*. 

V vUos estos autos seguido* por Dona Silvana Díaz, argen- 
tina, contra Don José ííodriiiuez Díai, español, por rendición de 
cuentas; de que resulta: que la actora alega que hace más de 
veinte años que confirió :í su primo hermano Don Jos£ líodriguez 
Díaz, veeiuo de Desamparados, el poder general que en copia 
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acompaña, entregándole al mismo tiempo en amplia j libre ad- 
ministración los bienes es presados en la nómina adjunta y la 
marca de fuego y señal que tenían todas las haciendas vacuna y 
caballar. 

Que durante este tiempo trascurrido. Rodríguez Díaz ha ad- 
ministrado dichos bienes, vendido todo-; los raíces, en los fine 
ella intervenía al solo objeto de. firmar las escrituras de enaje- 
nación, recibiendo él los valores do las rentas, según consta de 
las correspondientes cancelaciones por instrumentos públicos It r— 
niados poi él, cuyos valoras, junios con los cabrados á varios de 
su deudores, el realizado en haciendas y producidos en la admi- 
nistración de l is tincas y casas, basta que fueron vendidas, ascen- 
dían a* más de cien mil pesos nacionales, qm- ha girado hasta 
hoy á su propio nombro. 

Que no obstante d bullírsele exigido muchas veces, no ha po- 
dido conseguí? que le baga entrega de sos bienes, y rinda 
cuenta de sus valores y producidos, encontrándose en estado do 
suma pobreza, mientras que su apoderado, sabiendo que iba á de- 
mandarlo, ha creidusuttraerse á la acción de la justicia, salien- 
do de e-ta ciudad, y dejando órden le conduzcan ¡IChib*, su des- 
tino, el ganado vacuno y mular que de su propiedad y bajo su 
marea administra, el cual se encuentra en las lincas de Don Vic- 
toriano Ortega y Juan Lanza, en los departamentos de Pocit «, 
Desamparados y r tumbas. 

Que en uso de su derecho y ron lo dispuesto especialmente e.t 
el capítulo 3", titulo Del mandato del Código Ciril, entabla de- 
manda de rendición de cuentas del poder general y bienes deno- 
minados contra el referido Don José Rodríguez Diaz, y pedía al 
Juzgado se sirviese emplazarlo en el término de di< z días para 
que cumpla con esta obligación. 

Por otrosí, pedía qu< usando de la facultad que le confiérela 
ley provincial sobre registro de marras presentando el ccrtilieu- 
do de la suya, pedía se mandase previamente que los señores 



HE JUSTICIA ¡UCiOSAL 



Ortega j Lanza, se abstengan de entregar á otras personas los 
animales que ti un un en su poder, bajo su marca, ih clarando que 
desde hoy se entiendan con ella, á mérito de estjr revocado el 
pnder a Don José Rodríguez Diaz. 

Por un segundo otro&i, ofrece acreditar el fuero. Acreditado 
que t orrespondía á este Juzgado el conocimiento de la causa, 
por la diversa nacionalidad de las partes, ae corrió tra-lado en lo 
principal, no haciéndose lugar ;il primer otrosí. 

Kl demandad.-, reprev ntado por ®un Josó Manuel Sirgacha, 
según el poder de luja 27, < ontest.i la d. manda y reconviene. 

\ai cuanto ú Va d. manda, papáes Qüesi hu-n es i festivo que la 
demandante le conliríó en Feterodé ÍWi ó su representado 
el poder á que hace referencia, no lo es muios que la adiuinis- 
t rae ion real y efectiva de ios bienes lia estado siempre, desde el 
fallecimiento del autur di- sus dias, ¿i mi inclusivo rarg . y direc- 
ción, salvo limiladjViiuas cu mi;, ion es que e<pi cialmente le en- 
comendaba y las cuales desempeñaba en el rol casi automático de 
un simple agente ú facior. 

Que Ajándose en los mismos térmiims del poder se maniíiesta 
que ?u objetivo primordial importaba, más que un mandato for- 
mal para ta administración de h* bienes, un poder para la defen- 
sa en los diversos asuntos judiciales que so ventilaban en aquellos 
tiempos, y en cuyo carácter lo lia ejercido y aceptado. Sus fun- 
ciones se han limitado á un carácter eminentemente judicial y 
nún en esos juicios en que han tomado parle, no podrá descono- 
cer la contendora que obraba con sujeción ú sus instrucciones, 
y que le hii proporcionado ios recursos pecuniarios indispensables 
para satisfacer los gastos que se originaban. 

Que se conciba que no haya mugeuado. ni podido hacerlo, los 
bienes que constituyen su patrimonio, pues que tratándose de 
trasmisión de dominio habría necesitado un poder que especial- 
mente lo facultas..' para el acto, no pudiéndolo hacer un manda- 
tario general, según el artículo 1 181 , inciso 7 o del Código Civil, 
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y para ese objeto no le fué conferido sinóun solo poder, autori- 
zándole pan Tender la casa que ocupaba el antiguo Hotel de 
San Agustín, cuyo comprador Don Gasino Monla, entregó el 
precio á la demandante, como podrá probarse. Es pues, ella ex- 
clusivamente quien ha dispuesto á voluntad y Ampliamente de 
sus intereses, es elta quien lia realizado las ventas á que alude, 
y firmado Jas escrituras correspondientes, y por último, quien 
haTecibidoa satisfacción los precios respectivos. Debe manifes- 
tar que no fué muy cuantiosa la fortuna del finado Diaz, que he- 
redó la demandante, por cuanto pesaba sobre el causante consi- 
derables deudas, que tuvo que gravar la heredera su principal 
propiedad, bajo hipoteca, para hacer frente á aqui-Uaa ydsus 
gastos. 

Que es sorprendente la falsedad en que ha incurrido lii deman- 
dante respecto del segundo párrafo de la demanda, pues ni es 
efectivo que su representado haya recibido el importe de los cré- 
ditos á que alude, ni el producido de las propiedades raices á que 
se refiere. Es verdad que ha realizado uegociaciones en hacienda 
vacuna desde mucho tiempo atrás, pues ha sido su ocupación 
habitual y permanente, por cuenta propia, usando de su crédito 
y dineros que le pertenecían y nunca como mandatario de otro, 
mucho menos de la actora, de quien no lia ocupado un centavo, 
siendo por el contrario olla quien lees deudora, hasta de la sub- 
sistencia que disfruta. Es asimismo inexacto, que su poderdan- 
te haya sido requerid i ninguna vez por rendición de cuentas y 
entrega de bienes, pues tul i-osa no ha podido suceder, atentas 
lis razones que antes dejo manifestadas, Es también faisa y bas- 
ta calumniosa la aseverar ion que el señor líodri^uez se haya 
ausentado en fuga, de San Juan, para evadirte de la justicia : 
ha salido á viaje públicamente como pudo hamla cualquiera 
otro, que no se hallase sujeto a" interdicción, que lo inhabilité* 
se para ello, pues nn ha habido motivo para ocultarse, ttt em- 
gíender marchas clandestinas. Es ("abo que su representado, 



DE JUSTICIA NACIONAL 367 

haya despachado jamas, a la República de Chile, ni á otra par- 
te, ganado vacuno ó mular, de propiedad de Ja actora. Los ani- 
males á que se refiere, han sido comprados por Rodríguez coa 
dinero propio y en sociedad, bajo contrato público, con el que 
suscribe, paralo cual tienen abierta una cuenta corriente, en la 
sucursal del Uanco Nacional, y marcados con su marca corres- 
pondiente. 

Que es público que al fallecimiento del señor Díaz, no que- 
daron en su poder animales que marcar, y movido por un recuer- 
do de familia, su poderdante emplea en negocios particulares la 
marca figurada en el croquis adjunto, semejante ú laque ocu- 
paba su m t aunque no igual, pues es mas abierta que la de aquel 
y la curva del centro más estendida, como se verificaría en la in- 
tendencia de policía, y sin prever que pudiera traer dificultades 
la luzo empadronar, iuclusive la serial que nunca tuvo ni sirvió 
al finado Díaz, siendo temerario suponer que dichos anima- 
les pertenezcan á la actor a ó al finad u Diaz. 

Que lo único que hay, es que Ja señora Silvana, codieiosa de 
bienes ajenos, y prevaliese de Jas circunstancias que deja re- 
lacionadas, hizo empadronar [posteriormente en Enero del cor- 
riente ano, la marca referida que la tenía desde mucho tiempo, 
sin aplicación, con el objeto único de sorprender la justicia pro- 
vincial, haciéndole detener la hacienda vacuna en actitud de 
partir, aún cuando se mandó por el mismo juez levantar el se- 
cuestro, siendo falso lodo cuanto manifiesta la actora A este res- 
pecto. 

<¿uc ocupándose sobre ¡alguna de las propiedades que se dice 
administradas por su poderdunte, mauiiiesla : que Ja viña y po- 
treros de Desamparados, fué vendida por la actora á don U er . 
nardo fiuerrero, quien había vivid, en ella anteriormeute no 
sabiendo si gratuitamente ó como arrendatario; que en la ven- 
ta debió entrar la vasija y alambique, reputando escesivo el pre- 
cio quo espresa el cargo, si se tiene en cuenta el que se obtuvo 
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en remate, cuando se liquidó la sucesión de Guerrero ¡ que si 
hubo animales también debió la actora disponer de ellos. 

Que la finca del Albardon, fué administrada por su dueña bas- 
ta que la enagenó, teniendo de capataz al espresado Guerrero, 
como también los objetos v útiles que se mencionau, como igual- 
mente la finca y molino del Alto de Sierra. 

Que la casa de la calle JJolivia, cuando la actora dejó de habi- 
tarla es natural suponer que se llevase el menaje que tenía, por- 
que su poderdante no lo Tecibio, como tampoco percibió los al- 
quileres. Esta easa fue comprada después de Ja muerte del se- 
ñor Diaz. 

Que las cancelaciones áque se refiere haciendo entender que 
su poderdante dispuso del dinero, es una falsedad : si ellas se 
han hecho, babía sido para cubrir sus propios gastos, la casa 
Hotel gftn Agustín, nunca la haarrendado s ^representado, sien- 
do pues absurdo que pueda cobrarle alquileres, las existencias á 
que se reliere fueron compradas á Gigena y Leaniz, trasmitién- 
doselas después á Don Rafael Aluricl, quien ni se las pagó ni las 
devolvió todas, entregándoselas posteriormente ella misma á Dou 
Cárlos Oscari, con quien tuvo un pleito, y le entregó una parte 
de un sitio en lo urbano, de propiedad de su esposa, la actora 
debe haber recibido los muebles y útiles que eiistían, su re- 
presentado n> ba percibido nada y las mejoras y accesorios fue- 
ron vendidos con el edificio. La estancia «Las Juntas», no ha 
sido administrado por su representado, ni tenido conocimiento 
que haya producido algo, por el contrario, ba estado abandona- 
da lo que dió margen i un pleito que terminó en 188f , en que 
adquirió el título de propiedad en forma. La finquita del Albar- 
don y sitios de Angaco Norte, no los ha conocido su representa- 
do. Respecto á transacciones no recuerda la forma en que fueron 
hechas, ni por cuánta cantidad, siendo falso que su poderdante 
recibiese dinero alguno en virtud de ella, lo único que recuerda 
es que los gastos judiciales superaron á lo que recibió la señora 
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Silvana, quien suministró los recursos que se necesitaban. 

Que ignora su poderdante los documentos á cobrar, que liace 
Ifrurar la sonora, tal vez con el proposito de aparentar que ei 
>eñor Díaz, dejó valorea muy superiores á los que realmente te- 
nía. 

Que ncaecida la muerte del señor I>íaz, á petición fiscal, se 
aseguraron todos los bunes, cerrando y lacrando las cajas, y al 
abrir después el testamento, so debió contar el dinero, alhajas f 
documentos para no presentara, como lo lince, entablando tan 
ridicula pretcnsión, negando así todo lo que al respeto consigna 
ta actora. 

Que como se demuestra, son inexactos y falsos lo S fundamen- 
tos do la demanda, ha sido Ja demandante quien lia administrado 
los bienes de la referencia, percibido y empleado los valores 
que boy reclama. 

Qtte si se considera la vida de rocreaciouí-s, paseos y hijo que 
ha acostumbrado la actora, no seria cstraíio, que no pudiese con- 
servar los bienes recibidos por herencia, ni siquiera los adquiri- 
dos después del fallecimiento del señor Dmz. Se sabe que com- 
pró en Santiago de Chile, una valiosísima propiedad y pagó sus 
deudas sumando estas y el valor de aquell», una cantidad ma- 
yor que el valor de los bienes hereditarios que realizó. 

Que en consecuencia, resulta ; I" que su poderdante no ad- 
ministró los bienes á que alude ¡ 2" que en el caso que a* la ¿poca 
del poder hubieren estado á cargo de Rodríguez dichos bienes, 
desde el momento en que la señora Silvana principió a ejercer 
actos como administradora, quedó revocado legalmente, de con- 
formidad al artículo IDTOdel Código Civil; y 3* que desde es- 
ta fecha hasta la corriente, por el trascurso de tantos anos, has- 
ta prescrita estaría la ac -ion procedente del mandato. 

En cuantoá la reconvención dice, que como se manifiesta por 
el cálculo de tatores adjuntos, la señora Silvana Diaz que mane- 
jaba todas las entradas y salidas de su dinero, para equilibrar 
t. nr Sl 
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ambas partidas, lia empleado dinero de propiedad de su poder- 
dante, que le ha prestado en diversas ocasiones para los objetos 
que se mencionan, sin que hasta la fecha, haya tenido ta defe- 
rencia de satisfacer la deuda. 

Que como se vé porlamísma cuenta, el saldo que arroja, as- 
ciende ¡i la suma de pesos con 50 centavos nacionales, 
por cuya suma hoy la demanda. 

C< .cluye diciendo que no se haga lugar á la pretensión de la 
actoray se lo condeno al pago de la cantidad reconvenida. 

Corrido traslado de la reconvención, ta actora contesta, que 
cuanto espone el demandado para fundar la reconvención es 
falso ; que el solo hecho de formular tina cuenta, cualquiera que 
sea el resultado de ella, importa la clr a confesión en que se 
funda la demanda, esto es, que Rodríguez ha administrado casi 
la totalidad de sus intereses, de olra manera no se comprende 
que para cobrar una suma do dinero, formara una cuenta, en 
cuyo haber Oguran cantidades que dicen ser productos ó rendi- 
mientos de sus bienes y entregado dinero que el demandado 
asegura haberle entregado resultando un saldo en su contra. 

Que es exacto el hecho que Rodríguez ha administrado sus in- 
tereses; aunque úl lo niega al contestar la demanda, implícita- 
mente lo confiesa al deducir la reconvención, siendo inexacto 
que Rodríguez le haya suministrado loa recursos que espresa, en 
la cuenta, ni cumo administrador, ni en ningún utro carácter. 

Observa el procedimiento seguido en este juicio, pues que si 
el demandado al contestar la demanda, niega que ha administra- 
do sus intereses y percibido sus rendimientos, concluye presen- 
tando una cuenta de cargos y descargos, que debe considerarse 
como una cuenta de administración, y en este caso, no obstan- 
te la reconvención que deduce por el saldo, el juzgado no debió 
seguir el procedimiento ordinario, sinó el especial de rendición 
de cuentas, y termina pidiendo se resuelva como tiene pedido en 
la demanda. 
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La causa so recibió á prueba. 

Y cooperando: I" Quo siendo la demanda instaurada por 
rendición de cuentas de mandato y administración, la cuestión 
a resolverse es, si don .Tosí Hodriguoi Üiaz, en firtuddel poder 
general cornente en copia i foja 18 vuelta, ha administrado to- 
dos los b.cncs 6 algwo de ellos y , |llc so detallan en la lista do 
foja 8, pertenecemos á laactora Bufia Silvana Día*. 

2" ijue habiendo negado el demandado loe haya tenido I i ad 
ministraron dedichos bienes y cobrado loa erédi'tos que se men- 
eionan, no obstante el poder g,neral, incumbo á la actora la 
priic yii , 

3» <j.,e respecto á la viña y p,. treros (le Des;lltlpil , a(|os , 
tora no ha probado que Don José Hudrigncz fe* lo haya admi- 

« QtW está acredilado por la escritura pública, ,„ en copia 
legajada corre i foja <>l, , H , don José Uodrigm, C .L 
apoderado general de Doña .Silvana Día,, canc-lú el 29 de Jn- 

-000 poso* bolmanos, con el interés do uno por ciento mensual 
q.ie Ion Hornardo Guerrero debía á Doña Silvana Díaz, enyá 
cancelan»,, la hizo Doña Mercedes Acosta de Guerrero, esposa 
del deudor, de cuyo acto, como mandatario, está obligado á dar 
cuenta ií su mandante (art. l!IO¡)dcI Cid. Civ ) 

5 " 9» «■ N 1« declaraciones do los testigos José 

do la Paz i f..ja , : i, r¡lllcisco j, mmi & ) 

Juan Kantista Car,™, á foja 68; SeguuJ. V ilr ° as , f ¿, <¿ 
ÍW«.l Mcomedea Echegaray, f„ja 71 vuelta; Uraulio Varga,, 
a foja 73; b.dcl Arce.* foja7»vucIta; Francisco Arce. ifojaV 
Jo»í L ciarle, á foja 82 vuelta; Ensebio Zapata, á f„j al |9 v 
Javier Soria, á foja 122, contestando la primera pregunta del 
interrogatorio de f, ja 53que J»o„ José ltodriguez Día, ha admi- 
nistrado la huca do Albardon perteneciente á Doña Silvana Diaz 
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sin intervención de esta, heclio negado por el demandado, tanto 
al contentar la demanda^ como al responder á foja liJO las pre- 
guntas de posiciones a- foja que >iu embargo que los testi- 
gos no saben < n qnv carácter el señor Rodríguez Uiuz adminis- 
traba esa linea, y no existiendo otra causa, es indudable que lo 
hacía en virtud del poder general que se lo tenía conferido, es- 
tando, por tanto, obligado á p-ndir cuentas fie su administración 
desde la fecha del poder basta que la linca fué tendida á lo* 
señores Largacha y Aniezaga, según la escritura de foja Itíli, 

G" Que no está probad.» qn»* Don José líodriguea Diez, haya 
recibido las vasijas, Útiles, et' 1 ., y vendido las maderas que se 
dice existían en latinea. 

7" 4 »ne no .stá justificado que Jíodrigu. z Diaz baya admi- 
nistrado la linca y molino del Alio uV Si- rra. la casa ralle Doli- 
via, la iinquiia del Albardou.los sitios do Angaco Norte, casa 
bote] de San Agustín v sitio calle Unenos Aires, ni la aetora ha 
tratado de producir prueba directa en lo que se refiere á ellos, 

8" Que consta p>*r la copia autorizada \h i la escritura pública 
de foja que Don José Rodríguez Diaz con poder especial de 
liona Silvana Díaz chañe- ló en C de -I unió cío 1 ST i, una escritu- 
ra hipotecaria contra Don Pedio Albaret, por Hü()0 pesos, quien 
declara que habiéndosele pagado los 8000 pesos y sus interese s 
hace la cancelación, y no espresándose, ni en él poder, ni en la 
cancelación, qne liona Silvana hubiera recibido el dinero, es 
indudable que lo Tocibiú Don José Rodríguez Díaz y, por consi- 
guiente, está en el deber de rendir cuentas de él. 

ft J Que está igualmente probado por la escritura pública de 
fjja 95 que Don José Rodríguez Díaz recibió como apoderado 
general de Doña Silvana Diaz. el 29 de Junio du 1871, de Don 
Bernardo ti uerrero, la cantidad de 1500 pesos bolivianos que 
este le debía a aquella, de cuyo acto estA en el deber de dar 
cuenta. 

10" Que igualmente consta por tas copias autorizadas de fo- 
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jasS-i y90, que Don José Rodríguez Díaz, como apoderado ge- 
neral do Doña Silvana Diaz, ha celebrada con los señores Juau 
AuLotilo Aparicio y Eusebia Zapata tas transacciones que en 
ellos se mencionan; la primara por 500 pesos buli víanos y la 
segunda ]>i>r tollO pesos, esta última en dos documentos <[ue 
fuerou entregados al señor Rodríguez Díaz, y descontados en 
el Ha neo de Cuyo, s<-gun la declaración del deudor Zapata, á 
foja 110, estando, por confuiente, t i stífuu 1 líodriguez Diaz 
en el deber de rundir cuentas do e* tas operaciones. 

II" Que está acreditado por la escritura \»\h]\;n de foja 87, 

que Rodríguez Diaz, emitiere poder á 1 Jíupertu Diaz, para 

que cobren Don .litan d¿> Dios Lucero un vale por valor de O 
onzas de or-> corriente en Chile, con más el interés de uno y me? 
dio por ciento niciiMiul, cuya dunda e^t.ilja reconocida por la 
los (a menta ría del deudor, optando* por consiguiente, obligado 
a dar cuenta de este acto. 

12' Que óo está probado que haya recibido ni cobrado el do- 
cumento por 400 pesos que so dice debo Don Máximo Üarra- 
m uño. 

■|íl° lino está confesado eu la contestación á la demanda, que 
Don José líodrigucz Diaz recibió, en 1881, como apoderado de 
la actora la estancia *Las Juntas», y, por consiguiente, está 
en el deber de entregarla á su mandante (art. JOlW, Cód. 
Civ,). 

i i' Que no está probado que el demandado baya hecbo ne- 
gocios de ganado, pi.r cuenta ó en comunidad con la actora, 
pues de las cartas do fojas 130 á 139, lio se deduce que los ne- 
gocios que bacía Rodríguez Diaz fueran do la demandante; ellas 
son cartas familiares ó de intimidad. 

15^ Que está confesado por la actora, absolviendo posiciones 
á foja 148 vuelta, que recibió de Don José liodrjguez Diaz la 
cantidad de 33,000 pesos oro en dos partidas; una do 25.000 y 
otTade 8000 pesos, en una letra remitida por Don Tomás 
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Patrié son (contestación á la duodécima pregunta y repre- 
gunta). 

itir Que la escepcion de prescripción opuesta á la demanda, 
es improcedente: l fl porque el tiempo para prescribir la obligación 
de dar cuentas principia á correr desde el día en que los obli- 
gados cesaron en sus respetivos cargos (art. 3%Ü Cód. Ch\) y eu 
el prepente esto lia tenido lugar en la fecha de la demanda; y 2 
porqueonlos aetosenque ha iiiferveuido la actora, ya perso- 
nalmente ó por medio do apoderados especiales, ha sido en 
aquellos en que el apoderado general no podía hacerlo y se re- 
quiere porler especial (art. J88I , Cód. cit.). 

Por estas consideraciones y !o dispuesta en el capítulo terce- 
ro, título Itet maniató, Código Civil, fallo: declarando, que 
Don José Kodriguez Díaz, como apoderad y general de doña Sil- 
vana líiiiz, está en el deher de dar cuentas del mandato, y ú 
que se refieren \m considerandos \\ 5', 8", í)", 10°, ll'y 13", 
teniendo presento las cantidades recibidas por la actora y de 
que se hace mérito en el 15' considciando, debiendo cumplir 
este deber dentro del término de diez dias que esta sentencia sea 
ejecutoriada, sin rostas. 

Ku cuanto á la reconvención: considerando: i jue ella está fun- 
dada sobre el resultado de una cuenta U tinada sobre cálculos, 
que el reconvinicnte hace de los valores une la reconvenida ha 
podido tener y lo que ha invertido o podido gastar, sin que haya 
probado que el saldo de esa cuenta sea dinero do su propiedad; y 
habiendo negado en la demanda, que haya sido administrador 
de lus bienes de la reconvenida, es improcedente li cuenta de 
foja 28, quedando á salvo sus derechos para el resultado de la 
rendición de cuentas ordenada en lo principal. 

Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar á la re- 
convención deducida, con costas. Nutifíqueso original, ropón- 
ganse los sellos y archívese oportunamente, 

L. Ec/icyaray. 
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Fallo de la Buprtaia Carie 

Rueños Aires. Hoyo 26 de 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas, la sen- 
tencia de foja ciento noventa, \cñ la parte apelada; y previa re- 
posición de cellos, devuélvanse losauto*. 

POJA11IN VICTO RICA* — FEDERICO 

MURtiCUES t;. S. DE LA TOR- 

RE. — SALLSTIASO J. ZlVALlA. 



ih Ernesto Ktey contra 0. (Virios fiouquet ; sobre 

mvindhuciün 



Sumario. — Injustificado el dominio por parte del actor ( 
corresponde al demandado probar la escepcion de prescripción 
que opone a la acción de la demanda. 
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2 o E¡ término de quince años no es bastante para prescribir 
contra el dueño que ba estado presente solo un año, nueve me- 
ses y quince dias. 

3 fl La ley de 22 de Octubre de 1858, di* la provincia de Santa 
Fe, estableciendo la pre?cri]ici<ni de las propiedades privadas 
enagenadas por el Gobierno y no reclamada* dentro de ocho me- 
ses, se refiere á las enajenadas en subasta pública. 



Caso. — Se rrfiere m el 

rallo 4*1 Juez t>«l«>rnl 



Vistos estos autos seguidos por D. Krnesto Kley contra 1). 
Cártos Bouquet entablando acción reivindicatoría, á tftuío de 
dominio, sobre dos Uguas cuadradas que este posee >*n la mar- 
gen norte del Arrojo de las Tortugas, y pago de arrendamiento, 
por la ocupación indebida, resulta lo siguiente : 

Los documentos y antecedentes en que estriba la acción del 
demandante, son los que se e-presan á continuación. En cuatro 
de Agosto de (!7Í7) mil setecientos diecisiete, el Gobernador y 
Capitán Geuoral de la Provincia de Tucumau hizo merced al 
Capitán Ignacio Jaime de Zeballos de siete leguas de tierra de 
largo y dos de ancho en la banda norte del Arrojo de las Tortu- 
gas, que se contarán desde los ojos de agua ú vertientes donde 
nace el espresado arroyo y concluye en Ja cañada de ¡San Antonio, 
hasta dar con la vuelta donde dicho arrojo corre de norte á sud 
para entrar en el Carearan* a. El frente de las siete leguas, poco 
mis ó menos, colinda con dicho arroyo, 
las dos leguas de 
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En (1718) mil setecientos dieciocho, «1 concesionario Zeballos 
se le dio posesión pública de los misinos terrenos (f, 183), que se- 
guramente por equivocación en ta copii de la escritura, apare- 
ce dada esa posesión en 1818, es decir, un siglo más tarde. Co- 
mo también debe hacerse notar, que se espresa dada en el sitio 
del Carearan» , quizá por otra equivocación semejante, en vez 
de decir que se la di ' en el mismo paraje de la merced, donde, 
s* dice, practicó actos posesorios. 

En (1730) mil setecientos cincuenta j nueve el concesionario 
Zelialloá (f, 185) vend ó á It. Antonio López Finxa ocho leguas 
cuadradas de e<as tierras, en su parte norte, con cuatro leguas 
de frente y dos de sábanas. 

Kn (1797) mil setecientos noventa, y siete el cnuprador Fin- 
xa vende las mismas tierras en ostensión de ocho leguas á D. 
Antonio Ledcsma (f. 186 Ua.). 

Eli (1805) mil ochocientos sesenta y cinco (f. 181») D. Jo sí An- 
tonio Ledesma, vecino del Departamento de Rio Segundo, como 
hijo único de L). Antonio Ledesma, vendió á I). Carlos Galceran, 
quecompró para D. Antonio Arcosa, vecino del Rosario, la mis- 
ma suerte de tierras de ocho leguas cuadradas. 

Ku iJ76ü) mil setecientos sesenta y seis el concesionario Ze- 
ballos (f. 1 76) enajenó u* favordel). Benito Niño LadrondeGue- 
vara, en la banda norte del Arroyo de las Tortugas, las seis le- 
guas de la partu sud de la merced que aun no había vendido. 

En (1865) mil ochocientos sesenta y cinco, los herederos de 
Niño Ladnm de Guevara (f. 162) venden al predicUo Galceron 
las seis leguas restantes de la merced, declarando este que las 
compra para D. Antonio Areosa. 

En 1(865) mil ochocientos sesenta y cinco, el Agrimensor Bus- 
tinza mensuró la merced, romo también las tierras del Ferro- 
Carril Central Argentino» sin que conste que esa mensura haya 
sido aprobada, y es á la que se reíicren los planos presentados 
por la parte demandante. 
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Kn este mismo año Arcosa estiettde escritura de promesa de 
vender d D, Carlos Casado ima área do seis leguas, compuesta 
de tres de frente con dos de fundo, en la parte sud de la merced, 
como consta á foja i del espediente respectivo acompañado. 

Eu (1860) mil ochocientos sesenta y seis, Arcosa cstieude 
asimismo ££ I i2 escritura do promesa de venta de otras 
áreas de esos campos, á saber: á i). Telésforo Amadeo Di az, á 
D. Fausto Gómez, ú L>, Julián de Hustinzay á D.José Fidel de 
Paz, según lo espuso el mismo Arcosa á foja 33 del respectivo 
espediente acompañado. 

Sin embargo de ello, en IStIT (f. 172\ Arcosa declaró en escri- 
tura pública haber hecho la compra de dos fracciones de terreno 
que importaban las catorce leguas, por cuenta y con dinero de 
la sociedad Ambrosio Plácido Léxica y C\ 

En 1867, D. Telésforo Amadeo Díaz, vendió al Dr. Iíuiz(f. 
í i") los derechos que tenia á las promesas de vender que le ha- 
bía hecho Arcosa. 

En i8Ü»(f. 119), el Dr. Mnh vendió iguales derechos ;l D. 
Jacinto A. Malbran. 

En 1873, extinguida la sociedad Ambrosio 1\ Lczica y C", 
como consta a foja MI vuelta, los derechos a las catorce leguas 
pasaron á la sociedad Malbran y C hay la. 

En ese mismo año 1873, D. Carlos Grugnet, como apoderado 
de dichos Malbran y C'hayla (f. 129 del espediente respectivo 
acompañado', pidió so le entregasen 391 pesos bolivianos, con 
30 centavos, como precio de una fracción es propiada en la parte 
sud de esos campos para el Ferro-Carril Central Argentino. 
Arcosa se opuso a ello, pidiéndolos para sí; y pretendiendo to- 
davía derechos á esos campos. Y en Noviembre de 1875 se 
falló por este Tribuna! con costas contra Areosa, declarando el 
mejor derecho de Malbran y C hay la al terreno de Jas catorce 
leguas, de que era parte el espropiado y que colinda con los 
terrenos hoy en cuestión con Uouquet. 
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En 1874, D. Leonardo Xicolorich, como sucesor de la pro- 
mesa de venta de seis leguas cuadradas hechas por Areosa á Ca- 
sado de que antes he hecho mención, demandó á Malbran y 
Chayla para que se escriturase esa promesa de renta, como todo 
ello consta del espediente respectivo acompañado. 

Y este Juzgüdo, en 10 de Julio do |N75, en sentencia ejecuto- 
riada ja, en el citado espediente, falló contra Malbran y Chayla, 
d ociar i'i udol os obligados á escriturar a" favor de Xicolorich la 
promesa do venta otorgada por Arcosa ú Casado (!*. 218 del 
espediente respectivo). 

Probablemente, por algún arreglo entre Nirolorich y Mal- 
bran y Chayla, vid vieron d quedar esas seis leguas como de 
propiedad de estos, puesto que en IN78 (f, ItU) vía. de estes au- 
tos) Chayia y la sucesión de I). Jacinto Malbran renden a D. 
Juan José Bedoya íntegramente las catorce leguasde la merced. 

ICn el mismo año 1878, Bedoya vende á 1>. Krncsto Kley cuatro 
leguas cuadradas en el extremo suri de la merced, precisamente 
abarcando las dos leguas cuadradas que ocupa Bouquet 

Y es con estos antecedentes que Kley se presenta entablando 
la acción reivindicatoría, sobre esas dos leguas. 



Antecedentes tj documentos nue [muían el derecha 

de líiitiauet 

t 

El Gobierno Nacional por resolución de Abril 29 de 1856 y 
Agosto 6 del mismo ano, con la respectiva sanción del Congreso» 
celebró convenio con los empresarios Ilusignoly Fillol y D.Fe- 
lis de la Tena, á nombre de otra asociación (que debió ser Timo- 
teo Oordillo y C") t como consta en el Registro Giieial, tomo 2\ 
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ana 1856 1 1858, para el establecimiento de postas y caminos 
desde el Rosario á Córdoba. Y fué para asegurároslos contratos, 
haciendo concesiones á las empresas, que recabó y obtuvo del 
Gobierno de Santa Fé, la dación de LjS terrenos fiscales de la Pro- 
vincia que hubiese en el trayecto del nuevo camino y postas á 
establecerse; así fué que : 

En 1857 la Legislatura de Santa Y(\ sancionó la cesión al 
Gobierno Nacional de los terrenos Üscales di 1 la Provincia que 
se hallasen en el trayecto del nuevo camino que debía abrirse 
desde la ciudad del Rosario á la ciudad de Córdoba. Kn virtud 
de esta coue< ion so mandaron mensurar los terrenos que babían 
de cederse á la empresa por el Gobierno Nacional, encargando 
la operación al Agrimensor Ü. Eduardo Saint Kemy Urbau, so- 
licitando det Gobi erno de la Provincia se estend tesen á !a em- 
presa constructora las escrituras correspondientes de los terre- 
nos concedidos, y en cuya posesión, es de col ej irse, estaban ya. 
Mas, como no se hubiese efectuado tal escrituración, fuese por 
decidia del Gobierno ó poca actividad para cxijirlo por parte de 
los empresarios, á gestión del). Carlos Bouquet, representante 
de Mendoza hermanos, se libró por el Ministerio Nació mil 
al Gobierno de la Provincia de Santa Fú, Ja nota de de 
Febrero de I8GI, corriente á foja 91* vuelta, y que se tras 
cribe á continuación, por comprobar los predichos antece 
dentes, y determinar las áreas cedidas A la empresa. Uico así : 
«Buenos Aires, Febrero 6 de ISOi. —.1/ Kxmo Gobernador 
déla Provincia de Santa Fé: El presidente'de la República me 
encarga poner en conocimiento de V. E., que D. Carlos Bou- 
quet, apoderado de los Sres, Domingo Mendoza hermanos, ac- 
tuales propietarios de las concesiones hechas por el Gobierno de 
la Confederación a los Sres. Iíusignol y Fillol y Timoteo Gordi- 
lio y C". en 29 de Abril y 6 de Agosto de 185Ü, y 26 de Octubre 
de 1857, se han presentado ante este Gobierno, esponiendo p que 
á pesar de la disposición comunicada al Gobierno de esa Provincia 
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por el Ministerio del Interior, con fecha 25 de Noviembre de 
1858, para que fuese puesta ta empresa Timoteo Gonlilloy C* ( 
en posesión i!c los cuatro terrenos que se habían deslindado pa- 
ra postas de estación y transito sobre el camino nuevo del Ro- 
sario á Córdoba , no se ha dado cumplimiento hasta ahora á di- 
cha disposición , sin embargo del decreto que espidió, en conse- 
cuencia, el Gobierno de Santa Fé en I * de Diciembre de 1858; y 
solicita, pur tanto, el espuitente se liaban efectivas los <*once<do- 
nes á que me he referido, Persuadido el señor Presidente de la 
justicia que asiste al solicitante, para que <c le entreguen los 
terrenos concedidos á la empresa, cuyis derecho- representa, por 
el detenido e samen que ha hecho do los documentos que le lian 
sido presentadas, espera que V. 1!. <e servirá librar las órdenes 
necesarias á linde que s" dé á los interesado* posesión judiciaj 
délos antedichos terrenos y se les esti--:ida las correspondientes 
escrituras de propiedad, de conformidad al plano y actas de men- 
sura que fueron a] robados por el Gobierno Nacional, de cuyas 
operaciones se dio entonce* oportuno conocimiento al do esa 
Provincia. Debo prevenir á Y. K. que no habiendo construido la 
empresa el puente que prometió hacer sobre el río Carcarañá, 
ha perdido el derecha que se concedió para tomar una legua de 
campo sobre la margen de aquel rio, y que, por tanto, los ter- 
renos qne deben entregársele quedan relucidos A tres; á saber : 
uno de una legua cuadrada en la posta de las Totoras ; uno de 
dos leguas en la cañada de Parejas, y otro de una legua sobre 
la márgen izquierda del arroyo de las Tortugas ; debiendo ser 
aumentado este último terreno con una legua más en la di- 
rección que sea conveniente, por haber la empresa construido 
el puente que se comprometió íi hacer, mediante la concesión de 
una legua cuadrada de terreno. Inútil sería recordar á V. E, 
cuanto importa al progreso de un país como el nuestro, que tan- 
to espera de la acción individual, el fiel y fácil cumplimiento á 
sus obligaciones por parte de sus gobiernos, y me limito, por 
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tanto, á pedir i V. E. so sirva allanar cualquier dificultad de de- 
talle que llegase á presentarse en la ejecución de las medidas que 
quedan mencionadas. Dejando así cumplidas las órdenes del se- 
ñor Presidente, solo me resta saludará V. E. con mi miis dis- 
tinguida consideración. Dios guarde; i V. K. — ti. itateson. » 

En virtud de esta nota, D. Carlos Umiquet, como consta n 
foja 98, se presentó al Gobierno de Santa Fé en 10 de Mayo de 
1864, pidiendo la escrituración de esas tierras, según las medi- 
das practicadas por Saint Remy frían, de acuerdo con el plano 
del camino y actas de mensura que originales acompañaba, aña- 
diendo que el gobierno podía omitir ó suprimir el requisito de 
darle la posesión de esos terrenos, en atención A que hacia ya 
más de cinco años que los poseían, en los cuales estaba com- 
prendida la legua deslindada por Saint líemy en la posta de las 
Tortugas, debiéndose estender una legua más al norte, en cum- 
plimiento de la f ouecsion hecha íi la empresa para la construc- 
ción de un puente que bacía ya algunos anos estaba al servicio 
del público. 

En 27 de Mayo do 18G1, en mérito de estos antecedentes, el 
Gobierno de la Provincia otorgó á favor de Mendoza normanos 
las escrituras correspondientes á los terrenos solicitados por 
Uouquet (f. 102 vta.). 

En 8 de Agosto de 1805, D. Domingo Mendoza, por la razón 
social Mendoza berma nos, vende en Buenos Aires á D. Carlos 
Bouquet (f. 18) las dos leguas cuadradas que le fueron concedi- 
das en la posta del arroyo de las Tortugas. 

Y es en virtud de estos antecedentes y documentos que el de- 
mandado Bouquet, invocando los derechos de propietario y po- 
seedor quieto y pacífico de buena fé del terreno demandado, 
alega en su favor la prescripción, oponiéndola á la de- 
manda. 

Mas, habiendo las partes acompañado planos en que no es- 
tuvieron acordes y que no daban la luz bastante para determinar 
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la verdadera posición del terreno en litijio, por disposición ju- 
dicial y de común con sentimiento, se nombró al perito agrimen- 
sor D. Abelardo líayona, al objeto que levantase los planos que 
ha acompañado ; habiendo antes tonudo todas las instruccio- 
nes que han sido posibles, del Departamento Topográfico, comí 
lo hace constar en el detallado informe conque ha acompañado 
dichos planos, corriente á foja 221 . Ambos lit igantes, además 
de estos antecedentes, han producido diversas otras pruebas de 
que -se liara mención oportunamente. 

V considerando: l -í Que la gran úrea de catorce leguas cuadra* 
das, baso de este pleito, en que están comprendidas las dos de la 
cuestión, debe reputarse de propiedad particular y no fiscal, des. 
de la fecha de la merced otorgada en esa cstension á,D. Igna- 
cio Jaime dcZebaltos: 1" porque sí bien su ubicación no condi- 
ce perfectamente con los rumbos señalados en esa merced, se- 
gún la cual debía tener sus sábanas al Norte y no al Kste, como 
se le han dado en todos los planos presentados, el agrimensor 
Bayona, aceptado por ambas partes, se ha visto también en el 
caso de dárselas al Kste, como se las díó Bustinzaen la mensura 
que practicó años antes, en I8M ; pues es imposible designarlas 
en otro rumbo sin contradecir más fundamentalmente las oirás 
indicaciones do la misma merced T lo que hace suponer que fué solo 
un error do palabra, señalar al Norte las sábana?, en vez de al 
Este ; 2" porque si bien el demandado no ha aceptado de plano 
que esos terrenos fuesen de propiedad particular, nada ha he- 
cho tampoco por probar lo contrario, ni lia indicado otra ubica- 
ción posible á la merced, trabándose por tanto el pleito, y ale- 
gando prescripción cu todo sentido, como si de propiedad priva- 
da fuese; carácter que por ello debe atribuírsele para esta reso- 
lución y el mismo en que seles consideró en dos pleitos anterio- 
res ante este Tribunal, como consta de los dos espedientes acom- 
pañados; á que se agrega, que tampoco el fisco ha sido litigante 
en esta ocasión, ni en las anteriores. 
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2 o Que también está fuera de toda duda, por los planos cor- 
rientes eu autos, y en particular por el fehaciente de llayona, 
que la superficie de dos leguas demandada á Boaquet, está su- 
perpuesta en el estremo sud déla predieha merced, aunque en 
alguna pequeña variación de localidad y ostensión como se vé 
comparándolas diverjas mensuras practicadas, á saber : la de 
Saint Kciny Urban en 187*8, la de Bustínzi en 1806, l& d- La- 
diere, cuya época se ignora, y la última fidedigna de Bayona; 
sobre t- do fe cual se considerará oportunamente lo que baya 
menester. 

S*Quo si es verdad que esa merced fue la concedida á Zeba- 
llos eu Í7Í7, y enajenada después por este en dos fracciones, la 
una dcoclio leguas cuadrada*, en 1731), á favor de I). Antonia 
López Fiuxa, y la otra de seis leguas cuádra las, eu 1700, ú favor 
de D. lieuito Niño Ladrón de Guevara, también lo es que esos 
campos, desde tan remotas épocas han estado completamente 
abandonados y desocupados, ora fuese por las frecuentes irrup- 
ciónos de salvajes, ora por el menosprecio, incuria ó ignorancia 
de sus derechos, por parte de los sucesores de ellos ; habiendo 
perdido, de cualquier modo que sea, la posesión legal que alguna 
Tez tuvieron los antecesores; y todo esto es de juzgarlo asi: i ' 
poTque correspondiendo al demandante probar la conservación 
de esa posesión, constante, ó accidental, al menos, en cuanto por 
derecho bastase para enervar la posesión alegada y probada de 
contrario, estribando en ella la prescripción, no lo ha hecho eu 
ningún sentido, sin que se colija siquiera que sus causantes ha- 
yan practicado antes de la ocupación de Bouquet por tantos 
años, algún acto posesorio ó de dominio, ó cualquier otro que 
manifestase, al menos, la intención de poseer, personalmente ó 
por medio de un tercero; abandono que pudo suceder, como se 
ha dicho, por ignorancia de sus derechos, ó por imposibilidad 
física de ejercer actos posesorios, ó por desamparo voluntario de 
la cosa, con la iutenciou de no poseerla en adelante ; ya por el 
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menguado valor que en esas ¿pocas tenían esos campos, ya por 
Jos peligros á que se hallaban espnestos, ya jorque un tercero 
los tuviese poseídos por mi termino legal, aún cuando fuera sin 
razón bastante, viniendo así de todas maneras i haber perdido 
esa posesión, en cualquiera de tales supuestos, como lo disponen 
los artículos 102, 104, 105 y 100, libro 3-, título fíela po- 
mióñi Código Civil ; W porque sus propietarios, antecesores en 
los derechos de Kley, llevaron su abandono hasta no ejercitar 
derecho alguno reivindicatorío ó acto posesorio que indicase su 
voluntad de retener, ni aún habiendo esas tierras sido mensura- 
das y enparte ocupadas desde 1858, y después por Douquet, su- 
cesor de esos derechos, no habiendo aparecido como dueños, 
aunque no fuesen poseedores, sínó hasta 1865, en que venden 
sus derechos á Arcosa, por intermedio del escribano tialcerán, 
quien es muy probable se los hiciera recien conocer después dé 
tan largo abandono. 

4 o Que por el contrario, llouquet ha probado perfectamente 
su posesión en el área cuestionada, por un tiempo cual por 
derecho se requiere para la prescripción de diez anos, como se 
comprueba por las razones siguientes: 1* porque aún sin com- 
putarse el tiempo que desde 1858 hubiesen poseído parte de 
esos campos, trasmitidos á él, las empresas de mensugerias de 
quienes parten sus derechos, ya en I8G1 fueron escriturados 
por el gobierno de Santa Fe esas dos leguas ¿ sus causantes 
Mendoza y hermanos, quienes se lo vendieron en 1865, habien- 
do estado desde entonces en posesión real y tranquila, sin ín- 
ter npcion, hasta la fecha do esta demanda en Mayo de 1879, 
siendo la escrituración á Mendoza un ano antes que la hecha i 
Areosa, por medio del escribano Galcerán, de esos terrenos, 
tanto tiempo abandonados por los vendedores, habiendo, por 
tanto, adquirido líouquet sobre ellos una legítima posesión, 
según lodispuesto por loa artículos I a , 5", 7 o , 12, 23, 34 y 37 li- 
bro m % título 2° fíe la posesión, Código Civil', y fallo de la Corte 
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Suprema, série 2*, tomo 7°, página 347; sin que tampoco, por 
otra parte, puedan concurrir dos posesiones iguales y de la 
misma naturaleza sobre la misma cosa (art. 51, id, id.). T pues 
que, ademas, tos que habían perdido la posesión, no podían ya 
trasmitirla en perjuicio del nuevo poseedor, porque nadie puede 
trasmitir derechos que no tiene (art, 9, lib. 4, Derechos reates 
y personales, Cod. Civ.); 2* porque concurre á comprobar esa 
posesión la amplia y concluyen te declaración del respetabl e tes- 
tigo don Ttburcio Zaldarriaga; 3" porque así lo justifican los 
mismos planos de la mensura de Bustinza, acompañados por el 
propio demandante, como también el que presenta como prueba 
¿su favor, y que existe en esta Secretaría, y además, el que 
levantó el ingeniero público don Albano Laverge, en todos los 
cuales ya figura Bouquet ocupando ese terreno; confirmándose 
esa ocupación, que precisamente sirve de base á la demanda, por 
las declaraciones de los agrimensores Bustinza y Sivori, testigos 
presentados por el mismo demandante, como este lo espresa 
también en el interrogatorio destinado á su testigo doctor lace- 
res. De todo lo que resulta que él mismo ha presentado la más 
completa prueba contraproducente; 4" porque además, la pú- 
blica notoriedad que invoca Bouquet es evidente, en razón de 
haberse hallado el fundo poseído al costado de un camino pú- 
blico y colindante, desde mucliojn^con los terrenos de la vía 
férrea del Central Argentino. 

5 o Que los hechos ó antecedentes que la parte de Kley aliga 
para probar su posesión en ese campo, son ineficaces, contra- 
puestos á los mencionados, como vá á verse: 1" Dice que una 
parte de esos campos que se espropiú por el Ferro-Carril le fué 
pagada á Malbran y Chayli, como á dueños de toda esa área 
por resolución de este Tribunal. Esto no procede, porque esa 
espropiacion estaba fuera de los límites de la parte ocupada 
por Bouquet, y este ningún derecho habría tenido para oponerse 
á lo que en ningún sentido le dañaba. Y pues el fallo que dió 
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este Ju,gado (corriente á foja 139 del respectivo espediente 
acompañado), fué en pleito entre Malbran y Chajla y Areosa 
que se disputaban esa suma, alegando mejor derecho al terreno 
espropiado, sin intervención alguna de Bouqnet; *> Espresa 
también que, por sentencia asimismo de usté Tribunal (f. 129 
del relativo espediente), la área general de las catorce leguas fué 
declarada de los dichos Malbran y Chajla. Esto es efectivo pero 
tampoco el hecho procede por la misma razón apuntada, es 
decir, por no haber sido liouquet parte en semejante asunto á 
quien no podía, por tanto, dañar esa sentencia según derecho- 
3° Espone también, que la dación del terreno dispútalo por* 
parte del Gobierno á los causantes de liouquet, es oüciosa y sin 
cansa, por cuanto no habían realizado las obras de posta y 
puente que se decía remunerar con ella. 

Esta alegación no le favorece por ser completamente incierta 
Pnes está plenamente justificado en autos lo contrario por la 
nota del señor Ministro Nacional, doctor Rawson (corriente á 
f. 99 v.) t y ser además de pública notoriedad, de que la posta se 
estableció y el puente se construyó. 

6* Que las consideraciones precedentes patentizan, fuera de 
toda duda, que favorece á Bouqnet la prescripción de diez años 
por haberle asistido la buena fé, que se presume desde que lo con- 
trario no se pruebe, el justo título y Ja posesión pacífica y conti- 
nuada por el término legal; como está prescrito por el derecho 
común anterior al Código, y este lo conlirma en su libro * Sec- 
ción 3'. título 1-, artículos 3^,15, 53 y su nota, y 57, 62 y 64 
7- Que invocada por liouquet esta prescripción, que le dá un 
perfecto derecho para retener la cusa en su dominio el actor á 
quien corresponde en todo caso el onus probandi, para vencer 
ese derecho invocado desde la contestación de la demanda debió 
sostener y probar qne no debiera aplicarse at caso la prescrip- 
ción de diez, sinó la de veinte anos, lo que ni aun ha intentado 
hacer, manifestando así, ó falta do derecho para ello ó una 
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omisión imputable á sí mismo. A que se agregan las conside- 
raciones siguieutcs, por las cuales debería siempre estarse á la 
prescripción de diez y no á la de veinte : I a que siendo el espí- 
ritu filosófico dí* la lev do las prescripciones, la presunción de la 
ignorancia, negligencia ó imposibilidad por parte de los dueños 
de una propiedad ocupada, en este caso, esas razones no militan 
porque desde 18G6 t en que Dustinzu hizo la mensura y formó 
osos planosacompañados precisamente por la parte que deman- 
da, era ;*a perfectamente conocido por sus causantes, que Hou- 
quet ocupaba esos torren us, habiéndolo dejado ocuparlos tran- 
quilo hasta la fecha do esta demanda; 2' porque Arcosa que 
los compró por medio de Galcerán, en 1875, era vecino do esta 
provincia, rezaudo con él la prescripción de diez años, no pu- 
diéndole ser desconocida esa ocupación de Houqutt, cuyo cono- 
cimiento era do suponer lo trasmitiese á los nuevos ad finiré ntes 
del terreno; 3* porque debiera saberlo Malbran y Cliayla, suce- 
sores de Arcosa en esos derechos, desde que, como lo dice y lia tra- 
tado Je probarlo el mismo demandante, - líos dusde mucho atrás, 
buscaron arreglos privados con liouquet, habiendo por tanto 
podido entablar demanda rei vindicatoria contra él para evitar 
oportunamente la prescripción de diez años; la cual solo podía 
enervarse por un acto judicial, y no por gestiones privadas, 

lo \\ artículo 40; siéndoles por tanto imputables á ellos mis- 
mos esa omisión que redunda hoy en daño de Kley, sucesor de 
esos derechos; 4" porque los causantes anteriores á Arcosa, 
cuando vendieron á este los campos en 18U5, esos terrenos se 
hallaban completamente abandonados por ellos, como lo estu- 
vieron por sus antecesores, no podiendo, por tanto, tener 
mejor derecho que quien los poseyó después á título de domi- 
nio ; 5* porque aún en caso de duda, que no existe, es mejor la 
condición del demandado según derecho, correspondiendo siem- 
pre la prueba al demandante. 
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8° Que aún dado el solo antecedente de la dación do las dos 
leguas de esos terrenos desposeídos y abandonados, hecha por 
el gobierno de Santa Wé, por causa onerosa á favor de Mendoza 
hermanos, como adquirentes do Jos derechos de las empresas 
de postas y caminos, en el concepto de ser fiscales, bastaría para 
resolver esta cuestión á favor del demandado, lo dispuesto por el 
artículo 2" de hi ley provine ¡til, sancionada con perfecta facultad 
constitucional en 22deOetubrc de 1858, como loba declarado 
expresamente la Suprema Corteen su fallo del tomo 8", serie I", 
página 51, coniirmatorio del Juzgado do Sección, en un caso 
muy análogo ai presente; ley por la cual se dispone: canelas 
tierras de propiedad privada 411c hubiesen sido enageuadas por 
el Gubicrnode esta provincia» serán devueltas á sus legítimos 
dueños, y al comprador, lo que haya pagado por ellas; si aquellos 
se presentasen a reclamarlas dentro del perentorio término de 
ocho meses, desde el dia déla venta» o aquel en que principió a 
regir dicha ley, según los casos, pasado el cual solo tiene el 
derecho á que se les abono el importe de ta suma en que hayan 
sido vendidas^. Y es evidente, entonces, que ni los trasmiten- 
tes á K'ley, ni este hoy, habiendo dejado vencer eseosivamente 
este termino, pueden, ú los quince años venir á entablar una 
demanda reivindicatoría, para la cual la ley solo ha acordado 
ocho meses. 

9" Que si bien por io establecido es de todo punto indudable 
que Tiouqnet ha adquirido bien, á título de compra y prescrip- 
ción, una superficie cuadrada de dos leguas en el parage do que 
se trata, la ubicación que actualmente tiene esa área no es per- 
fectamente arreglada á la que debiera tener por sus mismos 
títulos, según se comprueba por los antecedentes do autos que 
les íijan y determinan sus derechos como por los planos cor- 
rientes á fojas 289 y 290, levantados por el agrimensor Bayona, 
nombrado de común consentimiento. 

En efecto, les derechos de Douquet, ptr si. s documentos, es- 
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tío subordinados á la menso» practicada por órden del Gobier- 
no Nacional, por el agrimensor Saint Ilemy Urban, que solo 
señalaba una legua, pues basta entóneos no se había construido 
el puente de Las Tortugas, manteniendo» sin embargo, las em- 
presas de Mensagerfaa el derecho a otra legua, para cuando esa 
obra estuviese construida, y la cual debía prolongarse en el 
rumbo que conviniere, como en efecto fué fijado hácia el norte 
del anterior, según consta de los documentos de fojas 98 y 101 
vuelta, por el cual pidió Bouquct, á nombre de Mendoza herma- 
nos, la escrituración de todo ese campo, debiendo, por tanto, esa 
segunda legua seguir al norte los mismos rumbos y posición que 
la primera. Mas, es el caso que la posición de ambas leguas, si 
bien siempre están en la misma ubicación, respecto de la grande 
área de catorce leguas, ha sido movida hacia el costado naciente 
y avanzando poco más hácia el norte, según una medida, que no 
aparece autorizada de un Ladrierc, como lo espresa él agri- 
mensor Bayona ensn informe, ocupándose así por Bouquct en su 
alambrado una estension mayor superficial que la de dos leguas 
que le corresponden, como todo ello se comprueba por los pla- 
nos de dicho Bayona y las especificaciones que aduce, habiendo 
hecho un estudio prolijo y prévio de todos los antecedentes que 
eiisten en el Depart amito Topográfico de Santa Fe, alteracio- 
nes de la posición y aumento de estension para las cuales carece 
de derecho Bouquet; debiendo, por tanto, fijarse esas leguas, 
según sus propios documentos, desacordes en parte con su actual 
posición. 

i0° Que resultando de ese informe de Bayona y de esos pla- 
nos, que el demandado ocupa una estension mayor que la que le 
corresponde, es asimismo justo que pague, aunque en el ca- 
rácter de poseedor do buena fe, el arrendamiento debido por 
esa ocupación de la parte que sale de sus verdaderos lí- 
mites. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á la demanda reivindica- 
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toiia entablada por Don Ernesto Klej contra Don CárlosBon- 
quet, en cuanto concierne Alas dos leguas cuadradas u que este 

tiene perfecto derecho, según sus escrituras, debiéndose fijar 
la posición de ellas en perfecta conformidad y arreglo con la 
medida que practicó Saint Remy Urban, estendiéndose al nor- 
te de la primera legua mensurada por él, la segunda legua que 
pertenece al demandado, en los mismos Tumbos y posición que 
la primera; debiendo, por tanto, desalojar este, en el término 
de tres meses, desde que la presente sentencia quede ejecuto- 
riada, la estensioti mayor territorial que ocupe respecto de las 
dos leguas predicli as; como también á abonará Klej t á juicio 
de peritos, el equitativo arrendamiento que corresponda por la 
mayor área de terreno que baya ocupado, saliendo de los límites 
que le pertenezcan, según esta sentencia, si acaso el escódente 
ocupado estuviese b^jit Joj Jiimui^^^-Ji: tunela du Klfl. 1W 

Déjanse á salvo los derechos que á este pudieran asistir para 
reclamar lo que le corresponda contra quien fuera procedente, 
por la ostensión de terreno que se declara de propiedad de Bou- 
quet, superpuesta en la merced antigua hecha á Zeballos y com- 
prendida en su compra á Bedoya, como » salvo se dejan los de 
Bouquet que pudieran asistirle para reclamar el valor de la ex- 
propiación, que se hubiera hecho, tal vez, de alguna parte de su 
terreno parael Ferro-Carril Central Argentino, según la legíti- 
ma ubicación que por esta sentencia se fijan á sus dos leguas de 
campo, sin condenación de costas. Sotifiquese con el original, 
y ejecutoriada que sea, devuélvanseles los documentos que hu- 
bieran acompañado y solicitaren, dejándose en autos las corres- 
pondientes constancias. Repónganse los sellos. 

Feneíon Zumna. 
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Wmíím Ú* 1* Suprema Corle 

Buenos Aires, «oyó 36 de 1888. 

Vistos y considerando : Qtie el actor ha justificado el domi- 
nio sobre las dos leguas de terreno que demanda, por la escritu- 
ra pública de foja sesenta y seis, de veinticuatro de Setiembre 
de mil ochocientos setenta y ocho, según la cual, las compró a" 
sn dueño Don Josúliodoya, sucesor de ios anteriores propieta- 
rios, desde el Capitán Don Jaime de Ze bal los, quien las obtuvo 
por merced en mil setecientos diez y siete, y de Jas que se le dió 
posesión el ano siguiente, como parto de las catorce leguas ú 
que esa merced se refiere, según los intruincntos fehacientes 

Queei demandado no ha atacado los títulos en qtie el actor 
funda su derecho, y se ha limitado ¡i oponer la prescripción, 
alegando que ha poseído el terreno con buena té y justo título, 
por mis de los diez años que la ley exige para prescribir nn in- 
mueble entre presentes, y que, además, según la ley de la pro- 
Tinoiade Santa Fe, de veintidós de Octubre do mil ochocientos 
cincuenta y ocho, se estableció que estaban prescritas todas 
las tierras de propiedad privada que se hubieran en age na- 
do 6 enagenaren en adelante por el Gobierno, si sus dueños 
no reclamasen dentro de ocho meses, y que los que comparecieren 
después, tendrían ¡iccion al valor de las enagemiciones, sin que 
ellos ni sus herederos pudieran quejarse, ni entablar acción civil 
alguna. 

Que del espedíante pedido adeffectum tñdendi, para mejor pro- 
veer, al Ministerio del Interior, sobre la reclamación de Don Ti- 
moteo Gordillo respecto á las tierras que el Gobierno Nacional 
concedió á los señores Timoteo Gordillo y compañía, por la aper- 
tura de un camino y establecimiento de posta del Rosario ii 
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Córdoba, resulta qué el ingeniero Don Eduardo S. Remy Ur- 
ban, por órden del Gobierno Nacional y autorizado por el de la 
provincia de Santa Fe, midió el veinte de Majo de mil 
ochocientos cincuenta y ocho, en la margen izquierda del arrayo 
de las Tortugas, territorio de dicha Provincia, una legua cua- 
drada, comprendida en el terreno que se demanda, para el esta- 
blecimiento de una posta do tránsito, conforme a] contrato del 
referido camino de (íordillo y compañía, con el Gobierno Na- 
cional (Diligenciado mensura, de la focha espresada en el citado 
espediente). 

Que esa mensura es un acto posesorio según la ley, y desde 
entonces hasta el diu de la demanda, einco de Mayo de mil ocho- 
cientos setenta y nueve, la posesión del [demandado, unida á la 
desús antecesores, que no consta haya sido interrumpida, lia 

Que el demandado, por este tiempo, y teniendo como tiene, 
buena fé y justo título, por sf y sus causantes, en cuanto a la 
mencionada legua, medida el veinte de Mayo de mil ochocien- 
tos cincuenta y ocho, la ha adquirido por prescripción, según la 
antigua legislación y ta actual, ya hubiese el dueño estado pre- 
sento ó ausente, quedando así, sobre estepunto, sin valor ni efec- 
to el título del demandante. 

Que no sucede lo mismo tocante á la otra legua que también 
se reclama. 

Que los títulos del demandado sobre esa legua, son los si- 
guientes: escritura dol gobierno de Santa Fc\ de veintisiete de 
Mayo de mil ochocientos sesenta y cuatro, á favor de los seño- 
res Domingo Mendoza hermanos, en la cual se previene, confor- 
me tí lo indicado por el Ministerio del interior á dicho Gobierno, 
en oficio de seis de Febrero do mil ochocientos sesenta y cuatro, 
que se les entregue una legua en la márgen izquierda del arro- 
yo de las Tortugas, « debiendo aumentarse á este último ter- 
reno con una legua mas en la dirección que sea conveniente, 
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por habar la empresa (de Gordillo y compañía) construido el 
puente que se comprometió á hacer, mediante la concesión de 
una legua cuadrada de terreno» (testimonio de foja norenta y 
ocho); y la escritura que le otorgaron en esta ciudad dichos 
Mendoza hermanos, á ocho de Agosto de mil ochocientos sesenta 
y cinco (foja dieciocho) por la cual, Don Domingo Mendoza, por 
aquellos, le vende un terreno de estancia de propiedad de la in- 
dicada casa social, situado en la provincia de Santa Fé, sobre la 
margen izquierda del arroyo de las Tortugas y posta de este 
nombre y sobre el camino nuero del Rosario á Córdoba, com- 
puesto de dos leguas de superficie, según la diligencia de men- 
sura practicada por el agrimensor Saint Remy Urban. 

Que no es cierto que este agrimensor practicase mensura al- 
guna de dos leguas sobre la margen izquierda del dicho arroyo, 



nada, el veinte de Mayo de mil ochocientos cincuenta y ocho, 
según consta del espediente citado. 

Que la legua para pagar ó indemnizar el costo del puente so* 
bre el arroyo de las Tortugas, construido por la empresa de 
Gordillo y compañía, de que habla el título de Mendoza herma- 
nos, fué medida y amojonada por el mismo agrimensor, el vein- 
ticuatro de Agosto de mil ochocientos cincuenta y ocho, en la 
margen derecha del arroyo, esto es, en la provincia de Córdoba, 
a solicitud de Don Timoteo Gordillo, como representante de la 
empresa, lo cual está justificado también en el mismo espedien- 
te por la diligencia de mensura practicada en dicho dia. 

Que de consiguiente, prescindiendo de los vicios mencionados 
de los títulos de Mendoza hermanos y del demandado, y supo- 
niéndolos suficientes para prescribir, resulta de una manera in- 
dudable, en cuanto ú la posesión, que la de la segunda legua 
más, en la dirección conveniente, que se mandó entregar á di- 
chos Mendoza hermanos, no pudo empezar sinó después que 
recibieron el título del gobierno de Santa Fé, esto es, después 
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del veintisiete de Mayo de mil ochocientas sesenta y cuatro, 
puesto que antes era imposible, desde que ni tenían titulo ni 
se sabía cuál era su ubicación. 

Que en la hipótesis más favorable para el demandado, esto 
es, que Dou Antonio Areosa, vecino de la provincia de Santa Fé, 
hubiese comprado los terrenos de la merced á Zeballos para si 
y no para los señorea Ambrosio P. Lezica y compañía, como 
aquello declara en la escritura pública de fecha de ocho de 
Agosto de mil ochocientos sesenta y siete, la prescripción no es 
la de diez años entre presentes, si nú la que corresponde cuan- 
do el dueño está parte del tiempo presente y parte ausente. 

Que, en efecto, Areosa, según la escritura pública de foja 
ciento ochenta y nueve, de veinte y cuutro de Octubre de mil 
ochocientos sesenta y cinco, compró á Don José Antonio Ledes- 
ma, vecino de la provincia de Córdoba, ocho leguus de la mer- 
ced referida, y por tanto, resulta que, en el supuesto espresado, 
de haber Areosa sido dueño del terreno cuando lo compré» y no 
Ambrosio P. Lezica y compañía, ha corrido la prescripción con- 
tra el propietario presente, solo un añu, nueve meses y quince 
días. 

Que escepto este tiempo, los dueños del terreno, causantes 
del actor, y este mismo, como lo ha demostrado en la espresion 
de agravios y consta do los autos, han tenido su domicilio fuera 
de la provincia de Santa Fé f en que el terreno esta situado, y 
por lo mismo, la prescripción en este caso, no puede ser de diez 
años, como entre presentes, si nú según se ha eapuesto la que la 
ley establece para el caso de estar el propietario parte del tiem- 
po presente y parte ausente (Ley veinte, título veintinueve, 
Partida tercera, y artículo cuatro mil dos del Código Civil). 

Que el demandado no ha probado, ni consta de los autos, que 
sus inmediatos causantes, ni los de estos, Kusiñol yFilloly Ti- 
moteo Gordil lo y compañía, hubiesen poseído la legua de ter- 
reno de que se trata, antes do obtener Mendoza hermanos del 
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gobierno de Santa fé el titulo que les otorgó en veintisiete de 
Mayo de mil ochocientos sesenta y cuatro, lo cual se ha demos- 
trado ya que no era posible, á causa de falta de título y de igno- 
rarse cual era su ubicación. 

Que el mismo demandado, como apoderado de Mendoza her- 
manos, confesé ante el Gobierno Nacional, á principios de mil 
ochocientos sesenta y cuatro, como consta de! oficio citado del 
Ministro del Interior al gobierno de Santa que hasta en- 
tonces no poseían los terrenos, y si bien ante este último, en 
Mayodel propio ano, al pedir se es tendiese i su* poderdantes la 
correspondiente escritura, espuso que podía omitirse el requisito 
de la posesión, por tenerlo hacía más de cinco anos, esto no po- 
día referirse sino a" la legua deslindada o] veinte de Mayo de 
mil ochocientos cincuenta y ocho por et ingeniero Saint fiemy 
Urban. 

Que en cuanto i su posesión personal, tampoco ha justifica- 
do que sea por el tiempo requerido para la prescripción que cor- 
responde en el presente caso, pues la prueba que ha producido á 
este respecto, no es suficiente, desde que no se apoya sino en el 
testimonio de un so'o testigo (foja ciento treinta y nueve), sin 
que le sea favorable el de los otros, por referirse a una pose- 
sión posterior en varios años ú su título y el de sus causantes» y 
sin que sea exacto que de los planos que cita la sentencia apela- 
da, resulte probada la posesión del demandado, no apareciendo 
de los de fojas ciento sesenta y una y ciento noventa y tres, que 
este poseyese terreno alguno. 

Que de consiguiente, no pudiendo tener como sucesor más 
derechos que sus antecesores, en el caso más favorable para él, 
su posesión debe contarse desde el veintisiete de Mayo de mil 
ochocientos sesenta y cuatro, en que se dio el título ú Mendoza 
hermanos, en virtud de presumirse desde entonces, por no 
haberse probado lo contrario, según el artículo cuatro mil tres 
del Código Civil. 



DE JIST1CIA RACIONAL 397 

Que comenzada la prescripción que se invoca, antes de la vi- 
gencia de este Código, ella está sujeta, con arreglo al último ar- 
tículo de él; a las leyes anteriores, según las cuales, si el pro- 
pietario del inmueble La estado parte del tiempo presente y 
parte ausente, se duplica el tiempo de ausencia (Ley citada do 
Partidas), ú como d ice el articulo cuatro mil dos del mismo có- 
digo, cada dos años de ausencia se contarán como uno para 
completar los diez años de presente. 

(¿tic habiendo el demandado poseído, según se lia espuesto, 
un ano \ nueve meses y medio, estando el dueño presente, nece- 
sita además para prescribir, dieciseis año¿ y cinco meses, por el 
tiempo de ausencia, ú sean dieciocho años y dos meses y medio, 
cuando en la hipótesis más favorable para él, no puede haber 
poseído la legua de terreno en cuestión, sino quince anos, desde 
mil ochocientos sesenta y euatro á mil ochocientos setenta y 
nueve; y es por lo tanto inadmisible la escepcion de prescrip- 
ciun que ha opuesto, fundada en las leyes generales. 

Que en cuanto ála prescripción apoyada en la citada ley de la 
provinciade Santa Fé t tampoco es procedente, perqué no tra- 
tándose de una enajenación hecha por el gobierno de esa Pro- 
vincia ¿título de venta y en subasta pública, esa ley no es 
aplicable al caso en cuestión, pues el término de la prescripción 
pura las que se cnagenaren en adelante, debe contarse desde el 
dia de lávenla, como testualmcnte lo dispone la ley y esa venta 
debe hacerle en pública subasta, y lou anuncio de quince dias 
de anticipación. 

Que, finalmente, aunque los terrenos de la merced á Zeballos 
hayan estado algún tiempo desocupados, a causa de las invasio- 
nes de los indios, no consta que los dueños los hubiesen aban- 
donado con ánimo de perdí r su dominio, ni lo han perdido por 
aquel motivo, desde que la posesión puede conservarse por la 
sola voluntad de continuar en ella, y el dominio es perpétuo ú 
independiente del ejercicio que de él se haga, a no ser que se 
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deje poseer por otro la cosa durante el tiempo necesario para 
prescribirla (artículos dos mil cuatrocientos cuarenta j cinco y 
y dos mil quinientos diez del Código Civil), Jo que no ha tenido 
lugar én este caso. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja trecientos tres, y no se hace lugar á la demanda de reivindi- 
cación, en cuanto á la legua cuadrada que el agrimensor Saint 
Remy Urban midió y deslindó sobre la márgen izquierda del 
arroyo de las Tortugas, el veinte de Mayo de mil ochocientos cin- 
cuenta y ocho, la cual se declara ser de propiedad del deman- 
dado Don Cárlos Bouqnet, tal cual resulta de dicha mensura; 
condenándose al mismo JJouquet á entregar al demandante, en el 
término de tres meses de la notificación de esta sentencia, la 
otra legua á que se reliere el título de Mendoza hermanos, otorga 
do á ellos por el gobierno de Santa Fu, en veintisiete de Mayo 
de mil och ociemos sesenta y cuatro, y sus frutos con arreglo 
al artículo dos mil cuatrocientos treinta y tres del Código Civil, 
prévio pago por el demandante, segtin los artículos dos mil cua- 
trocientos veintisiete y dos mil cuatrocientos veintiocho, del 
valor de las mejoras útiles y necesarias que en ella hubiere he- 
cho el demandado. Devuélvase al Ministro del Interior, con el 
correspondiente oficio, el espediente sobre la reclamación de 
D. Timoteo Gordillo, y prévia reposición de sellos, remítanse 
los autos al Juzgado de su procedencia, agregando a ellos tes- 
timonio fehaciente de las dos diligencias de mensura citadas, 
practicadas por el si ñor Saint Remy Urban. Xotifíquese con 
ei original. 

BESJAMJ?! VICTOHICA. — (¿LADISLAO 
FRIAS,— FEDERICO IRARGÍ'REÍf. 
— C. S, DE LA TORRE. — SALLST1A- 
PiO J. ZA VALIA. 
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Criminal, contra D. José A. Castro; sobre contrabando 



Sumario. — No pueden desembarcarse mercaderías á título de 
cquipage, y su introducción en baúles, sin manifestación pre- 
via, constituye el delito de contrabando. 



Caso. — Don José A. Castro introdujo eu el vapor Miner- 
va, precedente de Montevideo, dos baúles con mercaderías, que, 
depositó como pasageroy á título de equipaje en la 'oüoina del 
Resguardo, siendo detenidos dichos baúles eu el acto de ser 
sacados de allí por un changador. 

HESOLUCION DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

Bueno* Aires, Agosto 4 de 1887, 

Del examen de este espediente resulta que el introductor de 
las mercaderías había preparado su internación en esta plaza 
sin pagar los derechos adeudados al tesoro, simulando la intio- 
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duccion de un equipaje libre. Tratándose de un fraude previsto 
j penado por los artículos 1025, 1020 y 1037 de las Ordenan- 
za* de Aduana, resuelvo : se declare cuido en comiso las mer- 
caderías importadas por el pasadero José A. Cuatro, vmido en 
el vapor Minerva. A sus efectos, pasca la Contaduría, liábase 
saber y repónganse los sellos. 

¡:. Anido. 



VISTA DEL PROCl lUDOR FfSCAL 

Scíwr Juczi 

Se trata en este espediente de un contrabando que puede de- 
cirse con toda propiedad, lia sido tomado in fray tul i, 
• Dos baúles conteniendo mercaderías, sin rótulo ó marca algu- 
na, confiados á un changador, quien los extrae de la o fiema do 
Resguardo del Muelle de Pasaderos, sin la previa TarifrxKúony 
demás diligencias que las Ordenanzas requieren en tales casos, 
evidencia el propósito de defraudar los derechos correspondien- 
tes A esas mercaderías. La misma declaración de Don José A. 
Castro que, con posterioridad á esos hechos, sedó por dueño de 
esos baúles, confirma plenamente la aseveración que dejo sen- 
tada. 

En efecto, dice el señor Castro que las mercaderías conteni- 
das en esos baúles proceden de una casa de cumercio de Monte- 
video, y que las traía á fin de negociarlas en esta plaza; y que 
careciendo de fondos para el pago de los derechos, vino al centro 
de esta ciudad en busca de ellos, confiando, entre tanto, tos es- 
presados baúles á changadores para llevarlos d la casilla del 
muelle. 

i* No es creíble que una persona que viene á negociar de Mon- 
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tevideo d Buenos Aires no conozca las tramitaciones de Aduana; 

1 ue siendo conductor de valores de alguna consideración, no 
contara con los fondos necesarios para el pago de derechos de 
importación, requeridos en casi todos los puertos del mundo; 
3 o que en vez de declarar ante la oficina del muelle que era 
dueño de esas mercaderías, pedir su verificación y aforo, etc., 
parasu despacho cu forma, las abandonara en poder de un 
changador, quien La pretendido introducirlas sin esas formali- 
dades; 4" que se traigan como equipajes, baúles llenos esclusi- 
v:imente de mercancía, sin nombre y dirección alguna j singue, 
por lo tanto, exista constancia de ellos en el manifiesto del bu- 
que introductor. 

Todo esto, señor Juez, patentiza loqueantes dejo dicho, que 
se trata di* un contrabando comprobado hasta la evidencia. 

El escrito del señor Castro, que corre á foja 8, se reduce á una 
serie de negaciones que no tienen razón de ser ; á invocar 
irregularidades en el procedimiento administrativo, conYfrteta*-^ 
milite insubsistente porque no se basan en disposición alguna 
legal. Y por último, porque si el encargado di' sus mercancías 
ha faltado á sus instrucciones, sin embargo, es él escliisivarnente 
responsable con arreglo a los arUculos 1027 y 1028 de las Orde- 
nanzas de Aduana. 

Sírvase, pues, V. S. ronlirmar con cortas la resolución ape- 
lada. 

David Z avada. 



Falltdel Juu Federal 



Buenos Aires, Setiembre 6 de 1887. 

Y vistos : Por las consideraciones de la precedente vista del 
Procurador Fiscal y resultando, además, de la propia especifi- 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



cacion del recurrente, que al dirijirso al centro para traer el 
dinero había dejado confiada su mercadería á unos changadores 
para que veríiicaran el despacho, siendo estos constituidos por 
él mismo cd agentes para con la Aduana los que intentaron sa- 
car los bultos sin la correspondiente veri' ación y aforo, se 
confirma la resolución de foja 3 vuelta; y en consecuencia, re- 
puestos que sean los sellos, devuélvanse los autos con el corres- 
pondiente oficio. 

i 1 mi res L'tjarriza. 



VISTA DEL SESüR PROCURADOR CESERAL 

Buenos Aires, Abril 29 do 1888. 

Suprema Corte : 

Habiendo solicitado el recurrente que la causa fuera Tv-cibida 
á prueba, el Juzgado de Sección no ha podido prescindir de este 
trámite esencial, por más que reputara claros los hechos, y Un- 
tantes á formar su juicio. 

Dice el interesado que es incierto, casi físicamente imposible, 
que un changador sacara les baúles declarados en comiso, dei 
galpón en que se encontraban, pretendiendo eludir la verifica- 
ción. 

Es este precisamente el fundamento de la condenación, y no 
podía negarse al interesado el derecho de hacer la luz á su res- 
pecto. 

Encuentro, por esto, funiadocl recurso de nulidad decirlo, 
y pidoá V, E. se sirva ordenar Ja reposición de la causa al es- 
tado de foja 15 vuelta. 
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Buenos Aires . Mayo 29 <ie 1888. 

Vistos : No habiendo podido desembarcarse á título de equi- 
paje la* mercaderías en cuestión, por no estar ellas comprendi- 
das en las disposiciones del párrafo séumo, sección primera do 
las Ordenanzas de Aduana; y no habiendo sido por tanto nece- 
saria la prueba en el presente caso ; no ha lugar al recurso de 
nulidad interpuesto, y se confirma» con costas, la sentencia 
apelada de foja quince vuelta. Kepuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

HENJAMI> VIOTOIUCA. — FEDERICO 

hurgCren.— c. s. de la torre. 

— SALLSTIAKO J. ZA VALIA (en 

disidencia). 



Y vistos: no habiéndose juzgado ct caso en primera instan- 
tancia ni en la Aduana como una infracción de las Ordenanzas, el 
mero hecho del desembarco como equipaje de las mercaderías 'en 
cuestión, sinó su introducción fraudulenta sin haber sido revi- 
sadas, hecho negado por el interesado, y que no ha sido sometido 
á prueba, de conformidad con lo pedido por el Procurador Ge- 
neral, se declara nula la sentencia apelada y se repone Ja causa 
al estado de foja quince vuelta. 



SALI STI ANO J. ZAVALfA. 
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CALMA LXYIII 



Bungey otros contra la provincia de Santiago del Estero, 
por tinos campos; sobre término probatorio. 



Sumario. — El término de un dia porcada siete leguas, esta- 
blecido por el artículo 92 de la Ley de Procedimientos, puede 
pedirse dentro del término probatorio concedido. 



Caso. — So comprende leyendo el 

Fallo de la Suprea*a Carie 

Buenos Aires, Mayo 29 de 1883. 

Vistes en el acuerdo : Considerando que en el presente caso 
se trata del término ordinario de prueba, á producirse fuera de 
Municipio y dentro de la República, establecido por el articulo 
noventa y dos de la Ley de Procedimientos, al cual no es aplica- 
ble la disposición del artículo noventa y cinco de la misma, se- 
gún la jurisprudencia de esta Corte, se declara que el término de 
prueba no está vencido para la solicitada en las provincias de 
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Córdoba y Santiago del Ester u; y no habiéndose negado que 
los testigos Aramia y Garzón sean vecinos de la primera de di- 
chas provincias, donde debían ser examinados por comisión de 
esta Corte, y que por accidéntese hallen en esta ciudad, se fija el 
día Lunes á la una de la tarde para que sean examinados al tenor 
de los interrogatorios presentados, con citación contraria. 

BESJAMPÍ VICHI RICA. — C LADISLAO 
FMAS. — FEDERICO IRARGtRO, 
— C.S. DE LA TORRE. — SALIS- 
TUNO J. ZA VALIA. 



CAUftA LXIX 

Don Heñíanlo Azaro contra don Juan Malcolm ; sobre 
daños y per juicios . 



Sumario,— El desalojo ordenado por sentencia délos Tribuna- 
les provinciales competentes, no puede dar lugar á una acción de 
daños y perjuicios, ni á su conocimiento por ¡a justicia federal, 
en razón de la distinta nacionalidad de las partes. 



I r 
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Caso.— Lo espitan el 



Lo Piala, Junio 4 de 1887. 

Vistos estos autos seguidos por Don Bernardo Azaro contra 
Don Juan Malcolm, de que resulta: 

i* Que don Bernardo Azaro se presenta ante este Juzgado 
demandando á Don Juan Malcolm, por indemnización de danos 
y perjuicios por falta de cumplimiento á un contrato de arren- 
damiento de una quinta en Belgrano. por haber pedido y obte- 
nido de ¡ajusticia deprovíucia la terminación del contrato antes 
del termino fijado. 

2 o Que corrido traslado déla demanda, Maicolm alega que el 
contrato de arrendamiento no tenía plazo fijo, y fué por eso que 
pidió el desalojo, que se le acordúcon el plazo de ley, seis meses, 
y que además, se hizo valer ante la justicia de provincia el 
hecho, quo hoy viene invocándose, de que el contrato era á plazo 
fijo. 

Que aunque se abrió a prueba, no se produjo ninguna que es- 
tableciera tal hecho. 

Que aunque a*í no fuera y se hubiera cometido una verdadera 
injusticia con el señor Azaro por parte de los Tribunales de Pro- 
vincia, él no tendría responsabilidad alguna» desde que os sa- 
bido que no la tiene el que ejercita un derecho; y agregando 
otras consideraciones. 

Y considerando: i 9 Que según la propia relación del deman- 
dante, corroborada por las espiraciones y citas del demandado, 
se constata que el hecho fundamental do esta demanda, es, 6 
debo limitase á reclamar ante la justicia ¿ederal de una resolu- 
ción ó fallo de los Tribunales Provinciales; y esta reclamación 
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Tersa sobre injusticia, por te que podía corresponder la apelación; 
pero ni esta se ha deducido ni podía deducirse, de conformidad 
al artículo 14 de la Ley Nacional do Procedimientos, sino ante 
la Suprema Corte y en los casos allí lijados, á que no responden 
los hechos de la demanda. 

2* Que a* estar á los términos de la demanda, que se queja 
de injusticia do los Tribunales provinciales, y las espiraciones 
y citas dadas en la costestacion por el demandada, no cabe duda 
alguna que sobre la cuestión del término dtl contrato ha habido 
un juicio en forma ante autoridad competente; y la justicia fe- 
deral üo tiene facultad para rever ó corregir esas resoluciones 
de autoridad provincial dentro de su jurisdicción. 

3 o T finalmente, que no se denuncia hecho, abuso ó atenta- 
do de parte del demandado para rescindir el contrato antes del 
tiempo Ojado, sinó, por el contrario, que ha pedido el desalojo 
ante los Tribunales provinciales, donde ha sido oido y Tencido el 
demandante Azaro ; por lo que, si injusticia hubiera ó pudiera 
haber en la resolución de los Tribunales provinciales, no podría 
serle imputable al demandado, que usando de su derecho no 
cometía acto alguno ilícito que lo sujetase á indemnizaciones 
(art.107l,Cód. Civ.). 

Por estas consideraciones, fallo : absolviendo á don Juan 
Malcolm do la presente demanda, con costas al demandante. 
Xotifíquese original. 

Isidoro Atbarracin. 



F*ll« #* i* luprcH» C*r«« 

Buenos Aires, Mayo de 1838. 
Vistos : por sus fundamentos, se conürnia con costas la sen- 
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tenéis apelada de fajadle, j siete. Repuestos loe sellas, demél- 
Tanse. 

BENJAMIN VICTOniCA. — FEDERICO 
IBAAGÜRETV. — C S. DE LA TO- 
RRE. — SALU5TIAKO J. /A VALIA. 



CAL-A A LV\ 



Don Juan fc\ Clark contra Don Cuno »/. Handel, por 
espropiacton ; sobre ampliación de ta 



Sumano.-m demandado por Apropiación no puede obligar 
al actor á ampliar la demanda a mayor estension de terreno, que 
este no reconoce ser de propiedad de ao^ucí. 



Caso.— Don Juau E. Clark pidió, en virtud del artículo 24 de 
la Ley de 5 de Noviembre de 1872 contra don Cuna M, Randel t 
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la apropiación do velóte mil metros de largo por treinta y 
cinco de ancho, que atravesaba la línea férrea de Buenos Aires 
al Pacífico, entre los kilómetros 265 y 285. 

Ranrfel pidióse ampliara la demanda al terreno comprendido 
entre los kilómetros 250 ¿ 265 que oran de su propiedad, siendo 
esto negado por Clark, que alegó ser del doctor don Diego Ai- 
rear, contra quien había pedido la expropiación. 

F...o M ,„« 

fiofíirio, Setiembre 10 de 1887. 

Y vistos : con lo espmsto por las partes en el acta de fo- 
ja 16. 

Y considerando: Que es privativo de] demandante establecer 
su demanda en los términos en que crea sea cita más convenien- 
te á susderechus, sin que exista ley alguna que autorice al de- 
mandado para exigir la ampliación ú restricción de los términos 
en que ella esté deducida, siempre que la misma revista los re- 
quisitos legales que deban acompañarla. 

Que existiendo en la presente esos requisitos esenciales, la 
acción deducida es aceptable y debe dársele curso por los trá- 
mites establecidos en la ley. 

Que la aplicación de los principios anteriores es tanto más 
ajustada al caso subjudiee, cuanto que la parte demandante ha 
espuesto, sin ser contradicho por el demandado, que existe ante 
otra jurisdicción el juicio respectivo referente á lo demás del 
área del terreno que en este incidente se exige por el demandado 
sea incluido en la acción deducida. 

Que siendo esto así, sería de todo punto ilegal ¿incorrecto se 
siguieran dos juicos sobre una misma cosa ante dos jurisdiccio- 
nes distintas. 



FALLOS DE LA SUPREMA COATE 



Que lo anterior no se modifica por la clase de juicio que al 
presente se sigue, desde que los perjuicios por el fraccionamiento 
del área deben ser tomados en consideración por los peritos que 
■e nombren, quedando así salvados los derechos del deman- 
dado. 

Por tanto, se declara ser viable la acción deducida en los tér- 
minos y estensbn en que ella lo lia sido y que, en consecuencia, 
las partes deben comparecer á juicio verbal, de acuerdo con la 
ley de la materia, en la audiencia que tendrá lugar el tercer día 
hábil y posterior á la última notificación de las partes. Hágase 
sabx r con el original, y repóngase. 

G. Escalera y Zuvirla, 

Binaos Aires, Junio 2 de 1988, 

Tistos: desconociéndose por el actor el carácter de propieta- 
rio, en el demaudado, de la fracción que este pretende sea in- 
cluida en la demanda, y no pudiendo por consiguiente ser 
obligado aquel á incluirla en la misma; por estos fundamentos, 
se confirma, con costas, el auto apelado de foja ochenta y dos 
vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAUIN VICTOR1CA. — FEDE- 
H1CO IBARGÚREN. — C. S. DE 
LA TORHE 
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t'AUNA LUI 



Et doctor don Cosme fieecar contra don Angel Allende; 
por cobro de honorarios 



Sumario . — La obligación de pagar loa honorarios de abogado 
se prescribe por dos años, á contar desde la fecha en que concluyó 
el pleito por sentencia, ó cesó el abogado en su ministerio. 



Caso.— to refiere el 

F*ll* del Jhh Federal 

Dueños Aires, Judío 3 de 1687. 

Y fistos estos autos promovidos por el doctor don Cosme 
Ueccar contra Don Angel Allende, por cobro de honorarios, y loe 
agregados para mejor proveer ; resulta: 

i° Que el doctor Beccar prestó sus servicios profesiona- 
les á Don Antonio March en un juicio que este inició ante los 
Tribunales Federales contra Don Antolin Funes y Don Rodolfo 
Alurralde, por cobro de pesos, el cual concluyó junto con la i o- 
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tervenoion del Doctor Bcccar, por la sentencia corriente á foja 
02, de fecha 12 de Mayo de 1881 r que declaró la incompetencia 
de dichos tribunales. 

2 o Que el crédito gestionado poT March, importante, más Ó 
menos, 230.000 pesos de la antigua moneda do Buenos Aires, 
bajo la dirección en ese espediente del Doctor Beccnr, fue* cedi- 
do á los señores Angel Allende y compañía por la escritura pú- 
blica de foja (44 (espediente caratulado «Marcb, D.Antonio, 
contra Alurralde, D. Adulfo), en pago de la suma de 186,701 
pesos de la antigua moneda, con todos sus intereses y costos 
devengados y que se devengaren, según reza la referida escri- 
tora. 

3* Que fundado en estos antecedentes, el doctor Beccar inició 
el presente juicio ejecutivamente contra Don Angel Allende, 
miembro de la razón social antes mencionada» para que se le 
condene al pago do 1250 pesos nacionales en que estimaba sus 
honorarios, limitando después su demanda (escrito de í. 23) & la 
cantidad de 848 pesos 70 centavos, importe de su honorarios re- 
gulados a* foja 16 vuelta y do los derechos de regulación y se- 
llos, dándose intervención en estos actos á Don Meliton Harnes, 
representante de dicha razón social por ausencia de Don Angel 
Allende. 

4* Que á esta acción se han opuesto las escepciones de inha- 
bilidad de título y prescripción, que el Juzgado está llamado á 
«solver; fondada la primera en que, según resulta de las cons- 
tancias de los espedientes antes mencionados, el doctor Beccar 
no había prestado sus servicios profesionales a Don Angel 
Allende, ni a Allende y compañía, quienes por consiguiente 
nada le debían, siendo sus servicios anteriores á la cesión, cuan- 
do, por otra parte, ningún provecho sacaron de su dirección, 
puesto que la demanda que éldírijióse perdió con costas ; que 
el cesionario del crédito contra March no era Don Angel Allende 
sinó Allende y compañía, de modo que en ningún caso tendría 
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acción contra aquel; y pot último, que aun en caso de tenerla, 
las tramitaciones relativas a la regulación no se habían notifi- 
cado legalmente á aquel sinú al representante de la razón social; 
y la segunda encopeto», en que bao trascurrido m;ís de dos anos 
desde que ceso la intervención del doctor Bocear. 

5" Que el ejecutante ha contestado las escepcioues alegando 
mel escrito de foja 41, que ellas nc son admisibles en el pro- 
cedimiento de apremio, al cual está <ujetala regulación de ho- 
norarios, como equiparada ú sentencia definitiva; que además, 
en cuanto á la inhabilidad, el juicio seguido bajo su dirección 
importó garantir el crédito con sus intereses y costas, debién- 
dosele por lo tanto de esos fondos el importe de sus trabajos, y 
en cuanto á la presa ipcion, que la interrumpió reclamando el 
pago de su crédito á March y Allende, cuan fio supo que era su 
cesionario, 

Y considerando : i« Que el artículo 309 de la Ley Nacional 
de Enjuiciamiento, solo autoriza el procedimiento por la vía de 
apremio para la ejecución de las sentencias de los Tribunales 
que hayan pasado en autoridad de cosa juzgada, porque en tales 
condiciones presupone un juicio pleno, con toda la amplitud ne- 
cesaria donde el demandado ha podido hacer valer todas sus de- 
fensas, lo que ciertamente no sucede con la regulación de hono- 
rarios que tiene por objeto uní amenté fijar el quantum del 
crédito, sin resolver nada sobre su legitimidad. 

2 o Que así lo ha comprendido el mismo doctor Beccar, pue* 
los trámites que á su solicitud se han seguido no son de los de 
la vía de apremio, sinó los del simple juicio ejecutivo, como 
consta en los escritos de fojas 23 y 41, en el cual es permitido 
oponer las escepciones de que se trata. 

3 o Que si bien es cierto que el doctor Beccar no ha prestado 
sus servicios profesionales á Don Angel Allende ni á la sociedad 
á que este dá su nombre, consta en la escritura de cesión, cor- 
riente á foja 444 del espediente agregado bajo la carátula 



414 



FALLOS DE LA SUPRIMA CORTE 



«March, D. Antonio, contra Alurralde, D. Rodolfo», que á 
dicha sociedad le fué cedido el crédito que aquel perseguí 
contra este ante los Tribunales Nacionales, con sus intereses y 
costas devengados y que se devengaren, siendo en Ja persecu- 
ción de ese crédito que se devengaron los honorarios del doctor 
Bocear. 

4* Que además do loa términos espresos en que está conce- 
bida la cláusula transcrita, el hecho de haberse cedido una can- 
tidad mayor en pago de otra menor, demaestra que la intención 
de las partes fué trasmitir y aceptar respectivamente las obli- 
gaciones del cedente, nacidas ó derivadas del ejercicio de las 
acciones de March ante los Tribunales Nacionales, entre las 
cuales evidentemente está comprendida la de pagar bus hono- 
rarios al doctor Beccar, pues el espediente en que se hizo la 
cesión no es Binó una continuación del que inició y diríjiú 
aquel; no habiendo, por otra parte, contestado la eficacia de sus 
servicios para el mejor éxito de las medidas preventivas toma- 
da* en este. 

5" Que los procedimientos para la fijación de los honorarios 
de dicho letrado se han notificado á Don Meliton Hornos, quien 
se ha presentado como representante de la sociedad Angel 
Allende y compañía, que es la cesionaria y al mismo tiempo asu- 
miendo la representación de Don Angel Allende, que es el de- 
mandado. 

6 o Que el título del doctor Beccar es perfectamente Lábil 
para ejecutar á este, pues todos los que forman sociedad colec- 
tiva contraen obligación solidaria, activa y pasivamente res- 
pecto á las operaciones que se hagan á nombre y por cuenta de 
la sociedad, conforme á lo dispuesto en el artículo 454 del Códi- 
go de Comercio; de donde se deduce que la intervención de 
Hornos, ya sea por la Sociedad ya por Allende solo, es legí- 
tima. 

7* Que constado autos y el ejecutante no lo lia negado, que 
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su intttTcncion como abogado director de March cesó con la 
sentencia de foja 92, de fecha 12 de Majo de 1881 . 

8* Que contando desde ese día hasta aquel en que se presentó 
iniciando el presente juicio contra Allende, han transcurrido 
coatro años tres meses y dieciseis dias. 

9* Que según el inciso I o , artículo 4032 del Código Civil, te 
prescribe por dos años la obligación de pagar á los abogados 
bus honorarios, cuyo plazo se cuenta desde que feneció el pleito 
por sentencia ó desde que cesó en su ministerio, disposición es- 
trictamente aplicable en el caso sub-judtee, aún en el supuesto 
de pertenecer al doctor Beccar el escrito de foja 101, pues el 
término de la prescripción solo sería modificado en cinco dias, 
deBde que en la misma demanda se reconoce que el pleito siguió 
bajo otra dirección. 

10" Que per su parte no ha probado hecho alguno capaz de 
interrumpir la prescripción con sujeción á lo dispuesto en el 
artículo 3989 del Código citado, pues solo dos testigos se han 
presentado, cuyos testimonios Tersan sobre hechos aislados, 
indeterminados, sin fecha precia, y que no han sido constata- 
dos simultáneamente, de modo que son también testimonios 
singulares. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar á la escep- 
cion de inhabilidad del título y admitiendo la de prescripción; y 
en su consecuencia, declaro, con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
tículo 277 de la Ley de Procedimientos, que no ha lugar a la 
ejecución, con costas al ejecutante. 

Virgilio M. Tedtti, 
FmIHs de la luprenn Corle 

Buenos Aires, Jimio ó Je 1888. 
Vistos: por los fundamentos relativos á la escepcion de pres- 
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oripcion, se confirma, con costas, la sentencia apelada de foja 
ochenta y dos. Repuesto los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VICrOlllCA. — l LADISLAO 
FKIAS. — FEDERICO IfJAIlGlltEV — 
C. S. DE LA TORRE. — SALLSTIASO 
J. ZA VALIA. 
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José (Melli y C\ contra D. Santiago Atiende, por cobro 

de lanchage 



Sumario.— Según el uso, y por los previlegíos que afectan las 
mercancías porteadas, el precio de su descarga y conducción se 
deben directamente por los dueños de las mercaderías. 



Cojo. — Se refiere en el 



Buenos Aires, Agosto 8 de 1SS-5. 

Vistos estos autos promovidos por los lancheros Sres. Ortellí 
y C - , contra D. Santiago Allende, de los rjue resulta : 

4 ° ^ uet ' n eI 11163 de Setiembre del añu próximo pasado se 
presentó aIJuzgado 1). Tomás Pauleti en representación de di- 
chos lancheros, demandando á Allende por la suma de doscien- 
tos noventa y ocho pesos con noventa y cuatro centavos moneda 
nacional, procedente de lanchado de trescientos cuarenta y seis 
barricas de mosaico venido á su consignación por los vapores 
liotteny Arayo, lasque habían sido descargadas en los depósitos 
del muelle de las Catalinas cuya cantidad, según los deman- 
dantes, se había negado aquel á abonar, alegando que el precio 
dül lanchage que le cobran era exagerado. 

2 1 Que el demandado se defiende sosteniendo que con Ortellí 
y C*, no había celebrado contrato alguno ni le constaba que hu- 
biesen practicad la descarga deque se hace mérito, pues no lea 
había dado al efecto orden alguna ; que además, se le cobraba la 
descarga con sujeción á un peso cuya exactitud no había veri- 
ficado, como tampoco los actores, según los documentos presen- 
tados por ellos ; que en et caso ocurrente no podía cobrársele por 
peso, sinó por bulto, como había sido convenido con los agentes 
del vapor; quienes para el trasporte han estimado tres barrica? 
como equivalentes a una pipa, según lo acreditan los respectivos 
conocimientos, estando dispuesto satisfacer la descarga en esta 
forma á razón de ochenta y ocho centavos nacionales por pipa 
como lo establece la tarifa. 

3 o Que la causafue" recibida a prueba por el auto de foja 29 
vuelta, para que se justifique el título en virtud del cual se de- 
manda á Allende : que el precio que se cobra por lanchage es el 

T, III 
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convenido y en su defecto el que sea de uso en el comercio; ha- 
biéndose producido por la parte actora, además de los documen- 
tos acompañados ú su demanda» la que corre de foj i 33 A foja 



Y considerando: 1" Que los conocimientos presen tados a fojas 
6 y & por los demandantes, contra cuya nntenticidad no se ha 
hecho observación alguna establecen que los vapores Arayo y 
Houen trajeron á la consiguacion del demandado las trescientas 
cuarenta y seis barricas de mosaico que dicen aquellos haber 
descargado en sus lanchas, hecho que sirve de fundamento á su 
acción para el cobro de lanchage. 

2 a Que Allende no desconoce haber recibido et referido carga- 
mento y si bien sostiene que no le consta que sean los demandan- 
tes quienes efectuaron i a descarga, este punto debo considerar- 
se plenamente comprobado, no solamente por la declaración de 
los agentes del vapor ttotten, quienes manifiestan (fi f.42) que 
los Bres. Ortelli y C ú , fueron los lancheros que efectuaron la 
descarga por órden suya, sinó por ta forma evasiva de su con- 
testación áeste respecto, pues se trata de un hecho que no pue- 
den ignorar art. 8C de la k-y nacional de enjuiciamiento), cuya 
verdad, por otra parte, implícitamente reconoce, en cuanto ma- 
nifiesta su conformidad á abonarles la can tillad que á su juicio 
considera justa. 

3 o Que entre las clausulas del conocimiento bajo el cual ha 
venido el cargamento de dichos vapores, Ügura la de que la car- 
ga se recibe y entroja al costado del buque verificándose estas 
operaciones por la empresa trasportadora, de cuenta y riesgo del 
cargador ó receptor que satisfarán los gastos según la tarifa es- 
tablecida, ■> que se establezca por la compañía en cada puerto, 
la cual ha sido interpretada por las partes como lo demuestran 
sus actos subsiguientes que según el inciso 4° artículo 29ti del 
Código de Comercio, son la mejor esplicacion de su intención, en 
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el sentido de que la descarga se liaría por los lancheros designa- 
da por el capitán ó los agentes del buque, 

I? Que ii5Í interpretada, constituye un Tcrdadero mandato 
conferido á estos por el cargador en el cual pueden legítima- 
mente fundar su acción los demandantes como terceros que han 
contratado cou el mandatario para cobrar el precio desús servi- 
cios, en virtud de lo dispuesto en el artículo 308 del Codigodc 
Comercio. 

5" Que ¿demás, según el artículo 20Í) del citado Código, las 
convenciones deben ejecutarse de buena fe, sea cual fuese su de- 
nominación, es decir, que obligan no solo á lo que se espresa en 
ellas, simí á todas las consecuencias que la equidad, el uso ó la 
ler atribuyen á la obligación scgtin su naturaleza. 

G J Que las declaraciones conformes de los testigos presentados 
porlosdemandanfes, tanto lancheros como agentes de vapores 
y Comerciantes, contra quienes no se ha aducido tacha legal, es- 
tablecen que el uso constante de la plaza es que los lancheros co- 
bren directamente sus tictes « lanehages a los dueños ó consig- 
natarios de la carga sin la intervención ó cesión de los agentes 
deva poros, lo que debe considerarse como una consecuencia de 
la forma en que viene estipulado en el conocimiento el traspor 
te y la descarga. 

7 o Que además de ío espuesto, que justifica suficientemente el 
ejercicio por los demandantes de la acoipn, la ley les acuerda, 
como porteadores sucesivos, privilegios sobre los efectos portea- 
dos para el pago de sus ttetes y gastos art. 18G del Cód. de Co- 
mercio , loque necesariamente ii-s dá el derecho de perseguir su 
cobro independientemente de toda cestón ó autorización de los 
agentes con quienes contrataron la descarga. 

8" Que la prueba rendida por los demandantes demuestra 
concluyentcmente que en defecto de convención, el precio de loa 
lanehages se fija por loque establece la tarifa últimamente 
sancionada por el gremio de lancheros, regla que ha sido con- 
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sagrada también por la jurisprudencia cicla Corte Suprema, no 
siendo bastante la prueba del demandado para demostrar lo con- 
trario, pues recae sobre hechos anteriores á su adopción. 

9° Que según diclia tarifa, el mosaico en cajones ó cascos pa- 
ga por laiicbage á razón de diez y ocho centavos nacionales por 
cada cincuenta kilos, que es precisamente el precia lijadu por 
los demandantes en la cuenta de faja 2. 

i0° Que siendo un contrato distinto el trasporte del cargamen- 
to desde el buque mayor á los muelles ó depósitos, del que riji< 
para su trasporte hasta el puerto, pues los efectos de este ter- 
minan desde que los bultos salen (le los aparejos del buque, lo 
que por otra pártese comprueba por el helio de tener que pa- 
garse un nuero Hete, no puede aplicársele ú aquel la computa- 
ción hecha en el OHiocinitunto de tantos cascos por una pipa, al 
objeto de lijar el Hele. 

Pur estos fundamentos, fallo, condenando á 1). Santiago 
Allende al pago dentro del término de diez día*, de la suma de- 
mandada y sus intereses, con arriólo ala ta<a que cobra el lUn- 
co déla Provincia, sin especial condenación ta costas. Notifí- 
quese original, 

Virgilio M< Tedin. 



Buenos Aires, Juuio h de 1888. 



Vistos: por sus fundamentos, y sin acordar á las afirmaciones 
contenidas en el considerando décimo, otro alcance que el de esta- 
blecer que el trasporte délas mercaderías desde el buque mayor 
á tierra, forma en el caso, la nuteria de una estipulación espe- 
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cial en el contrato de flctamento, que debe entenderse regid» 
soto poT las cláusulas 6 usos que le sean relativos: se confirma la 
sentencia apelada de foja 01, con declaración que de la suma 
mandada abonar, debe bacerse el descuento del veinte por 
ciento, que resulta ser de práctica, según la prueba testimonial 
rendida por los propios demandantes. Repónganse los sellos y 

ULADISLAO FRIAS. — FEDERI- 
CO IBARGCREN. — C. S, DE 
LA TORRE. 

. i 



Don Santiago Mor tz contra don Pedro limo, Agente delat 
Mensajerías Fluviales; sobre cobro de pesos. 



Sumario,— Vendido un artículo bajo la condición de que, no 
siendo aceptado el pTecio pedido por el Tendedor, sería devuelto, 
su recibo y no devolución por paite del comprador importa la 
aceptación de dicho precio. 
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Caso,— Lo refiero el 

Fallo tfel Juez Feilernl 



Y vistos estos autos para dictar sentencia definitiva en la de- 
manda interpuesta ñor don Jacqucs Moru contra la empresa de 
las Mensajerías Joviales representada por Dou I'edro líisso, por 
cobro de la cantidad de cuatrocientos un pesos con cincuenla v 
nueve centavos moneda iiaeiouaJ procedente üV venta de ef* cto> 
con destino al vapor Meteoro de la citada empresa. 

Resulta : 1 < ¿no el ai tor entregó en el mes de Mayo dé 188 1 
ala empresa demanda I l, por intermedio de Don Pedro BlaaCo 
un Inyector (¿iiford ron destino al vapor Meteoro, y pocos 
días después al comisario del mismo 1> 1 1 r n i u , una canilla do tre» 
bridas y dos oailos de cobre con ochenta y tres Ijljras de peso. 

2 k ' íjue alegando no haber podido obtener particularmente el 
pago de esos artículos á ios precios convenidos y Jijados en fac- 
tura entregada al Comprador, ú razón de "»clio mil pesos de La 
antigua monada rui-rii-nt- d<- Hu -uus Air- o ,r L -l inventor; se- 
tecientos veinte pesos por la eaiiilta y novecientos nóvenla \ 
seis pesos (I caño de cobre, se presentó Mortz demandando íl 
la empresa por la suma indicada, con susi ntereses y costas. 

3 lk Que el repre-utant..- .le !a empr* > i ha ren, nocid» en su 
contestación, la legitimidad del cobro por lo pe respecta ú la 
canilía y caños do bronce, consignando su precio en el ISanco 
Nacional, para ser puesto á disposición del dem uélante, alegan- 
do en cuanto al inyector, que no hubo precio convenido, pues 
al adquirirlo se lo había manifestado á Moríz que en cuanto ¡i 
su precio so entendiese con las Mensajerías nuviales.no ha- 
biéndose ruhusado nunca ¡i pagar el que fuese justo, pues basta 
se le había ofrecido el dublé de) precio corriente. 
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4 o Que la causa fué recibida á prueba para que se justifique 
que el precio convenido por el inyector fué de ocho mil pesos 
moneda corriente, y en su defecto, el precio rorru-nte en plaza; 
habiéndose producido además de la carta de foja 5, la que indica 
el certificado de foja 111, por parte del actor únicamente, la cual 
consiste cu las posiciones de foja 45, absu citas por Don Pedro 
llisso, >¡n resultado favorable sobro los pantos señalados en el 
auto de prueba y las fleelaraciono'i de loa testigos Blandí, foja 
47 vuelta; Hunter, foja ">Ü, y Cnnniiigham, foja 03 vuelta. 

Y considerando: 1 1 Que el único pinito cu can tro ve rs i a. es el 
precio dt'1 inyector, sosteniendo el actor que fué convenido en 
odto mil pesos moneda corriente, y el demandado que no hubo 
convenio alguno, debiendo entenderse al respecto con la em- 
presa. 

2" Que. la prueba d<< ta existencia del convenio, incumbía al 
actor, cunarreg'o al principio establecido en la ley l\ título 14, 
PaTtida :l\ 

.í <)i. ..inguno dt- lus testigos preso ntades, incluso el mismo 
Ulanclique fin* el iuUruiedifttiopara la compra, revelan la exis- 
tencia del i'onvnuio aludí h*, es decir la conformi dad del com- 
prador con el precio de ocho mil pesos al tiempo do recibir el 
artículo, i ii la iMpút"*!*; deque de eale ¡«recio se hubiera tra- 
tado ■ n ose momento, 

-i' Que, según el artículo Tiá-í del Código de * 'ont'-rcio, cuando 
se entrégala cosa vendida sin que en el instrumento del contra- 
to conste el precio, >e entiende que las partas se sujetaron al 
corriente en el día y I ugar de la entrega, debiendo prevalecer el 
término medio cuando cu el mismo diuylugar hubiere diversi- 
dad de precio. 

5" Que es tanto más verosímil que ú esta regla entendieron 
sujetarse las partes, cuanto que no se ha pre¿< utado documento 
escrito del contrato, como correspondía hacerse tratándose de un 
convenio sobre valor mayor de doscientos pesos fuertes (art, 193 
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del Cod. Cit.), ni siquiera el asiento en Iob libros del deman- 
dante, donde conste con las formalidades debidas, la salida del 
artículo por el precio reclamado. 

6° Que los testigos Blancn j Huuter presentados por el de- 
mandante, cuyos testimonios tienen autoridad por sus profe- 
siones, manifiestan que el precio de un inyector de las condicio- 
nes del que se trata, podía ser de cien, ciento diez á ciento trein- 
ta pesos, lo que demuestra que la empresa demandada le ofreció 
un precio razonable. 

T Que de la misma demanda resulta que la compra de los 
demás artículos incluidos euella, ha sido un acto posterior inde- 
pendiente y distinto de ía compra del inyector, de modo que el 
demandado ha estado en su perfecto derecho al consignar su im- 
porte, respecto del cual no había cuestión ni dificultad, para 
salvar las consecuencias de la mora. 

Por estos fundamentos, fallo: que Don Pedro Risso represen- 
tante de las Mensajerías Fluviales pague dentro de tercero dia á 
Don JacquesMortz, la cantidad de ciento veinticinco pesos mo- 
neda nacional con sus intereses desdóla fecha de la demanda, 
pidiendo el actor retirar la suma consignada cuando lo estimase 
conveniente, y que cada parte pague sus costas. Notifiques© 
con el original. 

■ 

Virgilio M. Tcdin, 



F«Ito *e I» Suprrm* Corte 

Buenos Aires, Junio 7 de 1888. 

Vistos y considerando ! que consta de autos y no ha sido 
egadopor el demandado, que el precio del inyector, pedido por 
el vendedor, fué el de ocho mil pesos de la antigua moneda de 
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Buenos Aires ; que consta igualmente, que dicho artículo fué 
entregado por el vendedor, recibido por el comprador j aplicado 
al buque á que era destinado; y que del tenor de la carta de foja 
cuatro resulta que fue* tomado bajo la condición de que si el 
precio pedido no era aceptado, el artículo sería devuelto, hecho 
que no lia tenido lugar, lo que demuestra que ese precio fué defi- 
nitivamente aceptado, se revoca la sentencia apelada de foja 126, 
en cuanto se fija el precio del inyector en ciento veinticinco 
pesos moneda nacional y se condena al demandado á pagar el 
precio reclamado en la demanda y sus intereses, en su equiva- 
lente en moneda nacional. Devuélvanse previa [reposición de 
sellos, 

BENJAMIN VICTOR1CA. — LADIS- 
LAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. 5. DE LA TORRE. 
— SALUSTIAJtO J. ZA VALIA. 




CAl'NA L.Y.YI1 



U. Jwm M. 6ámpas c&n$m el f*r. ¡k Añl mío M, Silva, por m~ 
tenhcio <{'' retener ¿sobre rebeldía. 



Sumario, — No puede ser doclar.uk sin mas trámite la re- 
beldía del actor mu* oh td juicio de interdicto no comparece el 
día señalado, pero que pnsenta escrito pidiendo su poster- 
gación. 



Cato, — Ú, Juan AI. ('ampos enlabió interdicto d«- retener 
contra el Dr. 1). Antonio Silva, y pidió varias diligencias. 

El juez accedió á algunas y >uñaló día para el juicio 
verbal. 

Campos pidió nuevo dia, y solicitó el cumplimiento de esas 
diligencias. 

El juez negó lo segundo, y señaló otro dia por no haber teni- 
do lugar v\ comparando. 

YA dialijado, Silva compareció y acusó rebeldía ;t Campos pi- 
diéndose le diera por desi-tido del interdicto. 

Campos reclamó con escrito du ese mismo dia, de la negativa 
anterior, y pidió postergación del comparendo. 
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Auto ilel Juei Federal 



Buodos Aire-, Si.-iicinJ>i'- : .¡.- ]s^t. 

Autos y vistos : Teniendo cu consideración que los interdictos 
son !a forma breve y sumaria para obtener una reparación provi- 
soria contra los actos de turbación ó despojo de la p.,ses¡on t de- 
jando para el juici.) ordinario la amplia discusión y jusiiiica- 
cionde los dereelios de las partea 

Que tratándose de hechos precisos, concretos y de rédente fe- 
cha como ta posesión y el despojo ú los actos constituí iros de la 
turbación > lev presumo en manos del despojado medios sufi- 
vientes d« prueba para ampararse al reta dio de los interdictos. 

Que puniendo de este principio, el artículo 33G de la ley na- 
nonal ck- enjuiciamiento, establece que las partes concurran al 
juicio verbal á* que deben ser convocadas munidas de las prue- 
bas necesarias de manera que en una sola audiencia sean oídas 
aquellas y aducidas estas puraque la cau^a pueda fallara en el 
término que establece el artículo 33*. 

Que de admitirse las peticiones del demandante, no solamente 
sed* ¿naturalizaría el juici... trayendo cuestiones que deben ser 
cstraíiaa á él por su forma breve y sumaria, sino que una de las 
partes quedaría en condición privilegiada acumulando volumi- 
nosas pruebas por tiempo ind< íinido aún antes de haber sido 
oída la contraria y por consiguh nto, sin que lesea permitido 
contradecirlas, destruyendo asi, la kuialdad que debe reinar en- 
tro las partes en el juicio, a( *gnn lo lia resuelto la Corte Su- 
prema. 

Por esto, noli; lugar á Jos recursos deducidos en el presente 
es -rito. 

V no babiendoc mparecido el demandante al juicio verbal de- 



428 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



cretado á los efectos del artículo 333 de la ley nacional de en- 
juiciamiento, y considerando : que este hecho importa, dada la 
naturaleza del juicio, la rebeldía del actor conforme á lo dis- 
puesto en el artículo 183 en cuyo caso el demandado debe ser 
absuelto, como lo dispone la segunda parte del artículo 185, fa- 
llo absolviendo áD. Antonio M. Silva déla demanda de foja 7. 
Repónganse los sellos. 

Virgilio M* Tedin. 

Campos interpuso recurso de rescisión del fallo anterior, y 
apeló in substdium. 



Auto «1*1 Juei Federal 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1887. 

Autos y vistos : en cuanto á la parte del auto de foja G2 que 
no hace lugar á las diligencias de prueba solicitadas, habiéndose 
deducido el recurso fuera del término que prescribe el artículo 
203 de la ley nacional de enjuiciamiento, y no siendo apelable 
dicho auto en virtud de lo que prescribe el artículo 205 de la 
misma ley, no ha lugar; y por lo que Tespecta á la parte que no 
hace lugar al interdico, se concede en relación el recurso in- 
terpuesto y elévense los autos á la Corte Suprema de Justicia 
en la forma de estilo. 



Virgilio M. Tcdin. 
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Fallv 4e I» fluprentA Corte 

lineaos Aire*, Junio T de 188S. 

Vistus : resultando de autos que el día mismo señalado para 
que tuviese lugar el juicio verbal pre>crito por el artículo tres- 
cientos treinta y tres de la ley de procedimientos, la parte del 
actor compareció solicitando su postergación ; y que por lo tan- 
to, no ha podido ella ser declarada sin mas trámite, en rebeldía: 
se revoca la sentencia apelada de foja sesenta y dos, y devuél- 
vanse los autos al Juez de Sección para que, procediendo con ar- 
reglo a derecho, señale nuevo dia para el jun io indicado. He- 
pónganse los sellos. 

BENJAMIN VICTOMCA. — U LADISLAO 
FRIAS. - FEDERICO IBAIICCRES. — 
C. S. DE LA TORRE. — 5ALLSTIA- 
NO J. ZA VALIA. 



1 ALSA i.XX\ 



Don Guillermo Ac/iamt contra Don Julián de llnstinzu : 

sobre compraren/u. 

Sumario. — I " PIt consentimiento en los contratos debe ma- 
nifestarse por oferta y acotación : y estas pueden hacerse por 
medio de agentas y por correspondencia cutre pirsonas au- 
sentes. 

2 fl La circunstancia de no conocer el vendedor el nombre del 
comprador hasta el momento do su aceptación, no impurta qui- 
la oferta sea aechad persona indeterminada. 



Caso* — Lo esplica el 

Fallo del J<irz Fedeml 

Rosario, Agoslo 29 de 18WT. 

Vistos estos autos seguidos por A doctor Guillermo Achatal 
contra Don Julián de iiustiuza sobro escrituración de un bien 
raíz situado en la plaza Independencia de esta ciudad, resulta: 

I o Que con f celia 22 de Marzo del corriente año, don liamon 
Ferreyra (hijo) dirijic¡sdoseá Don Julián de Ünstinza por medio 
de carta, manifestó á este haberlo visto una persona en ese día, 
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para quo se dirijiera a él, preguntándole si deseaba vender un 
quinta ubicada en la plaza Independencia, pidiendo al mism_ 
tiempo ¡i Bustinza que en caso afirmativo, le suministrara los da- 
tos necesarios como el precio, cstensíon, etc., para trasmitirlos 
al interesado (documento de foja 48 reconocido á foja 6 i). 

2° Que don Julián de Bustinza contestando con fecha 27 del 
mismo la anterior carta de Ferreyra, lo rs presa : que el terreno 
de quinta áque Ferreyra se refería, lo destinaba para ser Tendi- 
do; pero que buscando sacar de él el may^r product» posible, 
quería antes fraccionarlu en lotc^, pues no creía probable que 
en la venta do todo 61 en conjunto, se le pagase lo quo creía sa- 
car del terreno dividido en lotes ó sitios, razón por la cual so 
abstenía de pedir ó poner precio «pero que eso no era inconve- 
niente pura que él interesado en la compra (aqueta que Ferrey- 
ra se refería en su carta anterior), pudiera hacerle una oferta qu 
íl (Hostiliza) considerase aceptable" c incluyendo dicha carta 
con la especiflc4Cion de las dimensión* * de dicho terreno y de- 
más datos solicitados al respecto ( documento de foja 00, recono- 
cido á foja (i9 vuelta). 

*¿ n Que Ferreyra contestando la precedente, diceá Bustinza, 
con fecha 28 del mi sm», quede conformidad con su c;*rta había 
visto ese mismo dia al interesado por su terreno, quien lo había 
facultado para ofrecerlo treinta y cinco mil pesos nacionales 
por las diez y ocho cuadras de cien por cien varas á que él 
(Bustinza) se refería, agregando el pedido de que se sirviera 
darlo su contestación sobre el particular, y en caso de aceptar 
diclio precio, «lo autorizase a lirmar el correspondiente boleto 
de compra-venta (documento de foja 40 reconocido á foja 64). 

4 o Bnstinza al dia siguiente 29 de Marzo, vuelve á contestar 
á Ferreyra lo siguiente: «acabo de recibir su apreeiablc fecha 
28 del corriente. La oferta que usted me hace á nombre del in- 
teresado en la compra, nomo satisface. El ultimo precio á que 
lo daría sería de treinta y cinc» centavos moneda nacional por 
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tara cuadrada de las que osprosan los documentos o* de las com- 
prendidas en el área que designan las escrituras que obran en mi 
poder. £1 terreno de que se trata, lo hube jo por compras ¿apre- 
sadas en tres escrituras que fueron otorgadas á mi favor por Juan 
Juanto, por JuanElizalde y por Santiago Juanto y como dije A 
usted en mi anterior estas porciones son todas adherentes entre 
sí. Dadas estas csplicacíoses y dicho que los treinta y cinco cen- 
tavos es el último precia, no queda más que el interesado diga 
sí 6 no i (documento de foja 61 , reconocido á foja69 vuelta). 

5* El mismo tJ¡a30, Ferreyra comunica á Bustinza haber re- 
cibido la anterior carta y que de acuerdo cun ella, había cerra- 
do la negociación y que al día siguiente cangearía los boletos 
(documento de foja 51 reconocido ú foja 6t). 

6* Que habiéndose negado Bustinza á formalizar la escritu- 
ración, aduciendo no haber autorizado para ello ú Ferreyra ni 
serle obligatorio por los términos de sus cartas, e! reconocimien- 
to de este contrato,} la parte del doctor A chaval, que según [as 
declaraciones de le r rey ra era ia persona interesada en esta com- 
pra como lojustifka el boleto de foja 4 , inicia esta cuestión, so- 
licitando la escrituración á su favor, del terreno del señor Bus- 
tinza, ó la resol uciun déla obligación con el pago de daños e" 
intereses; pidieudo la parte demandada en la contestación de 
la demanda, fundada en las razones ya espresadas, el rechazo de 
la acción con costas. 

T Que abierta la causa á prueba se produjo laque corre á fo- 
jas 48, 49, 50, 5i, 52, 00, 61 , 62, 63, 64, 65, 66, 07. 69 v. y 102. 

Y considerando : I a Que la mente, intención y voluntad Je las 
partes, debe desprenderse y se desprende de los términos en que 
está concebida ta correspondencia cambia U entre el señor Fer- 
reyra por el doctor Achával como ínteres ido en lacom;>ray el 
señor Bustinza como propietario y rjudedor del terreno mencio- 
nado, para deducir de allí, á cuál de las partes asiste la justicia 
en esta controversia. 
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2" Que á estar á lo* términos claros y esplícilos de la carta 
liruinda por el señor Bustinza y reconocida por él, corriente á 
foja 01 i se comprende fácilmente que lia habido por su parte la 
intención y voluntad de enagenar el bien raíz materia de esta 
cuestión, por el precio cierto y determinado de treinta y cinco 
octavos la vara cuadrada de esa propiedad. 

3* Que no pue Je darse otra interpretación á la carta predicha, 
desde el momento en que, designando ese precio, se agregan 
las palabras terminantes allí consignadas de que uua vez dadas 
esas espiraciones y «dicho que los treinta y cinco centavos 
es el último precio, no queda más que el interesado diga sí 
ó no». 

4" Que de esta manera, la opción para realizar la negocia- 
ción ú sea la elección de aceptarla dejándola concluida, ó de re- 
chazarla, ha quedado á la par tu compradora, quien optando por 
el primer término la aceptó, dejándola así perfeccionada. 

5 o Que para que de otra manera pudiera interpretarse aquel 
acto resolviendo la no existencia de la convención, hubiera sido 
necesario que antes del recibo por parte de Bustinza de la acep- 
tación del doctor Acbaval, aquel hubiera hecho saber á este el 
retiro de su proposición, loque ni siquiera se ha intentado jus- 
tificar. 

C° Que el término vago de yo lo darUt, usado por el deman- 
dado al principio de la carta de foja 61, quoda completamente 
eliminado por el párrafo 4 o de la misma carta, que consigna 
e=,tas testuales palabras «dadas esta* esplicaciones y dicho que 
los 35 centavos c$ el úf limo precio raqui el señor Hustinza su- 
prime ya la palabra hipotética de «yo lo daría», agregando por 
el contrario las palabras cmcluyentys tic) «o tpteda más que et 
interesado ditja sí ó no»; frase que no deja la menor duda de Ji 
existencia de su voluntad para enajenaren favor de! interesado 
en ese terreno esa arca de tierra, siempre que por ella se le pa- 
gara el precio de treinta y cinco centavos por cada vara cuadra- 
as 
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librando á la sola voluntad del interesado el contestar afir- 
tiva ó negativamente para que la convención quedase legaj- 
óte constituida 6 sin efecto. 

7 o Que habiéndose contestado en término liábii afirniíi tira- 
mente al señor Bustinza, esa convención, como se ha dicho, 
reviste los caracteres legales que dan origen á la obligación 
de hacer á que se reüerc el artículo 1187 del Código Civil, que- 
dando concluida como contrato cu que las partes se han obli- 
gado á la transferencia de la propiedad (art. 1185 del mismo 
Código). 

8* <¿ue tas dos condiciones esenciales impuestas por la legis- 
lación civil un el contrato de compra-renta, biin existido en el 
ctsosubjttdice, en el que se ha determinado una cosn j se lia 
contraído la obligación de pagar por ella un precio cierto en 
dinero (artículo líi&i del Código citado). 

9* Que por otra parte, la aceptación de las ofertas de compra 
hechas por don Ramón Ferreyra (hijo), el cambio de cartas entre 
este y el señor Bustinza, los datos de extensión, precio, ubicación, 
etc., comunicados por este á aquel y demás circunstancias que 
arrojan los autos, comprueban la existencia de un mandato de 
parto de Bustinza hacia Ferreyra, mandato legal j bien cons- 
tituido, puesto que se ajusta íi los términos de los artículos 1889, 
1892 y 1893 del Código Civil, los que disponen que el man- 
dato se con flore espresa ó tácitamente, pudiendo darse el es- 
preso por instrumento público ó privado, por carta y también 
rerbalmente y con los objetos que en esas disposiciones so 
determinan. 

10' Que una prueba más de lo anterior se desprendo del mis- 
mo contesto de las cartas del demandado, quien en ningu- 
na de ellas ha manifestado ;i Ferreyra ta rol untad de que 
el interesado tenía de entenderse directamente con él (con Bus- 
tinza) para dejar concluido el negocio, sinó que, por el contrario, 
al decir dicho Bustinza que al interesado no le quedaba mas que 
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decir «sí o no», no solo acéptala como dicho interesado ácunt 
quk>r persona desde que no exigía sn nombre, sinó también 
que autorizaba Á Ferreyra en su calidad de mandatario par 
cerrar el trato en el caso de ser afirmativa la contestación deesa 
persona interesada, cualquiera que ella fuese, 

H* Que además, según resulta probado en autos, el vendedor 
-ciior Hostiliza habiendo tenido perfecto conocimiento de todos 
los pasos dados por Ferreyra en esta negociación, no ha mani- 
festado desaprobación alguna de lo* actos de este durante ella 
duró, viniendo á ser así regida su conducta, cuando menos por 
la determinación del artículo 1871 que establece haber mandato 
tácito no solo de lo que resalía de los hecho* positivos del man- 
dante, sinó también de su inacción 6 silencio» ó no impidiendo 
pudiéndolo hacer, cuando sabe que alguien está haciendo algo 
en su nombre. 

12" Que por otra parte, es un principio de derecho el que los 
contratos deben ser interpretados en el sentido de su validez j 
no en el de la nulidad, obligando á los contrayentes, uo solo á lo 
que se espresa en ellos, sinó á todas las consecuencias que la 
equidad, el uso ó la ley atribuyen á la obligación según su na- 
turaleza. 

t$f Que por consiguiente, habiendo el mandatario señor 
Ferreyra contratado con el doctor ¿chaval en nombre del deman- 
dado, la compra-venta del terreno de la cuestión, ese contrato 
debe ser considerado como hecho por el mandante personalmen- 
te y en consecuencia, obligado por los actos de aquel. 

1 i J Que los contratos que d« hiendo ser hechos por escritu- 
ra pública fuesen hechos por instrumento particular firmado 
por las partes, en caso de resistencia de una de ellas, podrá 
ser demandada por la otra para que le otorgue la escritura pú- 
blica, bajo pena de resolverse la obligación en el p¡igo de per- 
didas é intereses, según los artículos IIKj v 1181 del Código 
Chit, 
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Por estos f and amentos, fallo, declarando: Que don Julián 
deBustinzase encuentra obligado á estei, ler en favor del de- 
mandante doctor Guillermo Acharal, escritura en forma del ter- 
reno materia de la cuestión, haciéndole entrega de él medíante 
el pago del precio de treinta y cinco centavos moñuda nacional de 
curso legal por cada una vara cuadrada de las comprendidas en 
las diez y ocho cuadras de cien por cien varas, bajo pena de re* 
solverse la obligación en el pago de las pérdidas ¿intereses, con 
costas al demandado. Hágase sabor con el original y repónganse 
lossellos adeudados. 

íí. Escalera y Ziiviria. 



rallo de I* *n prein» Corle 



Rumias Aires, Junio ~ tin- 1688, 

Vistos y considerando: que el consentimiento en los contra- 
tos debe manifestarse por ofertas de una de las partes y aceptar- 
se por la otra ; que entre personas ausentes puede manifestarse 
poT medio de agentes 6 correspondencia epistolar; que la oferta 
de Bustiuza convenida en la carta de foja sesenta y una, ha 
sido comunicada por Ferreyra como agente intermediario al in- 
teresado en la cumpra y aceptada por este; y que la circunstan- 
cia de no conocer su nombre el vendedor hasta el momento de 
la aceptación, no importa que la oferta fuera Lecha á persona 
indeterminada (artículos mil ciento cuarenta y cuatro, mil ciento 
cuarenta y siete y mil ciento cuarenta y ocho); por estas consi- 
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deraciones j los fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja ciento siete, se confirma esta con costas. Repón- 
ganse los sellos y devuélvanse los autos. 
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